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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:13, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 28ª y 29ª, ordinarias, en 16 y 17 de junio de 2015, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Treinta y cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto que modifica las leyes N°s 18.045 y 18.046, para establecer nuevas exigencias de transparencia y reforzamiento de responsabilidades de los agentes de los mercados (boletín N°10.162-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el segundo da inicio a un proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (boletín N° 10.161-08) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.



Con los dos siguientes retira la urgencia que hiciera presente a los siguientes proyectos:



1) El que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (boletín N° 4.162-07). 



2) El que modifica la ley N° 19.995 y el Código Civil, en orden a establecer medidas de restricción en los casinos de juegos para las personas que padecen ludopatía (boletín Nº 9.507-06).


--Se tienen presentes los retiros de las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


Con los dos siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, de establecer sanciones, de crear un registro de pasajeros infractores y de modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).


2) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (boletín N° 9.179-07).


--Se tienen presenten las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los nueve que siguen retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) Proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia, suscrito en Bangkok el 4 de octubre de 2013 (boletín N° 9.472-10).



2) Proyecto que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de permitir la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (boletín Nº 9.601-25).


3) Proyecto de ley que dispone una bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (boletín N° 9.151-21).


4) Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín N° 9.766-04).


5) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y que crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile, el 6 de enero de 2015 (boletín N° 10.024-10).


7) Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile, el 23 de diciembre de 2014 (boletín N° 10.025-10).



8) Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina tocante al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile, el 23 de diciembre de 2014 (boletín N° 10.026-10).


9) Proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros (boletín N° 9.015-05).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los diecinueve siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para la tramitación de los asuntos que indica:


1) Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (boletín N° 9.404-12).


2) Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24).


3) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos Anexos”, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (boletín N° 6.556-10).



4) Proyecto de ley que aplica la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (boletín N° 6.829-01).



5) Proyecto de ley que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor (boletín N° 9.156-32).


6) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, mediante la introducción de modificaciones al Código del Trabajo (boletín N° 9.835-13).


7) Proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (boletín N° 8.886-11).


8) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).


9) Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07).


10) Proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15).


11) Proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (boletín N° 8.263-13).


12) Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (boletín N° 8.069-14).


13) Proyecto que modifica la ley N° 18.046, para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios (boletín N° 8.480-03).


14) Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (boletín N° 9.455-06).


15) Proyecto de ley que reconoce como deporte nacional a los juegos deportivos ancestrales de los pueblos originarios (boletín N° 9.057-04).


16) Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección al trabajador que se desempeña como pastor religioso o ministro de culto (boletín N° 9.603-13).


17) Proyecto que modifica la ley N° 19.928, sobre fomento de la música chilena, para establecer los requisitos que deben cumplir los conciertos y eventos musicales que se presenten en Chile (boletín N° 6.110-24).


18) Proyecto que modifica la ley N° 20.285, para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas (boletín N° 9.629-19).


19) Proyecto que modifica las leyes N°s 20.422 y 19.928, para incorporar el lenguaje de señas en los programas de televisión con contenido musical y espectáculos musicales en vivo (boletín N° 9.819-24).


--Se tienen presentes sus calificaciones y se manda a agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Espina, respecto al pago de los bonos institucionales establecidos en la ley N° 20.240 a las funcionarias y los funcionarios que hagan ejercicio de permiso posnatal parental.


De la señora Ministra de Salud:



Responde inquietud, planteada en nombre de los Senadores señores Navarro, Araya y Bianchi, en orden a la creación de una política de salud integral para los hombres.



Del señor Subsecretario de Hacienda:



Atiende proposición, formalizada en nombre del Senador señor Ossandón, para considerar la exclusión del Presidente de la República y de los Ministros de Estado, Subsecretarios, Senadores y Diputados de los próximos cinco reajustes de remuneraciones que se aprueben para los trabajadores del sector público.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor García, acerca de la situación de las personas que prestan servicios al Estado mediante contratos a honorarios.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de La Araucanía:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor García, concerniente al estado en que se encuentra el proyecto “Apertura pasaje Línea”, de la ciudad de Villarrica.


Del Agente zonal de la Superintendencia de Salud-Región de Los Lagos:



Atiende petición de información, formalizada en nombre del Senador señor Quinteros, referida al número y porcentaje de licencias médicas rechazadas por las instituciones de salud previsional durante el año 2014 en esa Región.



De la señora Directora (S) del Fondo Nacional de Salud:



Da respuesta a consulta, dirigida en nombre del Senador señor Navarro, acerca del cambio en la gestión del registro de inscritos en consultorios que dejará de ser administrado por los municipios y quedará a cargo del FONASA.


Del señor Gerente General de la Empresa de Correos de Chile:



Remite diversa información, requerida en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín, relativa al funcionamiento de la empresa.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda a disposición de las señoras y los señores Senadores.



Segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (boletín N° 8.069-14) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para tabla.
Moción


Del Senador señor Bianchi, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 61 de la Carta Fundamental en materia de fuero parlamentario (boletín N° 10.166-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la cuenta.
VOTO DE CENSURA A VICEPRESIDENTE DEL SENADO

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, corresponde tratar el voto de censura presentado contra el Vicepresidente del Senado, cuya relación efectuará el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Senadores señora Goic, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente; señor Girardi, en representación del Comité Partido Por la Democracia; y señor Montes, en representación del Comité Partido Socialista, han propuesto un voto de censura al Vicepresidente del Senado, por los fundamentos que exponen y que se resumen, en lo sustancial, en lo siguiente:



En un comunicado de prensa fechado el día 2 de junio del año en curso, el señor Vicepresidente interpeló a los integrantes de la Corporación en orden a aclarar “si es que fueron las pesqueras quienes financiaron sus campañas”, fundamentando sus dichos en la certeza de que “las donaciones secretas realizadas por las pesqueras de las siete familias dejan a los pescadores artesanales en una posición asimétrica en medio de la discusión sobre la derogación de la ley de pesca, ya que cuando los directorios de las pesqueras decidieron hacer un aporte ‘secreto’ a un candidato al Parlamento, lo que buscaban precisamente es que los Senadores y Diputados defiendan sus intereses corporativos a la hora de legislar.”.



Los firmantes del voto de censura manifiestan que esos dichos constituyen una conducta irresponsable al no especificar los antecedentes concretos que fundan las acusaciones, dirigidas a un extenso grupo de Senadores y Senadoras en general.



Agregan que la imprecisión y generalidad de esos dichos implican una denostación a la labor que desempeñan el Senado y sus integrantes, al acusar falsamente a los miembros del Congreso Nacional de haber sido cooptados por intereses corporativos, en un contexto en que la ciudadanía enjuicia duramente al Parlamento y a las principales instituciones públicas de la nación, conducta que constituye una imprudencia que daña la imagen y el prestigio de la Corporación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación la censura.



--(Durante la votación).
El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes están de acuerdo votan a favor, y quienes no, en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, sin duda alguna, estamos frente a un hecho bastante particular, especial, cual es que Comités han pedido la censura de la Mesa para sacar de la Vicepresidencia al Senador Navarro.



Esta es una de mis últimas intervenciones previo al desafuero que estoy viviendo, y no puedo dejar de emitir una opinión con respecto a la situación que enfrenta el país.



Permítame decir, señor Presidente, que, más allá de lo que hoy ocurre y presencia el país, aquí existe un acuerdo político transversal, que sin duda alguna reunirá la mayoría necesaria para sacar de la testera, de la Vicepresidencia, al Senador Navarro.



¿Por qué razón? Porque probablemente en un acto no habitual, que uno podría catalogar de “poco prudente”, e incluso como “una situación pocas veces vista”, un parlamentario decide publicar una lista en la que se aprecia, ni más ni menos, un hecho que, siendo legal, da cuenta de los aportes que las Senadoras y los Senadores recibieron en su última campaña parlamentaria.



No puedo dejar de señalar que, de los 38 integrantes de esta Honorable Corporación, soy el único que tiene cero aportes reservados, ¡cero aportes reservados!



No obstante, me cuesta entender cómo ahora se censura a un parlamentario que, si bien pudo haber cometido un hecho que yo no comparto (en los tiempos que vivimos debemos tener mucha prudencia, ser tremendamente cautos), se ha referido a algo que a mí me hace bastante sentido: la transparencia con que hemos de proceder en nuestros actos.



Yo he sido desaforado y acusado por un arrendamiento del año 2006, ¡del año 2006!, respecto del cual el aporte que me correspondía era de 4 millones y medio de pesos y el gasto que realicé fue de 850 mil pesos. Y toda mi última campaña a Senador se judicializó para dejarme fuera del sistema.



Sin embargo, hoy, señor Presidente, en mis últimas intervenciones -espero volver pronto después de los cuatro meses que dure el proceso-, no puedo callar mi voz y dejar de expresar que me parece el mayor de los abusos de poder de una noble institución, como este Senado, que me honro en representar, el dejar fuera a un parlamentario por haber hecho pública una lista donde se da cuenta de distintos aportes.



Lo que hace esta mayoría es simplemente tomar la decisión de acallar, de eliminar a un Senador que ocupa la Vicepresidencia de la Corporación producto de un acuerdo político, simplemente por dañar su imagen.



¡Lo que daña la imagen de la Cámara Alta son otras actitudes, señor Presidente! ¡Lo que daña su imagen son cosas distintas!



Debo señalar que, a raíz de lo que estoy viviendo -no se lo doy a nadie-, acabo de redactar una moción para que nosotros, los parlamentarios, a lo menos podamos tener la flexibilidad de elegir que nuestro fuero sea renunciable. Lo digo porque yo estaba dejando a una Región sin representación, y tuve que pelear el fuero. Pero eso constituye un antejuicio. Nos hace un profundo daño como institución.



Por ello, invito al Senador Navarro -no sé si es tiempo o no- a hacer una reflexión interna para poder cambiar esta situación y no llegar a concretar lo que el país presencia: que aquí se genera un abuso más, ¡así como el que me ha afectado por un arrendamiento del año 2006! No puedo votar a favor de una aplastante mayoría que deja fuera a un Senador por haber publicado aquella lista.



No comparto la forma ni el estilo en que lo hizo. Creo que su accionar fue imprudente, y en estos tiempos tenemos que ser prudentes. Pero me parece más imprudente acallarlo por la vía de la fuerza.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si hay más inscritos, prefiero hablar después. Así se lo dije al Secretario General.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Bien, Su Señoría.



Deseo señalar a las señoras Senadoras y los señores Senadores que el Reglamento es clarísimo en el sentido de que -como ha explicado el señor Secretario- la proposición de censura es sin discusión -así ocurrió el año 2011 cuando hubo un voto de censura a la Presidencia- y se puede fundamentar el voto hasta por cinco minutos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, quiero decirle a Alejandro, a quien le tengo mucho aprecio personal, que en la vida uno puede equivocarse pero debe tener la humildad de reconocer el error y repararlo cuando daña a personas con injusticia, sobre todo en un momento tan complejo como el que viven el país y la propia credibilidad de nuestro sistema institucional.



Recojo las preocupaciones del Senador Bianchi y entiendo también su situación. Pero aquí no estamos echando del Congreso a nadie, porque eso no es facultad nuestra, sino de los ciudadanos. 



El nombramiento como Presidente y Vicepresidente de esta Corporación es un acto de confianza de los pares. Y, por consiguiente, lo que hacemos no es censurar la elusión de las obligaciones del cargo o desconocer la representatividad del Senador Navarro, sino manifestarle que no cuenta con nuestra confianza por su propio proceder, pues, consciente del daño causado y habiéndosele otorgado bastantes oportunidades para aclarar el asunto, no solo no lo hizo sino que reiteró sus afirmaciones en varios medios de comunicación y en diversos contactos con la comunidad.



Es la confianza la que está en juego, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, no es un grato momento el que vivimos. En lo personal, no me agrada lo que ocurre. Como bien lo expresó el Senador Guillier, acá no se pretende echar a ningún colega.



Es del caso mencionar -hay que explicárselo a quienes presencian esto- que en su oportunidad hubo por lo demás una votación dividida para ocupar la Vicepresidencia de la Corporación, y al Senador Alejandro Navarro, con el cual he compartido este lado del Hemiciclo durante numerosos años, la Nueva Mayoría le dio su respaldo para ello.



Él ha hecho una declaración que, a mi juicio, es errada. Cometió una equivocación y así se lo planteamos en distintas instancias. Muchos de quienes estamos en la Sala hablamos con Alejandro Navarro, le pedimos que recapacitara, que efectuara una declaración distinta, porque lo que señaló mediante un comunicado fueron básicamente tres cosas: que las pesqueras financiaron campañas para la Ley de Pesca; que eso fue por medio de aportes secretos, y después adjuntó una información pública, relativa a los aportes reservados. 



De esos tres conceptos lo que se deduce es que acá hay personas  -vale decir, nosotros, los que le dimos el respaldo- bajo la sospecha de haber sido inducidas a votar de cierta forma a partir de los llamados “aportes reservados”, que son, por lo demás, legales.



Al Senador Navarro se le explicó que ese era el efecto que generaba su declaración. Y se le pidió, pensando que esa no era su intención -es más, se le trató en forma coloquial-, lo siguiente: “Jano, por favor, aclara esto porque nos genera un daño a todos, particularmente en el contexto de lo que estamos viviendo”, como muy bien lo indicó el Senador Bianchi. Sin embargo, Alejandro ha insistido en sus palabras y manifiesta que no hay un error. 



Lo mejor que podría haber ocurrido es que él dijera: “Se cometió un error, lo lamento, pido disculpas”, y nada de esto habría pasado.



Yo al menos, junto con varios de acá, no estoy en condiciones de aceptar ese trato.



Él nos puso en sospecha a todos. Y no hablo de casos personales.



Yo concurrí a votar en contra de la Ley de Pesca, al igual que el Senador Navarro. Lo manifesté así en conferencias de prensa y recurrí al Tribunal Constitucional por lo mismo.



Pero el comunicado de Alejandro Navarro dejó a todo este Hemiciclo bajo sospecha.



Aclaro que con la censura no se lo excluye, no se lo deja afuera ni se lo acalla, como sostuvo un Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Solo se le dice: “La confianza que te di para que me representaras a mí y a esta Corporación como parte de la Mesa te la retiro, porque manifestaste una afirmación impropia, temeraria, que no hace justicia al cariño y a la confianza que te tuvimos para nombrarte en tal responsabilidad”.



El colega Navarro no ha explicado que aquella no fue su intención. Debería ahora en esta Sala precisarlo. Eso podría abrir un camino de solución.



Llegamos a esta instancia, a pesar de que se hicieron ingentes esfuerzos y reuniones que no quiero citar. De los que están aquí a mi lado casi todos hablaron con el Senador Navarro. Es amigo nuestro, compañero de ruta.



Pero no voy a aceptar -¡no tengo por qué!- que se ponga en tela de juicio la honorabilidad de muchos de nosotros, menos cuando, una vez hecho ver el problema, el Senador muestra una actitud contumaz al seguir insistiendo en su posición mediante entrevistas de prensa. 



Ante ello, uno llega a la conclusión de que, al parecer, este escenario no le es del todo incómodo a la persona involucrada.



Yo hago el último esfuerzo.



En todo caso, ya voté que sí por la censura.



Entre paréntesis, no es una censura como la entiende la opinión pública, en el sentido de que se le va a poner una mordaza al Senador Navarro. Solo se le está diciendo, en jerga senatorial, lo siguiente: “Usted no cuenta con nuestra confianza para sentarse allá arriba, en la Mesa, a representarnos a todos como Vicepresidente del Senado, pero podrá seguir sentado en su escaño. ¿Para qué? Para continuar ejerciendo sus funciones parlamentarias y dar su opinión, como siempre lo ha hecho y para lo cual fue elegido, por lo demás”.



En consecuencia, creo que el concepto debe ser muy claro: no se excluye, no se deja afuera, no se amordaza a nadie. De hecho, quien más ha hablado de este tema en el último tiempo ha sido el propio Senador Navarro.



Si él aclarara sus dichos de manera correcta, habría una última posibilidad de solucionar este asunto.



Ha sido muy difícil para muchos de nosotros llegar a esta instancia con el Senador Alejandro Navarro. Lo lamento muchísimo.



Yo lo acompañé en muchas luchas, incluida la que dimos contra la Ley de Pesca. Pero me parece impropio el comunicado que realizó; más  aún, cuando, luego de manifestarle lo difícil de la situación, fue incapaz o tuvo poca voluntad de reconocer el error.



Voto favorablemente para que no siga representando a esta Corporación como Vicepresidente del Senado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos viviendo un momento complejo.



Le tengo cariño y estima personal al Senador Navarro. Y también hemos compartido muchas luchas.



Pero le quiero señalar que, considerando que en Chile hay una crisis de confianza y una pérdida de credibilidad en las instituciones, es muy importante que la conducción de la Mesa esté orientada justamente a velar por la dignidad de esta Corporación y de sus Senadores, no para esconder la mugre debajo de la alfombra, sino, muy por el contrario, para ser capaz de dirigir un proceso de mayor transparencia.



La denuncia que el colega hizo es absolutamente infundada, al voleo. Enumeró los aportes reservados que recibieron todos los Senadores en sus respectivas campañas, y los asimiló con supuestas contribuciones de determinada empresa. En mi opinión, ello constituye un acto de irresponsabilidad con la propia Corporación y con la función pública que ejercemos.



Además, muchos de los denunciados ni siquiera eran Senadores en ese momento, quizás ni siquiera tenían la posibilidad de serlo, o bien, realizaron su campaña muchísimo antes (en 2009).



Por lo tanto, me parece que su comunicado, Senador Navarro -se lo digo con toda franqueza y todo cariño-, es un acto de irresponsabilidad. 



Con esta censura, como señalaron los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, se le expresa que perdió nuestra confianza para seguir dirigiendo la Corporación.



Me gustaría agregar otro elemento.



No es posible que el Vicepresidente del Senado afirme que este Congreso no tiene legitimidad para efectuar los cambios que el país necesita. ¡Nosotros recibimos un mandato popular, recibimos la soberanía del pueblo! Por tanto, creemos que hay que ser cuidadosos con tales declaraciones.



Lamentablemente, en esta situación voy a respaldar el voto de censura.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad, esta no es una situación fácil para nadie.



Creo que después de la votación de esta censura habrán perdido todos: habrá perdido el Senado; habrá perdido la Nueva Mayoría, que propició la acusación, y habrá perdido también el Ejecutivo, porque algunos han intentado asimilar esta situación, que pertenece al Senado, a lo que ocurre en la coalición de Gobierno.



Hago presente que esto tiene un origen: el año 2003, junto con el entonces Diputado Carlos Montes, presentamos una indicación para eliminar la donación de empresas bajo secreto para campañas políticas; o sea, los gastos reservados. Además, propusimos establecer la pérdida del cargo para los parlamentarios que infringieran la ley. No planteamos pagar una multa, como ocurre hoy, sino ¡perder el cargo! 



Así se ponía fin a lo que denominé como “el estigma de la política”.



Sin tener una bola de cristal, todo lo que entonces sostuvimos (la perversión de la política, la intromisión del dinero en las campañas) terminó por colapsar al Congreso. 


¡Lo dijimos el 2003!



Y cometí un error: retiré esa indicación. Porque en ese momento Longueira y José Miguel Insulza expresaron “si Navarro no retira la indicación, no hay acuerdo”, refiriéndose al que permitía salir de la crisis MOP-Gate de ese año. 



Me equivoqué al retirar la indicación, pues sabía que la aprobación de la futura ley iba a generar nefastas consecuencias, tal como la realidad -los porfiados hechos- nos ha demostrado.



He reflexionado mucho al respecto. He reflexionado más que hablado sobre este asunto.



A un amigo uno no le da un ultimátum: “O te retractas o renuncias”. A un amigo uno le dice: “Te has equivocado, pero te damos una oportunidad. Da una vuelta”. Y la carta que me enviaron es un ultimátum a un adversario, a un enemigo: “O te retractas o renuncias”.



Hubo múltiples oportunidades para dialogar. Pedí conversar esta materia de verdad -no con cuatro Ministros en la reunión de la Nueva Mayoría- para abordar el fondo de la cuestión.



Me gustaría expresarle al Senador Lagos que he dicho cosas que tal vez no he sentido. Pero me he visto atacado por hacer un comunicado.



Y deduzco que no se ha leído bien el famoso comunicado. Porque en él hay un emplazamiento político a aquellos parlamentarios que recibieron donaciones reservadas para que aclaren si en ellas hay aportes de las pesqueras. ¡Era un emplazamiento político! En ninguna parte del comunicado se asocia una cosa con otra. Sí hubo aportes reservados y secretos, y publiqué el listado.



Entonces, al final, la censura se aplica a quien ha operado en la transparencia de un hecho que es de conocimiento público.



En todo caso, siento que este procedimiento se interpone no solo por el tema del comunicado. Lo manifestó el Senador Ignacio Walker y lo acaban de señalar otros Senadores.



He dicho que este Parlamento carece de legitimidad para discutir una nueva Constitución. ¡Así lo creo firmemente! No representa fielmente la vocación ni la soberanía popular. El binominal, después de 24 años, terminó estableciendo una anomalía en el Congreso Nacional.



No estoy disponible para que la nueva Constitución -prometí como Senador llevarla adelante- sea definida por un Parlamento que cuenta con un 90 por ciento de rechazo ciudadano. 



La legitimidad del Poder Legislativo no se cae por el comunicado del Senador Navarro, sino por un historial de conducta individual y colectiva. Se cae por la existencia de una Constitución perversa, que no permite que se exprese la ciudadanía y que impide que la soberanía popular se vea representada en este Senado.



Sigo creyendo que no hay legitimidad, que la perdimos en el camino. Ello, porque tenemos una pésima Constitución y una mala ley.



Entonces, ¿es un error político la censura? Yo creo que sí.



Todo habría sido distinto si desde el inicio me hubieran dicho: “Discúlpate, Navarro, te equivocaste”. En mi vida política he cometido errores y he pedido perdón y disculpas. Jamás voy a tener la soberbia de no reconocer mis faltas. ¡Uno se equivoca! 



Pero la exigencia que se me planteó fue: “O te retractas o renuncias”. ¡Esa fue la carta! ¡Ese fue el contexto!



Además, se me hace una imputación: “Acusaste a los Senadores de haber recibido plata de las pesqueras”. No es así: el comunicado incluye la información pública sobre los aportes reservados, no los fondos que han entregado las pesqueras. 



De hecho, más de mil 100 empresas donaron. Y en realidad no todas contribuyeron de manera secreta: muchas saben a quienes les dieron el aporte, porque fueron acuerdos de directorio.



Será una prueba de fuego muy importante cuando se vote la indicación planteada por el Diputado Gutiérrez, que está en la Cámara de Diputados, que busca que, una vez abolida la ley -como espero-, se puedan conocer retroactivamente todas las donaciones secretas. 



¡Transparencia! 



¡Transparencia!



Voto en contra de la censura, señor Presidente. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pido a los asistentes en las tribunas, por favor, no emitir manifestaciones, porque están prohibidas por el Reglamento. 



Tiene la palabra el Senador señor Montes. 

El señor MONTES.- Señor Presidente, como aquí ya se ha dicho, es doloroso estar en esta discusión, porque con Alejandro Navarro tenemos una historia que no quisiéramos romper. 



¿Qué hizo el Senador Navarro? 



Difundió dos nóminas: una, con parlamentarios que recibieron aportes reservados de acuerdo a la ley y, otra, con empresas pesqueras que realizaron ese tipo de donaciones. Entre estos dos listados no hay ninguna relación. 



Luego, emplazó a quienes recibieron esas donaciones secretas “a que aclaren si es que fueron las pesqueras quienes financiaron sus campañas”. 



¿Qué le reprochamos? Que el texto resulta tendencioso al inducir a los lectores a pensar que todo el financiamiento recibido provino de empresas pesqueras y, por tanto, a creer que los Senadores son corruptos; que el financiamiento es ilícito; que somos pocos transparentes, etcétera. 



Eso es especialmente grave, pues en el caso de las pesqueras lo que se investiga no es un financiamiento ilegal -no está eso en debate-, sino eventuales casos de cohecho, por influir en su momento en la discusión de la Ley de Pesca. 



El texto que él presentó -y todo lo que se generó alrededor- pone a los parlamentarios en una situación imposible, porque, según la normativa vigente, los candidatos desconocen con certeza el origen de tales aportes, siendo, por tanto, imposible responder al emplazamiento, como el señor Senador muy bien lo sabe.



En resumen, Alejandro Navarro no denunció hechos concretos, sino que realizó una suposición carente de fundamento directo -no mencionó a nadie, no dijo “existe tal o cual sospecha”-, situación que confundió a la opinión pública, lo cual es particularmente grave en la actual coyuntura. 



La censura es un último recurso. 



Ninguno de nosotros quería llegar a esa instancia. Estuvimos ayer una hora en la sala de al lado diciéndole al Senador: “Mira, explica esto”. Ahí él reconoció que se está culpando a un conjunto de parlamentarios que nada tiene que ver con el asunto. Admitió que sus declaraciones habían inducido a tal percepción. Además, dijo darse cuenta de que la opinión pública ha entendido mal la situación. ¡Lo reconoció! 



Sin embargo, ahora viene a plantear el problema como una cuestión de transparencia. ¡Si aquí todos queremos ser transparentes! 



Muchos de nosotros nunca quisimos que hubiera aportes de las empresas a las campañas políticas. Muchos de nosotros fuimos contrarios a esa ley. Pero, en verdad, fue lo único posible de lograr en ese momento, lamentablemente. 



La censura es un último recurso. 



Le solicitamos por escrito y verbalmente al Senador Navarro que diera una explicación. En efecto, antes de la referida carta, tres veces el Presidente del Senado habló con él para pedirle que aclarara el porqué de sus declaraciones, con el fin de que la opinión pública tuviera una visión más fundada de lo sucedido. 



Reitero: se le solicitó por escrito y verbalmente, de manera muy fraternal -se le llamó “Jano”, como recordó el Senador Ricardo Lagos, justamente por fraternidad-, que aclarara sus dichos. No se le pidió que los retirara, sino que los explicara. 



Sin embargo, el Senador Navarro se negó a reconsiderar sus apreciaciones y a precisarlas ante la ciudadanía. 



Ante tal rechazo, no nos quedó otro camino que la censura, porque le perdimos la confianza. Ya no nos representa. 



Además, su propio Partido, el MAS, le manifestó a Alejandro Navarro que estaba actuando mal; que debe reconocer el error; que tiene que pedir disculpas al resto de los parlamentarios, y que debe aclarar el sentido de su comunicado. 



¡Su propio Partido vino a decirnos eso! 



Por desgracia, llegamos a esta situación, y no nos queda otra opción que aprobar la censura.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la censura al Vicepresidente del Senado (30 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Bianchi y Navarro.


Se abstuvieron la señora Lily Pérez y el señor Horvath.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En la próxima sesión ordinaria se elegirá al nuevo Vicepresidente del Senado, después de la Cuenta. 

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ayer se aprobó en general el proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre el acceso de la población con discapacidad auditiva a información proporcionada por la ONEMI y otros entes públicos, y quedó pendiente la fijación del plazo para presentar indicaciones, para lo cual se había sugerido el lunes 13 de julio. 



Asimismo, varios señores Senadores solicitaron que la iniciativa sea considerada, en el segundo informe, también por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, petición que habría que someter a votación, a menos que haya acuerdo unánime al respecto. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará el 13 de julio como plazo para formular indicaciones y se autorizará el envío de la iniciativa referida a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, para el segundo informe, después de que la analice la de Salud.



--Así se acuerda.

)-----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido autorización para que la Comisión de Gobierno sesione en paralelo con la Sala, a contar de las 17:30, para despachar el proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencias y Protección Civil y crea la Agencia de Protección Civil.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



--Se autoriza. 

V. ORDEN DEL DÍA
CESACIÓN EN CARGOS DE PARLAMENTARIOS, ALCALDES, CONSEJEROS REGIONALES Y CONCEJALES POR INFRACCIÓN A NORMAS SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITES Y CONTROL DE GASTO ELECTORAL

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que sanciona la infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia y control del gasto electoral; y en moción de los Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Harboe, Montes y Quinteros, que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, con informe de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia.




--Los antecedentes sobre el proyecto (10.000-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de reforma constitucional (Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República):



En primer trámite, sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.



Informe de Comisión:



Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia: sesión 30ª, en 30 de junio de 2015.




--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (9.860-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:




Proyecto de reforma constitucional (moción de los Senadores señoras Allende y Lily Pérez y de los señores Harboe, Montes y Quinteros):




En primer trámite, sesión 85ª, en 14 de enero de 2015.




Informe de Comisión:




Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia: sesión 30ª, en 30 de junio de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos de la iniciativa son los siguientes: 



-Establecer el cese de los cargos de diputado, senador, alcalde, consejero regional y concejal por infracción grave de las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral. 



-Y radicar el conocimiento de dichas infracciones en el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.



La Comisión Especial encargada de conocer los proyectos relativos a probidad y transparencia discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único. Lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Harboe, Pérez Varela e Ignacio Walker, y en particular, con la misma votación unánime.



El texto que se sugiere acoger se consigna en su informe. 



Cabe destacar que el artículo único del proyecto requiere, para ser aprobado, las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, esto es, 22 votos favorables. 



Se hace presente, asimismo, que la Comisión Especial, atendida la fusión de las dos iniciativas precedentemente mencionadas, acordó proponer a la Sala que se sustituya la denominación original dada a la iniciativa por la siguiente: “Proyecto de reforma constitucional que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral”. 



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 27 del informe de la Comisión Especial y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general el proyecto. 



Ofrezco la palabra al Presidente de la Comisión Especial sobre probidad y transparencia, Senador señor Ignacio Walker. 

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, si me lo permiten los colegas presentes…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ruego a las señoras y los señores Senadores guardar silencio y tomar asiento. 



Muchas gracias.



Puede continuar, Su Señoría. 

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, la unanimidad de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia viene en proponer a esta Corporación que apruebe un proyecto de reforma constitucional en materia de infracción grave a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.



Todos sabemos que uno de los temas cruciales que enfrenta nuestro país en este momento, además de la reactivación económica, la delincuencia, la educación, la reforma laboral, y que evidentemente está instalado con mucha fuerza, es el de la probidad y la transparencia, en definitiva, el de los estándares éticos que deben regir la vida tanto pública como privada.



Quiero recordar que muchos de los casos que estamos conociendo vienen, justamente, de una infracción a la ética de los negocios. Esto partió, tal vez, con La Polar, con el caso Cascadas, con los casos de colusión, con el caso Consorcio, con el caso Penta, con el caso SOQUIMICH, con el caso Caval.



Es interesante constatar que la inmensa mayoría de las situaciones que estamos conociendo surgieron por fiscalizaciones del Servicio de Impuestos Internos y por la acción de investigación de los fiscales respecto de infracciones a la ética de los negocios.



De hecho, muchos de los casos políticos que estamos conociendo en nuestro país, como el de las boletas, de las facturas para financiar campañas, son denominados “la arista política” de casos que partieron más bien con investigaciones de los fiscales y fiscalización de Impuestos Internos en el sector privado.



Por lo tanto, allí hay un primer nivel: la ética de los negocios.



Obviamente, existe una segunda realidad: el dinero y la política. Se trata de un tema que está instalado. Al respecto, hay un proyecto de ley en trámite que prontamente será despachado por la Cámara de Diputados.



Una tercera dimensión es el límite entre lo público y lo privado, la cuestión de los conflictos de intereses. Por eso se exigen las declaraciones de patrimonio, de intereses, los fideicomisos ciegos.



Existe una cuarta dimensión: la tipificación de los delitos. El tema de los delitos de cuello y corbata, la corrupción, el soborno, el cohecho, la puerta giratoria.



En fin, hay una serie de dimensiones que engloban la probidad y la transparencia.



El Gobierno de la Presidenta Bachelet, a partir del informe del Consejo encabezado por Eduardo Engel, está impulsando 22 proyectos de ley o de reforma constitucional en que Parlamento y Ejecutivo, Gobierno y Oposición tratamos de hacer frente en lo que nos corresponde a esta exigencia ética, a esta necesidad de innovar hacia una nueva institucionalidad en materia de probidad y transparencia.



Uno de los proyectos, referido específicamente a los cargos de representación popular en la dimensión del financiamiento de la política y, por lo tanto, a la relación entre dinero y política, es justamente este, originado en mensaje y en una moción que hemos refundido en la propuesta que sometemos al parecer de la Corporación.



Esta disposición es muy sencilla pero muy drástica. Porque cuando se produce una infracción grave a las normas sobre el financiamiento de la política, de las campañas, evidentemente tiene que existir una sanción grave.



¿Qué sanción grave? La pérdida del escaño. Estamos hablando de la cesación en el cargo, es decir, de la pena más drástica que puede enfrentar quien ejerce y desempeña un cargo de representación popular (Senador, Diputado, Alcalde, Concejal, Consejero Regional).



Eso es lo primero, o sea, una sanción drástica.



¿Cuándo? Cuando se “infrinja gravemente”. Por cierto, tiene que tratarse de una infracción grave, porque siempre debe regir la proporcionalidad entre el ilícito y la sanción o pena que se aplique.



Por lo tanto, si el Diputado, Senador, Alcalde, Concejal o Consejero Regional comete una infracción grave a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, se expone a la pérdida del cargo.



¿En qué casos? “En los casos que señale una ley orgánica constitucional”. Por cierto, esto debe ser descrito, tipificado.



Entonces, la reforma constitucional en análisis establece la sanción (pérdida del escaño o cesación en el cargo); define la infracción grave, y remite a lo que la ley orgánica pertinente establezca respecto de los casos en que esto ha de aplicarse.



¿Quién conoce de esto? “Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elecciones”.



Esto último lo discutimos bastante.



Nótese que no estamos hablando necesariamente de delitos. Porque en la legislación actual cuando se aplica una pena o sanción a alguien por delitos que merezcan pena aflictiva (3 años y un día para arriba), este deja de ser ciudadano y, por lo tanto, se produce la cesación en el cargo. Eso está resuelto, no requiere ningún cambio legislativo. Esa es la sanción penal cuando existe un delito que merece pena aflictiva.



El proyecto se refiere a una exigencia menor, que no es delictiva, sino una infracción grave. Por tanto, no conoce de esta un tribunal del crimen (el encargado en caso de delito), sino “el Tribunal Calificador de Elecciones”. Y hay un proyecto que está reformulando este órgano, para empoderarlo, para establecer su ámbito de competencia.



En consecuencia, nos pareció lógico que fuese el Tribunal Calificador de Elecciones el que conociera de este tipo de infracciones graves, ya que -insisto- no se trata de un delito.



Y agregamos: “a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral”, organismo que también está siendo reformulado. Hay toda una discusión acerca de cómo empoderar a esta institución, especialmente en su facultad fiscalizadora en materia de financiamiento de las campañas.



En tal sentido, la reforma constitucional establece una doble modificación: una al Capítulo V, en el apartado “Normas comunes para los diputados y senadores”; y otra, al Capítulo XIV, sobre “Gobierno y Administración Interior del Estado”, en cuanto a que el sujeto activo de esta materia es el Diputado, Senador, Alcalde, Consejero Regional o Concejal que “infrinja gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral”.



La iniciativa fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, que hoy día recibirá -lo veo por aquí- al Ministro Secretario General de la Presidencia, a las siete de la tarde, para hacer una exposición global sobre la visión del Gobierno acerca de la nueva institucionalidad en materia de probidad y transparencia.



Ello demuestra, en conjunto con la tramitación de otras iniciativas -en la Comisión de Constitución, en la de Gobierno, en la Cámara de Diputados-, que no estamos de brazos cruzados y que Senadores y Diputados estamos abocados a una agenda que incluye -insisto- 22 proyectos de ley priorizados por el Gobierno para avanzar definitivamente a esa nueva institucionalidad sobre probidad y transparencia.



He dicho.

)-------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento, han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó el proyecto de reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral (boletines Nos 9.840-07 y 10.055-07, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo informa que aprobó el proyecto que modifica la ley N° 18.833, Estatuto General de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar (boletines Nos 7.069-13; 7.580-03; 8.090-13, y 8.950-13, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor García-Huidobro, señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que considere adoptar las medidas necesarias para eximir de impuestos a las actividades destinadas a recaudar fondos con fines sociales (boletín N° S 1.816-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Queda para ser votado en su oportunidad.

)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina para un asunto de Reglamento.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, pido nuevamente, para que quede constancia en la historia fidedigna de la ley, que se oficie a la Cámara Baja a fin de que designe a los señores Diputados que van a integrar la Comisión Mixta que verá el proyecto sobre probidad en la función pública.



Vuelvo a recordar, aunque se parezca a “los fenicios”, que el Senado despachó hace un mes esa iniciativa, que reviste gran importancia, ya que modifica la declaración de intereses y patrimonio y la enajenación de activos.



No sé si ha llegado el oficio. De ser así, me retracto. Esperé hasta que el señor Secretario concluyera de leer los documentos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acaba de llegar el listado, Su Señoría.



Así es que, como Presidente de la Comisión de Gobierno, usted tiene la facultad, naturalmente…

El señor ESPINA.- ¿Podría citarse a sesión de Comisión Mixta, señor Presidente? Tengo entendido que lo hace en este caso la Secretaría del Senado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Para cuándo?

El señor ESPINA.- Para el martes próximo, a las 15.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le pediremos a don Juan Pablo Durán que haga el oficio.

El señor ESPINA.- Gracias, señor Presidente.

)-------------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, considerando que se trata de una reforma constitucional, solicito que se recabe la anuencia de la Sala para abrir la votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor COLOMA.- Con el mismo tiempo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sí, por supuesto, respetando los tiempos.



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tal como decía el Senador Ignacio Walker, dentro de la agenda de probidad, sin duda, uno de los temas relevantes es determinar cuál será la sanción para quien infrinja las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.



Hoy día, un Diputado, un Senador u otra autoridad pierde o cesa en el cargo cuando es condenado por delito y la pena asignada es restrictiva de libertad, es decir, de tres años y un día.



Por lo tanto, en materia penal ese asunto está solucionado.



Pero no se hallan resueltas las sanciones para los que infringen gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral. Y la sociedad, el país, a través de un acuerdo social que se establece en la Constitución, estima necesario que una de ellas sea la cesación en el cargo.



Por consiguiente, es un castigo durísimo. Y como tal, debe tener un tratamiento especial.



¿Qué hacemos mediante esta reforma constitucional? Establecer esa sanción.



Con posterioridad tendremos que discutir en las leyes orgánicas constitucionales respectivas qué se entenderá por “infrinja gravemente” las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.



En la actualidad no existe tal definición. Y la aprobación de esta reforma constitucional permitirá, por lo tanto, debatir acerca de ella en la ley orgánica constitucional respectiva.



También tendremos que ver en la ley correspondiente las atribuciones del Tribunal Calificador de Elecciones, ya que, como su nombre lo indica, ese organismo básicamente califica las elecciones y recoge los reclamos y denuncias sobre el particular.



Por ende, en la legislación pertinente deberemos discutir y analizar cuáles serán los procedimientos; cómo ese tribunal tratará las materias cuando el Consejo Directivo del Servicio Electoral denuncie a quien infringió gravemente las referidas normas.



Eso va a ser motivo de debate cuando analicemos en la ley orgánica constitucional las atribuciones tanto del Servicio Electoral como de su Consejo Directivo.



Pues bien, esa descripción demuestra que estamos dando el primer paso en este acuerdo social que se refleja en la Carta para sancionar a alguien con la cesación de su cargo.



Y la próxima tarea será llevar a cabo un debate profundo, interesante, sobre qué entendemos por “infrinja gravemente”. Algunos incluso plantean que lo aprobado por la Comisión puede entenderse como que solo puede afectar a un Diputado o Senador que vaya a la reelección. A lo mejor la forma verbal correcta podría ser “haya infringido”.



Por lo tanto, sería bueno discutir con claridad esa definición.



Pero lo que quiero expresar es que se inicia el camino y que en los próximos meses sostendremos un debate respecto de las atribuciones del Servicio Electoral, de su Consejo Directivo, y de una definición precisa en su ley orgánica constitucional sobre el significado de “infrinja gravemente” o “haya infringido gravemente” las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.



Considero muy positivo que esté presente en la Sala el Ministro Secretario General de la Presidencia. Porque aquí se fusionaron dos iniciativas: un mensaje y una moción. Esta última dice relación con los Diputados y los Senadores, mientras que el primero, enviado por la Presidenta de la República a propósito de las propuestas de la denominada “Comisión Engel”, se refiere a los alcaldes, concejales y consejeros regionales.



Y el día de mañana podríamos enfrentar la situación de que un tercio de los miembros del Parlamento, Senadores o Diputados, sean cesados en el cargo por infringir gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral o de que un número muy importante de alcaldes sean sancionados y pierdan su cargo por el mismo motivo.



Sin embargo, no existe ninguna disposición en la materia que rija para la Primera Magistratura. ¿Qué ocurrirá con el Presidente o la Presidenta de la República que incurra en esa falta? ¿No tendrá sanción? ¿Nos vamos a regir por la norma general?



Por consiguiente, sería bueno conocer la opinión del Gobierno sobre el particular, ya que estaríamos estructurando un ordenamiento jurídico insuficiente, en virtud del cual a algunos se los sancionará y a otros no. Eso lo estamos viendo ahora como una práctica discriminatoria rechazada por la ciudadanía, que exige investigar los hechos, determinar responsabilidades y eventualmente sancionar a todos con el mismo rigor.



Y estamos votando una reforma constitucional que puede ser extraordinariamente severa con Senadores y Diputados -es bueno que así sea-, así como con alcaldes, concejales y consejeros regionales.



Pero insisto: no hay ninguna disposición relativa al Primer Mandatario.



¿Acaso un Presidente o una Presidenta de la República no infringe eventualmente las normas sobre gasto electoral?



Hemos visto en el último tiempo que uno de los grandes cuestionamientos públicos -algún día el Ministerio Público determinará su veracidad- es el relacionado con el financiamiento irregular de la campaña de la actual Primera Mandataria.



Por lo tanto, señor Presidente, creo que en este debate político y constitucional es muy importante tener presente y saber la opinión del Ejecutivo. Porque no conocemos su parecer respecto de si todas las autoridades electas tendrán que regirse por las normas de transparencia, límites y control del gasto electoral. Diputados, Senadores, alcaldes, concejales, consejeros regionales y también candidatos a la Presidencia de la República nos someteremos a reglas comunes sobre gasto electoral. Pero a unos se los podrá sancionar drásticamente con la cesación de su cargo, mientras que a quienes ocupan la Presidencia de la República, no.



Lo anterior puede llevarnos, sin duda, a una situación política extraordinariamente compleja y difícil.



Me gustaría, señor Presidente, que en esta materia transitáramos lo más rápidamente posible, porque será en las leyes orgánicas constitucionales donde llevaremos a cabo la discusión más profunda: qué significa “gravemente”; cuáles son las atribuciones del TRICEL y cuáles las del Consejo Directivo del Servicio Electoral.



Ese debate pondrá en práctica esta decisión política, esta decisión constitucional en el sentido de que cesará en el cargo quien infrinja las normas sobre financiamiento electoral.



A mi juicio, eso hace absolutamente imprescindible -y espero que el Gobierno lo comparta- que la normativa en su conjunto esté lista, a más tardar, en enero o marzo del próximo año. Porque no debemos olvidar que en menos de quince meses vamos a tener una nueva elección de alcaldes y concejales. Entonces, resulta indispensable que todo el mundo sepa qué atribuciones tendrán el TRICEL y el Consejo Directivo del Servicio Electoral; cuál será la forma de financiar las campañas, y qué sanciones se impondrán a los transgresores de la normativa pertinente.



Aquello será a quince meses. Pero, sin duda, los candidatos se inscribirán antes. Por ende, la aprobación debiera ser en conjunto con otras normas terminadas por completo, ojalá, en enero o marzo de 2016. Y eso significa colocar el acelerador en los referidos aspectos, que son fundamentales.



Nosotros vamos a votar favorablemente, pues creemos que la sanción en comento debe establecerse en nuestro ordenamiento constitucional. Y esperamos la definición del Gobierno en torno al Presidente de la República, pues nos parece que también debe estar incorporado entre los sujetos pasivos a los que se pueda sancionar con la cesación en el cargo si cometen infracciones de la naturaleza indicada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, para mí es muy importante hablar a propósito de este proyecto de reforma constitucional. Y lo voy a hacer con la franqueza que me ha caracterizado siempre. 



En mi intervención daré las razones por las cuales estimo de suma urgencia aprobar esta iniciativa modificatoria de nuestra Constitución Política para establecer una serie de sanciones.



Considerando la crisis por la que pasa la actividad política en nuestro país, constituye un deber ético de todos quienes ejercemos cargos de representación popular poner nuestros esfuerzos para hacer las modificaciones legales y de comportamientos cotidianos encaminadas a recuperar la confianza entre la ciudadanía y las autoridades.



Señor Presidente, estimo muy relevante señalar que me he propuesto que este tema se transforme para mí en una verdadera “cruzada por la transparencia del financiamiento de la política”. Y lo voy a demostrar en el transcurso de la tramitación de los veintidós proyectos de ley sobre esta materia.



Me he propuesto transformar este tema en una verdadera “cruzada por la transparencia del financiamiento de la política” fundamentalmente después de todos los costos que he debido asumir por haber dicho la verdad, de lo que no me arrepiento. Y voy a velar porque tengamos un marco regulatorio con los más altos estándares de transparencia y que contemple incentivos adecuados para que TODOS cumplamos la nueva regulación.


De esa manera corregiré mi error de haber caído en una práctica generalizada, pero que no por eso deja de ser mala.



El nuevo marco regulatorio debe aplicarse a todos, sin distinción. Porque sabemos que a veces las situaciones se acomodan en beneficio de algunos o de unos pocos.



Así las cosas, y teniendo en cuenta el nuevo clima de desconfianza que existe entre la gente y sus autoridades electas, creo que partiríamos de mejor manera si, tras lo señalado acá, incluyéramos en la aplicación de esta reforma todos los cargos de representación popular, incluido el de Presidente de la República, como bien lo señaló nuestro jefe de bancada.



El hecho de que a los efectos de gatillar el conocimiento de una de las causales para la cesación en los cargos se exija requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral -ello dificultaría que prosperaran intentos sin mayores fundamentos y animados solo de un propósito político malintencionado- y la circunstancia de que conocerá de las infracciones un tribunal especial, el Tribunal Calificador de Elecciones, son elementos suficientes para garantizar a los eventuales infractores la existencia de un debido proceso.



Sin embargo, en la discusión hay quienes han señalado que no es conveniente incluir al Presidente de la República entre aquellos que podrán ser sancionados con la cesación en el cargo por infringir gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.



Así, por ejemplo, el Gobierno ha argumentado que no es conveniente incluir al Primer Mandatario porque se podría producir “una excesiva politización por presentar acciones” y porque para eso estaría la acusación constitucional.



Empero, no aplicaría en la materia la acusación constitucional, pues estaríamos ante hechos ocurridos con anterioridad al ejercicio del cargo de Presidente de la República y por conductas no relacionadas  con la conducción política o administrativa del país.



Creo que pretender asegurar la estabilidad política excluyendo al Primer Mandatario de la responsabilidad en comento es claramente no leer en forma correcta el momento político por el cual atraviesa Chile.



¡La estabilidad política la necesitamos ahora, y debemos darle a la ciudadanía señales claras para que los nuevos estándares se apliquen desde la primera autoridad de la nación hasta la última!



¡Eso es lo que el país nos está demandando!



Espero que con la misma celeridad trabajemos en la definición de las nuevas disposiciones sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, para que en los cuerpos normativos que regulan a las distintas autoridades elegidas por votación popular queden incluidas lo antes posible las infracciones graves que ameritarán la cesación en los cargos respectivos.



Señor Presidente, estoy convencido de que, si se aprueban las modificaciones a los artículos 60 y 125 de nuestra Carta Fundamental y las reformas que se deberán realizar más adelante en las respectivas leyes orgánicas, ello servirá para mejorar nuestros propios estándares de convivencia, pues todos, o la gran mayoría, nos habíamos acostumbrado a competir en las elecciones aprovechándonos de los vacíos legales existentes. La práctica usada se había generalizado de tal manera que no existía verdadera conciencia de estar realizando algo irregular, ni mucho menos ilegal.


Por eso, celebro que, como país, estemos avanzando en corregir las imperfecciones de nuestro ordenamiento jurídico en esta materia mediante proyectos que van abordando de mejor forma lo vinculado con la transparencia, la probidad y la responsabilidad política.



En lo personal -reitero: en lo personal-, hubiese preferido tener una legislación como esta en mi última campaña senatorial, con las reglas claras y conocidas por todos los actores. Ello me habría evitado estar pasando por momentos muy desafortunados, que nunca había tenido en mis 43 años de carrera política.


Por eso he hablado de “cruzada por la transparencia”, por la cual me voy a jugar. Espero corregir los errores que pueda haber cometido. Sin embargo, lo más importante es que las cosas se demuestran con hechos.



Para mí, esta reforma constitucional tiene gran relevancia. Y por eso he querido usar de la palabra y votar a favor, como lo haré en las demás modificaciones que vengan en camino.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, comienzo señalando la importancia de esta reforma constitucional, que es otro paso decisivo en nuestro empeño como país para elevar los estándares al objeto de evitar que se repitan situaciones como las que hemos estado viviendo.



A continuación, quiero recordar que en enero de 2015 (o sea, antes de que estallaran varios de los casos que todos hemos estado siguiendo a través de los medios) presenté  dos proyectos.



El primero -en este me acompañaron la Senadora Pérez San Martín y los Senadores Harboe, Montes y Quinteros-, para establecer “la cesación en el cargo parlamentario para quien sea condenado por haber financiado su campaña electoral con aportaciones obtenidas de manera ilegal o fraudulenta”.



Mediante el artículo único de esa iniciativa propusimos agregar al artículo 60 de la Constitución un inciso sexto, nuevo, del siguiente tenor: “Cesará en su cargo el Diputado o Senador que haya resultado condenado mediante sentencia penal firme y ejecutoriada, por haber financiado su campaña electoral con aportes de terceros, obtenidos a través de actos ilegales o fraudulentos.”.



Era una reforma constitucional, pero precisaba algo no menor y que espero quede así de claro en la ley orgánica constitucional que deberá seguir a la iniciativa en debate. Porque las expresiones “que infrinja gravemente” y “Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral” son muy ambiguas, tanto más cuanto que no se delimita el alcance de la gravedad de la infracción.



Espero que el Ejecutivo -está en la Sala el nuevo Ministro Secretario General de la Presidencia; aprovecho de saludarlo y felicitarlo (no había tenido oportunidad de hacerlo) por su nominación- y el Parlamento sean precisos a aquel respecto al momento de aprobar la ley orgánica constitucional pertinente.



En mi concepto, no puede figurar la mera expresión “que infrinja gravemente”. La infracción debe ser objeto de una definición precisa. Y la que planteamos en nuestra moción es muy clara: quien “haya resultado condenado mediante sentencia penal firme y ejecutoriada por haber financiado su campaña electoral con aportes de terceros, obtenidos a través de actos ilegales o fraudulentos”.



Me parece relevante precisar aquello, señor Presidente.



Y, también en enero de este año -lo reitero: mucho antes de que estallaran los casos Caval, Penta, SOQUIMICH y los demás que hemos conocido-, presentamos un segundo proyecto de reforma constitucional, para establecer “la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral”.



En definitiva, señor Presidente, lo que ahora vamos a aprobar recoge no solo el espíritu de nuestras mociones, sino también las propuestas de la Comisión Engel.



El 10 de marzo de 2015 la Presidenta de la República anunció la creación del Consejo Asesor Presidencial contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción, cuyo objetivo era precisamente “proponer un nuevo marco normativo, que permita el cumplimiento efectivo de los principios éticos, de integridad y transparencia, en sus aspectos legales y administrativos para lograr el eficaz control del tráfico de influencias, prevención de la corrupción y de los conflictos de interés en los ámbitos de los negocios, la política y el servicio público, así como la relación entre éstos”.



Considero que la creación de la Comisión Engel; el trabajo hecho por ella y sus integrantes, y las treinta y tantas propuestas elaboradas, que se recogieron y se comenzaron a canalizar a través de la Comisión de Probidad y Transparencia o de la Comisión de Constitución, nos posibilitan dar un paso muy significativo como país.



Señor Presidente, creo que a todos nos duele ver la sensación de descrédito, de desconfianza, de crítica permanente que existe en cuanto no solo al mundo político -desde luego, a él-, sino también al mundo empresarial, a la Iglesia, ¡a la FIFA...! Son numerosas las instituciones a las que hoy se hace objeto de cuestionamientos.



Por un lado, ello es positivo. Como he dicho muchas veces, prefiero ver a una ciudadanía que reacciona y no a una ciudadanía indolente o indiferente. Nos hace bien que la gente exija; que no esté dispuesta a tolerar abusos; que no permita que siga habiendo una relación opaca entre el dinero y la política; que no tolere las irregularidades registradas por falta de regulación.



La ciudadanía se ha cansado del abuso; de la relación incestuosa entre el dinero y la política, que puede impedirle a cualquier parlamentario hacer primar el interés general del país y llevarlo a sumarse a una visión de carácter sectorial: gremial, empresarial, en fin.



Por eso es muy importante la afirmación en el sentido de que todas las personas que opten por cargos de elección popular deberán observar las normas sobre financiamiento, límites y regulación del gasto electoral.



¿Qué estamos diciendo además con la ley en proyecto? ¿Cuál será la sanción? ¿Recibir una multa? ¡No! Aquí estamos estableciendo la pena más grave que se puede imponer: ¡la pérdida del escaño!



Aquello será más preventivo, en cuanto a que se deberá ser muy cuidadoso en el cumplimiento de las regulaciones.



Actualmente la ciudadanía nos exige elevar los estándares, está pendiente, nos observa.



Todavía más, señor Presidente: estoy convencida de que la mejor forma de perfeccionar la democracia es una legislación severa, rigurosa, que afecte a todos los incumplidores.



Como dijo la Comisión Engel, el problema no solo está en el ámbito de la política, sino también en la relación entre los negocios y el servicio público.



Por eso, opino que esta tarde el Senado está dando un tremendo paso al aprobar la reforma en comento, que será seguida -reitero- por una ley orgánica constitucional.



Y vendrán otras reformas.



En todo caso, yo habría partido por la autonomía del Servicio Electoral y el aumento de su financiamiento, de sus atribuciones y de sus competencias. Porque estoy convencida de que, si no tenemos un Servicio Electoral autónomo, competente y con atribuciones, financiamiento y capacidad fiscalizadora reales, corremos el peligro de que muchas de las normas aprobadas sean letra muerta.



Hoy, el compromiso de los Senadores en esta Sala debe ser en el sentido de que la reforma constitucional que nos ocupa y la ley orgánica constitucional que la seguirá no serán letra muerta.



Necesitamos demostrarle a la ciudadanía que hemos tomado en serio el cuestionamiento y el emplazamiento públicos que se nos hacen actualmente y que, como país y como democracia, entendimos que era muy importante avanzar para conseguir los más altos estándares de probidad y transparencia; para regular cuanto constituya financiamiento ilegal; para reglar todo lo que signifique tráfico de influencias; para evitar el cohecho, y para normar muchas situaciones que son objeto de muy baja penalidad.



Para mí, resulta absurdo que el cohecho pueda castigarse con tres años y un día, y el robo con violencia, con hasta quince años. No existe relación entre las sanciones aplicables en un caso y otro.



Es hora de que entendamos que hemos de tomarnos muy en serio lo que ocurre.



Señor Presidente, yo tengo la convicción -sé que no resulta popular, pero siempre lo he dicho- de que Chile no es un país corrupto. Sin embargo, no estamos exentos de ese peligro.



Estimo que la reforma constitucional que nos ocupa nos debe demostrar que del cuestionamiento generalizado que se formula hoy a la política podremos salir adelante solo si somos capaces de elevar nuestros estándares, lo que hacemos esta tarde por la vía de sancionar los ilícitos en comento con la pérdida del cargo de elección popular que se ostenta.



Reitero que en enero de 2015 presentamos las dos mociones ya individualizadas. Y me alegra que tal circunstancia se haya mencionado, pues normalmente ello queda un poco en el olvido, no obstante tratarse del ejercicio de las escasas facultades que tenemos los parlamentarios; en este caso, para connotar la importancia que revisten la transparencia, la probidad y la regulación de la relación entre dinero y política.



Por las razones expuestas, señor Presidente, los votos de mi bancada serán a favor de esta reforma constitucional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, no cabe ninguna duda de la necesidad de establecer en la Carta Fundamental la sanción de cesación en sus funciones de aquellos parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales o concejales que infrinjan gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.



La conveniencia de la norma obedece a hechos públicamente conocidos. La ciudadanía no puede comprender que quien acceda a un cargo de elección popular violando las reglas del juego permanezca en su desempeño y solo esté expuesto a sanciones menores.



Ese vacío y otros en nuestro ordenamiento jurídico le están costando muy caro al sistema político.



No es este el momento de analizar las causas de la crisis, que arrastra a todos y confunde diversas situaciones, a veces injustamente, pero, por doloroso que sea, me parece muy sano que el país esté enfrentando un momento para la verdad.



Nuestro sistema político necesitaba hace rato una renovación. Se requerían y se requieren cambios institucionales que están llegando tarde, como el fin del binominal, pero también en las personas y los liderazgos en el poder político, así como en el poder económico, por cierto. Pero, aunque tarde, ellos tienen que hacerse y ser profundos y drásticos, como lo exige hoy por hoy la ciudadanía. Cualquier otra actitud será percibida como una defensa corporativa.


Sin perjuicio de mi apoyo completo a los objetivos de la presente reforma constitucional, la estimo susceptible de algunos perfeccionamientos o precisiones.


La primera de ellas, más o menos obvia, se refiere a la irretroactividad de la norma. Siguiendo la regla general, la sanción de cesación en el cargo será aplicable solo hacia el futuro, aunque eso pueda parecerles incomprensible a algunas personas.



Jurídicamente, la conclusión me parece correcta, pero, políticamente, puede considerarse insuficiente.



Por eso, entre otros motivos, en el proyecto original, presentado junto a otros colegas y refundido con el mensaje de la Presidenta, proponíamos establecer, además, la renuncia de los parlamentarios a su cargo, contemplada en la Constitución solo por razones de salud.


Esta salida política se halla hoy día cerrada.



El otro problema de la modificación es que se describe de manera general la conducta sancionada y se hace una remisión a los casos que una ley orgánica constitucional señale como infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral. Las transgresiones son abordadas en el proyecto sobre financiamiento de la política, actualmente en debate en la Cámara de Diputados, y la determinación de las de carácter grave quedará para otro cuerpo legal. El procedimiento legislativo no es el más adecuado.



El problema mayor, a mi juicio, es que la competencia para conocer de la cesación en el cargo de los parlamentarios se le entrega al Tribunal Calificador de Elecciones.



En rigor, es el Tribunal Constitucional, en nuestro ordenamiento, el que cuenta con la atribución de pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en la materia, de acuerdo con el artículo 93, Nº 14, de la Carta. En el actual sistema de distribución de poderes, este es el mecanismo que se reconoce para salvaguardar la independencia de cada uno de ellos y el sometimiento a la ley.



No es función del TRICEL resolver asuntos diferentes de la calificación de las elecciones.



Por lo demás, habría una incompatibilidad entre la norma que se propone en relación con el artículo 60 de la Ley Fundamental, que le otorga la facultad al TRICEL, y la del artículo 93, que hace competente al Tribunal Constitucional.



Lo más grave es que, con esta redacción, algunos entienden que ambas instancias serían hábiles para declarar la cesación en el cargo, en un caso a requerimiento del Servicio Electoral, y en el otro, del Presidente de la República o de diez parlamentarios.



Juzgo que lo correcto es mantener la competencia del Tribunal Constitucional y dejar al TRICEL para las denuncias en contra de alcaldes, concejales y consejeros regionales.



Así está previsto también en el proyecto de reforma de la Carta que presentamos con otros miembros de la Comisión de Gobierno para regular la cesación en el cargo con motivo de infracciones graves al principio de probidad en relación con las declaraciones de patrimonio e intereses, en lo que es competente el Tribunal Constitucional.



Por último, me parece que debe regularse la prescripción.


¿Se mantendrá la acción mientras la autoridad elegida se encuentre en el cargo? Si es así, la prescripción tendría plazos distintos, según el período de cada una de ellas.



Por otra parte, se requiere establecer un mismo período de inhabilidad para ser candidato, ya que la Constitución lo define en dos años para los parlamentarios, mientras que la ley fija un plazo mayor para los alcaldes.



En consecuencia, me parece que el proyecto exige perfeccionamientos.



Señor Presidente, como lo manifesté en una intervención anterior, el problema de fondo del que nos estamos haciendo cargo es el de la crisis de la confianza ciudadana en el sistema político.



Todas las reformas que estamos aprobando casi simultáneamente no aseguran, por sí mismas, que contaremos con instituciones mejores. Al final, ello depende de las personas que asuman las funciones correspondientes.



Ninguna medida, por sí sola, nos sacará de la crisis. Pero somos nosotros los llamados a encontrar las salidas, porque estoy convencido, como lo he expresado varias veces, de que los problemas de la política se resuelven con más y mejor política.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, la verdad es que mucho de lo que quería manifestar ya se ha dicho. Voy a tratar de ser lo más breve posible.



Me parece que la medida de la pérdida del cargo de quienes ganan con trampa es una gran idea, pero que tenemos que completar la iniciativa.



Con los Honorables señores Guillier y Quinteros presentamos hace un tiempo un proyecto de reforma constitucional que aplica tal sanción al Diputado o Senador condenado por un delito que merezca una pena igual o superior a sesenta y un días de privación de libertad. O sea, queríamos subir el estándar.



En el caso de la iniciativa en debate, vamos a formular una indicación para incorporar al Presidente de la República. Tenemos claro que algunos afirman que basta con la acusación constitucional del artículo 52 de la Carta. Sin embargo, ello opera por actos de su administración que hayan comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación o infringido abiertamente la Constitución o las leyes. O sea, no se comprende el período de campaña anterior, sino solo lo realizado cuando ya se está en el Gobierno.



Por lo tanto, creo que el asunto tiene que ser estudiado.



Estimamos que se deja fuera la renuncia voluntaria. Porque hay hechos que no son delitos, pero que resultan políticamente impresentables o poco éticos. En la propuesta con los Senadores mencionados contemplamos esa posibilidad y queremos que un parlamentario no solo pueda renunciar por una enfermedad grave, sino también por causales distintas.



Otro aspecto bien importante no comprendido en el texto es la inhabilidad para postular a otros cargos públicos. La verdad es que se sanciona con la pérdida de aquel que se desempeña a la autoridad que gane con trampa, pero no se prohíbe la presentación a otro en la siguiente elección.



Consideramos que al menos tendría que operar una sanción que no permita postular. Debiera determinarse una inhabilidad para ejercer cargos públicos por un cierto período, como cinco años, a fin de que ello sea ejemplarizador.



Por otro lado, el proyecto castiga con la pérdida del cargo a la autoridad que hace trampa infringiendo la ley sobre el gasto electoral, pero nada dice sobre otros delitos. Vamos a presentar indicaciones para incorporar ilícitos respecto de los cuales también sería importante extender el mismo efecto.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, estamos ante una buena noticia, a mi juicio. La unanimidad de la Comisión Especial de Probidad y Transparencia, que representa el arco político en el Senado, ha aprobado una reforma de la Carta para establecer, por primera vez en la historia reciente, la causal de cesación en el cargo para el Diputado o Senador “que infrinja gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, en los casos que señale una ley orgánica constitucional”. Y luego se establece que “Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.



Adicionalmente, por la modificación del artículo 125 de la Carta, se dispone también la cesación en el cargo, en las mismas condiciones, de las autoridades mencionadas en su inciso primero, esto es, el alcalde, el consejero regional y el concejal.



En consecuencia, hemos llegado a una redacción muy relevante, que forma parte de la agenda de transparencia y probidad impulsada por Su Excelencia la Presidenta de la República y tiene que ver con mejorar el estándar de transparencia que los ciudadanos nos están exigiendo. Como Congreso, damos hoy un paso importante al respecto.



Durante la discusión se plantearon diversas dudas respecto del camino que debía seguir el proyecto del Ejecutivo sobre la cesación en el cargo de concejales, consejeros regionales y alcaldes por la infracción grave de las normas reguladoras del financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral, siempre que la autoridad competente lo declarara por resolución firme y ejecutoriada. La iniciativa excluía a Senadores y Diputados de su ámbito de aplicación. En consecuencia, en la Comisión surgieron varias interrogantes, una de ellas referida a la necesidad de extenderla a los parlamentarios.



Una segunda observación es que la fórmula original no precisaba los hechos que configurarían una infracción grave y que deberían contemplarse en las leyes orgánicas constitucionales que operan respecto de alcaldes, concejales y consejeros regionales. En otras palabras, no se señalaban conductas típicas claras que conformarían las causales para la cesación en el cargo, cuestión que no es menor, porque, desde el punto de vista práctico, podría concluirse que era una norma más bien en blanco.



No existía claridad respecto del tipo de transgresiones que pueden ser calificadas como graves.



El texto no especificaba el órgano o la autoridad encargada de establecer la existencia de una infracción a las normas sobre financiamiento, transparencia, límites y control del gasto electoral.



La Comisión, entonces, tuvo que debatir ampliamente, y, con la buena voluntad y la acuciosidad de todos sus miembros, determinó la necesidad de incorporar un inciso sexto, nuevo, en el artículo 60 de la Carta. Ello no es casual. Hubo propuestas para considerarlo en otras normas, como la del artículo 8°, en las Bases de la Institucionalidad, donde se consigna el principio de la transparencia; pero consideramos que era mejor, por técnica constitucional, incluirlo justamente en la disposición que señala el conjunto de causales de cesación en el cargo de Diputado o de Senador.



Después, en el artículo 125, señalamos la misma sanción en lo atinente a alcaldes, concejales y consejeros regionales, para seguir la técnica constitucional ya aplicada.



De este modo, las infracciones graves serán establecidas de un modo específico en una ley orgánica constitucional. Es decir, la reforma reserva al principio de legalidad, propio del Congreso, y no al reglamentario, que presenta una mayor facilidad de modificación, las causales que darán origen a la cesación en el cargo. ¿Por qué? Porque esta última es la máxima sanción que puede fijar el ordenamiento jurídico para una autoridad de elección popular.



Es decir, lo que está haciendo el constituyente es limitar la soberanía popular en cuanto a mantener en su cargo a una persona a la cual los ciudadanos eligieron para que los representara. Por lo tanto, ello debe quedar sometido al principio de legalidad, a fin de que sean las causales legales y no las reglamentarias las que se establezcan para la cesación.



A propósito de la intervención anterior, el Honorable señor Ossandón expresaba el parecer de que, sin perjuicio de la infracción grave a los límites en el financiamiento del gasto electoral, debían incorporarse otras causales, como la comisión de ciertos delitos. 



Solo quisiera aclarar que la modificación intercala un inciso sexto en el artículo 60 de la Carta, esto es, la norma se suma a todas las otras causales de cesación en el cargo, dentro de las cuales se halla la comisión de ilícitos. En consecuencia, la cesación en el cargo por infracción grave a las disposiciones sobre límites en el financiamiento y control del gasto electoral es adicional a las otras situaciones, que comprenden, obviamente, la de haber perdido algún requisito de elegibilidad. Una sentencia judicial firme y ejecutoriada a una condena que implique pena aflictiva inmediatamente hace cesar en el cargo de Senador o de Diputado. No constituyen textos excluyentes.



Es una buena noticia para el país el que estemos mejorando el estándar. Hoy, con la enmienda que realizamos, la infracción grave a las normas de financiamiento en cuanto al límite y control del gasto electoral se incorpora al efecto al cual se hace referencia.



La propuesta del Ejecutivo operará, en primer lugar, ante las infracciones graves que deberá especificar una ley orgánica constitucional, caso en el cual el Tribunal Calificador de Elecciones, en segundo término, deberá ejercer sus facultades jurisdiccionales.



Hubo una discusión muy interesante al respecto, porque dicho organismo, de acuerdo con su naturaleza jurídica actual, solo tiene por función manifestarse respecto de escrutinios y no de causas judiciales. El Ejecutivo ha señalado que se le da competencia porque estamos configurando una nueva arquitectura en el ámbito de que se trata, con un Servicio Electoral de carácter autónomo constitucional y una justicia electoral que no solo se va a abocar a los escrutinios, sino que también avanzará en estas materias.



Mas el Tribunal no actuará ante una denuncia de un particular, sino a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral. ¿Y por qué? Porque ello es de toda lógica. Si en el proyecto de financiamiento de la política que se está discutiendo en la Cámara de Diputados vamos a otorgarle al Servicio una competencia para la fiscalización del gasto electoral, procede, entonces, que le corresponda la acción de persecución ante el Tribunal Calificador.



En consecuencia, estamos siendo coherentes con una arquitectura electoral que mejora los límites de transparencia, pero, a la vez, establece sanciones más rigurosas.



Señor Presidente, resulta gratificante tener la posibilidad de avanzar de manera concreta en un mecanismo que va a obligarnos a mejorar los estándares de transparencia en materia de financiamiento y gasto electoral.



Más allá del esfuerzo realizado en el año 2003, quedaron numerosos vacíos legales. Muchos aspectos se hallaron más bien sometidos exclusivamente a la consideración particular. Y hoy se ve lo que está ocurriendo, habiéndose llegado con frecuencia al plano judicial.



Por eso, es importante contemplar la cesación en el cargo, es decir, la máxima sanción que se puede disponer en democracia para una autoridad de elección popular cuando se han infringido gravemente las normas sobre transparencia y límites del gasto electoral. 



Así como el año 2008 determina un antes y un después en la consagración constitucional del principio de transparencia, existirá un antes y un después en el sistema de transparencia en el financiamiento de la política, a mi juicio, al aprobarse la reforma en examen y su ley orgánica constitucional complementaria, que señalará las causales de la cesación en el cargo.



Por eso, voy a votar a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en la política estamos viviendo tiempos difíciles. Durante los últimos meses hemos sido testigos de una serie de casos que han puesto en tela de juicio la probidad y la transparencia en la función pública y que tienen que ver principalmente con el financiamiento irregular de las campañas.



En este sentido, tanto el Gobierno como algunos parlamentarios han presentado proyectos de ley tendientes a fortalecer y profundizar nuestra democracia y la actividad política con un sistema mucho más transparente y participativo, en el cual las autoridades políticas y administrativas tienen que rendir cuenta directa ante la gente. Ello, en la línea de que una mayor transparencia de la actividad pública facilita el acceso al actuar de las autoridades, posibilitando una participación más activa de los ciudadanos, y, por la exposición pública de sus actos y labores, el control de ellas.



Señor Presidente, hoy los niveles de confianza ciudadana hacia las instituciones políticas de nuestro país son bajos, por no decir bajísimos. Por ejemplo, según la encuesta de la Universidad Diego Portales de 2014 solo el 19,8 por ciento de los chilenos confía en el Gobierno, mientras que en el caso de los tribunales de justicia y del Congreso la confianza apenas llega a 8 y a 6,4 por ciento, respectivamente.



Debemos tener en cuenta que se trata de las cifras más bajas del último tiempo de la democracia chilena.



Entonces, resulta fundamental dar señales potentes por parte del Ejecutivo y del Parlamento con miras a ampliar los niveles de transparencia y de probidad en la actividad política, dos principios que resultan esenciales, ya que constituyen una herramienta que en sí misma desincentiva la corrupción y posibilita el control ciudadano al asegurar que los intereses particulares no se antepongan a los intereses generales.



El profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Chile don Víctor Manuel Avilés señaló en la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia que “en los términos que consagra el artículo 17 de la Constitución Política de la República, los parlamentarios que hubieren sido condenados a pena aflictiva, o por delitos que la ley califique como conductas terroristas o relativos al tráfico de estupefacientes, pierden un requisito de elegibilidad, por lo que, en esa hipótesis, se produce la cesación del cargo”. Con todo, agregó que “dicha disposición no operaría respecto de alcaldes, concejales y consejeros regionales, aun cuando es posible sostener que, ante la pérdida de un requisito de elegibilidad, igualmente se produciría la cesación del cargo que estuvieren ejerciendo”. 



El proyecto tiene como objetivo establecer el cese de los cargos de diputado, senador, alcalde, consejero regional y concejal por infracción grave a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, y radicar el conocimiento de dichas infracciones en el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.


Señor Presidente, me parece que esta iniciativa va en la línea correcta -la gente está esperando señales claras en esta materia-, ya que busca sancionar a los diputados, senadores, alcaldes, consejeros regionales o concejales que hayan accedido a sus cargos mediante prácticas ilegales y delictivas en el financiamiento de sus campañas con la cesación en el ejercicio de sus funciones (es una sanción grave y drástica). Ello se inserta en una serie de iniciativas cuyo propósito apunta a mejorar los estándares de probidad y de transparencia de la actividad política de nuestro país.



No obstante, en la Comisión planteé la importancia de incorporar también al Presidente de la República.



Acá estamos estableciendo que el parlamentario, alcalde, concejal, consejero regional que haya ganado la elección en forma ilegal, infringiendo la ley, haciendo mal uso de los recursos para el financiamiento de su campaña perderá su cargo.



Pero, señor Presidente, aquí se aplica el adagio jurídico de que frente a la misma razón tiene que haber la misma disposición. Porque si no, podría darse la siguiente situación (lo vemos todos los días en los diarios y en otros medios de comunicación) entre un candidato a Presidente de la República de un partido A, B o C, y uno a Senador o a Diputado: si quien resultó electo parlamentario hizo trampa, usó mal los recursos destinados a financiar su campaña y es acusado, pierde su cargo; pero al candidato a Presidente de la República que ganó en forma ilegal no le pasa nada.



Entonces, ¿estamos por la transparencia o tenemos temor en esta materia?



Señor Presidente, la que se propone es una típica solución a la chilena, en que no nos atrevemos a sancionar gravemente a quienes infringen la ley como ocurre en todos los países democráticos, para que nadie se atreva a realizar ese tipo de prácticas.



Hoy mucha gente pone en tela de juicio la legitimidad del Parlamento, no solo por la forma en que se eligen sus miembros, sino también por su actuación.



Aquí un ex Vicepresidente del Senado dijo públicamente que el Congreso no tiene legitimidad para hacer reformas constitucionales.



Yo siento que en estas materias, que son delicadas, debiéramos tener el mismo trato para los cargos de alcalde, consejero regional, concejal, senador, diputado y Presidente de la República.



No me parece que acá deba haber un trato distinto, señor Presidente.



Para terminar -tal como lo manifesté en la Comisión Especial-, me gustaría señalar con respecto a la sanción consistente en la pérdida del cargo, que en esta debería operar también la imposibilidad de optar a ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por determinado plazo. De tal modo que si alguna de las autoridades mencionadas hizo mal uso de los recursos destinados a financiar su campaña, se excedió en los gastos, utilizó platas irregulares, no intente llevar a cabo esa misma práctica en otra elección y no pueda ser nombrado en otro cargo público.



Por último, hay que consignar que las causales que producirían la cesación del cargo, que han de establecerse en la ley orgánica pertinente, tienen que ser claras y objetivas.



Porque mi temor no es que los parlamentarios pierdan el cargo. Al contrario, me parece bien que quienes no respetan la legislación vigente no estén en el Parlamento, ni en la municipalidad, ni en la Presidencia de la República.



Mi temor es que aquí tengamos causales ambiguas de pérdida de los cargos.



Porque ¿qué va a ocurrir con esto? En la actualidad, cuando algún candidato reclama porque perdió la elección por una cantidad menor de votos existen definiciones claras en cuanto a cómo se corrige eso. Pero, si no hay precisión en la materia que nos ocupa, le daremos poca certeza al proceso electoral democrático, e incentivaremos a la gente que perdió en un proceso electoral para que levante acciones en contra de aquellos que resultaron electos.



Eso puede traer más inestabilidad que la que pretendemos superar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero efectuar dos reflexiones matrices relacionadas con este proyecto de reforma constitucional.



Adelanto que la idea de legislar en esta materia me parece correcta.



Deseo hacer un pequeño recuerdo para quienes suelen pensar que las cosas nacen de cero.



Efectivamente, esta materia se discutió en 2003 con bastante profundidad. Y debo dejar constancia de que en ese momento no se instaló la norma en comento porque no había lo que hoy existe -o existe potencialmente- respecto del SERVEL. Uno observaba que había una institucionalidad muy insuficiente para empoderarse de una acción tan relevante como la de, desde el punto de vista constitucional, destituir a diputados o senadores en función de un incumplimiento en materia de transparencia, límites y control del gasto electoral.



En ese minuto, en que se discutió intensamente este asunto, se estableció que mientras no existiera un organismo que tuviera la capacidad, la independencia y la enjundia para plantear este tipo de cuestiones era mejor esperar.



Yo creo que ya se maduró lo suficiente. Tenemos un Servicio Electoral con una institucionalidad distinta. Por lo tanto, se trata de una idea a la que le llegó su hora, como dicen algunos poetas.



La primera reflexión de fondo se halla relacionada con la redacción del articulado propuesto.



Entiendo que existe plazo hasta el 13 de julio para formular indicaciones. Y estimo necesario que las hagamos.



La norma que comienza con la frase “Cesará en su cargo el diputado o senador que infrinja” presenta dos dudas.



En primer lugar, da la impresión de que ello se aplica solo al Diputado o Senador, pero no a un eventual candidato. Yo imagino que esto tendrá que ver con un candidato, que no es Diputado o Senador, que infrinja gravemente las disposiciones sobre transparencia, límites y control del gasto electoral y que va a asumir con posterioridad el cargo. Y, en ese caso, se podría interpretar como que no es posible aplicarle la norma. 



Por eso, hay que cambiar la redacción para que se refiera a los candidatos que resulten electos o, en su defecto, remplazar la palabra “infrinja” por la expresión “haya infringido”. Porque no se trata de una acción permanente. De lo contrario, resulta imposible plantearlo racionalmente.



Entonces, aquí hay una primera línea de reflexión: las formas verbales y los sujetos tienen que estar redactados de manera tal que uno pueda asumir que el objetivo final es que alguien que incumpla lo establecido tenga que dejar el cargo.



En el mismo sentido, echo de menos algo muy importante. 



Yo hubiera preferido que este tema no lo determinara una norma constitucional en blanco, dejando a una ley la responsabilidad de precisar algo tan relevante como la cesación de un cargo. Me habría gustado que el texto propuesto señalara qué se entiende por “gravemente”. 



Porque dicho concepto va a generar, quizás, un problema severo que hoy se posterga, pero que tendremos que definir. 



¿Qué es una infracción grave?



Creo que los franceses, respecto del gasto electoral, aplican ciertos criterios: si uno se pasa del 10 por ciento, tiene que pagar tres veces; si excede el 20 por ciento, paga cinco veces. Y si va más allá, pierde el cargo. Uno tiende a interpretar que puede ser un tema de gastos, pero no es lo que señala la norma en comento, pues ella comprende “transparencia, límites y control del gasto electoral”. No se trata solo del límite, porque también se alude a la transparencia.



Por ejemplo, puede darse el caso de que no se acredite -suele ocurrir- la tasación que dé cuenta del aporte de los voluntarios en una campaña. Hoy día, conforme a la ley, si un voluntario participa en una campaña, para incorporar los gastos electorales, de acuerdo a esta norma de transparencia, se debe señalar en cuánto se avalúan.



Si teóricamente alguien tuvo diez voluntarios y no se los considera como parte del gasto, eventualmente podría entenderse como algo grave y, por tanto, esa persona perdería el cargo el día de mañana -¡ojo!-, incluido cualquier concepto de precampaña o poscampaña.



Entonces, la expresión “gravemente” tiene que ser muy vinculante con lo decisivo que pudo ser en una elección el hecho de haber infringido las normas. De otra manera, esto se convertirá en una caza de brujas, donde unos y otros andarán buscando cualquier infracción cometida. Y respecto de la “transparencia, límites y control del gasto electoral”, hay centenares de obligaciones en una campaña -¡centenares!-, para que alguien pueda entender que por esa vía administrativa sería más fácil. 



A mi juicio, aquí hay un tema muy muy de fondo.



De otra parte, creo que es muy relevante que la titularidad quede radicada en el Consejo Directivo del Servicio Electoral. Eso le da más certeza a la norma e impide que esto se transforme en una caza de brujas de unos contra otros.



En mi opinión, ese es un punto muy relevante. Luego se podrá acudir al Tribunal Calificador de Elecciones.



Aquí se ha planteado -lo quiero señalar- que no se incorpora en esta norma al Presidente de la República. Me sorprende, porque no veo una razón que lo impida. Tampoco me convence el argumento de que solo se lo puede cuestionar en el cargo mediante una eventual acusación constitucional. Ese no es un buen argumento para que esta disposición no se aplique al más importante de todos los electos: el Presidente de la República. Hay que incorporarlo en la norma si queremos que ella realmente sea eficiente.



En resumen, me parece bien la idea de legislar en esta materia. Creo que ya maduró un tema que fue conversado ampliamente hace doce años. Considero que la existencia del Consejo Directivo del Servicio Electoral ayuda a darle seriedad a lo que eventualmente ocurra. No obstante, estimo que la redacción, respecto de quiénes son los sujetos que podrían ser sancionados, no debió usar el infinitivo “infringir”, sino más bien la expresión “haber infringido”. 



Por último, es preciso colocar un plazo. Porque estas cosas tienen su propia lógica y hay que entenderlas en la medida en que se aplican. De no ser así, voy a poder reclamar por una infracción cometida hace siete o diez años, y no me parece que ese sea el espíritu del texto propuesto. En mi concepto, este tipo de disposiciones debe contar con una suerte de plazo que permita plantear la objeción por parte del Consejo Directivo del Servicio Electoral. De otra manera, vamos a contar con una facultad que, a diferencia de todo el resto de la legislación que se halla sometida a plazos, tendrá carácter indefinido. Y eso, no lo considero sano.



En resumidas cuentas, señor Presidente, me parece que este proyecto va por buen camino, pero podría ir por uno mucho mejor si afinamos más su redacción.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a estas alturas del debate ya se han dado los argumentos principales. 



Cabría agregar que se trata de un problema bastante sencillo. Es una cuestión de criterio, por un concepto que propone este proyecto y que yo comparto. Por lo tanto, anuncio que concurriré con mi voto a su aprobación en general.



La idea de perder un cargo que se ha obtenido en una elección popular de un modo fraudulento, ilegítimo me parece enteramente razonable.



Nosotros, de alguna manera, no lo habíamos entendido así porque, tal vez, no pensábamos en los problemas que hoy día se han suscitado en el origen de estas normas. Hay una serie de prohibiciones, que datan de las Constituciones del siglo XIX, para que los parlamentarios, en ciertos casos, pierdan sus cargos. 



Aquí estamos hablando de una situación que en realidad se produce antes de ser elegido, no cuando un Diputado o Senador, como dice el proyecto, infrinja las normas electorales, sino que cuando un candidato a Diputado o Senador que resulte electo las haya infringido. 



Hay que entender el proyecto de esa manera, porque está mal presentado. Sin embargo, captamos su espíritu: que cuando se trate de parlamentarios, alcaldes, concejales, cores, por ejemplo -y deberíamos incluir también al Presidente de la República-, que hayan llegado a ocupar sus puestos por medios fraudulentos, ciertamente aquello tendría que ser causal suficiente para perderlos.



Este es el concepto central que propone esta reforma y yo lo comparto. Es más, dentro de las propuestas que elaboramos con antelación sobre esta materia, las cuales hicimos llegar tanto al Gobierno, a propósito de la Ley de Partidos Políticos, cuanto a la comisión que presidió Eduardo Engel, se incluía, precisamente, la de incorporar nuevos aspectos en virtud de los cuales los cargos de elección popular pudieran perderse, como estos que hoy día analizamos.



Ahora, se debe precisar bien cómo va a operar la norma y en qué situaciones hipotéticas debe aplicarse. 



En seguida, hay un tema que queda entregado a la ley orgánica y que es relevante. Dicho sea de paso, quienes propician esta disposición, que son Senadores muy importantes, como doña Isabel Allende, don Felipe Harboe, don Rabindranath Quinteros, don Carlos Montes y doña Lily Pérez, proponen que las causales por las cuales se pudieran infringir las normas no estén contempladas en la ley común, sino en una ley orgánica constitucional. 



Lo subrayo porque en parte del debate que hemos oído de quienes promueven una nueva Constitución se descalifican las leyes orgánicas constitucionales; se señala que son controles supramayoritarios que no corresponderían. Pero cuando toca legislar, entonces el sentido común dice que no puede ser cualquier ley la que establezca las causales para perder cargos de elección popular. Y eso me parece algo valioso de destacar: cuando dejamos la ideología a un lado cae -repito- el sentido común y hace que personas que pudieran estar en otro discurso, planteando la eliminación de las leyes orgánicas constitucionales, a la hora de legislar, en cambio, las valoren.



En lo particular, creo muy importante que en la ley orgánica, cuando se hable de estas causales genéricamente descritas -es decir, cuando se hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral- se precisen bien las situaciones que específicamente le pueden hacer perder a alguien un cargo, aparentemente ganado en una elección controlada por la legislación, por el Tribunal Calificador de Elecciones y por el Servicio Electoral.



Aquí es clave la proporcionalidad de la falta, atendidas las consecuencias que van a tener las diversas infracciones. Es decir, no cualquiera de ellas, que se cometa durante un proceso electoral, debería justificar la pérdida del cargo.



En ese entendido, la palabra “gravemente” aquí resulta muy relevante. 



Si una persona tiene problemas en la rendición de cuentas de una campaña que costó cien millones de pesos y no logra justificar 500 mil pesos puede que no sea necesariamente una causal de pérdida del cargo. Una posibilidad es considerarla una causal de sanción pecuniaria, de multa o de otro tipo de consecuencias. Pero la pérdida del cargo tiene que originarse en una causal grave que justifique la decisión de dejar a una comunidad sin un representante elegido democráticamente.



Por lo tanto, la primera reflexión sobre el contenido específico es que en la ley orgánica hay que trabajar muy cuidadosamente en el tema de la proporcionalidad. Esta es esencial en la teoría de la pena. Pero, aquí, como no se subraya lo suficiente, no debería dejarse sin comentarios.



Será posible, entonces, perfeccionar mediante indicaciones este tipo que se construye, para asegurar que no pueda ser alterado por la ley orgánica.


Lo segundo que considero importante relevar es que aquí no se deja una acción abierta a que cualquiera pueda impugnar el proceso electoral. Se entrega la titularidad de la acción, como legitimación activa, al Consejo Directivo del Servicio Electoral, no al Director, ni al Presidente.



Lo anterior supone que una persona pueda ir con antecedentes al Servicio Electoral a plantear que alguien ha infringido gravemente las normas de transparencia, límites y control del gasto electoral. Sin embargo, quien toma la decisión de presentar la acción es el Consejo Directivo del SERVEL. Y, finalmente, quien resuelve es el Tribunal Calificador de Elecciones.



Estimo que ello cautela cualquier abuso que pudiera cometerse a través de una eventual acción pública, que la gente podría entender como más abierta, posible y democrática, pero que, en realidad, generaría una situación bastante compleja.



El tercer alcance que me parece importante formular es que esta norma debe ser extendida a todos los cargos de elección popular. Aquí están todos, salvo el de la Presidencia de la República. Y considero que, con mayor razón, si ese cargo fue obtenido fraudulentamente no tenemos por qué excepcionarlo de la sanción de su pérdida.



Estamos frente a un proyecto que comparto: perder un cargo de elección popular por haberlo alcanzado de forma ilegítima, gravemente fraudulenta me parece una consecuencia esperada. Y es una llamada de atención, de nuevo, a hacer las cosas bien, a trabajar no solamente en las apariencias, sino en la realidad.



Con la nueva legislación el SERVEL tendrá la posibilidad además de controlar que esto ocurra, cuestión que hoy no sucede. Actualmente cualquiera puede decir que gasta determinados recursos y nadie lo controla. Lo único que inspecciona el Servicio Electoral es que las rendiciones de cuentas estén debidamente fundamentadas, pero no si el gasto corresponde a la realidad, si se invirtió más o menos de lo rendido. Y ello, por cierto, es insuficiente. 



De manera que valoramos y aprobamos esta reforma constitucional. Nos preocuparemos de que haya proporcionalidad en las sanciones; aseguraremos quién es el titular exclusivo de la acción ante el Tribunal Calificador de Elecciones y también de que la totalidad de los cargos de elección popular, no solamente los mencionados en esta reforma, que son casi todos, queden incorporados. Porque me parece que la misma sanción debe contemplarse para otras situaciones similares. Y, por lo tanto, debe existir la misma disposición.



Voto que sí.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, el tema de la relación política-dinero es muy sustantivo. Tenemos que discutirlo y reflexionarlo más aún. Habrá muchos proyectos en los cuales entraremos en este debate.



Nosotros contamos con un muy mal sistema hoy porque no existe transparencia ni fiscalización. Gastamos gran cantidad de recursos en las campañas y no hay un sistema de sanciones efectivo.



El sistema que nos rige ahora, producto de la Ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, de 2003, es una cosa demasiado imperfecta, que ha afectado la calidad de la democracia y la política.



Tenemos una pérdida del contenido de la política que no parte el 2003; viene desde antes. Y se tiende a transformar a la política en algo bastante asociado a los recursos que se gastan en las campañas, a lo que puede demostrar cada candidato en su propaganda y en otras cosas. 



Es decir, la democracia se ve afectada por el sistema en términos de representatividad, de legitimidad. Hay desconfianza profunda y debemos asumirlo porque tenemos que buscar la manera de, en ese contexto, construir un mejor sistema político, de partidos y electoral. Creo que debemos pasar a una nueva etapa en la historia de este país en cuanto a la relación dinero-política.



Uno podría decir que estamos en un momento del nivel de la profundidad de lo que fue, en 1958, la creación de la cédula única electoral. 



Yo he escuchado al Senador Víctor Pérez. Y la verdad es que me parece muy fundamental su planteamiento. Él reconoce la necesidad de regular de otra manera la relación dinero-política y que ella sea transparente.



Porque si uno revisa el contexto histórico, que es bien importante, además del análisis comparado con otros países, no debe olvidar que en Chile el dinero ha tenido demasiado impacto en la política.



Acuérdense de que los alcaldes, los alféreces, los regidores originalmente eran elegidos en subastas públicas en la plaza. Así partió la construcción de nuestra democracia. Y el que podía dar más obtenía el cargo. Después se amplió el universo electoral, pero a los que contaban con recursos. Primero eran los latifundistas, después los comerciantes y se fue extendiendo porque la gente que tenía dinero votaba.



Posteriormente, tuvimos un período largo en que se va ampliando el universo de quienes pueden elegir. No obstante, aquí se usó el método del cohecho, que fue brutal. Se entregaba a las personas el voto con la mitad del billete; estas votaban, lo llevaban de vuelta -porque no era cédula única- y les pasaban la otra mitad.

El señor PROKURICA.- ¡Un zapato!

El señor MONTES.- Un zapato. No me acuerdo. Yo vi lo del billete. ¡Era muy chico, eso sí...!


Hasta 1958 existió lo del cohecho. Y la manera de influir era directamente en el voto de las personas. Pero después de ese año fue distinto, y se controló el cohecho. 



Y entramos en otro momento, en que influye mucho el Estado. Este entra en la política e interviene de manera considerable en las votaciones. Y los grupos económicos empiezan a incidir en distintas cosas, sumado a cierta influencia del exterior del país. En este momento no vale la pena mencionarlo, sin embargo, era fuerte en un período en que influían distintos grupos de poder, desde la CIA hasta otros.



Después viene el golpe. Y en todo ese período está claro que para nosotros fue fundamental la solidaridad internacional como forma de financiamiento.


La Derecha de ese tiempo financió la política, como dice el Plan Cívico Nacional con que se preparó el plebiscito del 88, a partir del Estado. Desde este se hacía toda la política.



Y en ese gran Plan Cívico, Alberto Cardemil mencionaba que la política, antes que nada, era una disputa cultural. Y señalaba cómo distintas áreas del Estado tenían que ir a politizar los procesos y los hechos. 



Después de la dictadura nos vamos a la situación actual, donde existen campañas muy caras y el dinero empieza a influir demasiado en los procesos políticos. Y aquí el candidato bueno es aquel que tiene más posibilidades de mostrarse. No basta con eso, pero es muy importante.



Todo ello trajo como consecuencia el cambio que se hizo en 2003, que fue muy incompleto. Como aquí se ha dicho, nosotros tratamos de que hubiera sanciones -acuérdense que la ley originalmente quedó sin ninguna sanción y que con posterioridad hubo que legislar al respecto-, tratamos las dos veces, al comienzo y después, de consignar lo que se está aprobando en la presente iniciativa de reforma constitucional.



Este paso es demasiado trascendente. Esta reforma y otro conjunto de iniciativas construirán un nuevo sistema. Vamos a pasar a otro estadio. Y confío en que nos pondremos casi en la punta del debate producido.



Todo es difícil. Nada es fácil.



El dinero dispone de miles de forados por los cuales poder penetrar e incidir en el proceso político. Pero tenemos que actuar con inteligencia para reducirlos y enriquecer la democracia: que exista más diálogo, más debate, más conocimiento de los proyectos por implementar; que cada candidato no solo represente la propaganda capaz de mostrar, sino las ideas respecto a las cuales se halla vinculado.



O sea, transitar a otro estadio de la política. 



Lo anterior no va a superar completamente la desconfianza, pero por lo menos generará opciones dentro de la ciudadanía, con mucha más nitidez, con mucha más fuerza que las que se manifiestan ahora.



A mi juicio, resulta importante aprobar el proyecto en análisis. 



Felicito lo dicho acá por el Senador Pérez Varela. Cuando discutimos este asunto el año 2003 argumentamos algo parecido, y hubo un Diputado del otro lado que señaló: “Si se cambia una coma, nos retiramos todos”. Ese fue el tipo de debate que se verificó. Ahora pasamos a otro momento producto de la crisis de desconfianza en que nos encontramos y de los problemas derivados de ello. Sin embargo, en las crisis se van pariendo situaciones nuevas.



Creo que aquí estamos en condiciones -ojalá lo hagamos con convicción, con fuerza- de generar un buen sistema electoral, que tenga los mínimos forados posibles para que el dinero no maneje la política. Y, especialmente, que enriquezca en gran medida la democracia, la política y, por lo tanto, les dé más legitimidad y representatividad a las personas que resulten elegidas. 



Sé que esto pasa por cambios al sistema electoral, pero también por enmiendas a la Constitución. 



Quiero felicitar la presentación del proyecto y ojalá que lo apoyemos con harta fuerza y lo comuniquemos en todo lo que significa. Espero que marque un hito claro (una vez que se apruebe el conjunto de iniciativas) en cuanto a que empezó una nueva etapa en la historia de Chile en materia de relación política-dinero.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estamos frente a una reforma constitucional. Seguimos parchando la vetusta, obsoleta y absolutamente decadente Carta del 80. Tal parece que hemos elegido el camino del parche: hay que seguir enmendando un Texto Fundamental, que ya no representa la soberanía popular, la idiosincrasia nacional. Se cae a pedazos e insistimos en irlo remendando.



¡No resisten más parches la Constitución del 80 ni el sistema electoral!



El sistema adolece de una grave ilegitimidad, porque se ha construido sobre la base de una modalidad inmoral, como lo fue el sistema binominal, que distorsionó la soberanía, que alteró la representación en el Congreso Nacional, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado.



Por cierto, establecer que pierdan el cargo aquellos parlamentarios que no cumplan la ley significa un avance. Pero lo mismo dijimos el 2003 -lo señalé hace un rato en la Sala-; discutimos esa materia hace doce años.



Tal parece que en Chile tiene que ocurrir algo grave para que se dicte una ley. Ha de morir una niña llamada Emilia para que haya una norma que sancione a los conductores ebrios. Debe ser asesinado un homosexual para que se promulgue la Ley Zamudio, que persigue la no discriminación.



Todo se hace en Chile en torno a las crisis. De no existir estas, no habría ley.



Y yo digo: ¡la Constitución está en crisis! 



Nos enfrentamos a una crisis política del sistema: hay problemas de legitimidad, de participación y de representación cuando cuatro de cada diez chilenos van a votar. El 60 por ciento no sufraga. Se eligen las autoridades con el 40 por ciento del padrón. Por cierto, hay alcaldes -ya lo he dicho- como Gastón Saavedra, quien sacó el 75 por ciento de los votos en Talcahuano. ¡Pero 75 por ciento de 39! Y tengo la certeza -lamento decirlo- de que en las próximas elecciones caerá sustantivamente la participación ciudadana.



Entonces, cuando intentamos establecer que “ahora pierda el cargo quien infrinja la ley” se hace bajo un principio básico: no se puede llegar al Parlamento a legislar vulnerando la ley. Como está hoy, pagará una multa.



El 2003 lo manifestamos así. Sostuvimos un largo debate en la Sala. Fuimos vilipendiados cuando planteamos una indicación para terminar con los aportes secretos, porque se veía el cáncer que venía, el estigma, la cola del dinero privado metiéndose en las campañas políticas. 



Y lo manifestamos: el que infrinja la ley debe perder el cargo. En las competencias olímpicas, cuando un deportista gana medalla de oro y da doping positivo no le dicen: “Señor, quédese con la presea; igual sea campeón; saludos; pague una multa”. ¡Se le quita la medalla de oro! ¡Se lo priva del título de campeón! Porque vulneró la ley.



Hoy, si alguien quebranta las normas de financiamiento sigue siendo Senador, sigue siendo Diputado, sigue siendo Presidente de la República, y se le cobra una multa.



Me alegra que la misma indicación que presentáramos en 2003 ahora sea propuesta para que la aprobemos como reforma constitucional. Y que efectivamente haya una sanción.



Quiero llamar la atención sobre un punto.



En el actual SERVEL -es cierto: se está renovando, modernizando-, lo he dicho diez veces, hay gente de mucha experiencia, valiosa, pero es un perrito sin dientes, sin olfato; es un sabueso que no puede seguir a ninguna presa. Por lo tanto, no se halla en condiciones de fiscalizar.



La pérdida del cargo para el parlamentario que infrinja la ley va a tener sentido cuando dispongamos de un contralor electoral con las mismas facultades que el Contralor General de la República o que el Fiscal Nacional: elegido por ocho años por los tres quintos o los dos tercios del Senado, a efectos de que cuente con la garantía de que no será removido por el Gobierno de turno, que no será objeto de presiones. 



En verdad, deberá enfrentarse a un Senador, a un Presidente de la República electo y le tendrá que decir: “Señor Senador, Señora Presidenta o señor Presidente, le vamos a cuestionar su campaña y podrá perder el cargo”.



Un contralor electoral ha de estar investido de una jerarquía moral y de una investidura legal que lo haga capaz de oponerse al Presidente de la República, al Senado y a la Cámara de Diputados. No basta un SERVEL, además, con un funcionario designado por el Primer Mandatario. 



Por lo tanto, estamos aprobando: “Cesará en su cargo el diputado o senador que infrinja gravemente las normas sobre transparencia...” ¿Y si el Presidente de la República infringe las normas pagará una multa? ¿Estamos legislando sobre lo menos y no sobre lo más? Creo que debiera ser una norma general aplicable a todas las autoridades electas. 



Y cuando decimos “que infrinja gravemente las normas sobre transparencia” ¿hablamos de una condena ejecutoriada? ¿Habrá una ley especial? Porque aquí estamos poniendo el título. No obstante, cuando haya que definir esa frase ¿cuál será la graduación, cuál será el termómetro?



Claro, no lo podemos poner en la Constitución. Será objeto de una ley.



En tal sentido, encuentro extraño que no se contemple al Presidente de la República.



Las causales las vamos a discutir en la ley. Pero -creo que lo planteó el Senador Pérez- “que infrinja gravemente” es algo que hay que definir. Porque en materia constitucional -aquí, en la Sala, hay expertos constitucionalistas; yo no lo soy- hay numerosos atajos para salir de una situación compleja. Y uno debiera generar la sensación de que esta reforma a la Carta pretende establecer “el que infrinja la ley”, no las normas, pues ellas pueden incluirse en un reglamento. 



Yo creo en la frase “el que infrinja la ley”. Y ahí se detallarán todos los mecanismos para infringirla: aquel que gasta dos millones de dólares en su campaña cuando el tope máximo es un millón -hablamos de 300 o 400 millones de pesos-, que sume bien: que cuente las gigantografías, que cuente las frases radiales.



Señor Presidente, tiene que haber un principio básico en la reforma global al sistema -aquí estamos poniendo un parche-: un peso para las campañas, un peso para la ciudadanía. Porque, paradójicamente, financiamos a los candidatos y a los partidos y no a los ciudadanos. Y para que haya elección deben confluir un candidato y un elector que vota. ¡Pero les damos plata al candidato y al partido, y no al elector!



Quiero que se constituyan muchas organizaciones ciudadanas -como existen para la defensa de los derechos de los consumidores- que reciban plata del Estado para realizar acciones que permitan discutir programas, hacer seguimiento sobre cumplimiento y transparencia. 



Que la ciudadanía se empodere; que no sea solo la Contraloría General la que fiscalice, sino que los ciudadanos puedan pedir programas, menos jingles, menos gigantografías; más contenido, y financiados por el Estado.



Ciudadanos organizados y financiados, para poder confrontar el poder de los partidos, las campañas de los candidatos. 



Solo así podrá cobrar sentido una reforma constitucional que dictamine “Cesará en su cargo el diputado o senador”. Insisto: debe estar incluido el Primer Mandatario; es una excepción que no me parece justa. Porque, por cierto, las campañas de mayor gasto y de mayor poder son las de Presidente de la República. 



Podría darse la paradoja de que tuviéramos claridad sobre un candidato presidencial que ha infringido la ley, pues hay postulantes de todo pelaje: se presentan hasta millonarios que poseen fortunas personales de 4 mil millones de dólares.



Señor Presidente, ¿cuándo comienzan las campañas políticas? ¿El tener contratados a empleados a lo largo de todo Chile, a miles de personas participando en la campaña será parte del reglamento y de la ley? Porque, además, si no trabajan, se los despide. 



¿Cómo hacemos para regular la competencia entre un candidato a presidente que no tiene ni uno -puede ser un profesor- y otro que es un empresario multimillonario? ¿Cómo hacemos para que la ley garantice igualdad en tal caso?



¿El SERVEL va a dar a ese multimillonario el mismo trato que al candidato más débil? ¿Vamos a contar las pequeñeces del más chico o a enfrentar, de verdad, a los poderosos para asegurar igualdad ante la ley?



Voy a respaldar este proyecto, porque planteé una idea similar el 2003 junto con el entonces Diputado Carlos Montes, cuando presentamos una indicación en este mismo sentido. Entonces hicimos el debate, pero fuimos derrotados. Cometimos un grave error. Ello queda para la reflexión acerca de cómo estamos haciendo la política. 



De hecho, haber cedido en nuestra postura el 2003 nos tiene, en gran parte, en la situación actual. Pero tuvimos que hacerlo, porque había un acuerdo político. Se paró Longueira y dijo: “No hay acuerdo si no se retira la indicación”. Y había 118 Diputados dispuestos a votar y solo dos en desacuerdo. 



Nos consideraron traidores, desleales, díscolos, cuando sostuvimos, sin tener una bola de cristal, que las donaciones reservadas de empresas serían la perdición de la política; que ello generaría una condición de tal estigma que después tendríamos que derogar la ley.



¡Es lo que se está planteando ahora!



Entonces, ¡hagámoslo bien! 



Voy a votar a favor de esta reforma, señor Presidente, aunque lo que quiero es cambiar la Carta Fundamental. Deseo una nueva Constitución, elegida por la ciudadanía, por una Asamblea Constituyente y no por un Parlamento con los problemas que muestra.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, hemos escuchado una serie de intervenciones que reflejan un consenso sobre la necesidad de aprobar esta iniciativa. No me voy a extender sobre ello.



Sin embargo, creo que estamos cometiendo un error de redacción y de técnica legislativa, que afectará la armonía entre normas de la Constitución.



En primer lugar, el proyecto propone insertar, en el artículo 60 del Texto Fundamental, un inciso del siguiente tenor: “Cesará en su cargo el diputado o senador que infrinja gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, en los casos que señale una ley orgánica constitucional. Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.


Creo que acá no ha habido una prevención, por parte de la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, para armonizar dicha norma con el artículo 93, número 14º,  que señala que es una atribución del Tribunal Constitucional: “Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios”.



Aquí claramente hay una contradicción.



En primer lugar, se entrega la facultad para tipificar la infracción grave en este ámbito a una ley orgánica constitucional, situación que, desde el punto de vista normativo, es complicada, pues se hace referencia a un cuerpo legal que aún no se ha dictado y que tendrá que acompañar a esta reforma. 



Luego, en la parte final del inciso se consigna lo siguiente: “Conocerá de estas infracciones el Tribunal Calificador de Elecciones, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.



No sé cuál es la argumentación que llevó a dicha Comisión a proponer esta solución. Claramente se advierte una contradicción. El nuevo inciso del artículo 60 no dialoga adecuadamente con lo que dispone el artículo 93, número 14º, de la Constitución Política de la República.



A mi juicio, habrá que buscar una redacción para establecer que, en el caso de los parlamentarios, a requerimiento del Servicio Electoral -entidad que, como se ha argumentado, deberá ser reforzada para otorgarle mayores competencias, más recursos y el personal adecuado para fiscalizar todas y cada una de las campañas políticas-, se pronunciará sobre estas inhabilidades el Tribunal Constitucional, de acuerdo a la norma a que hice referencia.



En segundo lugar, es importante analizar la situación que afecta a otros cargos electos: a alcaldes, a concejales, a consejeros regionales y, eventualmente -si termina siendo una figura electa popularmente-, al intendente. En tales casos, no me parece correcto fijar la competencia en el Tribunal Constitucional. Ahí mantendría al Tribunal Calificador de Elecciones como el ente que conocerá las infracciones en esta materia.



Señor Presidente, la disposición propuesta debió haber sido examinada por la Comisión de Constitución o, al menos, tener una redacción que impidiera la contradicción que se observa en la referencia que he hecho, y así asegurar armonía entre las distintas normas de la Carta Fundamental.



Si aprobamos lo planteado tal y cual como aparece en la iniciativa, vamos a consagrar una contradicción evidente en el funcionamiento de una institución que, obviamente, queremos que sea una realidad.



En ese sentido es fundamental que la Mesa tome una decisión. 



Además de fijar un plazo para formular indicaciones, sugiero que se realice una revisión posterior, tal vez por la Comisión de Constitución. 



Asimismo, aprovecho la presencia del Ministro Eyzaguirre para pedirle que tome nota de la contradicción que se presenta entre el inciso propuesto y lo que dispone el artículo 93, número 14º, que establece el papel del Tribunal Constitucional en el pronunciamiento sobre las inhabilidades de Senadores y Diputados.



Si ello no se resuelve, habría que determinar en qué casos actúa dicho tribunal. Las infracciones que estamos regulando, que parecieran ser las más recurrentes y a las cuales queremos darles sentido a través de una ley dura, precisa y que opere con rigor, quedarían fuera de la norma constitucional mencionada.



Termino señalando que todas estas adecuaciones legales no serán realidad si no tenemos un SERVEL con dientes, con muelas, con capacidad efectiva de fiscalización. ¡No es posible que tal servicio disponga de un par de funcionarios para efectuar su cometido! Ellos ven prácticamente la parte formal de las elecciones y no pueden fiscalizar, por ejemplo, la cobertura en radio y los demás gastos que realizan los candidatos en las distintas campañas. 



En definitiva, queremos que la rendición de cuentas o la aprobación de los gastos de campaña no sea solo una situación formal. Requerimos un organismo fiscalizador, con recursos suficientes, y no una norma que sea letra muerta hacia el futuro.



Voto a favor de la idea de legislar, pero reitero mi prevención -y espero que el Ministro Secretario General de la Presidencia tome nota- respecto de la contradicción que he explicado, la que llevaría a una doble declaración de inhabilidad: del Tribunal Constitucional, por un lado, y del Tribunal Calificador de Elecciones, por otro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, este proyecto parece simple, pero encierra una gran complejidad.



A ello se suma la urgencia de despacharlo, por cuanto debiera estar vigente -junto a otros- antes de las próximas elecciones.



Además, su debate se da en un momento en que las leyes en nuestro país, sobre todo las de índole política o electoral, en muchos aspectos se visualizan como normas cuya violación no parece tener consecuencias.



Por lo tanto, es importante que en las modificaciones sucesivas estén considerados los efectos del incumplimiento legal y se fijen sanciones drásticas que sean realmente disuasivas para terminar con las malas prácticas.



Como aquí se ha dicho, en nuestro sistema electoral se gasta mucho, particularmente en medios de comunicación y en campañas mediáticas. Y se opera de forma extremadamente opaca para la magnitud de los capitales que se utilizan.



Por otro lado, en este proyecto de ley se le entregan facultades especiales al Consejo Directivo del Servicio Electoral, lo que parece razonable. 



Pero cabe recordar que el SERVEL tiene muchas restricciones: de capacidad, de personal. Por lo mismo, en los hechos se limita a verificar si los aportes recibidos corresponden a los gastos que el candidato efectúa en lo formal. 



Dicho Servicio no lleva a cabo una investigación objetiva sobre los niveles de desembolso u otras fuentes de financiamiento que demuestren incoherencia entre lo que un candidato dice recibir y lo que efectivamente utiliza. De hecho, aparecen candidatos con cifras francamente ridículas en ingresos y donaciones, considerando el gasto sustancioso que hacen durante la campaña electoral. Y, además, esa contradicción es visible. Basta revisar las declaraciones de los propios candidatos, muchos de ellos electos.



En segundo lugar, este proyecto compromete otras modificaciones, como las relativas a la Ley del SERVEL. 



Se requiere empoderar a dicho Servicio de manera efectiva para que cumpla fielmente el objetivo de verificar las denuncias que se presenten e investigar los elementos y antecedentes que permitan recurrir al Tribunal Calificador de Elecciones, con antecedentes fundados que validen una determinación tan drástica, en casos extremos, como la anulación de la elección de un representante popular cuando esta se gane en forma irregular. 



Por otro lado, debemos considerar que los criterios que se establecen en esta reforma son extremadamente ambiguos; más bien, subjetivos. En efecto, se habla de infringir gravemente las normas, pero no se precisa qué se entiende por “grave”. Para algunos, un hecho puede ser grave y para otros, no revestir demasiada relevancia. 



Algo similar hemos visto en estos días a raíz del debate sobre situaciones que afectan a ciertos colegas: estos se han defendido en distintos medios de comunicación señalando que no son graves las acusaciones que se les formulan; mientras otros piensan que tales imputaciones son en extremo graves.



Por consiguiente, habría que determinar criterios objetivos, claros, fundados, que permitan legítimamente ante la comunidad anular una elección, un veredicto popular, cuando exista realmente violación flagrante y grave de las normas pertinentes. Para ello, es preciso -reitero- que se definan esos criterios, tarea que se delega a una ley orgánica constitucional. 



En consecuencia, la clave de la reforma que estamos votando está dada por la normativa orgánica constitucional que se deberá dictar.



Finalmente, es necesario tener presente que este proyecto no se reduce a la coyuntura que estamos viviendo. También obedece a un hecho básico: las democracias modernas -así lo indican los estudios comparados- de manera creciente se están haciendo cargo de la limpieza, de la transparencia de los procesos eleccionarios y del financiamiento de la política y de las campañas electorales. 



Eso genera dos efectos: primero, amplía la democracia al bajar el gasto y obligar a los candidatos a vincularse más con la comunidad que con los medios de comunicación mediante campañas mediáticas y, segundo, mejora las condiciones a los candidatos con pocos recursos pero con buenas ideas y redes sociales para que puedan ser realmente competitivos en una contienda electoral.



En definitiva, se trata de una iniciativa interesante en el planteamiento de fondo. No obstante, todavía contiene muchas impurezas, que deberán ser perfeccionadas en la discusión en particular.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, voy a ser breve.



Durante el debate de este interesante proyecto hemos escuchado acerca de lo complejo que está hoy la democracia chilena y de los mecanismos que se pretenden establecer para sancionar con la pérdida del cargo a quienes, quebrantando la ley, excedan los gastos para ganar una elección de senador, de diputado, de alcalde, de concejal o de consejero regional.



Yo, al igual que la bancada de Renovación Nacional, votaré a favor de esta reforma, que es dura y, en mi opinión, ejemplarizadora para evitar el mal uso de los aportes de las empresas y de los recursos propios.



Pero quiero hacer una prevención y una recomendación a la Comisión que va a tramitar el proyecto de ley orgánica constitucional que determinará cuáles son las causales de pérdida del cargo. 



Resulta que aquí solo se han mencionado las donaciones de empresas y el uso indebido de fondos de personas determinadas, y nada se ha dicho de otro tipo de intervenciones. ¡Y esto lo he sufrido en carne propia!



En una oportunidad me tocó competir con un candidato que en un día sacó todos los afiches que yo había instalado. De hecho, en la elección anterior ocurrieron distintas otras cosas que hicieron muy difícil competir.



Señor Presidente, en esta Sala no se ha expresado una sola palabra sobre la intervención electoral con recursos del Estado. ¡Y en esta materia tenemos mucho que abordar!



Voy a poner algunos ejemplos.



El primero se refiere al ex Senador Camilo Escalona, a quien recuerdo en su primer día aquí, en el Senado, en el asiento de allá del fondo. Él en una ocasión dijo: “Ahora entiendo a la UDI, porque competir contra la maquinaria del Estado” -en esa oportunidad su contendor era el candidato señor Sergio Páez- “es francamente imposible”. Pero igual logró llegar a acá, y me parece que hizo una gran labor.



Otro caso específico: como candidato a Diputado tuve que competir contra el marido de la Directora Regional del FOSIS. ¡Ellos repartieron motores fuera de borda! ¡Ellos repartieron botes para los pescadores! ¡Ellos repartieron todo tipo de ayuda del Estado! ¿Y qué pasó? Ganaron. No nos vencieron, pero ganaron.



Uno se da cuenta de la intervención electoral. Es brutal y ocurre hasta el día de hoy.



Ello se manifiesta, por ejemplo, cuando los ministros solo invitan en sus viajes de trabajo a los parlamentarios de su sector. ¡Qué se creen los señores ministros que llevan solo a los parlamentarios de Gobierno cuando van a una región en avión fiscal! ¡Por lo menos, que paguen estos sus pasajes, y los invitan solamente!



Yo vi con mis propios ojos -me lo fueron a mostrar- cómo ciertos parlamentarios les mandaban cartas a las personas que habían obtenido el subsidio habitacional, ¡pagado con recursos de todos los chilenos!, para decirles: “Señor, le conseguí la casa”. ¿Cómo lograron hacerlo? El Seremi de Vivienda les dio el nombre y la dirección de los favorecidos con dicho beneficio.



¡Y eso lo vemos todos los días, señor Presidente!



Actualmente en mi Región, que ha sido azotada por un aluvión, cuando se entregan aportes públicos, se invita al acto pertinente a algunos parlamentarios. Solo una vez me invitaron, y porque hice una crítica.



Sinceramente, creo que la Comisión, cuando analice estos temas, no puede dejar fuera la intervención electoral con recursos del Estado. ¡Ya basta de hacer vista gorda para aquello que nos conviene! 



Si vamos a castigar a quienes reciben aportes ilegales de las empresas privadas, por favor, también tengamos en cuenta la referida intervención electoral, que es uno de los peores cánceres de la democracia chilena. Lo hemos vivido en la historia del país y lo estamos viviendo hoy.



Por eso pido, señor Presidente, que quienes integran la Comisión sobre probidad y transparencia consideren estos antecedentes. De lo contrario, vamos a solucionar el problema en un lado y dejaremos las mañas que se utilizan en el otro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no puede hacerme mayor sentido lo que acabo de escuchar del Senador Baldo Prokurica. Porque es así. 



Al respecto, quiero dejar instaladas dos reflexiones.



En los años que llevo en política me ha tocado ver muchas cosas, como todos ustedes: he visto cómo se hunden los corchos y cómo flotan las piedras. ¡Todo al revés!



También entendí que en política los amigos son de mentira y los enemigos, de verdad. Me costó mucho asumirlo, pero uno lo aprende con las experiencias.



Esta actividad, desafortunadamente, implica individualismos. Y a ello se suman los poderes, las adversidades, las situaciones brutales y terribles, como la que me tocó experimentar.



Fíjense que yo temí por mi vida. Y no estoy exagerando. En un medio escrito yo anticipé una a una las cosas que me iban a pasar por acción de mi adversario. Y así fueron ocurriendo.



Se judicializó mi campaña; me hicieron tres o cuatro querellas -estoy viviendo la última de estas- y siete denuncias. 



Se utilizó una cantidad de dinero billonaria, ¡billonaria!, para competir conmigo en una elección en la que, una vez más, yo iba solo e intentaba romper el binominal.



Hoy se conocen todas las donaciones reservadas legales que en su minuto recibió cada Senador y Senadora. Yo, por las razones que sea, tuve cero aporte. Por lo tanto, me vi en la obligación -así lo había asumido desde un comienzo- de hipotecar una propiedad y de vender otra. Y fue lo que hice.



Recibí aportes de dos o tres amigos, que algo ayudaron con algunos implementos, pero no fue más allá de eso.



¡La campaña la pagué solo! ¡La campaña la hice solo! Y fue contra un adversario cuyos deseos de ocupar el cargo de Senador, desafortunadamente, era tan altos que hizo hasta lo inhumanamente posible para obtenerlo, con el uso del dinero, con el aporte de las empresas.



Por eso, me parece que el proyecto de verdad está en la línea de la solución.



Y pido a la Comisión que trabaje con la mayor prolijidad, porque estamos asistiendo a uno de los principales efectos negativos que generan los aportes indebidos.



Cuando aquellos son legales, son legales, y bienvenidos sean. Y si le aportan a un candidato, en buena hora, porque además ese candidato da garantías. Esa credibilidad también debe compensarse de alguna forma.



Señor Presidente, me parece del todo razonable que estemos frente a este tipo de legislación -¡en buena hora!-, para transparentar y dejar en claro esas colaboraciones.



Repito: soy el único que tuvo cero -¡cero, cero!- aporte reservado. Y nos vimos obligados a financiar nuestra campaña. Por eso entiendo, comprendo y comparto la situación, y me parece totalmente razonable que exista una ley que regule aquello.



Pero lo que me hace sentido es que cuando uno no es parlamentario oficialista vive una situación distinta, en la que los intendentes, los seremis trabajan para determinado parlamentario, porque muchos de aquellos están allí gracias a la designación de ese parlamentario o esa parlamentaria. Y se ve otro tipo de maquinaria -esa que probablemente no tiene el cheque, el dinero, el traspaso económico-, que se pone a disposición del parlamentario para poder lucirse con la entrega de casas, subsidios, mejoras de las viviendas, etcétera.



Se trata de una circunstancia que claramente nadie puede desconocer o decir que no exista. ¡Existe! Y es la manera habitual de cómo algunos fabrican muchas veces sus propias campañas en los meses previos a ella.



Concurro con mi voto favorable a este proyecto de reforma constitucional. Felicito a quienes lo llevaron adelante, a las Senadoras y a los Senadores autores.



También celebro que la Mesa y el Senado trabajen en esta materia. Nuestro país nos pide transparentar estos asuntos, entre otros.



Por lo tanto, mi voto es favorable.



Pero reitero mi solicitud a la Comisión en orden a que tenga la mayor prolijidad, no solo en lo que debiera ocurrirle al parlamentario que incurre en una irregularidad con los aportes de dinero, sino también en que de una buena vez se transparente y haya sanciones, cuando así pueda justificarse, en caso de que un funcionario -un seremi, un intendente o la autoridad regional que sea- trabaje para la maquinaria del candidato, porque eso es vergonzoso, inmoral, abusivo y da cuenta de cómo se usa un aparataje público para una campaña.



Por eso, tiene toda la razón mi amigo el Senador Baldo Prokurica en lo que acaba de decir.



Instamos a la Comisión a que trabaje en esa línea, a que haya equidad para que el debate sea de ideas y no se defina en función de quien tiene mejor maquinaria o quien ha recibido más plata.



Eso es lo que nuestro país necesita a estas alturas con la situación que estamos viviendo en cuanto a nuestra estabilidad democrática.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (35 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Navarro.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Oficio



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional los días 2 y 3 del mes en curso en visita oficial a la ciudad de Paracas, República del Perú, para participar en la X Cumbre de la Alianza del Pacífico. 



Informa, además, que la subrogará durante su ausencia el señor Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, don Jorge Burgos Varela, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ha terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIÓN DE OFICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor MONTES:



Al señor Ministro de Hacienda, requiriéndole INFORMACIÓN TRIBUTARIA AGREGADA RESPECTO DE DECLARACIONES RELACIONADAS CON DIVERSAS NORMATIVAS SOBRE DONACIONES.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En Incidentes, ofrezco la palabra al Comité Demócrata Cristiano e Independiente. No hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

CRÍTICAS A EXCESIVA ESPERA DE PACIENTES DE REGIÓN DE ATACAMA PARA TRASLADOS A ESTABLECIMIENTOS DE SALUD DE OTRAS REGIONES. OFICIOS

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el pasado 27 de enero, la familia de don Daniel Gallardo, vecino de la comuna de Freirina, me solicitó ayuda ante la tardanza del Servicio de Salud en gestionar su traslado al Hospital del Tórax.



El señor Gallardo padecía una enfermedad mitral aórtica severa y requería en forma urgente una intervención quirúrgica.



La semana pasada recibí desde el Ministerio de Salud la respuesta al correo electrónico que le enviara al gabinete ministerial en enero por este caso, el que me permito leer en forma textual:



“El Señor Daniel Gallardo Cuevas tiene citación para el día 10 de agosto del 2015 a las 12:30 horas.



“Consulté con posibilidad de adelanto de hora. Quedaron de ver factibilidad si es que se liberaba un cupo”.



Señor Presidente, la respuesta del Ministerio llegó tarde. El señor Gallardo falleció el 22 de febrero, un día antes de que se le realizara la operación que corregiría su padecimiento.



En enero denuncié el fallecimiento de un paciente de Huasco, Jorge Salinas, por la tardanza de su traslado. El mismo mes presenté un recurso de protección en favor de una paciente de Copiapó que llevaba más de cinco meses hospitalizada esperando ser trasladada a la Región de Valparaíso para una operación.



Señor Presidente, los casos expuestos son ejemplos de las carencias del sistema público de salud, principalmente en regiones como la que represento en este Parlamento.



Solicito que se oficie al Director del Hospital del Tórax para que se le informe sobre el fallecimiento del señor Gallardo y se libere la hora programada, a fin de que otro paciente pueda ser beneficiado.



Lamento que, literalmente, la gente de la Región de Atacama se muera esperando una atención de salud y que esto siga ocurriendo -estoy seguro de que sucede en muchas regiones- como un fenómeno al que nos hemos ido acostumbrando.



Asimismo, pido que se oficie al Ministerio de Salud con el propósito de que se informe sobre el número de pacientes de la Región de Atacama que esperan ser trasladados a otros recintos asistenciales para obtener un tratamiento a sus afecciones de salud.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi, a quien le cedió su tiempo el Comité Socialista.

El señor DE URRESTI.- Y lo que sobre para mí.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, por supuesto, el tiempo que quede disponible, incluyendo el de mi Comité, se lo cedo al Senador De Urresti.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra, Su Señoría.

REFLEXIONES ANTE PRIVILEGIOS DE PODERES POLÍTICO Y ECONÓMICO Y ANTE SITUACIÓN DE DESAFUERO

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, al momento de asumir como Senador el año 2006, señalé en mi primera intervención que una de las principales motivaciones de mi trabajo sería conseguir y luchar por una inclusión igualitaria de las regiones, de la totalidad de los partidos políticos y de la gran mayoría de los ciudadanos independientes en el quehacer nacional, para así profundizar en forma efectiva y real nuestra democracia.



Señor Presidente, en esos años, tales palabras no eran solo un decir, sino una constatación de mi propia experiencia de vida, así como la de cientos de personas cuyo testimonio recibí, que veían cómo la supuesta democracia en la que vivíamos no era tal en la realidad del día a día y que los derechos y oportunidades eran únicamente para algunos, quedando gran parte de las personas excluidas de la vida nacional, porque existía un Chile para unos pocos y otro muy distinto para el resto de la población.



Aquellas palabras hoy en día tienen más fuerza que nunca. Luego de diez años, vemos cómo ha despertado una ciudadanía que se ha revelado frente a los privilegios de una élite política y económica que abusa de sus derechos y prerrogativas a espaldas de los ciudadanos, de un Chile en donde la mayoría llega al Estado por la ventanilla de la oficina de partes, mientras otros entran por una puerta de privilegios, obteniendo claras ventajas gracias a compromisos y favores logrados por el poder del dinero, las que solo aprovechan para aumentar cada vez más su poder y la concentración económica.



Ello hace que nuestro país sea cada vez más desigual, más concentrado, más centralista. Por ello, cada vez se genera mayor indignación ciudadana respecto de la democracia, de la política y, en general, de todas las instituciones.



Puedo decir con la frente en alto, señor Presidente, ante mi país y, de manera muy especial, ante mi amada Región de Magallanes, que en estos diez años no he transado ese compromiso ni con el poder económico ni con el político, pese a las ofertas de distintos sectores. Y ello no ha sido gratis, ya que, sin duda, para el sistema soy una molestia, una piedra en el zapato, un bicho raro, que puede ser, a ratos, algo peligroso.



De hecho, en la última reelección, pese a muchas ofertas, opté por la consecuencia y fui nuevamente en calidad de absoluta independencia, sin apoyos políticos ni económicos, con cero aportes reservados, como consta en el Servicio Electoral, y me tuve que enfrentar a verdaderas máquinas de poder, que hicieron todo lo posible -¡hasta lo imposible!- para impedir mi reelección.



Afortunadamente, señor Presidente, el pueblo de Magallanes, mi pueblo de Magallanes, no se vendió al poder del dinero y pudimos continuar nuestra lucha desde la Región más austral para intentar cambiar nuestro país, altamente concentrado, desigual, centralista y con una democracia enferma.



Pero esta lucha sigue.



A todos quienes creen que nos han derrotado mediante acusaciones calumniosas, que solo han tenido lugar por el poder que existe en las sombras detrás de ellas, pues dicen relación con hechos que por ningún motivo pueden constituir delito, les debo señalar que esta ha sido solo una batalla. 



Sabemos que en esta causa judicial demostraré finalmente mi absoluta inocencia. Y tengan por seguro que, una vez superada esta coyuntura, muchos de los que me acusan hoy calumniosamente, porque han visto amenazado su poder, deberán pagar por sus actos, los cuales sí revisten caracteres delictuales, y en los que ha habido un abuso que quizás ni en los peores tiempos de oscuridad democrática de nuestro país existió.



Por eso, hago un llamado a mi país, a la Patagonia, a las regiones -que tanto usted como yo, señor Presidente, representamos aquí-, de manera muy especial a mi Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, y a los millones de chilenas y chilenos comunes y corrientes, que sufren tal como yo las injusticias de un sistema que está en una seria crisis, para que no dejemos hoy caer los brazos; para que miremos en alto y continuemos, hoy más que nunca, luchando por nuestro querido país y por nuestras amadas regiones.



Finalmente, quiero agradecer a esta Corporación por los años de trabajo.



En el próximo tiempo me tocará enfrentar una situación judicial, producto de mi desafuero, cuya comunicación, según entiendo, debiera llegar al Senado la semana que viene. En los cuatro meses siguientes tendré que demostrar mi inocencia.



Y dejaré en paralelo un proyecto de ley que, en alguna medida, busca solucionar un problema que me correspondió experimentar en carne propia.



No me gustaría que ninguna persona que esté dedicada a la vida pública pasara por lo que me tocó vivir: un antejuicio por defender un fuero que es irrenunciable.



Por eso, hemos propuesto en esa iniciativa que el fuero sea renunciable, en la medida que el parlamentario así lo quiera, y, de esa manera, llegar directamente al juicio. Y si es encontrado culpable, bueno, tendrá que dejar el Congreso.



Creo que debemos cambiar esa situación, señor Presidente.



Se lo pido de corazón, porque el sufrimiento que uno experimenta es demasiado fuerte. Ojalá se pueda legislar al respecto, al menos por la dignidad de quienes tenemos la frente en alto.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el tiempo que resta al Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

SITUACIÓN DE PROGRAMAS DE SANEAMIENTO BÁSICO EN LOCALIDADES DE COMUNA DE PANGUIPULLI Y EN OTROS SECTORES DE REGIÓN DE LOS RÍOS. OFICIO

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, el sábado recién pasado recorrimos la comuna de Panguipulli, en mi circunscripción, y sostuvimos importantes reuniones tanto en Puerto Fuy como en la localidad de Choshuenco.



En ambos lugares, además del conjunto de preocupaciones que manifiesta la comunidad, como de conectividad, de adelantos, de mejoras, surge un problema con especial fuerza. Y, por eso, pido que se oficie a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para que informe acerca de cuáles son los programas que lleva adelante para el saneamiento básico, es decir, las obras de alcantarillado, de esas dos localidades; y respecto de qué otros sectores dentro de la Región de Los Ríos se encuentran priorizados para llevar adelante esos programas y en qué etapa de desarrollo están.



Hago presente esta situación porque las organizaciones sociales -a las que reconozco el enorme esfuerzo que realizan-, como las juntas de vecinos y comités de adelanto de Puerto Fuy, representadas por don Óscar Hernández y don Erich Muñoz, y las distintas organizaciones deportivas, comités de adelanto y organizaciones vecinales de Choshuenco, representadas por don Elson Sepúlveda, por doña Griselda Barrientos, me señalaron la nula posibilidad de desarrollo mientras dichas localidades siguieran contando con pozos negros.



Y es precisamente el turismo, que representa una palanca de desarrollo y que hoy se está impulsando con enorme vigor en la zona, el que resulta afectado, porque la situación descrita juega en contra.



En Choshuenco me mostraron, en pleno mes de junio, las calles colapsadas con aguas servidas.



Ese problema, si lo proyectamos al verano, en que se triplica la población, claramente genera un escenario desagradable en términos de olores, de sanidad, tanto para la población local como para quienes visitan la zona.



Por otro lado, Puerto Fuy y Choshuenco tienen acceso a los lagos Pirihueico y Panguipulli, respectivamente. Y producto de la contaminación la principal riqueza desde el punto de vista turístico se va dañando.



Valoro el enorme compromiso de la comunidad por entender que por ahí pasa el desarrollo de su territorio. Sin embargo, muchas veces ese tipo de situaciones dificultan la viabilidad de los aludidos proyectos, que dependen de las municipalidades, de fondos sectoriales.



Por tal razón, quiero que la Subsecretaría de Desarrollo Regional informe en detalle sobre tales iniciativas, particularmente respecto de las dos localidades referidas, pero también de todos aquellos villorrios o zonas que en la Región de Los Ríos están priorizadas para el saneamiento básico y en qué etapa de progreso se hallan.



Es fundamental tener esa información para tranquilidad de los vecinos y, también, para proyectar el desarrollo de cada una de las localidades.



Deseo que se envíe copia de esta intervención a don Óscar Hernández, Presidente de la Junta de Vecinos de Puerto Fuy; a don Erich Muñoz, Presidente del Comité de Adelanto de Puerto Fuy; a don Elson Sepúlveda y a doña Griselda Barrientos, Presidente y Tesorera de la Junta de Vecinos de Choshuenco; a don Miguel Barrientos, Presidente del Deportivo Choshuenco, y a don Manuel Aillal, Presidente del Comité de Adelanto Nuestra Tierra de Choshuenco, todos ellos de la hermosa comuna de Panguipulli, Región de Los Ríos.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Senador señor De Urresti, conforme al Reglamento, con la adhesión de los Senadores señores Navarro y Patricio Walker.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Expreso mi reconocimiento a los dirigentes de las hermosas localidades que el señor Senador mencionó, tan lindas como las de la Región de Aisén, que tengo el honor de representar.



Su Señoría también adhiere a eso, ¿cierto?
El señor DE URRESTI.- ¡Adhiero!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A propósito de la Patagonia, en el tiempo del MAS, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- El Comité Independientes me cedió su tiempo, señor Presidente.

ROL DE JUNAEB EN ÁMBITO DE TARJETA NACIONAL ESTUDIANTIL, PROBLEMAS DE SUS FUNCIONARIOS Y ENTREGA DE AYUDA SOCIAL. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se dirija un oficio a la Ministra de Educación, Adriana Delpiano, quien llegó a la Secretaría del ramo para resolver dificultades.



La JUNAEB ha instalado un gravísimo problema: el traspaso de la distribución de la tarjeta nacional estudiantil ha sido un desastre.



En la Región del Biobío, miles de alumnos, y particularmente los mechones, no tienen la nueva tarjeta, lo que implica que sufran un conflicto permanente con los conductores.



La Asociación de Taxibuses ha hecho un esfuerzo para prolongar la vigencia de la anterior.



Pero lo que no resulta aceptable es el procedimiento seguido por la JUNAEB, que además estuvo con un paro interno, pues sus funcionarios, especialmente los que trabajan a honorarios, se hallan sometidos a condiciones muy complejas.



Lo lamentable es que no existe tarjeta nacional estudiantil. Se hizo la licitación, y ha habido demoras.



Quiero que se oficie al Director Nacional de la JUNAEB para preguntarle si ha aplicado sanciones a la empresa encargada de la creación y distribución de la nueva tarjeta por los errores y los retrasos registrados.



La Junta ha mandado a la Universidad de Concepción cajas con miles de tarjetas sin ninguna guía. Algunas van para personas que ya no son estudiantes. ¡Y las de los educandos no están...!



La TNE administrada por la JUNAEB -digámoslo francamente- ¡ha sido un fracaso!



Se debe revisar el régimen existente. Hay que disponer que la nueva tarjeta sea de buena calidad y se distribuya a tiempo, para que no genere los problemas que se viven en la actualidad: roces y conflictos permanentes entre educandos y conductores.



La tarjeta nacional estudiantil era administrada anteriormente por la Asociación de Taxibuses.



Ahora, debo recordar que la extensión a 24 horas al día y 7 días a la semana existía en la Región del Biobío desde antes de la demanda de los pingüinos: estos levantaron la reivindicación en la Región Metropolitana ¡siete años después!



En mi Región había un buen acuerdo. Sin embargo, se destruyó una situación armónica, eficaz, de calidad, y se pasó la TNE a la Junta, ¡como si esta no tuviera problemas...!



Señor Presidente, quiero que, además, se le pregunte a la JUNAEB cuántas raciones se están desperdiciando. Porque en el Mensaje Presidencial se estableció alimentación para el tercer quintil. ¿Y qué nos dicen los funcionarios de la JUNAEB? Que hoy muchos más estudiantes pueden almorzar, pero no tienen dónde sentarse. Entonces, no esperan, se van, y sus raciones caen en el tacho de la basura.



Yo quiero saber exactamente qué cantidad de raciones estamos pagando y cuánto están consumiendo los alumnos a lo largo de Chile, en cada una de las escuelas.



Están involucrados miles de millones de pesos. Entonces, hay que poner cuidado y fiscalizar adecuadamente.



Le pido a la Ministra de Educación un informe que nos diga cómo está funcionando la licitación. La empresa que se adjudicó esta lo hizo de manera directa. Y ha tenido un pésimo funcionamiento: mala calidad, mala entrega, mal diseño en el ámbito de los usuarios.



Señor Presidente, se trataba de fotografiar una escuela de Chillán y una de Cañete. Y es tal el desconocimiento de la empresa que sostenía que el equipo ¡tomaba fotos a las 10 de la mañana en Chillán y a las 11 en Cañete...! ¡Esa empresa ni siquiera conoce la Región!



Por tanto, existe allí una situación que es necesario aclarar. Tiene que haber un informe de contraloría interna. Debe instruirse un sumario que permita establecer, entre otras cosas, si se presentaron las boletas de garantía, si se harán efectivas las multas y cómo se va a resolver la dificultad surgida.



Mientras la administración de la TNE siga en manos de la JUNAEB existirá un problema constante para los usuarios y para la propia Junta.



Hay que ver si es posible retomar lo antiguo, en una combinación de varios actores.



La JUNAEB no lo ha hecho bien, pero no porque no quiera o porque haya malos funcionarios: estructuralmente, “no le da”. Tiene múltiples funciones. Le agregamos una más, y no ha sido capaz de llevarla a cabo.



Además, señor Presidente, quiero pedirles al Director Nacional de la JUNAEB y a la Ministra de Educación, Adriana Delpiano, un informe detallado sobre el paro de la Junta.



La JUNAEB paró porque hay una demanda interna en cuanto al término de los contratos a honorarios y al cumplimiento de los acuerdos suscritos para el establecimiento de una carrera funcionaria.



La Junta tiene una virtud: reparte cosas, ayuda a los más pobres.



Quiero que se nos informe cuánto se está distribuyendo, en todas sus áreas: otorgamiento de lentes ópticos, entrega de raciones, ayuda a las familias más vulnerables.



En particular, me interesa conocer el efecto de la decisión presidencial de instaurar las raciones para el tercer quintil. Porque la JUNAEB no trabaja con quintiles: tiene una manera distinta de administrar la asignación de las colaciones.



Quiero que, asimismo, se elabore un informe detallado con relación a las empresas.



¿Se están respetando los derechos de los trabajadores? ¿Qué pasa con los derechos de las manipuladoras, de cuya situación nos preocupamos oportunamente en el Senado?



La JUNAEB debe evaluar el servicio que está prestando, la manera como satisface la demanda. Y ello, especialmente en el caso de la tarjeta nacional estudiantil.



Yo lamento la situación existente.



Señor Presidente, cada vez que hay un conflicto entre un conductor y un estudiante -lo sabemos por la prensa-, la culpa no es de ninguno de los dos, sino de la empresa en cuestión, que no ha cumplido una obligación por la que se le paga.



Al respecto -repito- hubo una asignación directa; no medió licitación.



Aquello hay que aclararlo. Y si no se aclara, vamos a ir a la Contraloría.



Conozco al Director Nacional de la JUNAEB. Creo que ese trámite sería innecesario. A mi entender, la Junta está en condiciones de decir cuáles son las condiciones. 



Pero hay muchas dudas. Y cuando existen dudas, deben aclararse.



En tal sentido, pido que se envíe copia de mi intervención a la Ministra de Educación y al Director Nacional y a todos los directores regionales de la JUNAEB a fin de que tengamos una respuesta con la mayor brevedad. La idea es impedir la ocurrencia de una desgracia a raíz del lamentable enfrentamiento diario entre estudiantes y conductores, ninguno de los cuales tiene responsabilidades en lo que acontece.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados, en nombre de Su Señoría, con la adhesión del Senador señor De Urresti.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión



--Se levantó a las 19:16.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 28ª, ORDINARIA, EN MARTES 16 DE JUNIO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Justicia, señora Javiera Blanco, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes. Además, estuvieron presentes la Subsecretaria de Economía, señora Katia Trusich, y el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán.


Actúan de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el subrogante, señor Julio Cámara Oyarzo.
_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS



Las actas de las sesiones 26ª y 27ª, ordinarias, de 9 y 10 de junio, respectivamente, ambas de 2015, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes

De S.E. la Presidenta de la República:


Con el que inicia un proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y a la de Hacienda, en su caso, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

De S.E. el Vicepresidente de la República:


Con el que hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 58 de la Carta Fundamental, con el fin de considerar nuevas causales de incompatibilidad para los cargos de diputado o senador (Boletín N° 10.107-07).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que regula la realización de bingos y otras actividades similares con fines de beneficencia (Boletines N°s 10.077-06, 10.079-06, 10.080-06, 10.081-06 y 10.086-06, refundidos).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Con el segundo, comunica que aprobó el proyecto de ley que autoriza la construcción de un monumento en homenaje a los ex mineros del carbón, en la comuna de Coronel (Boletín N° 9.876-24).


-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del inciso segundo del artículo 393 del Código Procesal Penal.


-- Se manda archivar el documento.


Envía copia de resoluciones pronunciadas en la tramitación del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 15 y 17, N°1, del Código de Minería.


-- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Ministra de Justicia


Responde sendos oficios, remitidos en nombre de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Chahuán, en orden a considerar la creación de una nueva Corte de Apelaciones en la ciudad de San Felipe.

De la señora Ministra de Salud


Responde solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Goic, en relación con el estado de tramitación del reglamento de la ley N° 20.724, que modifica el Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador De Urresti, respecto del caso de una persona que requiere cirugía en el Hospital Base de Valdivia.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Atiende planteamiento, efectuado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con la Política de Zonas Extremas y, particularmente, con la conexión digital de Villa O’Higgins.


Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Allamand, acerca de la licitación de algunas unidades de negocio del Sistema de Transporte Público Urbano de Pasajeros de Santiago.

Del señor Subsecretario General de Gobierno


Atiende planteamiento, efectuado en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, en orden a considerar una modificación a la ley N°18.593, sobre tribunales electorales regionales.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Responde solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, acerca de la posibilidad de enviar una iniciativa que considere la situación de los ex conscriptos de las Fuerzas Armadas que sirvieron entre los años 1973 y 1990.


Entrega respuesta a inquietud, planteada por los Honorables Senadores señora Allende y señores De Urresti y Quinteros, respecto de las multas administrativas cursadas en contra de pequeños comerciantes afectados por la catástrofe de Atacama.


Contesta petición de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, acerca de la situación que afectaría a los trabajadores que prestan servicios a honorarios y que deben incorporarse al sistema de cotizaciones obligatorias.

De la señora Subsecretaria de Educación


Responde solicitud de información, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre el primer encuentro de jóvenes mapuches “Txawun Weche Keche Ñi Kimün”.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca de las áreas vigentes de manejo y explotación de recursos bentónicos, y de las solicitudes de derechos sobre esta materia, en la Región de Atacama.

Del señor Alcalde de la comuna de San Pedro de la Paz


Remite información relativa a la licitación de las cámaras de monitoreo y seguridad en las vías públicas de su comuna; petición hecha por el Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario


Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la iniciativa “Sello Manos Campesinas” de ese Instituto.

Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social


Responde inquietud, manifestada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto de los problemas detectados en el pago de pensiones en la Región de Los Ríos, con motivo de la huelga de los trabajadores de las empresas de transportes de valores.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Remite información, solicitada en nombre del Honorable Senador De Urresti, sobre los resultados del sexto concurso del Fondo de Investigación para el Bosque Nativo (2015).

Del señor Director Ejecutivo (S) de CONICYT


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador Quintana, en lo relativo al curso de nivelación de idioma inglés dictado por la Universidad Mayor, por encargo de Becas Chile.

Del señor Jefe de la Oficina de Exonerados Políticos


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del estado de tramitación de la solicitud de beneficios por la persona que indica.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Dos de la Comisión de Hacienda:


1) El recaído en proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (Boletín Nº 8.265-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Se manda agregar a sus antecedentes.


2) El recaído en el proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI (Boletín Nº 8.353-19) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


Del Honorable Senador señor Araya, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica los artículos 25, 57 y 58 de la Carta Fundamental, con el fin de considerar nuevas causales de inhabilidad e incompatibilidad para postular o ejercer los cargos de Presidente de la República, Diputado y Senador (Boletín N° 10.114-07).


De los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, Harboe, Lagos, Montes y Zaldívar, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que modifica los artículos 34 y 62 de la Carta Fundamental, con el fin de establecer la dedicación exclusiva a la función de Diputado y Senador e impedir que sean designados Ministros de Estado (Boletín N° 10.115-07).


De los Honorables Senadores señores Araya, Espina y Harboe, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Civil y el Código de Comercio en materia de riesgos (Boletín  N° 10.116-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Ossandón, García-Huidobro, Guillier y Quinteros, con la que dan inicio un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, para regular la devolución del dinero pagado y la restitución del bien adquirido en el caso del comercio electrónico (Boletín N° 10.124-03).


-- Pasa a la Comisión de Economía.

- - -


En el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Comunicación


Del Honorable Senador señor Tuma, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 24 de junio.


-- Se accede a lo solicitado.

Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, el que inicia un proyecto de ley que fija normas sobre planta de personal del Ministerio de Educación (Boletín       N° 10.127-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y a la de Hacienda, en su caso.
_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho, de la sesión ordinaria de mañana, las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto de reforma constitucional que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional de rendir una cuenta pública anual (Boletín N° 8.624-07), siempre que hubiere llegado al Senado.


2.- Tratar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria del miércoles 1 de julio, el proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (Boletín Nº 8.886-11).


3.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín Nº 8.493-14), hasta las 12 horas del lunes 22 de junio, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

4.- Designar al Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros, para representar al Senado en la Comisión Especial encargada de ejecutar los objetivos de la ley N° 20.188, que autorizó erigir monumentos en memoria de Monseñor Francisco Valdés Subercaseaux.

- - -

El señor Presidente señala que el Gobierno y el Honorable Senador señor Allamand han solicitado que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín N° 8.770-23), sea considerado por la Sala después del presente mes.


Así se acuerda.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el Ministerio Público, con informes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de la Comisión de Hacienda.


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para que ingrese el Fiscal Nacional, señor Sabas Chahuán. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto que tiene el Boletín N° 8.265-07, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Manifiesta que su objetivo es modernizar el Ministerio Público con el fin de elevar su nivel de persecución penal, incrementar la atención de los usuarios del sistema de justicia penal y mejorar las condiciones laborales de los funcionarios que se desempeñan en el referido servicio.

Resalta que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular por el acuerdo que adoptó la Sala en su oportunidad, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Agrega que, además, lo aprobó en particular con diversas enmiendas, que acordó también en forma unánime.

Indica que, por acuerdo de Comités de fecha 9 de junio se dispuso que el proyecto de ley pasara a la Comisión de Hacienda durante el primer trámite reglamentario. Acota que la referida Comisión introdujo una enmienda al texto despachado por la Comisión de Constitución, consistente en intercalar un inciso segundo, nuevo, en el artículo segundo transitorio.

Pone de relieve que, respecto del artículo tercero transitorio, se pidió, en su oportunidad, votación separada.


Por último, hace presente que las normas de esta iniciativa, con excepción de los números 11), 12) y 14) del artículo único y los artículos tercero, cuarto y quinto transitorios, tienen rango orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 84 de la Constitución Política de la República.
- - -

El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone las siguientes modificaciones al texto aprobado en general:

Artículo 1º


Pasa a ser artículo único, con las enmiendas que se consignan enseguida:


Ha incorporado el siguiente  número 1), nuevo:


“1) Agréganse en el artículo 2° los siguientes inciso tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales.

El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará la forma en que se delegará esta facultad.


A los abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto en los artículos 9º, 9º bis, y 9º ter, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y las normas sobre responsabilidad aplicables a los fiscales.”.”.

- - -

Número 1


Pasa a ser número 2), sin enmiendas.

A continuación, ha incorporado los siguientes números 3), 4)  y 5), nuevos:


“3) Intercálase el siguiente Párrafo 4° Bis, nuevo, en el Título II:

“PÁRRAFO 4° BIS

DEL SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL Y FOCOS INVESTIGATIVOS


Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.


El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.


Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:


a) Generar información  mediante el análisis estratégico de los datos agregados provenientes de delitos contra la propiedad y, en general, de aquellos de mayor  connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;


b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad regional, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y


c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público.


Los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior, podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº 20.285.


Las unidades de focos investigativos del Sistema, dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región y estará compuesta por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”.

4) Modifícase el artículo 40 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa, será subrogado por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.”. 


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser  sexto: 


“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por  más de 14 días, el abogado asistente que subrogue al fiscal percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.


En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento, por  más de 30 días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia.


Si un cargo de fiscal adjunto se encuentra vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de 6 meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.”.


5) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 48 la frase “los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 191 del Código Procesal Penal” por “el inciso tercero del artículo 2º, los incisos segundo y tercero del artículo 132, los artículos 132 bis y 190 y el inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”.”.

Número 2


Pasa a ser número 6)


Reemplazarlo por el siguiente:


“6) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 55:


a) Agrégase en el número 2º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


b) Agrégase en el número 3º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


c) Agrégase en el número 5º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión “conviviente civil,”.


d) Agrégase en el número 6º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, conviviente civil,”.


e) Agrégase en el número 8º, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


f) Agrégase en el número 9º, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “, conviviente civil,”.


g) Agrégase en el número 11, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


h) Agrégase en el número 13, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


i) Agrégase en el número 14, a continuación de la palabra “cónyuge,” la expresión  “conviviente civil,”.


j) Agrégase en el número 16, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión  “, conviviente civil,”.


k) Reemplázanse en el párrafo segundo del número 16 la frase “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por “Superintendencia de Pensiones”, y “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Salud”.”.

Número 3


Pasa a ser número 7), sin enmiendas.


A continuación, agregar los siguientes números nuevos:


“8) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 61.


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuge” la expresión “o  conviviente civil”.


b) Agrégase, en el inciso segundo,  a continuación de la palabra “cónyuges” la expresión “o convivientes civiles”.


9) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 63:


a) Agrégase en la letra a), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


b) Agrégase en la letra b), a continuación de la palabra “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


c) Agrégase en la letra i), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.


10) Reemplázase el inciso segundo del artículo 70 por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Excepcionalmente, el Fiscal Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.


En el caso de los concursos internos de funcionarios, estos se regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia dictará el Fiscal Nacional.”.

Número 4


Pasa a ser número 11)


Reemplazarlo por el siguiente:


“11) Modifícase el artículo 72, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el número “647" por "769", y el guarismo “IX” por “VIII”. 


b) Reemplázase, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo "975" por "1.178".


c) Reemplázase, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo "529" por "611".


d) Reemplázase, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo "1.136" por "1.306”.


e) Reemplázase, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII".


f) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el  VIII y el XI.”.”.


A continuación, agregar los siguientes números, nuevos:


12) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “grado IX” por “grado VIII”.


13) Agréganse, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter, nuevos: 


“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive de acuerdo al presente artículo.


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso, los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:


Fiscal Adjunto
Grado
Antigüedad en el cargo





VI


7





VII


7





VIII


6


2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine  el Fiscal Nacional.


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la Institución.


La promoción de los fiscales adjuntos antes  señalados se realizará solamente conforme a este artículo.”.


“Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:


PROFESIONAL
Grado
Antigüedad en el cargo





VII


7





VIII


7





  IX


6





    X


5





   XI


4


TÉCNICO
Grado

Antigüedad en el cargo





  X


7





 XI


7





XII


6





XIII


5





XIV


4


ADMINISTRATIVO
Grado
Antigüedad en el cargo





XII


7





XIII


7





XIV


7





XV


6





XVI


5





XVII


4


AUXILIAR
Grado
Antigüedad en el cargo





XVIII


7





XIX


6


2) No haber sido sancionado durante los últimos dos años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional.


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la Institución.


La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”.


14) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 76, en el párrafo referido al Nivel 5, Auxiliares”, el guarismo “XVIII” por “XVII”.


15) Agrégase el siguiente Título IX, nuevo:

“TÍTULO IX

PLAN INSTITUCIONAL ANUAL


Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región, para que éstos den cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del año anterior.

Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los 180 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, regulará el procedimiento de elaboración y los contenidos específicos del Plan.


El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.

Artículo 2°


Rechazarlo.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo primero.- El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.


El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado, la primera vez, a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación, deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional, al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, informado en la cuenta pública del año que corresponda.”.

A continuación, agregar los siguientes artículos transitorios, nuevos: 


“Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a su publicación. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso.

Artículo tercero.- Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N° 20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público.

Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón.”.
Artículo segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
- - -

A continuación, el señor Secretario General informa que la Comisión de Hacienda ha propuesto agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo segundo transitorio:


“Durante el octavo año de vigencia de los citados artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la referida institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículos 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de esta ley. Dicha vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el período de 10 años siguiente al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.”
- - -


Luego, el Honorable Senador señor Montes advierte que se encuentra impedido de votar esta iniciativa, de conformidad con el artículo 8° del Reglamento de la Corporación.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión en general y en particular el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe, Larraín, Zaldívar, Quinteros, Prokurica, Coloma, señora Pérez San Martín, y señores Moreira, García y Espina.

- - -


Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, salvo su artículo tercero transitorio, es aprobado por 35 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, cumpliéndose, de esta forma, lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de todo su articulado, con excepción de los preceptos que solamente requieren de quórum simple, por tratarse de disposiciones de ley común, a saber, los números 11), 12) y 14) del artículo único y los artículos tercero, cuarto y quinto transitorios.


Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic. Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Fundan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Araya, Tuma, Navarro, Guillier, Letelier, Harboe, De Urresti y señora Allende.

- - -


Enseguida, se pone en votación el artículo tercero transitorio, respecto del cual fue pedida votación separada.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Pérez Varela y Prokurica.


Fundan su voto afirmativo, los Honorables Senadores señores Araya, Zaldívar, De Urresti, Harboe, García y Tuma.


Fundan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Coloma y Pérez Varela.



Terminada la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público:


1.- Agréganse, en el artículo 2°, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal, con excepción de la comparecencia a las audiencias de juicio oral. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa y específica para la actuación de que se trate, por parte de un fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales. 


El Fiscal Nacional, en el ejercicio de sus atribuciones, regulará la forma en que se delegará esta facultad.


A los abogados asistentes de fiscal les será aplicable lo dispuesto en los artículos 9º, 9º bis y 9º ter, las inhabilidades establecidas en el Título IV, y las normas sobre responsabilidad aplicables a los fiscales.”. 



2.- Sustitúyese, en el inciso primero de los artículos 16 y 30, la palabra “diez” por el vocablo “ocho”.


3.- Intercálanse, en el Título II, el siguiente Párrafo 4° Bis y el artículo 37 bis que lo integra:

“PÁRRAFO 4° BIS

DEL SISTEMA DE ANÁLISIS CRIMINAL Y FOCOS INVESTIGATIVOS


Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis e investigación sobre mercados delictuales u otras estructuras de criminalidad reconocibles.


El Sistema estará compuesto por unidades de análisis criminal y unidades de focos investigativos.


Las unidades de análisis criminal, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones:


a) Generar información mediante el análisis estratégico de los datos agregados provenientes de delitos contra la propiedad y, en general, de aquellos de mayor connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada.


b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad regional, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos, reconocimiento de imputados y cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica.


c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión eficiente de la información que permitan el logro de los resultados propuestos por el Ministerio Público.


Los informes y reportes elaborados por las unidades de análisis criminal en ejercicio de las funciones señaladas en el inciso anterior podrán ser declarados reservados para los efectos de lo dispuesto en el artículo 21 de la ley Nº20.285.


Las unidades de focos investigativos del Sistema dependerán de cada Fiscalía Regional, debiendo coordinarse operativamente con las fiscalías locales de la respectiva región, y estarán compuestas por fiscales adjuntos, quienes ejercerán la acción penal, adoptarán medidas de protección a víctimas y testigos, y dirigirán la investigación en aquellos delitos que hayan sido objeto de estudio de las unidades de análisis criminal del Sistema.”. 


4.- Modifícase el artículo 40 del modo que sigue:


a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa será subrogado, por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.”.


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser sexto: 


“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por más de catorce  días, el abogado asistente que subrogue al fiscal percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.


En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento por más de treinta  días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia.


Si un cargo de fiscal adjunto se encontrare vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de seis meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.”. 


5.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 48, la frase “los incisos segundo y tercero del artículo 132, de los artículos 132 bis y 190 y del inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”, por la siguiente: “el inciso tercero del artículo 2º de esta ley, los incisos segundo y tercero del artículo 132, los artículos 132 bis y 190 y el inciso primero del artículo 191 del Código Procesal Penal”.”.


6.- Introdúcense, en el artículo 55, las siguientes enmiendas:


a) Agrégase, en el número 2º, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.


b) Intercálase, en el número 3º, después del término “cónyuge”, la locución “, conviviente civil,”.


c) Agrégase, en el número 5º, luego de la expresión “cónyuge,”, lo siguiente: “conviviente civil,”.


d) Intercálase, en el número 6º, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.


e) Agrégase, en el párrafo primero del número 8º, después de “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


f) Intercálase, en el número 9º, luego de la palabra “cónyuge”, la locución “, conviviente civil,”.

g) Agrégase, en el número 11, a continuación de la expresión “cónyuge,”, lo siguiente: “conviviente civil,”.


h) Intercálase, en el número 13, después del vocablo “cónyuge,”, la expresión “conviviente civil,”.


i) Agrégase, en el número 14, luego de la expresión “cónyuge,”, lo siguiente: “conviviente civil,”.


j) Modifícase el número 16 como sigue:


i. Agrégase, en el párrafo primero, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.


ii. Reemplázanse, en el párrafo segundo, la frase “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por “Superintendencia de Pensiones”, y la locución “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Salud”.”.


7.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 59, la palabra “Regionales” por la expresión “integrantes del Consejo General, excluido el Fiscal Nacional”.


8.- 
Introdúcense, en el artículo 61, las siguientes modificaciones:


a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “o conviviente civil”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, después del término “cónyuges”, la locución “o convivientes civiles”.


9.- Modifícase el artículo 63, como sigue:


a) Agrégase, en la letra a), a continuación de la expresión “cónyuge,”, lo que sigue: “conviviente civil,”.


b) Intercálase, en la letra b), después de la locución “cónyuge,”, lo siguiente: “conviviente civil,”.


c) Agrégase, en la letra i), a continuación de la palabra “cónyuge”, la expresión “, conviviente civil,”.


10.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 70 por los siguientes incisos segundo y tercero:



“Excepcionalmente, por resolución fundada, el Fiscal Nacional podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios u otros sistemas de selección, los que en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad de los postulantes.


En el caso de los concursos internos de funcionarios, éstos se regirán por las bases que, al afecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. Las bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, los siguientes: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trate de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme al reglamento que sobre esta materia dictará el Fiscal Nacional.”.”.


11.-  Modifícase el artículo 72 de la siguiente manera:


a) Efectúanse las siguientes enmiendas en la tabla del inciso primero:


i. Reemplázanse, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el número “647” por “769”, y el guarismo “IX” por “VIII”.


ii. Sustitúyese, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo “975” por “1.178”.


iii. Reemplázase, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo “529” por “611”.

iv. Sustitúyese, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo “1.136” por “1.306”.

v. Reemplázase, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el  VIII y el XI.”.”. 


12.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la expresión “grado IX” por “grado VIII”.


13.- Agréganse los siguientes artículos 75 bis y 75 ter: 


“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive, de acuerdo al presente artículo.


Los procesos de promoción interna de que trata este artículo se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia, y en ellos obtendrán el respectivo ascenso los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Haber permanecido en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:


Fiscal Adjunto
Grado
Antigüedad en el cargo





VI


7





VII


7





VIII


6


2) No haber sido sancionado, durante los últimos dos años, con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional. 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción sólo podrá ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la institución.


La promoción de los fiscales adjuntos antes señalados se realizará solamente conforme a este artículo.


Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia, y en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:


1) Haber permanecido en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:


PROFESIONAL
Grado
Antigüedad en el cargo





 VII


7





VIII


7





  IX


6



X
5



XI
4


TÉCNICO
Grado
Antigüedad en el cargo





X


7





XI


7





XII


6





XIII


5





XIV


4


ADMINISTRATIVO
Grado
Antigüedad en el cargo





  II


7





XIII


7





XIV


7





 XV


6





XVI


5





XVII


4


AUXILIAR
Grado
Antigüedad en el cargo




XVIII


7




XIX


6


2) No haber sido sancionado, durante los últimos dos años, con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías, o bien aprobar un examen de conocimientos, todo ello en la forma y condiciones que determine el Fiscal Nacional. 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción sólo podrá ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la institución. 


La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará conforme a las reglas de este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a concursos internos.”.


14.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 76, en el apartado “Nivel 5, Auxiliares:”, el guarismo “XVIII” por “XVII”.


15.- Incorpóranse el siguiente Título IX y el artículo 91 que lo compone:

“TÍTULO IX

PLAN INSTITUCIONAL ANUAL


Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar en su página web un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño o elementos de similar naturaleza que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción, y por región, dando cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es, la eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención de víctimas, junto con la evaluación del grado de cumplimiento del Plan Institucional Anual del año anterior. 


Un reglamento interno, el que deberá dictarse dentro de los ciento ochenta días contados desde la entrada en vigencia del presente Título, regulará el procedimiento de elaboración y los contenidos específicos del Plan.


El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.

Artículos transitorios



Artículo primero.-  El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de tres años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.


El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado, la primera vez, a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, y las mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, e incluirse en la cuenta pública del año que corresponda. 


Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N°19.640 deberá realizarse dentro de los seis meses siguientes a la publicación de la presente ley. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso.


Durante el octavo año de vigencia de los citados artículos 75 bis y 75 ter de la ley N°19.640, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento, y deberá  ser difundido en forma electrónica o digital por la mencionada institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículos 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de la presente ley. Esta vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el período de diez  años siguiente al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos del 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope, según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.


Artículo tercero.- Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N°20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público. 


Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón.


Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.
_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, con segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y solicita la anuencia de la Sala para que ingrese la señora Subsecretaria de Economía. Se accede a lo solicitado.


El señor Secretario General expone que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.132-26, con urgencia calificada de “suma”.


Explica que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 1 de octubre de 2013.

Hace presente que la Comisión de Economía deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 3), 4), 5), 6) letra a); 9), 10), 11) letra a); 12), 13), 14), 18), 24), 25), 26), 30), 31), 32), 34), 35), 36), 37), 40) y 41), todos del artículo primero permanente, y los artículos primero y segundo transitorios del proyecto despachado por la Comisión no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Agrega que, por lo expresado, estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.
- - -

De conformidad con el Reglamento de la Corporación, se dan por aprobadas las normas recién mencionadas.

- - -

A continuación, el señor Secretario General hace presente que la Comisión de Economía, en su segundo informe, propone las siguientes modificaciones al texto aprobado en general:

ARTÍCULO ÚNICO


Pasa a ser artículo primero.


--Incorporar los siguientes numerales, nuevos:


“1) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 1°:


“Deben también tender a la inclusión, así como también, valorar la diversidad y promover la igualdad de derechos entre sus asociadas y asociados.”.


2) Agrégase al artículo 4° el siguiente inciso segundo:


“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre aquéllas y éstos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter  de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.”.

Números 1, 2 y 3


Pasan a ser números 3, 4 y 5, respectivamente, sin modificaciones.

Número 4


Pasa a ser número 6.

Letra b)


--  Suprimirla.
Número 5)


Pasa a ser número 7.

Artículo 19

Inciso segundo


-- Reemplazar la frase “a la fecha de presentación de la solicitud respectiva”, por la siguiente: “al cierre del ejercicio precedente”.

Inciso sexto


-- Reemplazarlo por el siguiente:


“Estas disposiciones, con excepción del inciso primero, no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito bajo la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cuales se regirán por sus normas especiales y por las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile.”.


--Intercalar a continuación del número 7, ex número 5, un nuevo numeral del siguiente tenor:


“8) Agrégase el siguiente artículo 19 bis, nuevo:


“Artículo 19 bis: Tratándose de las cooperativas de ahorro y crédito, en ningún caso podrá devolverse cuotas de participación sin que se hubieren enterado en la cooperativa previamente aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por causa legal, reglamentaria o estatutaria, que la haga exigible o procedente. Dichos pagos serán exigibles y deberán efectuarse atendiendo estrictamente a la fecha en que tenga lugar la circunstancia que las causa, teniendo preferencia para su cobro el socio disidente.


La Cooperativa no podrá efectuar, directa o indirectamente, repartos de remanentes o de excedentes, devoluciones de los montos enterados por los socios de la Cooperativa a causa de la suscripción de cuotas de participación o pago de intereses al capital, si por efecto de dichos repartos, devoluciones o pagos infringiera las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile al efecto.”.

Números 6 y 7


Pasa a ser números 9 y 10, respectivamente, sin modificaciones.

Numero 8)


Pasa a ser número 11.

Artículo 24


--En el literal b), incorporar, a continuación de los incisos octavo y noveno que agrega, los siguientes incisos décimo y décimo primero, nuevos:


“Los órganos colegiados de las Cooperativas deberán asegurar la representatividad de todos sus socias y socios. Para ello, y siempre que la inscripción de candidatos y candidatas lo permita, el porcentaje que represente cada género entre los asociados deberá verse reflejado proporcionalmente en el órgano colegiado respectivo. El estatuto social de cada cooperativa deberá establecer el mecanismo de ponderación que permita dar cumplimiento a esta norma.


El incumplimiento de las disposiciones contenidas en este artículo en ningún caso afectará la validez de los actos efectuados por los referidos órganos colegiados, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 58 y 58 bis de esta ley.”.

-- Incorporar la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los trabajadores tanto del sector público como del sector privado, que ocupen cargos de consejeros en cualquier cooperativa, gozarán de los permisos reconocidos en el Código del Trabajo y en la ley Nº 19.296, para directores y delegados sindicales, y directores de asociaciones de funcionarios, respectivamente, para asistir a reuniones del Consejo o a citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizadora.”.”.

Números 9 y 10


Pasa a ser números 12 y 13, respectivamente, sin modificaciones.

Numero 11


--Rechazarlo.

Numero 12


Pasa a ser número 14, sin modificaciones.


-- Intercalar a continuación del número 14), ex 12), un numeral nuevo, del siguiente tenor:


“15) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 34, el artículo “Las” por la locución “Para los efectos tributarios las”.

Número 13


Pasa a ser número 16.

Artículo 38

Inciso cuarto


-Reemplazar la expresión “las que estarán obligadas a” por la frase “las que podrán por acuerdo de la Junta General de Socios,”.

-En la letra b), sustituir “, y”, por un punto aparte (.).


-Suprimir la letra c).
Inciso sexto


-- Sustituir el inciso sexto propuesto por el siguiente:


“En el caso de las cooperativas abiertas de viviendas, deberán constituir a lo menos el 70% del remanente generado como fondo de reserva no susceptible de reparto hasta su disolución y posterior liquidación. Con todo, por acuerdo de la Junta General de Socios, se podrá dar este tratamiento hasta el 100% del remanente del ejercicio.”. 
Inciso final, nuevo


-- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“La reserva legal se incrementará con los intereses al capital y los excedentes distribuidos por la Junta General que no hayan sido retirados por los socios, dentro del período de 5 años, contado de la fecha en que se haya acordado su pago. El reglamento establecerá el procedimiento para notificar oportunamente a los socios titulares de excedentes no retirados la existencia de los mismos, en forma previa a que opere el incremento de la reserva legal.”.
Números 14 y 15


Pasan a ser números 17 y 18, respectivamente, sin modificaciones.


-- Introducir a continuación del número 18), ex 15, el siguiente numeral, nuevo:


“19) Modifíquese el artículo 54 del siguiente modo:


a.- Reemplácese las expresiones “inciso segundo” por las expresiones “inciso tercero”.


b.- Suprímase la siguiente frase: “de consumo o de ahorro y crédito”.”.


20) Agregase el siguiente artículo  54 bis:


“Artículo 54 bis: Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 del Estatuto Administrativo, será de un 25%, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.


Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad, sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras, el descuento de hasta un 25% del valor de sus pensiones, incluidos los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar, siempre que los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el pensionado sea socio.


21) Sustitúyese, en el artículo 55, la expresión “en el artículo precedente” por la siguiente: “en los artículos precedentes”.

Número 16


Pasa a ser número 22.
Artículo 58

Letra a)


-- Intercalar, a continuación del vocablo “impedir”, la palabra “arbitrariamente”. (Indicación N° 12).

Número 17


Pasa a ser número 23.
Artículo 58 bis


-- Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo:


"En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo capital aportado por los socios no exceda de 20.000 unidades de fomento, no se cursarán multas, sino que en caso necesario el organismo fiscalizador aplicará lo dispuesto a partir del inciso quinto del presente artículo, aun cuando la infracción no sea reiterada.".
Inciso tercero, que pasa a ser inciso cuarto


-- Sustituirlo por el siguiente:


“Para la aplicación y efecto de este artículo, se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada.”.

Número 18, 19 y 20


Pasan a ser números 24, 25 y 26, respectivamente, sin modificaciones.

Número 21


Pasa a ser número 27.

Artículo 86


-- En la letra o) propuesta, sustituir el punto y coma por un punto aparte, y agregar, a continuación del punto aparte el siguiente párrafo:


“La resolución a que hace mención el artículo 73 de la Ley General de Bancos, respecto de las cooperativas de ahorro y crédito sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrá ser fundada en todo caso, en la existencia de deficiencias en su gestión que no la habilita para acceder a la nueva actividad. En ningún caso se entenderá aprobada la solicitud en el evento previsto en el inciso segundo del artículo 73.”.”.

Número 22


Pasa a ser número 28.
Artículo 87 bis


--Incorporar el siguiente inciso final:


“Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten, deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”.


--Intercalar a continuación del numeral 28, ex 22, el siguiente numeral, nuevo:


“29) Agrégase el siguiente artículo 87 ter:


“Artículo 87 ter: Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87 de esta ley, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento, podrán voluntariamente acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas.


La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Superintendencia, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.

Números 23, 24 y 25


Pasan a ser números 30, 31 y 32, respectivamente, sin modificaciones.


--Intercalar a continuación del numeral 32, ex 25, el siguiente numeral, nuevo:


“33) Reemplázase el artículo 102 por el siguiente:


“Artículo 102.- Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios, para todos aquellos casos que este tipo de entidades desarrollen actividades económicas al servicio de sus entidades socias o terceros.


En la medida que las federaciones y confederaciones de cooperativas solo desarrollen actividades de representación de sus entidades sociales, serán consideradas como organismos de representación, para todos los efectos legales y reglamentarios, debiendo informar anualmente sus actas y balances.”.”.

Números 26, 27, 28 y 29


Pasan a ser números 34, 35, 36 y 37 respectivamente, sin modificaciones.


--Intercalar a continuación del numeral 37, ex 29, los siguientes numerales, nuevo:


“38) Suprímese el artículo 115.

39) Modifíquese el artículo 116 del siguiente modo:


a.- Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente


“A falta de acuerdo de las partes, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos. 


b.- Suprímase el inciso tercero.”.”.
Números 30 y 31


Pasan a ser números 40 y 41, sin modificaciones.


--Agregar los siguientes artículos nuevos:


-“Artículo segundo.- Reemplázase, en el artículo único de la ley N° 20.638, que establece el Día Nacional de las Cooperativas, la frase “primer sábado del mes de julio” por la expresión “14 de noviembre”.”.


-“Artículo tercero.- Suprímese, en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, y en el artículo 169 decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, las expresiones “de consumo o de vivienda”.”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo tercero


--Eliminarlo.


--Agregar los siguientes artículos transitorios, nuevos:


-“Artículo tercero.- Las cooperativas tendrán un plazo de 3 años contados desde la promulgación de esta ley para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 24, inciso décimo.”. (Indicación N° 37, con modificaciones. Unanimidad 3x1).


-“Artículo cuarto.- Los valores acumulados a la fecha de entrada en vigencia de esta ley en la reserva del artículo sexto transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 5 de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas se deberán traspasar al fondo de reserva legal, contenido en el artículo 38 de esta ley.”.
- - -

Luego, el señor Secretario General resalta que la mayor parte de estas enmiendas fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de diez de ellas que lo fueron por mayoría de votos, para las que, no obstante, no se ha pedido votación separada.


Acota que se votarán separadamente el numeral 2) del artículo primero -que agrega un inciso segundo al artículo 4°- y del numeral 28) del mismo artículo primero -que añade un artículo 87 bis-, los que fueron aprobadas con votación de mayoría en la Comisión de Hacienda.

- - -

Enseguida, puestas en votación las enmiendas unánimes y aquellas respecto de las cuales no se pidió votación separada, son aprobadas por la unanimidad de los Senadores presentes.


A continuación, se pone en discusión la enmienda propuesta por la Comisión de Hacienda al numeral 28) del artículo primero. Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Coloma y Tuma.


Cerrado el debate y puesta en votación esta enmienda, es aprobada por 23 votos a favor y 4 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín y von Baer y señores Araya, Chahuán, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Orpis, Chahuán, Quinteros y Montes.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, García y Larraín.


Funda su abstención el Honorable Senador señor Coloma.

- - -

Seguidamente, se pone en discusión la enmienda al numeral 2) del artículo primero.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo cuestiona la admisibilidad de la enmienda en debate.

Puesta en discusión la admisibilidad de esta modificación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Zaldívar, y Tuma.


Cerrado el debate y puesta en votación la admisibilidad, la norma se declara admisible por 15 votos a favor y 10 en contra.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora von Baer y señores Allamand, Coloma, Espina, García, Girardi, Harboe, Larraín, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Tuma.


Por la negativa lo hacen los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya, De Urresti, Guillier, Letelier, Montes, Quinteros, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

- - -

Luego, el señor Presidente pone en votación la aludida enmienda. Ella es aprobada por 22 votos a favor, uno en contra y tres abstenciones.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín y von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Larraín, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Tuma, Walker, don Ignacio, y Walker, don Patricio.



Vota por la negativa el Honorable Senador señor Montes.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Letelier, Quinteros y Zaldívar.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo primero.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley General de Cooperativas:


1) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 1°:


“Deben también tender a la inclusión, así como también, valorar la diversidad y promover la igualdad de derechos entre sus asociadas y asociados.”. 


2) Agrégase al artículo 4° el siguiente inciso segundo:


“Para todos los efectos legales se entenderá que son operaciones de la cooperativa celebradas con los socios todos aquellos actos, contratos y convenciones celebrados entre aquéllas y éstos en cumplimiento de su objeto y finalidades específicas contempladas en las normas legales y estatutarias respectivas, incluyendo aquellos que la cooperativa celebre con terceros en cumplimiento de dicho objeto y finalidades. Por lo tanto, los ingresos derivados de estas operaciones tienen el carácter de ingresos provenientes de operaciones con socios.”.


3) Sustitúyese en la letra f) del artículo 6°, a continuación de la expresión “una vez al año”, la frase “dentro del cuatrimestre siguiente a la confección del balance” por “dentro del primer semestre”.


4) Incorpórase el siguiente artículo 8° bis:


“Artículo 8° bis: La publicación de los extractos de los actos concernientes a la constitución, modificación y disolución de las cooperativas que esta ley establece se regirá por lo dispuesto en el artículo 4° de la ley N° 20.494.”.


5) Reemplázase en el artículo 12 la expresión “Subsecretario de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la expresión “Subsecretario de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.


6) En el artículo 13, sustitúyese en el inciso primero el vocablo “diez” por “cinco”.


7) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:


“Artículo 19: La persona que haya perdido la calidad de socio por renuncia o exclusión y los herederos del socio fallecido tendrán derecho a la devolución del monto actualizado de sus cuotas de participación.


Dicha devolución quedará condicionada a que con posterioridad al cierre del ejercicio precedente, se hubieren enterado aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por estos conceptos y se efectuarán siguiendo el orden cronológico de las solicitudes aceptadas.


Sin perjuicio de lo anterior, si la pérdida de la calidad de socio se debe a la exclusión, el plazo para la devolución de las cuotas de participación no podrá ser superior a seis meses, a menos que la causal de exclusión se funde en el incumplimiento del socio de sus obligaciones pecuniarias, económicas o contractuales con la cooperativa.


Las cooperativas podrán considerar en su estatuto plazos o condiciones para la devolución de sus cuotas de participación sólo si éstas significan un tratamiento más beneficioso para el socio en la devolución de dichas cuotas que las establecidas en los incisos precedentes.


Las cooperativas deberán constituir e incrementar cada año un fondo de provisión del 2% de sus remanentes, destinado sólo a la devolución de cuotas de participación, en casos excepcionales, los que deberán ser determinados en términos explícitos y claros por la junta general de socios.


Estas disposiciones, con excepción del inciso primero, no serán aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito bajo la supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cuales se regirán por sus normas especiales y por las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile.


La renuncia sólo podrá ser rechazada en los casos previstos en los estatutos o en otras normas aplicables a las cooperativas.


La adopción de alguno de los acuerdos señalados en las letras e), g), h), m) y n) del artículo 23, y la modificación sustancial del objeto social, como por ejemplo aquella que implique la realización de nuevas actividades no relacionadas directa o indirectamente con el objeto original, concederá derecho al socio disidente a retirarse de la cooperativa, la que no podrá rechazar la renuncia en ningún caso.


Se considerará socio disidente a aquél que en la respectiva junta se hubiere opuesto al acuerdo pertinente o que, no habiendo concurrido a la junta, manifieste su disidencia por escrito a la cooperativa, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que se adoptó el acuerdo.


El socio disidente que se retire de la cooperativa tendrá derecho a que se le pague el valor de sus cuotas de participación dentro del plazo de noventa días, o en el plazo señalado en los estatutos si fuere inferior, a contar de la fecha de presentación de la solicitud de retiro.


El derecho a retiro deberá ser ejercido dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la junta general de socios haya adoptado el acuerdo que lo motiva, mediante comunicación escrita dirigida a la cooperativa en la que el socio deberá expresar claramente su voluntad de retirarse por estar en desacuerdo con la decisión de la junta respectiva. Dicha comunicación deberá enviarse por carta certificada o por intermedio de un notario público que así lo certifique. No se exigirá esta formalidad cuando el gerente o quien haga sus veces deje constancia escrita de la recepción de la comunicación referida.


El consejo de administración podrá convocar a una nueva junta general que deberá celebrarse a más tardar dentro de los treinta días siguientes contados desde el vencimiento del plazo para ejercer el derecho a retiro, a fin de que se reconsideren o ratifiquen los acuerdos que motivaron su ejercicio. Si en dicha junta se revocaren los mencionados acuerdos, caducará el referido derecho a retiro; si se ratificaren, no se abrirá un nuevo plazo para ejercerlo.”.


“8) Agrégase el siguiente artículo 19 bis, nuevo:


“Artículo 19 bis: Tratándose de las cooperativas de ahorro y crédito, en ningún caso podrá devolverse cuotas de participación sin que se hubieren enterado en la cooperativa previamente aportes de capital por una suma al menos equivalente al monto de las devoluciones requeridas por causa legal, reglamentaria o estatutaria, que la haga exigible o procedente. Dichos pagos serán exigibles y deberán efectuarse atendiendo estrictamente a la fecha en que tenga lugar la circunstancia que las causa, teniendo preferencia para su cobro el socio disidente.


La Cooperativa no podrá efectuar, directa o indirectamente, repartos de remanentes o de excedentes, devoluciones de los montos enterados por los socios de la Cooperativa a causa de la suscripción de cuotas de participación o pago de intereses al capital, si por efecto de dichos repartos, devoluciones o pagos infringiera las disposiciones que establezca el Consejo del Banco Central de Chile al efecto.”.


9) Sustitúyese, en el inciso octavo del artículo 22, la expresión “no pudiendo en caso alguno prolongarse su período por más de un año” por “no pudiendo en caso alguno prolongarse su período por más de tres años”.


10) Modifícase el artículo 23 en los siguientes términos:


a) Intercálase la siguiente letra d), nueva, cambiando las demás su orden correlativo:


“d) La elección o revocación del gerente administrador y del inspector de cuentas, en el caso de las cooperativas con 20 socios o menos.”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo, a continuación de la expresión “las letras”, la frase “d), e), g), h), i), j), k), l), m) y n)”, por “e), f), h), i), j), k), l), m), n) y ñ)”.


c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“La citación a junta se efectuará por medio de un aviso de citación que se publicará en un medio de comunicación social, con una anticipación de no más de 15 días ni menos de 5 días de la fecha en que se realizará la junta respectiva. Deberá enviarse, además, una citación a cada socio, por correo regular o correo electrónico, al domicilio o dirección de correo electrónico que éste haya registrado en la cooperativa, con una anticipación mínima de quince días a la fecha de celebración de la junta respectiva, la que deberá contener una relación de las materias a ser tratadas en ella y las demás menciones que señale el reglamento.”.


11) Modifícase el artículo 24 en los siguientes términos:


a) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser quinto, y así sucesivamente:


“Las personas jurídicas señaladas en el inciso precedente no podrán por sí o a través de cualquiera de sus empresas relacionadas, percibir por sus cuotas de participación, intereses superiores u obtener condiciones más ventajosas o un trato más benévolo en materia de servicios, que aquellos que la cooperativa otorga a la generalidad de los socios. Tampoco tendrán derecho a percibir los excedentes que se generen.”.


b) Agréganse los siguientes incisos octavo, noveno, décimo y décimo primero:


“Las cooperativas que tengan 20 socios o menos podrán omitir la designación de un consejo de administración y, en su lugar, podrán designar a un gerente administrador, al cual le corresponderán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren al consejo de administración. Sin embargo, la Junta General podrá disponer que el gerente administrador pueda desempeñar el total o parte de las atribuciones correspondientes al Consejo de Administración, en conjunto con uno o más socios que deberá designar.


Las cooperativas señaladas en el inciso anterior tampoco estarán obligadas a designar una junta de vigilancia, en cuyo caso deberán designar un inspector de cuentas titular y un suplente, que tendrán las atribuciones que esta ley y su reglamento confieren a la junta de vigilancia.


Los órganos colegiados de las Cooperativas deberán asegurar la representatividad de todos sus socias y socios. Para ello, y siempre que la inscripción de candidatos y candidatas lo permita, el porcentaje que represente cada género entre los asociados deberá verse reflejado proporcionalmente en el órgano colegiado respectivo. El estatuto social de cada cooperativa deberá establecer el mecanismo de ponderación que permita dar cumplimiento a esta norma.


El incumplimiento de las disposiciones contenidas en este artículo en ningún caso afectará la validez de los actos efectuados por los referidos órganos colegiados, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 58 y 58 bis de esta ley.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los trabajadores tanto del sector Público como del sector Privado, que ocupen cargos de consejeros en cualquier cooperativa, gozarán de los permisos reconocidos en el Código del Trabajo y en la Ley Nº 19.296, para directores y delegados sindicales, y directores de asociaciones de funcionarios, respectivamente, para asistir a reuniones del Consejo o a citaciones dispuestas por la autoridad fiscalizadora.”.


12) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 25, la frase “el inciso primero del artículo 61” por “la letra d) del artículo 23”.


13) Sustitúyese en el artículo 29, a continuación de la expresión “mencionados en”, la frase “el inciso precedente” por “el artículo 123”.


14) Modifícase el artículo 31 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese el inciso tercero por el que sigue:


“La participación de los socios en el patrimonio se expresará en cuotas de participación, cuyo valor será el que resulte de la suma del valor de sus aportes de capital y las reservas voluntarias, menos las pérdidas existentes, dividido por el total de cuotas de participación emitidas al cierre del período.”.


b) Reemplázase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “actualizará”, la palabra “periódicamente” por “anualmente”.


15) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 34, el artículo “Las” por la locución “Para los efectos tributarios las”.


16) Sustitúyense los incisos tercero y cuarto del artículo 38 por los siguientes:


“Las cooperativas deberán constituir e incrementar un fondo de reserva legal con el equivalente al 18% de su remanente anual, el que se destinará a cubrir las pérdidas que se produzcan y tendrá el carácter de irrepartible mientras dure la vigencia de la cooperativa.


Se exceptúan de esta obligación las cooperativas que cumplan copulativamente los siguientes requisitos, las que podrán por acuerdo de la Junta General de Socios, repartir entre sus socios la totalidad del remanente del ejercicio:


a) Que su patrimonio sea mayor a 200.000 unidades de fomento;


b) Que el resultado de la división entre su patrimonio y el pasivo total sea igual o superior a 2.


Asimismo, se exceptúa de las disposiciones anteriores a las cooperativas de ahorro y crédito supervisadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de trabajo, campesinas y de pescadores.


En el caso de las cooperativas abiertas de viviendas, deberán constituir a lo menos el 70% del remanente generado como fondo de reserva no susceptible de reparto hasta su disolución y posterior liquidación. Con todo, por acuerdo de la Junta General de Socios, se podrá dar este tratamiento hasta el 100% del remanente del ejercicio.


La reserva legal se incrementará con los intereses al capital y los excedentes distribuidos por la Junta General que no hayan sido retirados por los socios, dentro del período de 5 años, contado de la fecha en que se haya acordado su pago. El reglamento establecerá el procedimiento para notificar oportunamente a los socios titulares de excedentes no retirados la existencia de los mismos, en forma previa a que opere el incremento de la reserva legal.”.


17) Elimínase, en el inciso primero del artículo 39, la frase “y las de ahorro y crédito”.


18) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 40, la expresión “Subsecretaría de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño”.


19) Modifíquese el artículo 54 del siguiente modo:


a.- Reemplácese las expresiones “inciso segundo” por las expresiones “inciso tercero”. 


b.- Suprímase la siguiente frase: “de consumo o de ahorro y crédito”.”.


20) Agregase el siguiente artículo  54 bis:


“Artículo 54 bis: Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 del Estatuto Administrativo, será de un 25%, cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.


Los pensionados beneficiarios de pensiones de vejez, sobrevivencia u orfandad, sea que estén afiliados al sistema público o privado de pensiones, podrán solicitar a las instituciones pagadoras, el descuento de hasta un 25% del valor de sus pensiones, incluidos los créditos de auxilio social de las cajas de compensación de asignación familiar, siempre que los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el pensionado sea socio.


21) Sustitúyese, en el artículo 55, la expresión “en el artículo precedente” por la siguiente: “en los artículos precedentes”. 


22) Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:


“Artículo 58: Constituirán infracción de las obligaciones establecidas en esta ley las siguientes:


a) Dificultar o impedir arbitrariamente el ejercicio de cualesquiera de los derechos reconocidos en esta ley.


b) Impedir u obstruir el ejercicio de las funciones fiscalizadoras y de inspección del Departamento de Cooperativas.


c) Denegar la entrega de información al Departamento de Cooperativas o a los socios, cuando éstos tengan facultades para solicitarla.


d) Incumplir las instrucciones impartidas por el Departamento de Cooperativas.


e) Incumplir cualesquiera de las obligaciones a que hace referencia esta ley, su reglamento y los estatutos que no esté descrita y sancionada en una norma especial.”.


23) Agrégase el siguiente artículo 58 bis:


“Artículo 58 bis: Los consejeros, gerentes, liquidadores, inspectores de cuentas, integrantes de la junta de vigilancia, de la comisión liquidadora y del comité organizador y los socios de las cooperativas con los cuales el gerente deba ejercer sus atribuciones en mérito de lo establecido en el artículo 24, que incurran en las infracciones descritas en el artículo anterior, o en incumplimiento de las instrucciones que les imparta el Departamento de Cooperativas, podrán ser objeto de la aplicación por éste de una multa a beneficio fiscal, la que deberá ser cumplida solidariamente por los infractores, hasta por un monto global por cooperativa equivalente a 50 unidades tributarias mensuales. Si se tratare de una infracción reiterada de la misma naturaleza, la multa podrá alcanzar hasta un monto de 100 unidades tributarias mensuales, aumentables a 250 si se infringiera nuevamente la misma obligación. Lo anterior, sin perjuicio de las disposiciones establecidas en otros cuerpos legales y de la disolución de la cooperativa por aplicación de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 43 de esta ley, si correspondiere.


Respecto de aquellas cooperativas que superen las 200.000 unidades de fomento de patrimonio, las multas señaladas precedentemente podrán ser aplicadas en su duplo. Con todo, respecto de las cooperativas que superen las 400.000 unidades de fomento de patrimonio, las multas podrán ser aplicadas en el triple del monto.


En el caso de las cooperativas de trabajo, campesinas, de pescadores, de abastecimiento, distribución de agua potable y escolares, cuyo capital aportado por los socios no exceda de 20.000 unidades de fomento, no se cursarán multas, sino que en caso necesario el organismo fiscalizador aplicará lo dispuesto a partir del inciso quinto del presente artículo, aun cuando la infracción no sea reiterada.


Para la aplicación y efecto de este artículo, se entenderá por infracción reiterada aquella transgresión que, habiendo dado origen a una multa, siga ejecutándose luego de haberse otorgado un plazo para rectificar la acción u omisión sancionada.


El monto específico de la multa será determinado por el Departamento de Cooperativas, apreciando la gravedad de la infracción, las consecuencias del hecho y la capacidad económica del infractor.


En caso de infracciones reiteradas a los estatutos, a esta ley o a su reglamento, el Departamento de Cooperativas podrá instruir, mediante resolución fundada, la celebración de una junta general de socios, la que deberá realizarse en un plazo no superior a treinta días, contado desde la notificación del oficio respectivo.


Dicha junta general tendrá por objeto lo siguiente:


a) Informar a los socios las infracciones que hayan originado la citación a ella.


b) Pronunciarse respecto de la revocación o ratificación en sus cargos de las personas infractoras.


c) En caso que las personas infractoras no fueren ratificadas en sus cargos, deberán asumir los suplentes respectivos, si los hubiere. En el caso que no quisieren o no pudieren asumir la titularidad de los cargos, la misma junta general de socios deberá realizar la elección para ocupar el o los cargos vacantes.


El Departamento de Cooperativas podrá nombrar a un funcionario de su dependencia que tendrá la facultad de recopilar la información relevante de la cooperativa, la que será presentada ante la junta general de socios antedicha.


En el tiempo intermedio entre la notificación de la resolución que instruya la realización de la junta general de socios a la que hace referencia el inciso precedente y la celebración de la misma, los infractores que tengan facultades de administración de la cooperativa sólo podrán ejecutar los actos y celebrar los contratos indispensables para el correcto funcionamiento de la cooperativa, evitar la paralización de sus actividades o el incumplimiento por parte de aquella de obligaciones legalmente contraídas, sin perjuicio de las multas establecidas en esta ley.


En el evento que la responsabilidad por las infracciones reiteradas recayese en el gerente general de la cooperativa, el consejo de administración deberá proceder al nombramiento de un reemplazante en dicho cargo, en sesión especialmente citada al efecto, la que no podrá desarrollarse en un plazo superior a diez días, contado desde la notificación de la resolución fundada que así lo instruya.


El jefe del Departamento de Cooperativas deberá comunicar al Ministerio Público los hechos que revistan caracteres de delito de los cuales tome conocimiento con motivo del ejercicio de su función fiscalizadora en alguna institución sometida a su supervisión y fiscalización.”.


24) Derógase el artículo 61.


25) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 84, el guarismo “7.000” por “6.000” y el guarismo “300” por “200”.


26) Elimínase, en el inciso final del artículo 85, la frase “un máximo de 300 socios y las que tengan”.


27) Modifícase el artículo 86 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese la letra o) por la siguiente:


“o) Previa autorización del organismo fiscalizador respectivo, constituir en el país sociedades filiales, ser accionistas o tener participación en una sociedad o cooperativa de apoyo al giro, en conformidad al título IX de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda.


La resolución a que hace mención el artículo 73 de la Ley General de Bancos, respecto de las cooperativas de ahorro y crédito sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, podrá ser fundada en todo caso, en la existencia de deficiencias en su gestión que no la habilita para acceder a la nueva actividad. En ningún caso se entenderá aprobada la solicitud en el evento previsto en el inciso segundo del artículo 73.”.


b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 


“Para la realización de las operaciones establecidas en las letras b) y g), en lo referente a mutuos hipotecarios endosables, h), i), k), n) y o), en lo relacionado a la constitución de sociedades filiales, las cooperativas de ahorro y crédito deberán contar con un patrimonio igual o superior a 400.000 unidades de fomento y encontrarse sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.


28) Agrégase el siguiente artículo 87 bis:


“Artículo 87 bis: Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán acreditar, a satisfacción del organismo indicado, que cuentan con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones. En lo que sea compatible con su naturaleza, quedarán sujetas a las disposiciones de la ley General de Bancos, cuyo texto refundido y sistematizado está contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, con exclusión de sus artículos 123, inciso quinto, y 132, inciso segundo, y sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley.


Asimismo, el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 24 del citado cuerpo legal, estará facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la Junta General de Socios de la Cooperativa de Ahorro y Crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en la estabilidad financiera de la cooperativa. También será aplicable a estas cooperativas, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 58 bis de esta ley. En tal caso, las facultades señaladas en dicho artículo deberán ser ejercidas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.


En todo caso, las observaciones que formule la Superintendencia sobre cualquiera de los aspectos mencionados en el inciso primero deberán ser resueltas dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que se comunique el plan de regularización correspondiente y, si así no lo hiciere, se podrán aplicar a la cooperativa cualquiera de las medidas previstas en los artículos 20 y 24, del referido cuerpo legal y, en último término, resolver sobre su disolución anticipada conforme al artículo 130 del mismo, y decretar su liquidación forzada.


Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten, deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1° de la presente ley.”. 


29) Agrégase el siguiente artículo 87 ter:


“Artículo 87 ter: Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87 de esta ley, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento, podrán voluntariamente acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas.


La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Superintendencia, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.


30) Sustitúyese el artículo 89 por el siguiente:


“Artículo 89: Las Cooperativas de Ahorro y Crédito no podrán tener un patrimonio inferior a 3.000 unidades de fomento, el que al momento de su constitución deberá ser acreditado mediante un capital pagado equivalente en pesos, calculado al valor de la unidad de fomento al último día del mes anterior al que se presenta el estudio socio económico al Departamento de Cooperativas.”. 


31) Elimínase el inciso segundo del artículo 91.


32) Agrégase, en el inciso primero del artículo 98, a continuación de la frase “domicilios en la cooperativa” la siguiente: “o por correo electrónico a la dirección de correo electrónico que cada socio haya registrado en la cooperativa”.


33) Reemplázase el artículo 102 por el siguiente:


“Artículo 102.- Las federaciones, confederaciones e institutos auxiliares, serán considerados como cooperativas para todos los efectos legales y reglamentarios, para todos aquellos casos que este tipo de entidades desarrollen actividades económicas al servicio de sus entidades socias o terceros.


En la medida que las federaciones y confederaciones de cooperativas solo desarrollen actividades de representación de sus entidades sociales, serán consideradas como organismos de representación, para todos los efectos legales y reglamentarios, debiendo informar anualmente sus actas y balances.”.


34) Derógase el artículo 107.


35) Elimínase, en el inciso primero del artículo 109, la siguiente frase final: “o que tengan más de 500 socios”.


36) Reemplázase, en el número 3) del artículo 109, la frase “el artículo 61” por “la letra d) del artículo 23”.


37) Reemplázase, en el inciso final del artículo 111, la expresión “Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “Ministerio de Economía, Fomento y Turismo”.


38) Suprímese el artículo 115. 


39) Modifíquese el artículo 116 del siguiente modo:


a.- Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente


“A falta de acuerdo de las partes, el nombramiento se hará por la justicia ordinaria, en la forma establecida en el Código de Procedimiento Civil para el nombramiento de peritos. 


b.- Suprímase el inciso tercero.


40) Agrégase el siguiente artículo 123 bis:


“Artículo 123 bis: Los libros y registros sociales de las cooperativas podrán llevarse por cualquier medio que ofrezca seguridad de que no podrá haber intercalaciones, supresiones u otra adulteración que pueda afectar su fidelidad.”.


41) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 7° transitorio, la expresión “deudor” por “acreedor.”.

Artículo segundo.- Reemplázase, en el artículo único de la ley N° 20.638, que establece el Día Nacional de las Cooperativas, la frase “primer sábado del mes de julio” por la expresión “14 de noviembre”.


Artículo tercero.- Suprímese, en el inciso primero del artículo único de la ley Nº 18.108, que establece normas sobre descuentos por planillas al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros, y en el artículo 169 decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, las expresiones “de consumo o de vivienda”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La exigencia de un patrimonio mínimo de 3.000 unidades de fomento a las cooperativas de ahorro y crédito no se aplicará a las cooperativas ya constituidas. Sin embargo, éstas deberán mantener como patrimonio el mínimo exigido por el decreto con fuerza de ley N°5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la ley General de Cooperativas.


Artículo segundo.- Las cooperativas de importancia económica deberán adecuar sus estatutos a lo establecido en esta ley dentro de un plazo de tres años, contado desde su entrada en vigencia; el resto de las cooperativas deberá hacerlo junto con la primera reforma de estatutos que acuerden.

Artículo tercero.- Las cooperativas tendrán un plazo de 3 años contados desde la promulgación de esta ley para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 24, inciso décimo.


Artículo cuarto.- Los valores acumulados a la fecha de entrada en vigencia de esta ley en la reserva del artículo sexto transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 5 de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas se deberán traspasar al fondo de reserva legal, contenido en el artículo 38 de esta ley.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Chahuán, señoras Goic y van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Patricio Walker con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el establecimiento de un estatuto de ciudades puerto y la afectación de un porcentaje de los impuestos que pagan las empresas portuarias en beneficio de la comuna donde se hallan emplazadas sus instalaciones portuarias.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.808-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva enviar a tramitación legislativa una iniciativa legal que contemple, por una parte, el establecimiento de un estatuto de ciudades puerto y, por la otra, la afectación de un porcentaje de los impuestos que pagan las empresas portuarias en beneficio de la comuna donde se hallan emplazadas sus instalaciones portuarias.”.
_________
Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Letelier señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Girardi, Harboe, Lagos, Matta, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Zaldívar con el que el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República promover, en el marco de una política nacional de otorgamiento de insumos sanitarios indispensables, la entrega de pañales desechables a adultos mayores postrados o semivalentes y personas en situaciones de discapacidad, debidamente calificados.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.811-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva promover, en el marco de una política nacional de otorgamiento de insumos sanitarios indispensables y en casos debidamente calificados, la entrega de pañales desechables a adultos mayores postrados o semivalentes y a personas en situación de discapacidad. Lo anterior, a fin de paliar la precaria condición económica que estos compatriotas enfrentan.”.
_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, García, Matta, Navarro, Ossandón, Prokurica, Tuma y señora von Baer han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 29ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 17 DE JUNIO DE 2015


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Concurren, asimismo, la Ministra Secretaria General de la Presidencia (S), señora Patricia Silva, y los Ministros de Hacienda y Educación, señores Rodrigo Valdés y Nicolás Eyzaguirre, respectivamente.


Actúan de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda y de Prosecretario, el subrogante, señor Julio Cámara Oyarzo.
_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 26ª y 27ª, ordinarias, de 9 y 10 de junio, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Diecisiete de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


-- Se tiene presente el retiro.


Con el segundo, hace presente la urgencia en calidad de “suma”, al proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


Con el tercero, hace presente la urgencia en calidad de “simple”, al proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


Con los doce siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Tailandia, suscrito en Bangkok, el 4 de octubre de 2013 (Boletín N° 9.472-10).


2) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº 9.601-25).


3) Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín Nº 9.766-04).


4) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


5) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso Las Leñas, suscrito entre las mismas Partes, en Santiago, Chile, el 6 de enero de 2015 (Boletín N° 10.024-10).


7) Proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo al Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, suscrito entre las mismas Partes en Santiago, Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.026-10).


8) Proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7.130-07).


9) Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín Nº 8.069-14).


10) Proyecto de reforma constitucional que otorga reconocimiento constitucional al principio de transparencia y al derecho de acceso a la información pública. (Boletín N° 8.805-07).


11) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


12) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, a las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


2) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 6 de diciembre de 2012” (Boletín N° 9.949-10).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De la Excelentísima Corte Suprema

Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que regula el manejo de bosques de especies muy combustibles colindantes con zonas urbanas (Boletín N° 10.030-01).


-- Se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del señor Ministro de Agricultura


Responde inquietudes, planteadas en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, en lo relativo a los recursos del Programa de Recuperación de Suelos Degradados.

Del señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras


Emite respuesta, a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de las medidas adoptadas por la Superintendencia para fiscalizar el cumplimiento del artículo 17 D, de la Ley de Protección de Derechos de los Consumidores.

Del señor Jefe de la V Zona de Carabineros de Chile - Valparaíso


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, respecto de problemas de seguridad que se registran en la ciudad de Viña del Mar.

Del señor Director Regional Zona Central,

Servicio Nacional de Geología y Minería


Solicita mayores antecedentes, en relación con la solicitud enviada en nombre del Honorable Senador señor Letelier, en lo relativo al informe que habría sido elaborado por ese Servicio, referido a la descarga de desechos con alto contenido de plomo, aparentemente vertidos por la minera Los Bronces.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señores Harboe y Pizarro, que modifica las leyes N°s 19.496 y 19.628, para regular la protección de la vida privada en lo relativo al envío de publicidad (Boletín N° 10.133-03).


-- Pasa a la Comisión de Economía.


De los Honorables Senadores señor Rossi, señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi, que modifica la ley Nº 19.779 con el fin de eliminar, en los exámenes de detección del VIH, el consentimiento de un representante legal para los mayores de 14 años de edad (Boletín N° 10.130-11).


-- Pasa a la Comisión de Salud.


De los Honorables Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro, que modifica la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, para considerar las actuaciones diplomáticas entre aquellas no reguladas por dicha ley (Boletín N° 10.132-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señores García, Araya, Espina, Harboe y Prokurica, que modifica el Código Penal para aumentar las penas en caso de robo en lugar no habitado (Boletín N° 10.131-07).


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de Senadores y Diputados en ejercicio (Boletín N° 10.134-07).


De los Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Horvath y Larraín, con la que inician un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo a la denominación del privilegio de pobreza (Boletín N° 10.135-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


En este momento, ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, con el que hace presente la urgencia en calidad de “suma”, al proyecto de acuerdo que aprueba el II Protocolo Complementario al Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina Relativo a la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central, suscrito entre las mismas Partes en Santiago de Chile, el 23 de diciembre de 2014 (Boletín N° 10.025-10).

-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicita autorización para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discuta en general y en particular, en su primer informe, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre plantas de personal del Ministerio de Educación.

Así se acuerda.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Coloma manifiesta su preocupación en torno al uso del mecanismo de las urgencias por parte del Ejecutivo, destacando el elevado número de iniciativas legales a las cuales se califica con tales para su tramitación en el Congreso Nacional.


Con motivo de lo anterior, la Corporación acordó dirigir un oficio al Ministerio Secretaría General de la Presidencia a fin de solicitar que, si lo tiene a bien, se sirva informar sobre el particular.

- - -


Por su parte, la Honorable Senadora señora van Rysselberghe pide que el proyecto que modifica la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, incorporando dentro de las categorías protegidas la maternidad y el nacimiento (Boletín N° 9.938-17) no sea conocido por la Comisión de Derechos Humanos sino que por la de Salud.


Se accede a lo solicitado.

- - -


Finalmente, el señor Presidente indica que la Comisión de Hacienda ha pedido que se someta a consideración de la Sala la posibilidad de ocuparse, en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión, del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Comisión de Valores y Seguros (Boletín N° 9.015-05), que se encuentra en el décimo tercer lugar de la Tabla de hoy.


Agrega que los Honorables Senadores señores Espina y Orpis han formulado sendos requerimientos, en igual sentido, respecto, el primero, del proyecto que modifica el Código Procesal Penal para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (Boletín N° 9.152-07), para estudiarlo en tercer lugar del Orden del Día, y, el segundo, en relación con el proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15), para considerarlo a continuación del Boletín N° 9.152-07.


Así se acuerda.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Enseguida, el señor Presidente requiere el asentimiento unánime de la Sala para poner en votación, antes del Orden del Día, los proyectos de acuerdo que formaban parte de la Tabla de la sesión ordinaria del día de ayer, pero que no alcanzaron a ser tratados.

Se accede a lo solicitado.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Goic, Allende, Muñoz, Pérez San Martín y von Baer y señores Allamand, Bianchi, De Urresti, García-Huidobro, García, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que considere incorporar en el Plan de Garantías Explícitas de Salud la operación intrauterina de espina bífida y asegurar la cobertura en el sistema público y privado de salud.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.812-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva considerar la adopción de las medidas pertinentes para la incorporación de la operación intrauterina de espina bífida en el Plan de Garantías Explícitas de Salud, asegurando la cobertura de la misma en el sistema de salud, tanto público como privado.”.

- - -

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Horvath, señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, García Huidobro, García, Guillier, Lagos, Larraín Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma y Zaldívar, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se adopten las medidas para que en el seno de la Junta de Aeronáutica Civil se elabore una política pública de fomento y desarrollo de la aviación general sin fines de lucro y, asimismo, remita una iniciativa legal que fije un marco regulatorio de esta actividad.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.813-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que, en el seno de la Junta de Aeronáutica Civil, se elabore una política pública de fomento y desarrollo de la aviación general sin fines de lucro y, asimismo, para que se remita una iniciativa legal que fije un marco regulatorio de dicha actividad. Lo anterior, considerando la participación de la Federación Aérea Chilena y demás entidades vinculadas a la materia.”.

- - -

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores presentado por los Honorables Senadores señor Chahuán, señoras Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Bianchi, García Huidobro, Guillier, Horvath, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se adopten las medidas oportunas en el sistema de salud para otorgar la mayor cobertura a la inmunización contra el virus sincicial en los bebés prematuros.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.814-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir a la señora Ministra de Salud para que se adopten las medidas pertinentes para otorgar en el sistema de salud, tanto público como privado, la máxima cobertura a la inmunización contra el virus sincicial en los bebés prematuros. Lo anterior, a fin de evitar el contagio de esta enfermedad, ya que conlleva graves secuelas y un serio deterioro en la calidad de vida de los niños que la padecen.”.

- - -

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Ossandón, señoras Allende, Pérez San Martín y van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Tuma, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que considere adoptar las medidas legislativas y reglamentarias necesarias para introducir mejoras sustanciales al sistema de institutos de salud previsional.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.815-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva instruir a la señora Ministra de Salud para adoptar las medidas legislativas y reglamentarias necesarias a fin de introducir mejoras sustanciales en el sistema de las instituciones de salud previsional (ISAPRES), en especial las siguientes:


1. Establecer la obligación de las ISAPRES de contar con acuerdos de prestación de servicios en recintos asistenciales localizados en cada una de las ciudades en las que sean ofrecidos los respectivos planes de salud. Con esto se impulsaría un sentido de territorialidad de las prestaciones médicas, lo que, a su vez, incentivaría la existencia de ISAPRES regionales.


2. Poner fin a las preexistencias médicas, pues imponen una verdadera carga para los afiliados y deteriora su derecho a una atención de salud digna. Asimismo, facilitar la movilidad de los afiliados entre las ISAPRES a través de un fondo privado de compensación de riesgo.


3. Reformar el régimen de cobertura del subsidio por incapacidad laboral (SIL), de modo que éste también alcance a los tres primeros días de la respectiva licencia médica. Dicha modificación resulta necesaria para desincentivar el otorgamiento de licencias extensas por enfermedades menos graves, dando a cada tipo de enfermedad un descanso adecuado. Esto permitiría transparentar la realidad existente tras el sistema de licencias médicas en esta materia y, asimismo, puntualizar que, independientemente del tiempo que perdure una enfermedad, el afiliado que la padece no puede ser castigado por ello.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea Comisión de Valores y Seguros.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.015-05 y con urgencia calificada de “suma”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es modificar la estructura institucional de la Superintendencia de Valores y Seguros, creando, en su lugar, una Comisión de Valores y Seguros, servicio público descentralizado y especializado con personalidad jurídica y patrimonio propio, regido por una estructura colegiada a la que corresponderá la dirección, administración superior y aplicación de sanciones, con miras a entregar mayores garantías de objetividad, eficiencia y oportunidad en las decisiones.

Hace presente que los párrafos tercero y quinto del literal e) que agrega la letra f) del numeral 6); los artículos 7, 8, 13 y 32 del numeral 9); el artículo 60 del numeral 16) y el 75 del numeral 23), todos del artículo único del proyecto, son de rango orgánico constitucional.

Resalta, asimismo, que la Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y ofrece la palabra al señor Ministro de Hacienda.


En seguida, intervienen los Honorables Senadores señores Coloma, Harboe, Montes, Zaldívar, Tuma y García.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 35 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, cumpliéndose, de esta forma, lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los párrafos tercero y quinto del literal e) que agrega la letra f) del numeral 6); los artículos 7, 8, 13 y 32 del numeral 9); el artículo 60 del numeral 16) y el 75 del numeral 23), todos del artículo único del proyecto.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, van Rysselberghe y von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Fundamenta su voto el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


A continuación, se acuerda fijar plazo para presentar indicaciones a esta iniciativa hasta las 12 horas del día viernes 26 de junio de 2015.

- - -


Asimismo, la Sala resuelve que, después de ser conocida en segundo informe por la Comisión de Hacienda, esta iniciativa pase a la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para analizar la procedencia de la autorización judicial si se permite el registro de comunicaciones privadas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aplica la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 6.829-01, con urgencia calificada de “simple”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es regular las obligaciones que tiene Chile como Estado Parte de la Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES), en especial, la prevención, fiscalización y sanción de las conductas que contravengan dicho instrumento internacional, mediante su incorporación a la legislación nacional.

Destaca que la Comisión de Agricultura discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Harboe, Moreira y Quinteros.

Hace presente que los artículos 9° y 10° del proyecto de ley son normas de rango orgánico constitucional.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Harboe y Moreira.


Cerrado el debate, el señor Presidente pone en votación en general esta iniciativa, la que es aprobada por 29 votos a favor, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 9° y 10° del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Fundamentan su voto los Honorables Senadores señores Quinteros, Horvath, García, De Urresti y Navarro.

- - -


Luego, se acuerda fijar plazo para presentar indicaciones a esta iniciativa hasta las 12 horas del día lunes 6 de julio de 2015.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Agricultura, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Penal para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables senadores señores Espina y García, correspondiente al Boletín Nº 9.152-07.

Manifiesta que fue aprobado en general en sesión de 7 de abril de 2015 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni modificaciones.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales aprobó por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna Senadora o algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.
- - -


Hace presente que dichas modificaciones al texto aprobado en general son las siguientes:

“Artículo único

Número 1


Reemplazarlo por el siguiente:


“1.- Introdúcense las enmiendas que siguen al artículo 10:


a) Incorpórase, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “suspensión del procedimiento”, la expresión “por el menor tiempo posible”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Con todo, no podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado cuando se acredite, por el ministerio público o el abogado querellante, que la suspensión del procedimiento solicitada por el imputado o su abogado solo persigue dilatar el proceso.”.”.
Números 2 y 3, nuevos


Incorporar como tales, los siguientes:


“2.- Incorpórase el siguiente artículo 103 bis, nuevo:


“Artículo 103 bis.- Sanciones al defensor que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. La ausencia injustificada del defensor a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, se sancionará con la suspensión del ejercicio de la profesión, la que no podrá ser inferior a 15 ni superior a 60 días. En idéntica sanción incurrirá el defensor que abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.


El tribunal impondrá la sanción después de escuchar al afectado y recibir la prueba que ofreciere, si la estimare procedente.


No constituirá excusa suficiente la circunstancia de tener el abogado otras actividades profesionales que realizar en la misma oportunidad en que se hubiere producido su inasistencia o abandono.”.

3.- Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, al artículo 106, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“Sin perjuicio de lo anterior, no podrá ser presentada la mencionada renuncia del abogado defensor dentro de los diez días previos a la realización de la audiencia de juicio oral, como tampoco dentro de los siete días previos a la realización de la audiencia de preparación de juicio.


El abogado defensor que renunciare a su cargo en los plazos señalados en el inciso anterior, o abandonare o dejare de asistir injustificadamente a las audiencias mencionadas en el artículo 103 bis, será sancionado con la suspensión del ejercicio de la profesión en los términos previstos en el mencionado precepto.”.”.
Número 2


Pasa a ser número 4, con las siguientes modificaciones:

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Reemplázase la primera oración del inciso segundo por la siguiente:


“La falta de comparecencia del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.”.

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:


“b) Suprímese el inciso tercero.”.
Números 5 y 6, nuevos


Incorporar como tales, los siguientes:


“5.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 286, la expresión “inciso segundo” por “inciso cuarto”.”.


6.- Sustitúyese el artículo 287 por el siguiente:


“Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare injustificadamente la audiencia. La ausencia injustificada del fiscal a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. En los mismos términos se procederá cuando el fiscal abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.”.”.
- - -


El señor Presidente pone en discusión las enmiendas propuestas por la unanimidad de la Comisión y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores De Urresti y Espina.


Cerrado el debate y puesto en votación en particular, el proyecto de ley es aprobado por 27 votos a favor.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundaron su voto favorable, los Honorables Senadores señores Coloma, García, Harboe y Larraín.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Guillier.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1.- Efectúanse, en el artículo 10, las enmiendas que siguen:


a) Incorpórase, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “suspensión del procedimiento”, la expresión “por el menor tiempo posible”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Con todo, no podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado cuando se acredite, por el Ministerio Público o el abogado querellante, que la suspensión del procedimiento solicitada por el imputado o su abogado sólo persigue dilatar el proceso.”.


2.- Incorpórase el siguiente artículo 103 bis:


“Artículo 103 bis.- Sanciones al defensor que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. La ausencia injustificada del defensor a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, se sancionará con la suspensión del ejercicio de la profesión, la que no podrá ser inferior a quince ni superior a sesenta días. En idéntica sanción incurrirá el defensor que abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.


El tribunal impondrá la sanción después de escuchar al afectado y recibir la prueba que ofreciere, si la estimare procedente.


No constituirá excusa suficiente la circunstancia de tener el abogado otras actividades profesionales que realizar en la misma oportunidad en que se hubiere producido su inasistencia o abandono.”.


3.- Agréganse, en el artículo 106, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“Sin perjuicio de lo anterior, no podrá ser presentada la mencionada renuncia del abogado defensor dentro de los diez días previos a la realización de la audiencia de juicio oral, como tampoco dentro de los siete días previos a la realización de la audiencia de preparación de juicio.


El abogado defensor que renunciare a su cargo en los plazos señalados en el inciso anterior, o abandonare o dejare de asistir injustificadamente a las audiencias mencionadas en el artículo 103 bis, será sancionado con la suspensión del ejercicio de la profesión en los términos previstos en el citado precepto.”.


4.- Modifícase el artículo 269, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la primera oración del inciso segundo, por la siguiente:


“La falta de comparecencia del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.”.


b) Suprímese el inciso tercero.


5.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 286, la referencia al “inciso segundo”, por otra al “inciso cuarto”.


6.- Sustitúyese el artículo 287, por el siguiente:


“Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare injustificadamente la audiencia. La ausencia injustificada del fiscal a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. En los mismos términos se procederá cuando el fiscal abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.”.”.
_________

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Letelier y Quintana y del ex Senador señor Uriarte, correspondiente al Boletín Nº 8.584-15.


Manifiesta que fue aprobado en general en sesión de 6 de mayo de 2014 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Explica que la Comisión efectuó una enmienda al proyecto de ley aprobado en general, consistente en sustituir el texto del artículo único del proyecto por otro, enmienda que aprobó por unanimidad, por lo que debe ser aprobada sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas.

- - -


Precisa que la referida modificación es la siguiente:

“ARTÍCULO ÚNICO


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo Primero.- Modifícase el artículo 24 H de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, en el siguiente sentido:


1) Sustitúyese en el inciso primero, el párrafo “Las concesionarias de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a los proveedores de acceso a Internet y también estos últimos; entendiéndose por tales, toda persona natural o jurídica que preste servicios comerciales de conectividad entre los usuarios o sus redes e Internet:” por el siguiente: “Los proveedores de acceso a Internet serán aquellas personas jurídicas que presten servicios comerciales de conectividad entre usuarios finales o redes de terceros e Internet y estarán sujetos a las siguientes disposiciones:”.


2) Reemplázase en el párrafo primero del literal a), la frase “En este sentido, deberán ofrecer a cada usuario un servicio de acceso a Internet o de conectividad al proveedor de acceso a Internet, según corresponda,” por “En este sentido, deberán ofrecer tanto a sus usuarios, en el caso del servicio de acceso a Internet, como a los otros proveedores que les contraten servicios de conectividad para sus usuarios propios,”.


3) Sustitúyese en el párrafo segundo del literal a), la frase “Con todo, los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones y los proveedores de acceso a Internet”, por la siguiente: “Con todo, los proveedores de acceso a Internet”.


4) Reemplázase en el párrafo segundo del literal a), la frase “Los concesionarios y los proveedores”, por “Los proveedores de acceso a Internet”.


5) Sustitúyese en el párrafo segundo del literal d), la frase “El usuario podrá solicitar al concesionario o al proveedor,”, por “El usuario podrá solicitar al proveedor,”.


6) Incorpórese el siguiente inciso final:


“Para los efectos de la sujeción y control del cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente artículo y en los siguientes, los proveedores de acceso a Internet requerirán de concesión de servicio público de telecomunicaciones o de servicios intermedios de telecomunicaciones, según corresponda.”.


Artículo Segundo.- Sustitúyese en el artículo 24 I de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, el párrafo “, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a proveedores de acceso a Internet como también estos últimos,” por el siguiente: “, en que incurran los proveedores de acceso a Internet,”.


Artículo Tercero.- Incorpórase el siguiente artículo 24 K a la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, nuevo:


“Artículo 24 K: Los proveedores de acceso a Internet deben garantizar las velocidades de acceso ofrecidas en sus distintos planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, cuyos resultados tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. Una norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación de medición.


En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet, deberá quedar establecida cuál será la velocidad de acceso, tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales.


Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, debiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito. 


La ejecución de las mediciones de calidad del servicio a las que se refiere el inciso anterior, serán efectuadas por un organismo técnico independiente, constituido en Chile y con domicilio en el país, y cuyo financiamiento y operación serán definidos en base a los aportes proporcionales de los proveedores del referido servicio considerando la participación de mercado de cada uno de ellos, pudiendo además contemplar excepciones, según se establezca en un reglamento del Ministerio. Lo anterior, sin perjuicio de las mediciones que la Subsecretaría efectúe para el cumplimiento de sus funciones.


El organismo técnico señalado en el inciso anterior será designado mediante una licitación pública efectuada por los proveedores del servicio de acceso a Internet, previa aprobación de las bases de dicha licitación por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y de conformidad a lo establecido al respecto en el reglamento antes indicado, el cual determinará también todos los demás aspectos relativos a su instalación, organización, funcionamiento y condiciones de los servicios concernientes a la ejecución de las mediciones, sin perjuicio de aquellas materias entregadas a las correspondientes bases.


El resultado de las mediciones efectuadas por el organismo técnico independiente al servicio prestado por los proveedores de acceso a Internet será utilizado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, entre otras, para la elaboración y publicación de informes comparativos que difundan a los usuarios dicho resultado.”. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- La obligación contemplada en el inciso primero del artículo 24 K de la ley N° 18.168 se aplicará transcurridos seis meses a contar de la publicación de la correspondiente normativa técnica, tanto a los contratos futuros como a aquellos celebrados antes de su entrada en vigencia.


Artículo Segundo.- Dentro del plazo de 3 meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, las personas jurídicas que presten servicio de acceso a Internet y no dispongan de la concesión de servicio público de telecomunicaciones o de servicios intermedios de telecomunicaciones, según corresponda, deberán solicitar dicha concesión ante el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en los términos establecidos en la ley y su normativa complementaria. En caso que se empleen medios de terceros debidamente autorizados, no se requerirá de la publicación del extracto de la solicitud, ni procederá la oposición a que se refiere el artículo 15 de la ley.”.

- - -


Puesto en votación en particular, el proyecto de ley es aprobado por 24 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma y Walker, don Patricio.


Fundan su voto los Honorables Senadores señores Orpis, Ossandón, Girardi, Harboe, Letelier y Navarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


1) Modifícase el artículo 24 H, en los siguientes términos:


a) Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 24 H.- Los proveedores de acceso a Internet serán aquellas personas jurídicas que presten servicios comerciales de conectividad entre usuarios finales o redes de terceros e Internet y estarán sujetos a las siguientes disposiciones:”.


b) Efectúanse, en su letra a), las siguientes enmiendas:


i) Reemplázase, en el párrafo primero, la frase “En este sentido, deberán ofrecer a cada usuario un servicio de acceso a Internet o de conectividad al proveedor de acceso a Internet, según corresponda,”, por la que sigue: “En este sentido, deberán ofrecer tanto a sus usuarios, en el caso del servicio de acceso a Internet, como a los otros proveedores que les contraten servicios de conectividad para sus usuarios propios,”.


ii) Modifícase su párrafo segundo, como se indica:


1. Sustitúyese la frase “Con todo, los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones y los proveedores de acceso a Internet”, por la siguiente: “Con todo, los proveedores de acceso a Internet”.


2. Reemplázase la expresión “Los concesionarios y los proveedores” por “Los proveedores de acceso a Internet”.


c) Sustitúyese, en el párrafo segundo del literal d), la locución “El usuario podrá solicitar al concesionario o al proveedor,” por “El usuario podrá solicitar al proveedor,”.


d) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Para los efectos de la sujeción y control del cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente artículo y en los siguientes, los proveedores de acceso a Internet requerirán de concesión de servicio público de telecomunicaciones o de servicios intermedios de telecomunicaciones, según corresponda.”.


2) Sustitúyese, en el artículo 24 I, el texto que señala: “, en que incurran tanto los concesionarios de servicio público de telecomunicaciones que presten servicio a proveedores de acceso a Internet como también estos últimos,”, por el siguiente: “, en que incurran los proveedores de acceso a Internet,”.


3) Incorpórase el siguiente artículo 24 K:


“Artículo 24 K.- Los proveedores de acceso a Internet deberán garantizar las velocidades de acceso ofrecidas en sus distintos planes comerciales, respecto a las conexiones tanto nacionales como internacionales, alámbricas e inalámbricas, y poner a disposición de los usuarios un sistema o aplicación que permita la medición de dichas velocidades y parámetros técnicos asociados, cuyos resultados tendrán el valor de presunción simplemente legal en los procedimientos a que hubiere lugar de conformidad al artículo 28 bis. Una norma técnica establecerá las condiciones técnicas de operación y uso de dicho sistema o aplicación de medición.


En todo contrato que se celebre entre uno o más usuarios y un proveedor de acceso a Internet deberá quedar establecida la velocidad de acceso, tanto de las conexiones nacionales como de las internacionales.


Los proveedores de acceso a Internet deberán cumplir con los niveles de calidad de servicio que establezcan las disposiciones que al efecto dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en ejercicio de la potestad contenida en el artículo 24 y la normativa técnica de la Subsecretaría, debiendo distinguir entre tecnologías. Dicha normativa deberá referirse, explícitamente, a la metodología y periodicidad de las mediciones, a los valores mínimos y demás características técnicas que permitan comercializar servicios de acceso a Internet bajo la denominación de banda ancha, sea que éstos contemplen o no degradación de velocidad por cuota de tráfico, y a toda otra materia que se estime necesaria en este ámbito. 


La ejecución de las mediciones de calidad del servicio a que se refiere el inciso anterior serán efectuadas por un organismo técnico independiente, constituido en Chile y con domicilio en el país, y cuyo financiamiento y operación serán definidos en base a los aportes proporcionales de los proveedores del referido servicio, considerando la participación de mercado de cada uno de ellos, pudiendo además contemplar excepciones, según se establezca en un reglamento del Ministerio. Lo anterior, sin perjuicio de las mediciones que la Subsecretaría efectúe para el cumplimiento de sus funciones.


El organismo técnico señalado en el inciso anterior será designado mediante una licitación pública efectuada por los proveedores del servicio de acceso a Internet, previa aprobación de las bases de dicha licitación por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones y de conformidad a lo establecido al respecto en el reglamento antes indicado, el cual determinará también todos los demás aspectos relativos a la instalación, organización, funcionamiento y condiciones de los servicios concernientes a la ejecución de las mediciones, sin perjuicio de aquellas materias entregadas a las correspondientes bases.


El resultado de las mediciones efectuadas por el organismo técnico independiente al servicio prestado por los proveedores de acceso a Internet será utilizado por la Subsecretaría de Telecomunicaciones, entre otros fines, para la elaboración y publicación de informes comparativos que difundan dicho resultado a los usuarios.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La obligación contemplada en el inciso primero del artículo 24 K de la ley N° 18.168 se aplicará transcurridos seis meses a contar de la publicación de la correspondiente normativa técnica, tanto a los contratos futuros como a aquellos celebrados antes de su entrada en vigencia.


Artículo segundo.- Dentro del plazo de tres meses desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, las personas jurídicas que presten servicio de acceso a Internet y no dispongan de la concesión de servicio público de telecomunicaciones o de servicios intermedios de telecomunicaciones, según corresponda, deberán solicitar dicha concesión ante el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en los términos establecidos en la ley Nº 18.168 y su normativa complementaria. En caso que se empleen medios de terceros debidamente autorizados, no se requerirá la publicación del extracto de la solicitud, ni procederá la oposición a que se refiere el artículo 15 de la citada ley.”.

- - -

Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Matta, Quinteros, Letelier, Pizarro, Tuma, Walker, don Ignacio, y Prokurica han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Navarro (en el tiempo del Comité Partido MAS e Independiente y del Comité Independientes), quien se pronuncia y solicita el envío de oficios en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el mencionado Senador, en conformidad con el Reglamento del Senado.


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional, Partido Socialista, Partido por la Democracia y Partido Unión Demócrata Independiente.
- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA
Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LAS LEYES N°S 18.045 Y 18.046, PARA ESTABLECER NUEVAS EXIGENCIAS DE TRANSPARENCIA Y REFORZAMIENTO DE RESPONSABILIDADES DE LOS AGENTES DE LOS MERCADOS

(10.162-05)

MENSAJE  Nº 549-363/

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley sobre nuevas exigencias de transparencia y reforzamiento de responsabilidades de los agentes de los mercados, modificando al efecto las leyes de Mercado de Valores y de Sociedades Anónimas.

I. ANTECEDENTES.

El mercado financiero chileno ha experimentado un desarrollo explosivo en las últimas décadas que ha sido transversal a todos los segmentos del mercado, lo que se evidencia en el volumen de créditos otorgados, la capitalización de las sociedades anónimas abiertas, los ahorros acumulados en los fondos de pensiones, el nivel de las primas de la industria de seguros y la masificación de la industria de fondos mutuos.

Nuestro mercado de capitales también ha evolucionado en términos de internacionalización e integración, exhibiendo actualmente una alta presencia de compañías extranjeras y de conglomerados financieros.

Lo anterior plantea desafíos relevantes en relación a la estructura de regulación y supervisión financiera existente en nuestro país, ya que ante mercados cada vez más dinámicos e integrados, productos financieros de creciente complejidad y en constante evolución, y un acceso cada vez más masivo al mercado por parte de inversionistas de distintos perfiles, resulta crucial contar con una estructura de regulación efectiva y adecuada a las nuevas características de los mercados. 

Para atender a estos desafíos, y en el marco de las propuestas formuladas por el Consejo Asesor Presidencial Contra los Conflictos de Interés, el Tráfico de Influencias y la Corrupción, en lo relativo a la confianza de los mercados, hace unas semanas firmé las indicaciones al proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros que, mediante el paso de un gobierno corporativo unipersonal a uno colegiado, busca contar con una entidad reguladora eficiente y moderna, que entregue a los inversionistas y a los distintos actores de mercado un marco regulatorio sólido y con altos estándares de supervisión, y, a su vez, promueva la autorregulación de los participantes del mercado de valores.

En la misma línea, varias de las propuestas formuladas para garantizar una fiscalización eficaz se encuentran también incluidas en el proyecto, actualmente en primer trámite constitucional en la H. Cámara de Diputados, que fortalece el sistema de libre competencia (Boletín N° 9.950-03). Cabe destacar que, en recientes indicaciones a dicho proyecto, incluimos una importante propuesta del Consejo, no incorporada en el proyecto original, consistente en prohibir que empresas que compiten entre sí tengan directores comunes. 

Sin embargo, los distintos casos emblemáticos que han salido a la luz pública en los últimos años evidencian que el solo fortalecimiento de la supervisión del mercado no es suficiente, por lo que resulta impostergable avanzar en temas de transparencia en el manejo de los negocios, con el objeto de mantener la confianza de los inversionistas en nuestro mercado de capitales. 

En este contexto, y luego del análisis de la legislación y normativa que rige actualmente los mercados, se identificaron ciertas debilidades de nuestro sistema, las que se intentan mitigar a través de este proyecto de ley. 

En concreto, mediante la presente iniciativa se busca, en primer término, perfeccionar los mecanismos destinados a evitar abusos a los accionistas minoritarios. Más allá de los avances que significó el mecanismo de Oferta Pública de Adquisición y los estándares de gobierno corporativo introducidos por la ley N° 20.382, aún existe espacio para brindar mayor protección a los intereses de los referidos accionistas. En segundo lugar, se avanza en profundizar los mecanismos que limitan los conflictos de interés al interior de la administración de las empresas. 

Complementariamente, se incorporan regulaciones para precisar las responsabilidades de las empresas de auditoría externa, y establecer sanciones cuando dictaminen falsamente sobre la situación financiera de una entidad sujeta a fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.

II. 
OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

El presente proyecto de ley busca fortalecer la confianza en los mercados, con el objeto de lograr un buen funcionamiento de éstos, en un marco de competencia leal y ética, en donde no existan abusos de sus participantes. 

En particular, las modificaciones que se pretenden introducir a la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y a la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, tienen por objetivo perfeccionar el marco regulatorio vigente para sancionar conductas abusivas, brindar mayor protección a los accionistas minoritarios y a los inversionistas, clarificar las responsabilidades de los auditores externos y fortalecer el rol de Supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros.

III. CONTENIDOS DEL PROYECTO DE LEY

1. Modificaciones a la ley N° 18.045, de Mercado de Valores.

a. Facilitar la actuación de los llamados “market makers” 

A estos efectos, se modifica el artículo 52, levantando la restricción de que las actividades tendientes a la estabilización de precios tengan que apuntar únicamente a llevar adelante una oferta pública de valores nuevos o de valores anteriormente emitidos pero que no habían sido objeto de oferta pública, dejando sujetas estas actividades a la restricción de cumplir las reglas de carácter general que al efecto imparta la Superintendencia.

b. Reforzamiento de la responsabilidad tanto de los órganos de administración de las empresas como de la Superintendencia frente a situaciones que generen perjuicio al mercado o a los inversionistas

Se modifica el artículo 59, incorporando dentro de los supuestos que pueden ser sancionados con presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo la entrega de información maliciosamente falsa al directorio u órgano de administración de un emisor de valores de oferta pública o a una empresa de auditoría externa o clasificadora de riesgo, por parte de los directores, administradores, gerentes o ejecutivos principales de ese emisor. 

Complementariamente, se reemplaza el inciso segundo del artículo 61, eliminando la exigencia de manejo de información privilegiada por parte de quienes se desempeñan en la Superintendencia o en alguna de las entidades fiscalizadas por ella, para configurar el agravamiento de la pena, en caso de difusión de información falsa o tendenciosa que tenga por objeto inducir a error en el mercado de valores. 

c. Modificaciones relativas a la entrega de información a los inversionistas

Se introducen modificaciones al artículo 65, orientadas a imponer la obligación a quienes realicen recomendaciones de inversión de explicitar los conflictos de interés que puedan tener, así como sus conocimientos o experiencia en temas de inversión. Conjuntamente, se establece que el otorgamiento de dicha información deberá cumplir con los requisitos que, mediante norma de carácter general, establezca la Superintendencia de Valores y Seguros.

d. Precisión de las normas de responsabilidad de las empresas de auditoría externa

En materia de empresas de auditoría externa se incorporan una serie de perfeccionamientos destinados a generar una mayor eficacia y eficiencia en el control que efectúan estas entidades. 

Es así como, en primer lugar, se perfecciona el artículo 59 precisando que la responsabilidad penal por dictaminar falsamente sobre la situación financiera de la entidad sujeta a fiscalización es tanto respecto a los empleados como los socios de empresas de auditoría externa, que hubieren participado directamente en la auditoría. Igualmente, se amplía la hipótesis de sanción a aquellos casos en que se entreguen antecedentes falsos. 

En segundo lugar, se modifica el artículo 60 incorporando a los supuestos que llevan aparejada la sanción de presidio menor en cualquiera de sus grados, a quienes actuaren en forma encubierta como empresa de auditoría externa, sin registrarse o bajo una inscripción suspendida o cancelada y a los socios y administradores de empresas de auditoría externa que revelen información reservada de las empresas que auditan. 

Por último, se potencia el rol de las empresas de auditoría externa, eliminando el listado taxativo que actualmente contempla el artículo 246 relativo a las materias que les corresponde examinar, sustituyéndolo por una cláusula abierta que permite ampliar sus ámbitos de certificación más allá de los estados financieros de las compañías que auditan. 

2. Modificaciones a la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

Los cambios que se incorporan a la ley de sociedades anónimas se orientan a establecer una regulación más estricta cuando se trata de operaciones entre partes relacionadas.

A dicho efecto, se incorpora dentro de los supuestos en los que se presume la responsabilidad solidaria de los directores por los perjuicios causados a la sociedad y a los accionistas, cuando se aprueben operaciones en contravención a lo dispuesto en la ley en materia de derecho de abstención y operaciones con partes relacionadas.

Asimismo, se establece que los accionistas minoritarios tendrán derecho a retiro en caso de aprobarse por la junta de accionistas operaciones con partes relacionadas que estimen lesivas para sus intereses.

Por último, se modifica la regulación relativa a la política de operaciones habituales, fortaleciendo la disponibilidad de dicha información respecto de los accionistas minoritarios. 

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.045, de Mercado de Valores:

1) Elimínase del inciso segundo del artículo 52 la frase “y únicamente para llevar adelante una oferta pública de valores nuevos o de valores anteriormente emitidos y que no habían sido objeto de oferta pública”.

2) Modifícase el artículo 59 del siguiente modo:

a) Reemplázase su literal d) por el siguiente:

“d) Los socios y empleados de empresas de auditoría externa que, habiendo participado directamente de la auditoría, dictaminen falsamente o entreguen antecedentes falsos, en su caso, sobre la situación financiera de una sociedad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia.”.

b) Agrégase el siguiente literal h), nuevo:

“h) Los directores, administradores, gerentes y ejecutivos principales de un emisor de valores de oferta pública, de una bolsa de valores o de un intermediario de valores, que entregaren antecedentes o efectuaren declaraciones maliciosamente falsas al directorio o a los órganos de la administración de las entidades por ellos administradas, o a quienes realicen la auditoría externa o clasificación de riesgo de la misma, en su caso.”.

3) Modifícase su artículo 60 del siguiente modo:

a) Intercálase en su literal b) entre las frases “agentes de valores” y “o clasificadores de riesgo”, la siguiente frase: “, empresas de auditoría externa”.

b) Modifícase el literal d) del siguiente modo:

i) Intercálase entre la expresión “clasificadoras” y la coma (,), la siguiente frase: “o en empresas de auditoría externa”.

ii) Intercálase entre la palabra “clasificados” y la frase “y revele”, la siguiente expresión: “o auditados”.

4) Reemplázase el inciso segundo del artículo 61 por el siguiente:

“La pena señalada en el inciso precedente se aumentará en un grado cuando la conducta descrita sea realizada por quien ejerza un cargo, tenga una posición o preste servicios, remunerados o no, en la Superintendencia o en una entidad fiscalizada por ella.”.

5) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 63, la expresión “Los administradores” por la siguiente: “Los directores, administradores y ejecutivos principales”.

6) Modifícase su artículo 65 del siguiente modo:

a) Elimínase de su inciso segundo la expresión “y no podrán difundirse si no hubieren sido previamente remitidos al registro de valores”. 

b) Intercálase el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

“La información que se entregue a los inversionistas o al público general que contenga recomendaciones de inversión, deberá cumplir con los requisitos que, mediante norma de carácter general, establezca la Superintendencia, tanto en materia de difusión de conflictos de interés como en lo relativo a los conocimientos y experiencia profesional de los responsables de dicha información.”.

7) Reemplázase en el inciso primero de su artículo 246 la frase “y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aceptación y” por la siguiente frase: “, otros estados financieros y demás materias, conforme a lo establecido en la presente ley y a”.

Artículo 2°.- Introducense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas:

1) Modifícase su artículo 45 del siguiente modo:

a) Sustitúyese en su numeral 3) el punto y aparte (.) por un punto y coma (;).

b) Agrégase el siguiente numeral 4), nuevo:

“4)  Si se aprobaren operaciones en contravención a lo dispuesto en el artículo 44 o el Título XVI de la presente ley, en su caso.”.

2) Intercálase en su artículo 69 el siguiente numeral 7), nuevo, pasando su actual numeral 7) a ser 8):

“7) La aprobación o ratificación de los actos o contratos a que se refiere el número 16 del artículo 67;”.

3) Modifícase su artículo 147 del siguiente modo:
a) Reemplázase la letra b) de su inciso segundo por la siguiente:

“b) Aquellas operaciones que, conforme a la política de operaciones habituales aprobada por el directorio, sean ordinarias en consideración al giro social. El acuerdo que establezca esta política o su modificación deberá ser  informado a la Superintendencia como hecho esencial. De igual forma, dicha política, y sus eventuales modificaciones, deberán contener las menciones mínimas que establezca la Superintendencia mediante una norma de carácter general y encontrarse a permanente disposición de los accionistas.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:

“Sin perjuicio de lo establecido en el presente artículo, la Superintendencia podrá requerir a las sociedades anónimas abiertas que difundan el detalle de las operaciones efectuadas con partes relacionadas. Dicha difusión se llevará a cabo en la forma, plazo, periodicidad y condiciones que establezca la Superintendencia mediante norma de carácter general.”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Rodrigo Valdés Pulido, Ministro de Hacienda.
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE INICIA A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS PARA INTRODUCIR MECANISMOS DE EQUIDAD EN LAS TARIFAS ELÉCTRICAS

(10.161-08)
MENSAJE Nº 553-363/

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que introduce mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas de la Ley General de Servicios Eléctricos.

ANTECEDENTES
En el mes de mayo de 2014 presentamos al país la “Agenda de Energía”, cuyo propósito fue determinar un plan de acción claro para lograr que Chile cuente con energía confiable, sustentable, inclusiva y de precios razonables.  En dicho plan, se definieron 7 ejes estratégicos, con metas y plazos definidos, de manera tal que se logren avances sustanciales, en los próximos 10 años, que permitan concretar un proceso de transición energética. 

Uno de los desafíos de lograr precios de la energía razonables dice relación con que en la actualidad existe una evidente y considerable dispersión en las tarifas eléctricas residenciales a lo largo de nuestro territorio, lo que se expresa en que, por ejemplo, una cuenta de 180 kwh/mes fluctúa entre $16.335 en las comunas que menos pagan, hasta $28.754 en las comunas que más pagan, es decir, existe una diferencia del 76%. 

Diferencias de esta magnitud no se observan en otros mercados interconectados, lo que es aún más llamativo considerando que los cargos por generación y transmisión en las tarifas eléctricas no difieren a lo largo del país. Asimismo, se da la paradoja que comunas intensivas en generación eléctrica tienen tarifas mucho más elevadas que comunas donde no existe dicha generación.

Respecto de esto último, se puede constatar que en distintos países se retribuye la contribución que se hace desde la comuna generadora a los sistemas de generación centralizados. 

Para ello, se han utilizado diversos instrumentos, como por ejemplo, el reconocimiento a través de algún esquema de reducción en los precios locales de la energía. Es así como en Noruega las municipalidades en que se instala un proyecto hidroeléctrico  tienen derecho, entre otros beneficios, a comprar hasta un 10% de la energía generada por la central, siendo el precio de venta  asimilado al costo de generar la electricidad o el costo total del suministro de electricidad. De esta forma, la generación aledaña se asocia directamente con la cuenta eléctrica de los habitantes del lugar donde se emplaza el proyecto. 

En nuestro país, sin embargo, no existe reconocimiento alguno para aquellas comunas que hacen un aporte al sistema interconectado al contar con plantas generadoras de energía. 

Este último problema ha sido evidenciado, desde luego, por el Congreso Nacional. Así, con fecha 13 de Diciembre de 2011, un grupo de H. Diputados suscribió el Proyecto de Acuerdo N° 475, mediante el cual se solicitó a los Ministros de Energía y de Economía rebajar el valor de las cuentas que, por concepto de electricidad, deben pagar los habitantes de comunas donde se sitúan centrales generadoras. En la misma línea, se presentó una moción de varios H. Diputados, de distintos sectores políticos, que propone imponer descuentos en las cuentas de electricidad a aquellas personas que tienen domicilio en una comuna en cuyo territorio está ubicada una empresa generadora de electricidad (Boletín N° 9.234-08). 

Por último, la materia también ha sido abordada desde la ciudadanía. Así es como en diversos foros ciudadanos (por ejemplo, la Comisión Ciudadana Técnico Parlamentaria (2011) Chile Necesita una Gran Reforma Energética; y Consensus Building Institute para Ministerio de Energía (2014) Informe Final Mesa de Gestión Territorial: Ordenamiento Territorial y Asociatividad), se ha expresado la necesidad de generar mecanismos para que el precio de la energía sea más bajo para las localidades y regiones en donde se emplaza un proyecto de generación. 

La tarifa eléctrica a nivel residencial es una tarifa regulada por ley, la que se construye en base a los precios a nivel de generación y transmisión, a lo que se le suman cargos por distribución.

El sistema eléctrico chileno es un sistema interconectado que, a partir del segundo semestre del año 2017, estará unido desde Arica hasta Chiloé. En un sistema de estas características, la generación que se produce mediante distintas tecnologías y costos de producción, en diferentes partes del país, transita por las redes de transmisión sin que pueda identificarse a nivel de consumidor el “origen” de la electricidad que se consume. Por ello es que, respecto de las componentes de las tarifas relacionadas con la generación y la transmisión, se han efectuado las modificaciones legales correspondientes destinadas a establecer mecanismos de ajuste de precios que eliminan las  significativas diferencias de los cargos que por estos conceptos existen dentro del país.

En efecto, el artículo 157° de la Ley General de Servicios Eléctricos, (en adelante e indistintamente “la ley”), establece un mecanismo de ajuste de los Precios de Nudo Promedio (que corresponde al promedio de los precios obtenidos en las licitaciones de cada empresa distribuidora), consistente en que si el precio promedio de energía de una distribuidora excede en más de un 5% el precio promedio de los Sistemas Interconectados Central y del Norte Grande (SIC y SING, respectivamente), deberá ser ajustado de modo tal de suprimir dicho exceso, el que será absorbido por el resto de las empresas distribuidoras a prorrata de su energía.

Este mecanismo tiene por objeto evitar que usuarios finales tengan que pagar íntegramente las diferencias de precio producto de las distintas condiciones en que se realizan las licitaciones al interior de cada uno de los sistemas SIC o SING. La ley N° 20.805 modificó el señalado artículo 157°, estableciendo que el ajuste se efectúe comparando el precio promedio de los contratos de las distribuidoras de ambos sistemas interconectados y no en cada uno separadamente, de manera  de ampliar el alcance del efecto de compensación entre clientes.

Por su parte, en el mismo sentido de lo señalado en los párrafos anteriores, entre las modificaciones introducidas por la ley N° 19.940 se estableció, en el artículo 181° de la Ley General de Servicios Eléctricos, que la estructura de los precios a nivel de distribución considerará un cargo único por concepto de uso de transmisión troncal, de acuerdo a lo señalado en la letra a) del artículo 102° de la última de las leyes precitadas. Por tanto, a nivel de transmisión, no existen diferencias entre las tarifas.

Sin embargo, a nivel de distribución existen diferencias significativas en las tarifas, las cuales son producidas, principalmente, porque el valor de éstas varía en función de la densidad poblacional de la zona debido a su componente de distribución.

Si bien las razones de costo asociadas a las economías de densidad de los sistemas de distribución justifican diferenciales de precios, en la práctica estos son muy significativos y pueden no dar cuenta de otro tipo de factores externos asociados a los costos de aglomeración.

En este marco, y constatando la existencia de iniciativas, propuestas y discusiones en torno a las materias enunciadas desde hace ya varios años, creemos que existen los antecedentes suficientes para que como Estado tomemos decisiones y fijemos líneas de acción. En particular, hemos señalado la necesidad de reconocer a todas las comunas que aportan de manera relevante a la generación de energía de la que nos beneficiamos todos los chilenos y chilenas. Asimismo, si bien las diferencias de precios en las tarifas eléctricas entre comunas responden en parte a factores económicos objetivos, las diferencias que se observan son muy elevadas y no necesariamente dan cuenta de otro tipo de externalidades.

Por todas estas razones se justifica la presentación de la presente iniciativa. 

OBJETIVO DEL PROYECTO

De esta manera, y como respuesta a estos problemas, se somete a consideración del H. Congreso Nacional el presente proyecto de ley, que tiene un objetivo doble. Por una parte, busca disminuir las tarifas de los clientes regulados en aquellas comunas que posean centrales de generación de energía eléctrica, y, por la otra, busca acotar las diferencias de tarifas eléctricas residenciales entre las distintas zonas del país.

Para cumplir con los objetivos señalados, el proyecto de ley propone dos medidas:

Reconocimiento de la Generación Local (RGL). 

En virtud de esta medida, se establece un descuento en el componente de energía de las tarifas reguladas (no sólo las residenciales) de las comunas intensivas en generación eléctrica, el que será asumido por aquellos usuarios de comunas que no son consideradas como intensivas en generación. 

Considerando las comunas con mayor intensidad en generación de acuerdo a la actual capacidad instalada y número de clientes regulados, el mayor descuento que se alcanzaría si se aplicase la medida hoy, sería de un 35%. Sin embargo, la medida contempla la posibilidad de reconocer mayores factores de intensidad, alcanzando un descuento de hasta un 50%. Lo anterior tiene el fin de mantener una señal de costos asociados al suministro eléctrico, compatible con el beneficio que prestan las comunas que poseen capacidad instalada de generación.

Equidad Tarifaria Residencial (ETR). 

En virtud de esta medida, se modifica el componente “distribución” de las tarifas residenciales (hoy BT1), para así lograr que la diferencia entre el promedio de las cuentas a nivel nacional y la cuenta más alta no sea superior a un 10% del primero. Esta medida será financiada por todos los clientes sometidos a regulación de precios. Sin perjuicio de lo anterior, para el caso de los clientes regulados residenciales, sólo aportarán al financiamiento aquellos que estén bajo el promedio señalado y que cuenten con un consumo promedio mensual del año calendario anterior superior a 180 kWh, en tanto el ajuste no signifique una tarifa sobre dicho promedio. 

Al establecer el límite señalado de 180 kWh, se busca que contribuyan al financiamiento de esta medida sólo aquellos clientes de mayor consumo. Esta medida es consistente con los desafíos existentes en materia de eficiencia energética.

Para evidenciar los efectos del proyecto, a modo de ejemplo la medida de RGL implicaría que 59 comunas del país podrían ver reducidas sus tarifas eléctricas entre un 2,54% y 19,6%, dependiendo de la relación entre la capacidad instalada de generación que exista en dicha comuna y su número de clientes regulados. 

Por su parte, la medida de ETR significará que la variación de las cuentas a nivel país, considerando una cuenta de 180 kwh/mes, podría fluctuar entre $16.959 y $21.968, versus la actual diferencia que va entre $16.335 y $28.754.

El efecto combinado de ambas medidas implicaría una disminución de tarifas en 238 comunas del total de 329 interconectadas a alguno de los sistemas eléctricos (SING, SIC, Aysén, Magallanes, Hornopirén y Cochamó) con disminución de tarifas que irían desde el 0,3% hasta el 44,1%.

CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto se estructura en un artículo único y cinco artículos transitorios.

El artículo único introduce tres modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos:

1) Al artículo 157°, que incorpora el mecanismo de reconocimiento de generación local para aquellas comunas intensivas en generación eléctrica ubicadas en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts. Dicho descuento será de hasta un 50% en función del factor de intensidad de cada comuna. El factor de intensidad de cada comuna será calculado por la Comisión Nacional de Energía en función de la capacidad instalada de generación y el número de clientes regulados de cada comuna, de acuerdo al mecanismo que dicha Comisión establezca, en conformidad con la ley.

2) Al artículo 191°, que incorpora el mecanismo de equidad tarifaria residencial, en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 1.500 kilowatts en su conjunto, y para las opciones tarifarias correspondiente a los usuarios residenciales. 

Al respecto, se establece que las tarifas máximas que las empresas podrán cobrar a dichos suministros no diferirán en más de un 10% del promedio simple de éstas, considerando una muestra estadísticamente homogénea. El descuento se obtendrá de aplicar un ajuste a la componente 3.- a que hace referencia el artículo 182° de la Ley (costos estándares de inversión, mantención y operación asociados a la distribución, por unidad de potencia suministrada) y en caso que no se lograre alcanzar el porcentaje antes mencionado, se aplicará el máximo descuento posible. 

Se establece, además, que las diferencias serán absorbidas por todos los demás suministros sometidos a regulación de precios de las comunas que están bajo el promedio señalado, de modo que la recaudación total sea la misma que si se hubiesen aplicado las tarifas máximas sin dicho ajuste. Lo anterior, bajo la condición de que ello no implique que las tarifas residenciales excedan este promedio, y exceptuando a aquellos usuarios residenciales cuyo consumo promedio mensual de energía del año calendario anterior sea menor o igual a 180 kWh.  

Finalmente, se establece que: a) la Comisión Nacional de Energía calculará los ajustes a que dé origen el mecanismo señalado y establecerá el mecanismo de reliquidación de las diferencias de facturación entre empresas concesionarias de distribución; y b) las transferencias entre empresas distribuidoras a que den origen las diferencias de facturación producto de la aplicación del mecanismo antes mencionado, serán calculadas por los Centros de Despacho Económico de Carga (CDEC) respectivos, de manera coordinada.

3) Al artículo 225°, incorporando las siguientes definiciones:
a) Factor de Intensidad: que se define como la razón entre la capacidad de generación instalada en cada comuna, expresa en kwh, y su número de clientes sometidos a regulación de precios; y

b) Comuna Intensiva en Generación: que se define como aquella comuna cuyo Factor de Intensidad es mayor a 2,5.

A través de los artículos transitorios se regula, en primer término, la vacancia de la ley por un plazo de 90 días desde su publicación. 

El artículo segundo establece la gradualidad de su entrada en vigencia, partiendo por beneficiar a aquellas zonas del país que tienen las tarifas más altas. 

El artículo tercero establece qué se entenderá  por usuario residencial para efectos de la aplicación de la presente ley, de acuerdo a las disposiciones tarifarias vigentes.

El artículo cuarto establece los aumentos de dotación que requerirán los organismos públicos encargados de regular, aplicar y fiscalizar las medidas. 

Finalmente, el artículo quinto consagra la correspondiente imputación presupuestaria.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente
P R O Y E C T O   D E   L E Y:

“Artículo único.- Introdúcense en el decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, de 2006, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en materia de energía eléctrica, las siguientes modificaciones:

1) Modifícase el artículo 157° en el siguiente sentido:

a) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto y así sucesivamente:

“Adicionalmente, en aquellas comunas intensivas en generación eléctrica ubicadas en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 200 megawatts, se aplicará un descuento al precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución que las concesionarias de distribución traspasan a los suministros sometidos a regulación de precios. Este descuento se aplicará luego de aplicado el mecanismo contemplado en el artículo 191° y se calculará en función del factor de intensidad de cada comuna, de acuerdo a la siguiente escala:

	Descuento según factor de intensidad

	Factor de Intensidad kW/N° Clientes
	Descuento [%]

	Máximo
	Mínimo
	

	         > 2.000
	50,00%

	2.000
	> 1.500
	45,00%

	1.500
	> 1.000
	40,00%

	1.000
	> 350
	35,00%

	350
	> 75
	17,50%

	75
	> 15
	8,75%

	15
	2,5
	4,38%


El Factor de Intensidad de cada comuna será calculado por la Comisión sobre la base de los datos que ésta obtenga para tales efectos, e informado al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°. Los descuentos señalados serán absorbidos por los suministros sometidos a regulación de precios de las comunas no intensivas en generación, a través de un cargo en la componente de energía del precio de nudo establecido en el punto de conexión con las instalaciones de distribución.”.

b) Reemplázase en el inciso tercero actual, que ha pasado a ser quinto, la expresión “inciso anterior” por la siguiente: “presente artículo”.

c) Agrégase, el siguiente inciso final, nuevo:

“Para efecto de la aplicación del presente artículo, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.”.

2) Agréganse en el artículo 191° los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Sin perjuicio de lo anterior, en el conjunto de los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a 1.500 kilowatts, las tarifas máximas que las empresas distribuidoras podrán cobrar por suministro a usuarios residenciales no podrán diferir del promedio simple de éstas en más de un 10% del mismo, considerando una muestra estadísticamente homogénea. En caso que dichas tarifas excedan este porcentaje, deberá aplicarse un ajuste a la componente contemplada en el número 3.- del artículo 182°. Si a pesar de ello no se lograre alcanzar el porcentaje antes mencionado, se aplicará el máximo descuento obtenido, sin que procedan ajustes adicionales. Las diferencias serán absorbidas por todos los demás suministros sometidos a regulación de precios de las comunas que están bajo el promedio señalado, con excepción de aquellos usuarios residenciales cuyo consumo promedio mensual de energía del año calendario anterior sea menor o igual a 180 kWh, de modo que no varíe la recaudación total inicial. Sin perjuicio de lo anterior, las tarifas correspondientes a aquellos usuarios residenciales que deban absorber las diferencias señaladas, no podrán resultar superiores al promedio simple de éstas.

Los ajustes a que dé origen el mecanismo señalado, serán calculados por la Comisión e informados al Ministerio con ocasión de la fijación de precios a que se refiere la letra a) del artículo 158°. A su vez, las transferencias entre empresas distribuidoras a que den origen las diferencias de facturación producto de la aplicación del mecanismo antes mencionado, serán calculadas por los CDEC respectivos, de manera coordinada. El mecanismo de reliquidación de las diferencias de facturación entre empresas concesionarias de distribución, será establecido por la Comisión mediante Resolución Exenta. Para estos efectos, las empresas concesionarias de distribución deberán proporcionar toda la información que sea requerida por los CDEC y la Comisión.”. 

3) Incorpóranse al artículo 225°, a continuación de la letra ac), las siguientes letras ad) y ae), nuevas:

“ad) Factor de Intensidad: se define como la razón entre la capacidad de generación instalada en cada comuna, expresada en kilowatts, y su número de clientes sometidos a regulación de precios.

ae) Comuna Intensiva en Generación: Comuna cuyo Factor de Intensidad es mayor a 2,5 kW/N° Clientes.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia noventa días después de su publicación en el Diario Oficial. 

Artículo segundo transitorio.- En el primer año de vigencia de la presente ley, el mecanismo a que se refiere el artículo 191° de la Ley General de Servicios Eléctricos se aplicará exclusivamente a las áreas típicas de distribución 5 y 6, según la definición vigente de las áreas realizada por la Comisión Nacional de Energía de conformidad a los artículos 183°, 188° y 225° letra m) de la precitada ley. A partir del segundo año, este mecanismo deberá aplicarse respecto de la totalidad de las áreas típicas definidas por la Comisión. 

Artículo tercero transitorio.- Para la aplicación de la presente ley, la Comisión, en el Informe Técnico que fija las fórmulas tarifarias para las concesionarias de servicio público de distribución, determinará las opciones tarifarias correspondientes a los usuarios residenciales. No obstante lo anterior, para estos efectos, mientras se encuentre vigente el Decreto Supremo N° 1T, de fecha 5 de noviembre de 2013, del Ministerio de Energía, que fija fórmulas tarifarias aplicables a los suministros sujetos a precios regulados que se señalan, efectuados por las empresas concesionarias de distribución que indica, se considerará como usuarios residenciales a aquellos clientes que se encuentren dentro de la opción tarifaria BT1.

Artículo cuarto transitorio.- Increméntense, ajustándose el número total de cargos respectivos, las siguientes dotaciones para el año 2015:

a. Ministerio de Energía, en un cupo;

b. Comisión Nacional de Energía, en cuatro cupos; y

c. Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en tres cupos.

Artículo quinto transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Energía, y en lo que faltare el Ministerio de Hacienda podrá suplementarlo con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Alejandro Micco Aguayo, Ministro de Hacienda (s).- Máximo Pacheco Matte, Ministro de Energía.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL DESTINADA A ABORDAR LA CATÁSTROFE POR EL INCENDIO EN VALPARAÍSO

HONORABLE SENADO:

La Comisión Especial constituida con motivo de la catástrofe ocurrida a raíz del incendio en Valparaíso, tiene el honor de informaros acerca de la materia.

- - -

Por acuerdo de los Comités del Senado, de 15 de abril 2014, recaído en una solicitud de los Honorables Senadores señores Girardi, Horvath, Larraín, Letelier y Navarro, se dispuso la creación de una Comisión Especial del Senado que se abocara al análisis de la catástrofe por incendio en Valparaíso, a fin de efectuar un seguimiento de la situación provocada por el siniestro y de las medidas a adoptar para evitar y prevenir que ocurran eventos similares, formular las propuestas que se estimen pertinentes y coordinar la labor de diversas instituciones de la sociedad civil.

Esta Comisión quedó conformada con los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Antonio Horvath Kiss, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel, Iván Moreira Barros y Andrés Zaldívar Larraín. Luego de constituirse el 16 de abril de 2014, eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Horvath.

Asistió a sesiones de la Comisión Especial, el Honorable Diputado señor Joaquín Godoy Ibáñez.

- - -

Concurrieron, también, los siguientes personeros:

- La Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora María Paulina Saball;
- El Intendente de Valparaíso, señor Ricardo Bravo;
- El Delegado Presidencial para la Reconstrucción en Valparaíso, señor Andrés Silva;
- El Alcalde de Valparaíso, señor Jorge Castro;
- El Superintendente del Cuerpo de Bomberos de Valparaíso, señor Miguel Sánchez;
- El Decano de la Escuela de Arquitectura y Diseño de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor David Luza;
- El Jefe de la Dirección de Manejo del Fuego de la CONAF, señor Raúl Molina;

- El Director Regional de Un Techo para Chile, señor Alejandro Muñoz;
- El Director de la Escuela de Arquitectura y Diseño de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Rodrigo Saavedra;
- El Director del Departamento de Arquitectura de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Roberto Barría;
- El Director de la Escuela de Arquitectura de la Universidad Andrés Bello, señor Juan Mastrantonio;
- El Director de la Escuela de Diseño de la Universidad Andrés Bello, señor Alan Fox;
- El Director del Instituto de Geografía de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Luis Álvarez;
- El Director de la Escuela de Arquitectura de la Universidad de Valparaíso, señor Marco Ávila;
- La Directora de la Escuela de Ingeniería Civil de la Universidad de Valparaíso, señora Wendy Wiegand;
- El Director del Departamento de Obras Civiles de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Rodrigo Delgadillo;
- El Director del Departamento de Meteorología de la Universidad de Valparaíso, señor Pablo Bilbao;
- La Directora Ejecutiva de Un Techo para Chile, señora María Isabel de Allende-Salazar;
- La Directora del Proyecto Casa Fénix de la Universidad Técnica Federico Santa María, señora Nina Hormazábal;
- El Director de Investigación de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Tomás Santibáñez;
- El Subdirector de la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas, señor Milo Millán;
- El Subdirector Social de Un Techo para Chile, señor Fernando Court;
- El Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, señor Mauricio Candia;
- El Jefe de Proyectos de la Escuela de Arquitectura y Diseño de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Andrés Garcés;
- El Secretario General del Colegio de Arquitectos de Valparaíso, señor Daniel Morales;
- El Comandante del Cuerpo de Bomberos de Valparaíso, señor Enzo Gagliardo;
- El geógrafo de la Corporación CÍVICOS, señor Elir Rojas;
- El Coordinador del Comité Técnico de Arquitectura de la Universidad de Valparaíso, señor Juan Ciorba;

- La Coordinadora del Área Territorio y Gestión del Departamento de Arquitectura de la Universidad Técnica Federico Santa María, señora Marcela Soto;
- El Secretario Académico de la Escuela de Arquitectura de la Universidad de Valparaíso, señor Juan Esteban Alvarado;
- El Académico de la Escuela de Arquitectura de la Universidad de Valparaíso, señor Gonzalo Herrera;
- El Arquitecto del Cuerpo de Bomberos de Valparaíso, señor Francisco Bustos;
- El Secretario Académico de la Escuela de Arquitectura y Diseño de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Mauricio Puentes;
- El arquitecto y profesor titular de la Universidad de Valparaíso, señor Pablo Ortúzar;
- La Procuradora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Camila Sanhueza;
- El arquitecto del Colegio de Arquitectos de Valparaíso, señor Marcelo Ruiz;
- El profesor titular de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Raúl Galindo;
- El Director de FOCO Consultores, señor Daniel Sepúlveda;
- El arquitecto académico de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Miguel Ángel Gálvez;
- El ingeniero de la CONAF, Región de Valparaíso, señor Leonardo Möder;
- El profesor investigador de la Universidad de Valparaíso, señor Lautaro Ojeda;
- El Director del Centro de Estudios para el Desarrollo Urbano Contemporáneo (DUC), señor Michael Bier;
- El Capellán de Un Techo para Chile, señor Juan Cristóbal Beytía;
- El Gerente de Manejo del Fuego de la CONAF, señor Sergio Mendoza;
- La Jefa de Planificación de la I. Municipalidad de Valparaíso, señora Alexandra Garín;
- La ingeniera ambiental de la Corporación CÍVICOS, señora Ana Ximena Carrasco;
- El personero de la I. Municipalidad de Valparaíso, señor Marcos Matanza;
- Las profesionales del área arquitectura de la Universidad Técnica Federico Santa María, señoras Andrea Pino y Alejandra Brusco;
- El geofísico señor Luis Donoso;
- El académico de la Escuela de Arquitectura y Diseño de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Herbert Spencer;
- El encargado de extensión de la Escuela de Arquitectura de la Universidad de Valparaíso, señor Osvaldo Bizama;
- El académico de la Facultad de Arquitectura y Urbanismo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Juan Carlos Jeldes;
- El académico de la Universidad de Valparaíso, señor Jaime Bassa;
- Los personeros del Centro Cívico Capilla Santa Ana–Cordillera, señoras Cristelia Corvalán y Mónica Telias y el señor Marcelo González;
- El representante de la Secretaría de Planificación de la I. Municipalidad de Valparaíso, señor Luis Parot;
- Las analistas de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Verónica de la Paz y Gabriela Dazzarola;
- El asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Orión Aramayo;
- El periodista de la Intendencia de Valparaíso, señor Pablo Ramos;
- El asesor del Colegio de Arquitectos, señor Luis Ascencio;
- El asesor legislativo de la Fundación Piensa, señor Juan Pablo Rodríguez;
- Los asesores parlamentarios señores Manuel Baquedano, Bernardo Caro, Diego Pérez, Arturo Rodríguez y Marcelo Sanhueza;

- La representante del Núcleo Innovación de la Universidad de Playa Ancha, señora Francisca Keller;

- El miembro del Colegio de Arquitectos de Valparaíso, señor Joan Saavedra;

- El asesor de la CONAF, señor Jorge Martínez;

- El Director del Centro de Patrimonio de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Jorge Ferrada;

- El académico de la Escuela de Arquitectura de la Universidad de Valparaíso, señor Gonzalo Fernández;

- El Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, señor Ricardo Silva, acompañado del Presidente del Directorio, señor Jorge Inostroza;

- El Presidente del Directorio de la Empresa Puerto Valparaíso, señor Raúl Urzúa, acompañado del Gerente de Logística, señor Gonzalo Davagnino;

- El Director de Trenes Metropolitanos, señor Luis Guillermo Vásquez;

- El Presidente de la Comisión Macro del Consejo de Rectores de Valparaíso, señor Marco Muñoz;

- El Gerente General de SERCOTEC, señor Bernardo Troncoso, acompañado del Jefe de Gabinete, señor Cristian Bórquez, del Director Regional, señor Víctor Hugo Fernández, y de la periodista señora Evelyn Cánepa;

- El académico de la Universidad de Valparaíso, señor Andrés Oyarzún;

- El académico de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Mauricio Fuentes;

- El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Giovanni Semería;

- El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Saavedra;

- La asesora de la SUBDERE, señor Silvia Moreno, y

- El asesor de la Dirección de la CONAF, señor Rodrigo Herrera.

- El Presidente de la ONG Poder de la Gente, señor Jorge Passadore, acompañado de los señores Igor Contreras, José Luis Miranda, Víctor Peña e Ignacio Quiñones.

- El Director Técnico de CRUPE International, señor Cristián Masana, acompañado por los señores Cristian Araos y Kristyan Avar.

- El arquitecto de la ONG Plan Cerro, señor Gonzalo Undurraga.

- El Director de la Escuela de Arquitectura y Diseño de la PUCV, señor Iván Ivelic.

- El Rector de la Universidad de Playa Ancha, señor Patricio Sanhueza.

- La encargada de Asentamientos Humanos de la Facultad de Arquitectura de la Universidad de Valparaíso, señora Paz Carreño.

- El coordinador del Área de Diseño del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Manuel Figueroa.

- El Director de la Fundación Hong Kong, señor Dean Ward.

- - -

1) PRESENTACIONES Y EXPOSICIONES ANTE LA COMISIÓN

El incendio ocurrido en Valparaíso el 12 de abril de 2014, a raíz de un inicio de fuego en la parte suroeste del camino de La Pólvora, posiblemente causado por negligencia o generado en un basurero ilegal, adquirió grandes dimensiones por la sequía prolongada, las altas temperaturas reinantes y el viento cálido del suroeste. 

El incendio comprometió todo el bosque exótico, altamente pirogénico, de los alrededores de las poblaciones de los cerros Mariposas, Monjas, La Cruz, El Litre, Las Cañas, Merced, La Virgen, Santa Elena, Ramaditas y Rocuant en Valparaíso. La catástrofe quemó una superficie de 48 hectáreas, privó de la vida a quince personas y destruyó 2.910 casas y 92 centros comunitarios y comerciales. Esta catástrofe inspiró inmediatamente una gran solidaridad a nivel nacional para concurrir en ayuda de los damnificados, y exigió la labor de múltiples servicios públicos y privados, así como de Bomberos, Carabineros, Armada y Ejército. Además, hubo de recurrirse a la utilización de aviones hidrantes en cantidad tal que, incluso, debieron ser suministrados por la República Argentina.

En esta materia el Congreso Nacional, ubicado en Valparaíso, también efectuó actos de carácter solidario y, entre ellos, el día 15 de abril de 2014 propuso la creación de una Comisión Especial para la Reconstrucción y Revitalización de Valparaíso.


A días de su elección como Presidente de la Comisión, el Honorable Senador señor Horvath hizo una presentación de carácter general a los invitados por esta instancia parlamentaria, en la que aludió a la necesidad de revisar la legislación vinculada a este desastre y a los vacíos y mejoramientos legales e institucionales requeridos. Además, sostuvo que el principal propósito de la Comisión consistía en entregar un aporte desde el ámbito legislativo a los damnificados y a la ciudad, y sugerir los instrumentos legales que permitieran prevenir futuros desastres ocasionados no sólo por este tipo de incendios, sino también por otras causas de riesgo existentes en el país.


El señor Senador indicó, igualmente, que había tomado contacto con las distintas instituciones de educación superior porteñas y con las facultades de arquitectura de las universidades de Valparaíso y Viña del Mar, a fin de invitarlos a participar de estas sesiones y a que aportaran sus ideas, proyectos, análisis y trabajo profesional al objetivo de la Comisión.


El Honorable Senador señor Lagos señaló haber presentado dos mociones:

La primera, iniciada en conjunto con el Honorable Senador señor Zaldívar y, posteriormente, declarada inadmisible por referirse a materias de iniciativa exclusiva, proponía la creación de una corporación de derecho público, de carácter autónomo, cuyo objeto sería atender al mejoramiento urbano de la ciudad de Valparaíso. La idea del proyecto consistía en que esta corporación cumpliera sus funciones en el marco de los planes y programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Sería una entidad similar a la antigua CORMU, existente en la década del sesenta. La Sala del Senado remitió esta iniciativa a S.E. la Presidenta de la República, por oficio N° 431/SEC/14, de 7 de mayo de 2014, a fin de que considerara la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recogiera los propósitos de la misma.

La segunda, de su autoría y signada Boletín N° 9.375-01, persigue normar el control y el manejo del árbol eucaliptus en la comuna de Valparaíso. Este proyecto cumple su primer trámite constitucional en la Comisión de Agricultura del Senado.

Por su parte, el Honorable Senador señor Chahuán comentó haber formulado, también, dos mociones:

La primera, suscrita además por los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Prokurica, declarada más tarde inadmisible por contener materias de iniciativa presidencial exclusiva, propone el establecimiento del programa de recuperación de la ciudad de Valparaíso, dependiente del MINVU. Al igual que en uno de los casos anteriormente mencionados, la Sala del Senado remitió esta iniciativa legal a S.E. la Presidenta de la República, por oficio N° 432/SEC/14, de 7 de mayo de 2014, para que estudiara el posible envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que recogiera los propósitos de la misma.
La segunda, iniciada en conjunto con los Senadores señora Pérez San Martín y señores Guillier, Horvath y Lagos, signada Boletín N° 10.030-01, pretende regular el manejo de bosques de especies muy combustibles colindantes con zonas urbanas. Este proyecto de ley cumple su primer trámite constitucional en la Comisión de Agricultura de la Cámara Alta.


Los oficios dirigidos a S.E. la Presidenta de la República, con los que se le adjuntan las iniciativas declaradas inadmisibles, se contienen en anexos de este informe.

Al comenzar el análisis de este asunto intervino ante la Comisión, en primer término, la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball Astaburuaga.

Con motivo de su exposición la señora Ministra señaló que, tan pronto se desencadenó el siniestro que afectó a la ciudad de Valparaíso, los equipos participantes en la emergencia fueron coordinados por el Ministerio del Interior a través de la Oficina Nacional de Emergencias, con ayuda de diversos servicios públicos. Las medidas inmediatas que se adoptaron estuvieron destinadas a acciones tanto de prevención del fuego, como de socorro y retiro de escombros.

Expresó, enseguida, que el Ejecutivo está preocupado de “generar la transición”, que consiste en asegurar el bienestar de las familias y, además, recuperar y generar albergues que no sean sólo de emergencia, sino que tengan condiciones de sustentabilidad higiénica que permita que las familias desarrollen una vida en condiciones dignas. El Ministerio, continuó, ha asumido las siguientes funciones:

Uno) Catastro del número de familias damnificadas y de casas siniestradas, hecho en conjunto con el Ministerio de Desarrollo Social.  Sobre este punto, valoró la existencia de la información existente, digitalizada y actualizada, a diferencia de lo que ocurrió con el reciente terremoto del norte del país. Todo ello permitió detectar tres mil cuarenta edificaciones en el polígono afectado. Sobre esas edificaciones se ha levantado un listado de lotes y personas que viven en ellas, lo que da como resultado un 79% de las viviendas inhabitables, y sólo un 4% que puede recuperarse.

La personera de Gobierno destacó que el 38% de las unidades edificadas tienen propietarios y el 1,5% de las familias habita por lotes, antecedentes que, si bien son datos preliminares, hay que tenerlos en cuenta para la reconstrucción.
Dos) Colaborar con las familias en la transición a sus nuevos lugares de habitación, lo que implica adoptar las medidas necesarias que aseguren criterios de limpieza de malezas en las quebradas, teniendo siempre en vista el arraigo que muchas de las familias afectadas sienten por sus lugares, lo que implica un sentido de identidad por la ciudad que hay que respetar. La consigna debe ser “seguridad, equidad e identidad”.

De esta forma, la reconstrucción debe hacerse sobre la base de los conceptos de seguridad y habitabilidad de la zona afectada, lo que implica accesibilidad y equipamiento para la prevención de emergencias. Para ello han de establecerse líneas de inversión pública que consideren cortafuegos urbanos que separen dichas zonas de los sectores arbóreos. 

Tres) Reconstrucción. La señora Ministra comprometió el estudio de subsidios para que las familias sean reinstaladas en sus propios sitios, conforme a criterios de seguridad, equidad e identidad que permitan mitigar los riesgos, con atención preferente sobre las vías de acceso y de evacuación. 

Destacó, sobre este punto, que en Valparaíso se da el fenómeno del “condominio familiar”, lo que implica que en un mismo terreno viven muchos parientes, lo que, a su vez, da lugar a construcciones paralelas que, muchas veces, hace que las condiciones de seguridad sean vulneradas. Dicha circunstancia, dijo, debe ser tenida en consideración para la instalación de las nuevas casas que se construyan luego de la emergencia. 

La Secretaria de Estado concluyó su intervención señalando que la reconstrucción es un tema que involucra más alternativas que el subsidio, el que debe ser complementado por una institucionalidad que vele por la seguridad de conceptos tales como la identidad y el arraigo que las personas tienen sobre sus bienes, así como la regularización del derecho de propiedad y el respeto por su dignidad. 
El Intendente de la V Región de Valparaíso, señor Ricardo Bravo, expresó que luego de una evaluación de los efectos provocados por el incendio se advirtió la importancia de intervenir las quebradas que presentan mayor riesgo, particularmente considerando que para los meses de mayo y junio se pronostican lluvias que pueden ocasionar derrumbes que, aún más, pueden potenciar el desastre de la zona afectada. 

En otro orden, anunció que los materiales de ayuda que se han recolectado en los centros de acopio han sido acumulados principalmente en Valparaíso, en el Terminal Portuario. Se trata, dijo, de utensilios menores, los que han sido entregados a la Ilustre Municipalidad de Valparaíso, que, a su vez, los ha trasferido a los damnificados en las zonas siniestradas.

Finalmente, hizo presente que el Ejecutivo ha recopilado la ayuda entregada, tanto de privados como del Estado, en el Parque Alejo Barrios de Playa Ancha, desde donde ha salido una gran cantidad de materiales de construcción para levantar nuevas viviendas en los cerros afectados por el incendio.

El Alcalde de Valparaíso, señor Jorge Castro, manifestó que un tema clave en la ciudad de Valparaíso es la construcción y mantención de viviendas en las quebradas, lo que implica que el acento en materia de prevención debe enfocarse en esas zonas. Por tal motivo valoró la exposición de la señora Ministra, en cuanto a la idea de respetar la identidad de los damnificados y el deseo de vivir en los cerros de Valparaíso. 

El personero municipal recordó que la ciudad ha sido construida en dicha condición, lo que permite distinguir que hay áreas bien cuidadas y otras que no lo han sido, lo que implica desmalezamiento y otras labores como el acopio de basura, que también es factor de incendios en las áreas cercanas a bosques. 

Luego, destacó que la ayuda que se ha recibido desde todo el país ha sido difícil de canalizar por el municipio, por lo que hizo un llamado para que sean las escuelas de arquitectura, de ingeniería y de derecho de las universidades porteñas, las que formulen propuestas de proyectos urbanos que puedan ejecutarse de manera segura, así como también para modificar los cuerpos legales que sean necesarios para prevenir y combatir catástrofes, como la que sucedió en Valparaíso y en otras ciudades de Chile. 

El señor Alcalde mencionó que uno de los asuntos que deben considerarse es que la Municipalidad de Valparaíso es la única que no cuenta con una Unidad de Plan de Obras, lo que permitiría prevenir de mejor forma siniestros como el vivido. 

Finalizó su exposición indicando que:

Uno) El sistema de subsidios debe diferenciar por zonas que atiendan especialmente a la geografía de Valparaíso, razón por la cual hay que considerar la instalación de muros de contención (cortafuegos) para los incendios. 

Dos) Si bien las corporaciones de la ciudad de Valparaíso han contribuido en su desarrollo, hay que fomentar un plan maestro desde el sector público que sea similar a lo que se ha hecho con el plan de mejoramiento de barrios. 

Tres) El incendio de Valparaíso, no obstante ser una catástrofe, debe ser tomado como una oportunidad para que la ciudad y el Estado adopten las medidas para que la seguridad, prevención y atención estén presentes tanto en el presupuesto de la Nación, como en el de la región y el municipio, de manera de contar con los recursos necesarios en una de las ciudades más atacadas por incendios y otras catástrofes. 

A su turno, el Delegado Presidencial designado para atender la catástrofe del incendio en Valparaíso, señor Andrés Silva, señaló que se han realizado todas las coordinaciones para que la calificación de los damnificados se haga sobre la base de un catastro que el Servicio de Vivienda y Urbanismo elaboró en terreno días después del incendio, cuyos datos se cruzarán con las declaraciones del EFU (Encuesta Familiar Única de Emergencias), con el objeto de crear un centro de atención integral en la Intendencia Regional.

En segundo término, advirtió acerca de la rigidez de los contratos de arrendamiento. Al respecto, expresó que el Departamento de Asistencia Social de la Intendencia Regional tiene la flexibilidad para analizar situaciones complejas, razón por la que se han establecido coordinaciones con la Municipalidad de Valparaíso para estos efectos. 

En lo que concierne a la coordinación del municipio con el Gobierno Regional, el señor Delegado Presidencial expresó que ha habido sintonía en el trabajo y que, incluso, se constituirán oficinas y equipos en cada uno de los sectores afectados con el objeto de atender la situación transitoria de las familias y el acceso a los subsidios ofrecidos por el Estado. 

Sobre el número de viviendas de emergencia entregadas, informó que hay una cantidad que a la fecha se acerca a las mil seiscientas. Declaró que el municipio de la ciudad de Valparaíso señaló no necesitar más. 

El señor Delegado se refirió también a los posibles aluviones que puedan ocurrir luego del incendio, dado el pronóstico de lluvias. Al respecto, hizo presente que se informó que el Ministerio de Vivienda y Urbanismo ofició a la Dirección de Obras Municipales de la Municipalidad de Valparaíso para que se adopten las medidas que impidan instalar viviendas de emergencia en lugares donde puede existir riesgo para la población. Junto con lo anterior el Gobierno está desarrollando un trabajo adicional de limpieza de las quebradas apoyado por el Ministerio de Obras Públicas, la municipalidad y el Ministerio del Interior, los cuales, a través del Cuerpo Militar del Trabajo, están ejecutando un proyecto que bordea los 1.000 millones de pesos en los tranques y quebradas de las zonas afectadas.

En cuanto a las viviendas de emergencia, informó que el Ejecutivo ha dispuesto que cada una de ellas cuente con equipamientos de aislación, dispositivos eléctricos, pintura y solución sanitaria, dado que se ha detectado que hay viviendas que tienen defectos en su instalación como consecuencia de haber sido levantadas por voluntarios o autoconstruidas por sus propietarios sin los conocimientos suficientes. Por esa razón, está en curso la celebración de un nuevo convenio con el Cuerpo Militar del Trabajo. 

A propósito de la atención médica, el señor Delegado Presidencial manifestó que existe un método de coordinación con el Ministerio de Salud y la Corporación Municipal. 

Sobre el catastro de dirigentes sociales, expresó que la Secretaria Regional Ministerial de Gobierno está trabajando en el tema, por lo que se constituyó una instancia que convocó a todos los dirigentes de las organizaciones sociales de las zonas afectadas.

Informó, además, del interés del Ejecutivo en los siguientes propósitos:

Uno) Mayor eficiencia en la distribución de ayuda.

Dos) Habilitación de nuevos terrenos para la instalación de viviendas.

Tres) Entrega de bonos.

Cuatro) Zonas de Exclusión.

Cinco) Red de estanques de bomberos.

Seis) Reemplazo de especies arbóreas para que operen como cortafuegos.

- - -

En sesión posterior la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, luego de valorar positivamente las gestiones realizadas entre los meses de abril y septiembre tanto por esta instancia parlamentaria, cuanto por los diversos organismos de la sociedad civil y del mundo académico, que constituyó un Comité de Asistencia Técnica a la Comisión Especial del Senado y de apoyo a las instituciones públicas, y que han entregado propuestas sobre cómo reconstruir Valparaíso, señaló que catástrofes como la ocurrida en esta ciudad no sólo dan cuenta de la solidaridad, sino que también de la precariedad en asuntos de prevención para evitar problemas como el vivido. Pero ello también puede comentarse en relación con el terremoto del norte y los temporales que azotaron en los últimos días la zona centro sur. Situaciones como las enunciadas persuaden de la urgencia de ocuparse no sólo de los daños, sino especialmente de las causas que los provocaron o los agravaron, todo lo cual amerita un estudio de la situación geográfica en la que se generan los desastres.

Expuso enseguida que el plan de infraestructura presentado por la señora Presidenta de la República para la recuperación de Valparaíso tiene como propósito introducir mejoras no sólo institucionales, sino que también en la calidad de vida de los habitantes de la ciudad. Todo el trabajo, según dijo, fue desarrollado por un Comité de Ministros con datos extraídos del territorio y del primer informe emitido por esta Comisión, que contiene dos iniciativas de ley.

Sobre los datos arrojados por el estudio del Comité de Ministros, la señora Ministra expresó que hay ciento cuarenta y ocho hectáreas urbanas de la ciudad de Valparaíso afectadas por el incendio, lo que implica el daño de dos mil novecientas diez viviendas y treinta y dos equipamientos. Esto da cuenta del grado de la densidad poblacional que resultó afectada. Los techos catastrados son tres mil cuatrocientos setenta y ocho, lo que implica que todo estuvo afectado (de los datos entregados) de manera irreparable. Destacó que sólo el 43% de las viviendas que fueron afectadas estaban en “zonas seguras”, entendidas como lo que los instrumentos de planificación territorial indican como tales. Por otro lado, indicó que dado que sólo el 39% de las propiedades tenía un dueño, existen muchas propiedades irregulares en zonas “no seguras”. Todos estos datos fueron asumidos en el Plan de Reconstrucción.

De acuerdo con lo expresado, y en relación con otras cifras que se conocen, se trata de desarrollar un plan urbano que considere la complejidad topográfica de la ciudad, asumiendo asuntos tales como la infraestructura urbana tardía, los asentamientos y la brecha social entre la edificación existente, así como la ausencia de ejes estructurales y conectividad insuficiente. Todo lo anterior, continuó, tiene relación directa con los difíciles accesos para combatir el incendio y con la evacuación de los damnificados. Así como también la inexistencia de áreas de amortiguación llevan a que la autoconstrucción no cumpla con materias básicas de seguridad.

Según dijo, el Gobierno, si bien lamenta los daños y pérdidas ocasionadas por el incendio, observa la situación como una oportunidad para que el Plan presentado por la Presidenta de la República entregue la posibilidad de otorgar a la ciudad una nueva conformación en función de su historia e identidad, con nuevos estándares en prevención y seguridad. Lo expuesto involucra una programación de gasto e inversión que influirá en la calidad de vida de los habitantes de la ciudad de Valparaíso y, también, de equidad en la construcción social.

De esta forma, los ejes del plan del Ejecutivo para la reconstrucción de Valparaíso se basan en dos conceptos: seguridad y equidad. De acuerdo con ello, son tres las escalas que se consideran: conectividad, accesibilidad y protección. Una muestra de ello es la reprogramación de la Avenida Alemania y la construcción del Camino del Agua, que, a su juicio, tiene un significado especial pues atraviesa ejes transversales como son El Vergel, Cuesta Colorada, El Manzano y Aquiles Ramírez, y permite la conexión de las redes de amortiguación.

Finalizó su exposición afirmando que el Ejecutivo está disponible para estudiar todas aquellas iniciativas que, más allá del Plan de Reconstrucción, sean presentadas sobre el tema, lo que debe considerar, según dijo, los conceptos de seguridad y equidad, no sólo para la ciudad de Valparaíso, sino que para todas las zonas vulnerables del país.

El Honorable Senador señor Horvath agradeció la exposición de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo en la Comisión. Del mismo modo, puso énfasis en la responsabilidad social que han asumido diversos actores de la ciudad, como es el caso de las facultades de arquitectura, diseño, ingeniería y construcción de la zona y organizaciones académicas, profesionales y varias organizaciones y servicios públicos y privados.
Previno, sin embargo, que hay dos asuntos que no han sido abordados para la revitalización de Valparaíso, y que podrían contribuir a evitar una nueva instalación irregular en áreas de riesgo:

1) La valoración del borde costero.

2) La condición patrimonial de Valparaíso.

Enseguida, el señor Senador hizo presente los vacíos y mejoras legales en doce áreas que habría que acometer. Esta circunstancia fue puesta en conocimiento del Gobierno mediante una enumeración de las áreas que se encuentran desprovistas de protección y que tienen, según dijo, un potencial de desarrollo que puede ayudar al desarrollo de la ciudad, lo que también puede ser aplicado al Puerto de Valparaíso, adaptando las concesiones portuarias.

Sobre este último punto, el señor Senador recordó que pueden instalarse en el puerto ferias de arte, cultura, tecnología e innovación permanentes en la zona del “tornamesa de ferrocarriles”, que está considerado monumento histórico (tal cual lo han sugerido diversas facultades de arquitectura). En el mismo sentido, recordó que la Universidad de Valparaíso adquirió el edificio Hucke y trabaja en su recuperación, así como la Universidad de Playa Ancha hace lo propio en lo que respecta a la futura Escuela de Postgrado para las Universidades Latinoamericanas que se instalará en las dependencias del que fuera el Colegio de los Sagrados Corazones (Padres Franceses) de Valparaíso.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo declaró al respecto que los asuntos relativos a la condición de “Ciudad Puerto” y su carácter patrimonial tiene una magnitud que escapa de las áreas propias de la cartera. Respecto de esto último, explicó que existen tres temas que hay que considerar: viviendas de emergencia, estructura institucional y reconstrucción.

Enseguida, la personera de Gobierno destacó aquellas propuestas legales que no sólo inciden en las acciones referidas al desarrollo urbano, sino que también en asuntos que dicen relación con sobrellevar las consecuencias de la emergencia y, principalmente, en la prevención de catástrofes.

El Honorable Senador señor Lagos, luego de agradecer a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo su presentación del Plan de Recuperación de Valparaíso, consultó por la diferencia conceptual entre lo que significa el rescate y la recuperación de las viviendas que fueron afectadas, considerando los plazos que se manejan (proyectados al año 2021) y los énfasis en los cuales se enfocarán los recursos. En ese marco, el señor Senador estimó imprescindible fijar un calendario concreto de ejecución del plan.

En opinión de Su Señoría, los Gobiernos deben tener una visión de Estado en este tipo de asuntos, que incluya a toda la Administración Pública y a las municipalidades en lo que respecta a la entrega de permisos. Para cumplir este objetivo, dijo, las emergencias deben ser consideradas en la Ley de Presupuestos del Sector Público mediante asignaciones precisas de recursos, para conocer de antemano el modo en que se sufragarán los costos de los desastres.

El Honorable Senador señor Zaldívar, quien también agradeció la presentación de la señora Ministra y su detallado análisis de la situación en Valparaíso, manifestó que el incendio ocurrido en la ciudad debe considerar, necesariamente, la posibilidad de contar con una institucionalidad facultada para ejecutar todas las tareas que están asociadas a este tipo de hechos. De ser así, debieran ser entes descentralizados.

El Honorable Senador señor García-Huidobro hizo presente que, atendidas las implicancias de esta clase de siniestros para las comunidades locales y el sistema institucional, es indispensable que las autoridades, organismos y servicios edilicios den a conocer a la ciudadanía su planificación y programas preventivos respecto de la temporada estival y los incendios.

El Presidente del Consejo de Rectores de las Universidades de Valparaíso, señor Patricio Sanhueza, expresó el compromiso de los cuatro centros de estudios tradicionales de la zona, a saber, universidades de Valparaíso, Técnica Federico Santa María, de Playa Ancha y Católica de Valparaíso, con el proceso de reconstrucción y su consistente propósito de aportar en el sustento de Valparaíso y en la definición de roles para que la ciudad se transforme en un centro académico a nivel continental.
- - -

Al proseguir el análisis de la situación generada con ocasión del incendio en Valparaíso, el Honorable Senador señor Horvath agradeció la presencia de los representantes de la Intendencia Regional, del Delegado Presidencial, de la Municipalidad, de las distintas universidades y de los organismos que han participado en la formulación de medidas de prevención y asistencia en casos de emergencia. 

El señor Senador recordó que en la última sesión celebrada por esta instancia, a la que asistió la Ministra de Vivienda y Urbanismo, quedó pendiente la presentación del trabajo que han desarrollado en forma sistemática las distintas universidades de la V Región, particularmente las facultades de arquitectura y diseño y otras ramas relacionadas con la reconstrucción, como es el caso de las escuelas de ingeniería y geografía. 

Sobre el particular, indicó que el objeto de dicha presentación era conocer los planteamientos del trabajo de este grupo de profesores en un enfoque que va más allá de la reconstrucción del área dañada por el incendio, de manera de apuntar a la revitalización de la ciudad de Valparaíso y su entorno.

Durante el debate de las medidas que se han formulado para recuperar Valparaíso, dijo el señor Senador, se le planteó al Gobierno que entregara algunos elementos que se consideran importantes para lograr dicho objetivo y ejecutar acciones para reactivar la ciudad, como es el Plan de Renovación del Borde Costero y la restauración de algunas construcciones y áreas de carácter patrimonial para impulsar la zona desde diversos ámbitos. En este sentido, en opinión de Su Señoría, la Empresa de Ferrocarriles del Estado puede colaborar en terrenos y obras que son de su propiedad y que, precisamente, están en el borde costero y pueden ser utilizados para ferias, emprendimientos, trabajos de investigación y creatividad. Como ejemplo, señaló que un área relevante para desarrollar este tipo de actividades es el que se denomina como “Tornamesa”, que es patrimonio histórico y puede compatibilizarse con la reactivación de uso del ferrocarril y del tren metropolitano MERVAL.

El Comandante del Cuerpo de Bomberos de Valparaíso, señor Enzo Gagliardo Leiva, inició su exposición advirtiendo que los trágicos hechos del mes de abril del año 2014, habían sido advertidos de su eventual ocurrencia por esta institución durante los últimos diez años. En tal sentido, agradeció la posibilidad de exponer por primera vez ante una Comisión Parlamentaria sobre la importancia que involucra el desarrollo de la prevención de riesgos y de la planificación de una nueva estructura urbana que defina soluciones para los eventuales conflictos que se puedan producir. 

Al respecto, el personero sugirió una serie de medidas que pueden ser aplicadas en el corto plazo y que darán tiempo para que se desarrollen estudios de políticas públicas urbanas, considerando que las inversiones que deben realizarse son de alto costo, pues incluyen redes de urbanización de agua potable, alcantarillado, redes eléctricas y la pavimentación de nuevos tramos viales. Ello hay que considerarlo de manera previa a la temporada de incendios forestales, para prevenir riesgos en las zonas de mayor potencialidad, como Laguna Verde y sus alrededores. 

En lo que se refiere al plan de reconstrucción, el especialista previno sobre riesgos de asfixia y de incendios, en razón de que no se han considerado muros cortafuego en las construcciones provisorias, las que son de madera (material combustible). Esta circunstancia puede provocar nuevos incendios de rápida propagación. Sumado a lo anterior, explicó que influyen de manera relevante los sistemas de calefacción que son utilizados en los hogares, como braseros, estufas impulsadas por parafina, salamandras, gas y electricidad, los cuales en caso de un siniestro, sumados al monóxido de carbono, generan un volumen inferior en la generación de oxígeno lo que aumenta el riesgo de intoxicación por asfixia. 

Enseguida, destacó que un tema que debe ser considerado también es el de las vías de acceso a la ciudad y al interior de ella. Actualmente el plan de Valparaíso presenta una serie de dificultades para que los vehículos de emergencia transiten de manera operativa ante un siniestro, pues, según dijo, se han construido una serie de paseos peatonales, cierres de calles y levantamientos de veredas que no los han considerado. En este mismo sentido, hizo presente que se requiere pavimentar los caminos que empalman con el sector de La Pólvora y requerir de los propietarios de los fundos aledaños que tengan nuevos sistemas de reforestación con árboles autóctonos chilenos, así como cortafuegos que se ubiquen en un perímetro de, a lo menos, 100 metros a lo ancho. Del mismo modo, sugirió una mantención segura y efectiva de los caminos internos, instalación de estanques al interior de los fundos y levantar los accesos a las lagunas para que los carros de emergencia puedan trabajar sin problemas. 

Como una medida a corto plazo para la prevención de futuros incendios, el Comandante hizo presente que sería útil reurbanizar la parte alta de la ciudad, puesto que las redes de alcantarillado y de agua potable sólo alcanzan hasta la cota 300. Recordó que en algunos cerros se han ejecutado obras menores de alcantarillado y agua potable y se han instalado redes secundarias por impulsión pero de caudal bajo, lo que dificulta, según explicó, realizar acciones de extinción de incendios sin el apoyo de camiones aljibes que permitan aumentar y alimentar los requerimientos de agua. 

El especialista arguyó que el parque de carros para extinguir incendios se ha ido modificando para tener mejor acceso en razón de las particulares condiciones de la ciudad en los sectores donde existen escaleras, lugares a los que es imposible ingresar de manera expedita. Sobre el particular, indicó que el límite urbano se ha extendido en casi 15% durante los últimos diez años, invadiendo zonas de quebradas y de bosque nativo, como en los sectores de El Vergel, cerro Las Cañas, La Isla y Rocuant. El límite urbano, que en este caso es el camino La Pólvora, carece de red de agua, lo que es relevante por cuanto constituye un eje donde la ciudad cohabita con los sectores arbóreos (lo que Bomberos denomina zona de “interfase”). Esto incrementa también el riesgo para la población que allí habita.

Como una medida para paliar los obstáculos a los que hizo alusión, el Comandante recordó que existe un proyecto de Red de Abastecimiento de Agua para Emergencias de Bomberos (RAAEB) que considera la instalación de dos estanques, según el “modelo australiano”, con capacidad para almacenar 200.000 litros cada uno en nueve diferentes puntos de la comuna, incluido uno en la ciudad de Viña del Mar. Esta red de emergencia permitirá atender las siguientes zonas: 

Uno) El Canil, Laguna Verde y El Faro. 

Dos) Variante Laguna Verde, Playa Ancha, camino La Pólvora y acceso a El Vergel. 

Tres) Acceso al Fundo El Pajonal.

Cuatro) La Isla y acceso a Curauma. 

Cinco) Casa Patronal de ESVAL, Ruta N° 68, Lago Peñuelas y Parque Industrial. 

Seis) Variante Santos Ossa y acceso al Fundo Andorra, Rodelillo y San Roque. 

Siete) Variante Las Palmas, Forestal y Chorrillos. 

Sobre el abastecimiento de la RAAEB, el personero precisó que se ha contemplado el aprovechamiento de aguas lluvias, que actualmente son canalizadas en acequias a un costado de las calzadas, lo que debiera ser solucionado con la instalación de los estanques en las zonas indicadas. La razón de este plan de generación de recursos hídricos es una búsqueda planificada para la solución de un problema constante, que es la falta de agua. Es de fácil acceso para el abastecimiento y se trata de estanques que podrán ser rellenados por medio de camiones aljibes, lo que implica contar con mejores accesos viales para acceder al agua. 

Respecto del “modelo australiano” al que se refirió, indicó que la utilización de estanques por medio de los cuales funciona ha demostrado ser una herramienta eficiente para almacenar agua con bajo costo en su construcción, mantención y rápida implementación, lo cual ofrece seguridad estructural y durabilidad con una vida útil estimada de entre doce y dieciocho años.

La ejecución de estas obras tardaría aproximadamente cuarenta y cinco días, lo que permitiría la utilización del sistema para la temporada de incendios forestales que va entre los meses de octubre y abril. A su vez, este instrumento puede ser incluido como una herramienta de apoyo para otras comunas de la zona. El costo de este proyecto se aproxima a los 270 millones de pesos, con una mantención anual cercana a los 10 millones de pesos para el Cuerpo de Bomberos de Valparaíso. El personero acotó que dado que el costo de reconstrucción del incendio de Rodelillo (que afectó a 200 casas en el año 2013) fue de 3.500 millones de pesos, es factible proyectar los montos a asignar para la misma tarea en razón del incendio que afectó a Valparaíso.

Además, hizo presente que desde el año 2013 el Cuerpo de Bomberos de Valparaíso se ha abocado a la tarea de estructurar un plan de modernización de la central telefónica incorporando tecnología SIG, lo que permitirá captar un seguimiento y estudiar estrategias de trabajo en tiempo real de cada siniestro. Así se podrá atender de manera paralela diferentes situaciones de emergencia y construir modelos predictivos del comportamiento del fuego y la identificación de las particularidades del contenido. El costo de este plan bordea los 300 millones de pesos, los cuales han sido financiados directamente por el Cuerpo de Bomberos. Esta central estará en funcionamiento durante el primer semestre del año 2015. Destacó que una de las garantías que ofrece este plan es realizar modelos predictivos de comportamiento de fuegos en el sector interfase. Lo anterior se une a la reubicación de los cuarteles, lo que permitirá incrementar la acción frente a emergencias en sectores como La Pólvora, San Roque y Avenida Alemania.

El Comandante del Cuerpo de Bomberos de Valparaíso finalizó su exposición planteando las siguientes medidas: 

Uno) Adquirir un equipo ILRIS, que considera un escáner para realizar levantamientos topográficos arquitectónicos y estructurales, lo que posibilita obtener planimetrías en tres dimensiones para analizar lugares, estructuras y recorridos de caminos no catastrados.

Dos) Implementar modelos virtuales del comportamiento del fuego, ya sea en la ciudad como en sus sectores periféricos.

El Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal (CONAF), señor Aarón Caviedes, acompañó por medio del Oficio Nº 132/2014 (que se contiene en anexo de este informe), información relativa a que la zona de Valparaíso está rodeada de plantaciones de especies de rápido crecimiento que pertenecen a particulares, empresas agrícolas y forestales. La especie más utilizada, según indicó, es el eucalyptus globulus (eucalipto) y en una menor densidad el pinus radiata (pino insigne) y el cupressus macrocarpa (ciprés). La elección del eucalipto se sostiene en su rápido desarrollo y rebrote, con lo cual sus propietarios disminuyen costos en replantación. La masa está identificada por la CONAF tal como se contiene en el oficio mencionado dentro del catastro vegetacional, lo que permite determinar la superficie plantada y las especies de las que se trata y la cartografía de datos con la información detallada. 

Del mismo modo la CONAF, por medio del Programa de Manejo del Fuego, ha realizado una serie de estudios técnicos que apuntan a diagnosticar el riesgo y peligro de incendios forestales asociado a las áreas de interfaz urbano rural de la provincia de Valparaíso, los que se actualizan anualmente y se entrega a las autoridades municipales, provinciales y regionales por medio de los siguientes documentos electrónicos:

Uno) Determinación de prioridades contra incendios forestales en la Región de Valparaíso. 

Dos) Evaluación de riesgos forestales. 

Tres) Carta del Director Regional de la CONAF al Intendente de la Región de Valparaíso.

Cuatro) Carta del Director Regional de la CONAF al Gobernador Provincial de Valparaíso. 

Cinco) Carta del Director Regional de la CONAF al Alcalde de la ciudad de Valparaíso. 

En los documentos mencionados, se consigna la longitud de cortafuegos sugeridos por comuna: dicha longitud es en Valparaíso de 68.275 metros; en Viña del Mar, de 85.070 metros; en Quilpué, de 22.000 metros; en Villa Alemana, de 24.300 metros, y en San Antonio de 20.910 metros. Lo anterior arroja un total de 270.555 metros. 

Los datos señalados, arguyó el personero, fueron dados a conocer en su oportunidad a las autoridades respectivas con el objeto de que se elaborara un informe respecto de los sectores que son prioritarios para la construcción y mantención de cortafuegos perimetrales al área urbana, como una medida efectiva para minimizar los daños que los incendios forestales puedan provocar.

Por su parte, el señor Raúl Molina, Jefe del Departamento de Manejo del Fuego de la CONAF, declaró que la Corporación está estudiando una serie de problemas que pueden ser causa de los incendios forestales, como es el caso de la inexistencia de cortafuegos no sólo en la región de Valparaíso, sino que también a nivel nacional. Para la institución, adujo, es una preocupación que reviste un carácter social y de orden público en cuanto al funcionamiento de las ciudades.

En ese marco, agregó, debe existir un énfasis en la planificación rural de acuerdo a los siguientes ejes:

Uno) Educación en cuanto al manejo de los recursos naturales renovables.

Dos) Campañas de difusión para la prevención de incendios.

Tres) Silvicultura preventiva.

Cuatro)  Ordenamiento territorial.

Cinco) Restructuración de la normativa sobre la persecución penal para este tipo de hechos.

Seis) Creación de una nueva institucionalidad para la prevención de incendios que se coordine con la Oficina Nacional de Emergencias.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Horvath relativa a la existencia de un plan para el manejo de las quebradas, el representante de la CONAF hizo presente que se está estudiando el material leñoso, el tránsito de los cauces, el riesgo de aluviones, la pérdida de estructuras en función de la probabilidad de deslizamientos y el efecto que puedan ocasionar las lluvias.

Con todo para prevenir efectos adversos, dijo, la Corporación impulsará la plantación de especies mediterráneas, las que tienen menor biomasa y, por lo tanto, baja combustibilidad. Asimismo, afirmó que es relevante el tratamiento mecánico de los suelos y el control de velocidad del agua con el objeto de ayudar a una mayor hidratación para la prevención de los siniestros.

El representante del Colegio de Arquitectos de Valparaíso, señor Marcelo Ruiz, señaló que los focos que hay que acometer para la prevención de incendios forestales y urbanos están vinculados a la construcción y localización de barrios. Una concepción errada en esta materia se traduce en una segmentación y segregación espacial de la población, puesto que los siniestros ocurren generalmente en las localidades habitadas por los sectores más vulnerables. Al respecto recordó que desde el año 1965 se han publicado cinco cuerpos normativos relativos a la necesidad de urbanizar, sin que ninguno de ellos se haya hecho cargo del problema a resolver.

Luego, afirmó que no existe en Valparaíso un sistema que demuestre claramente la administración de las quebradas, particularmente en lo que se refiere al régimen de propiedad que las rige. Lo anterior provoca una situación de inseguridad en cuanto a la organización de la protección de estas zonas, que hoy, en buena parte, son utilizadas como vertederos ilegales, lo que provoca una situación de riesgo de incendios forestales.

Enseguida, el personero señaló que en Valparaíso existe una situación de extrema precariedad por la ausencia de grifos o accesos al agua en los sectores rurales, que están fuera de las áreas de protección de los cortafuegos.

Por tal motivo, dijo, es relevante propender a la regulación del mercado inmobiliario y fomentar la asignación de inversiones, particularmente la pública, con el objeto de que los suelos sean destinados donde sea necesario hacerlo más allá del valor comercial de los mismos. 

Tales argumentos, añadió, persuaden acerca de la necesidad de que se estudien modificaciones en materia de redistribución de la inversión, y facultar a las entidades públicas competentes para regular la asignación de los suelos. Pero también, arguyó, se debe hacer hincapié en la conveniencia de darle mayor relevancia al control de la propiedad privada y a la zonificación de las áreas de riesgo.

El Doctor en Ordenamiento Territorial, señor Orión Aramayo, declaró que una de las materias relevantes en relación a la prevención de riesgos es, precisamente, el ordenamiento territorial. Por esa razón hay que tener presente el ejemplo colombiano que ha estructurado una planificación que se articula en función de este eje.

En ese ámbito, arguyó, un rol importante es el que le concierne a las universidades y sus carreras sectoriales en materia de urbanismo y construcción, particularmente en la elaboración en un plan seccional de habitabilidad, seguridad y conexión entre los cerros de Valparaíso, equivalente a lo que hace el Plan Regulador, considerando la relación que existe entre dichos sectores y el plan de la ciudad. Esta estrategia debe considerar el ancho de calles y las condiciones de construcción, las cuales deben quedan contempladas en una propuesta normativa que incluya en cada comunidad la existencia de los siguientes servicios:

Uno) Seguridad. (Bomberos y Carabineros).

Dos) Servicios de salud.

Tres) Establecimientos educacionales.

Cuatro) Delegaciones del gobierno regional.

Cinco) Delegaciones de los gobiernos locales.

El especialista hizo presente que actualmente el Ministerio Secretaría General de Gobierno está trabajando en una propuesta para desarrollar un Plan Estratégico de Participación Ciudadana, que implica una variación en la mirada que tiene como objeto crear una Comisión Nacional de Participación Ciudadana. Esta idea supone visualizar a la sociedad como la primera línea para la prevención de riesgos.

En tal sentido, dijo, es relevante contar con una ciudadanía organizada como una manera de tener un acceso más expedito a los sectores más alejados de la ciudad, como en el caso de los cerros de Valparaíso. De allí es que sea oportuno por vía legislativa institucionalizar a la DOS como una subsecretaría ministerial.

En cuanto a la planificación territorial, el señor Aramayo indicó que existen experiencias ya establecidas, como en la Región de Aysén, en las que el ordenamiento territorial se constituye en una herramienta de desarrollo vinculante. En el mismo sentido la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional faculta a los gobiernos regionales para reglamentar este tipo de materias, lo que obliga tanto a la Administración Pública como a los privados en lo que se refiere al uso del suelo.

En este orden de cosas el especialista destacó la importancia de que en la elaboración de los planes seccionales participen las escuelas de arquitectura, urbanismo y construcción universitarias y las secretarías regionales ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas, pero de que a la vez se establezcan condiciones de protección social y un sistema de voluntariado organizado.

Al concluir el especialista hizo un llamado de atención acerca de la circunstancia de que los “planes seccionales” releven al máximo el rol clave que cumplen los límites urbanos para la construcción de las viviendas.


El geofísico señor Luis Donoso, con ocasión de su intervención, hizo especial hincapié en la necesidad de concurrir a un adecuado y pronto manejo de los riesgos que amenazan a la ciudad de Valparaíso, como resultado de la ocupación irregular y el crecimiento inorgánico de los asentamientos humanos en sus laderas y quebradas (generalmente de difícil acceso por sus características topográficas). Además, advirtió sobre los efectos dañinos que podrían provocar eventos hidrometeorológicos de carácter extremo (como el fenómeno de la oscilación térmica del Pacífico o El Niño), en las zonas afectadas por la catástrofe y que ya se encuentran en condiciones de fragilidad y alta vulnerabilidad. Entre dichas situaciones aludió en particular a los posibles aluviones que podrían generarse.


En tal sentido, el profesional abogó por la realización de un levantamiento topográfico (LIDAR) que permita conocer con exactitud el estado actual de la geografía porteña, y que considere el cambio de perfil que podrá observarse como consecuencia de la remoción y disposición de escombros. Lo anterior permitirá, además, efectuar una estimación volumétrica de los desechos existentes y de sus posibilidades de remoción. Por otra parte, dijo, es preciso identificar nuevos gradientes y zonas de riesgo por flujo y llevar a cabo un análisis hiperespectral de suelo, así como una estimación de la cobertura vegetal dañada.
En cuanto al volumen de suelo removible, agregó, su determinación se relaciona con la necesidad de delimitar la superficie apta para la fijación y la remediación vegetal, que contribuya a que el suelo no se erosione y sirva para contener aluviones. Por tal razón, como elemento asociado, debe pensarse en un conjunto de obras civiles para el control de los aluviones, sin perjuicio de considerar decantadores y mecanismos de control de sólidos.

Por último, en lo que concierne a los pronósticos hidrometeorológicos, estimó conveniente pensar en la posibilidad de instalar un radar meteorológico como soporte de alerta de aluviones.


Al hacer uso de la palabra el profesor titular de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Raúl Galindo, centro su exposición en los aspectos conceptuales y en las bases metodológicas de corto plazo para encarar la vulnerabilidad de los componentes urbanos de la ciudad de Valparaíso.


En ese marco el profesor señor Galindo explicó que, en general, los siniestros presentan ciertas características comunes: la ocupación de áreas de alta susceptibilidad; los intereses económicos que priman sobre los comunitarios; las circunstancias de postergación social y pobreza que prevalece sobre la planificación y el ordenamiento territorial; la tendencia a construir en períodos de estiaje y sequía dentro del cauce natural de cursos de agua, por donde más tarde fluye el torrente y el transporte de material en los deslizamientos; la práctica consistente en efectuar cortes en el cerro y hacer rellenos no compactados y protegidos por el lado de la quebrada (que son inestables); la inorgánica densificación urbana de elevada vulnerabilidad, y la inexistencia de una cultura favorable a la administración del riesgo a nivel micro-local.


Dados esos factores, dijo, que no pueden erradicarse por la velocidad de la urbanización clandestina, resulta necesario terminar con la doctrina insuficiente de prefijar procedimientos idealizados en las llamadas “mesas de trabajo” y fortalecer la jerarquía organizacional. Por lo mismo, si bien debería democratizarse la carga decisional en momentos de crisis, también se deben potenciar los liderazgos espontáneos de base local que surgen en tales crisis mediante una capacitación simple, pertinente, eficaz y oportuna respecto de las amenazas, vulnerabilidades y medidas lógicas y viables para enfrentarlas localmente. Lo anterior supone reconocer la importancia del comportamiento contra-intuitivo de la población que experimenta una crisis y abandonar los dogmas de fe técnica relativas a las causas y sus efectos, que sólo contribuyen a incrementar la entropía. Asimismo, debe aceptarse como un hecho de la causa que los vínculos interpersonales, previamente cultivados en el vecindario, constituyen elementos de resistencia al cambio y al reordenamiento territorial, ante los cuales fracasan los instrumentos diseñados en el escritorio.


Como consecuencia de lo expuesto, arguyó el especialista, en el ámbito micro-local van surgiendo en el mediano plazo, gradual y sostenidamente, las siguientes convicciones:


a) Que la autoridad central no es la culpable exclusiva de los resultados de la catástrofe.


b) Que es necesario reestructurar la trama urbana, propender al ordenamiento territorial y promover la desconcentración y la alocación.


De allí es que, concluyó, las propuestas de solución deban provenir del sistema estatal o público.

El geógrafo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Luis Álvarez, sostuvo que las vulnerabilidades que caracterizan a Valparaíso venían incubándose hace largo tiempo. En este sentido, dijo, no era un misterio que el entorno periurbano de la ciudad se había convertido en una ruina ambiental.
Tal circunstancia, agregó, podía constatarse a partir de la degradación sistemática del bosque nativo por la introducción de especies exóticas, derivada de los procesos de urbanización e incorporación de parques al interior de la ciudad y de las políticas públicas tendientes a fomentar la plantación de especies maderables de rápido desarrollo para el secano costero chileno, que a partir de 1935 permitieron la incorporación al área de afectación de eucaliptus globulus y pino radiata.
El eucaliptus, precisó, provoca una serie de alteraciones en el medio natural en que se arraiga. Al ser parte de un ecosistema pirógeno en su hábitat originario es altamente combustible, y al desarrollarse en forma de plantación subsidiada pero abandonada como actividad silvícola se ha transformado en una actividad residual en la parte alta de Valparaíso. Además, como tiene mayor capacidad regenerativa opera como renoval mientras que en su hábitat de origen es arbustivo. Como la capacidad regenerativa del eucaliptus es superior a la del bosque nativo invade Valparaíso por la cima, propagándose por las laderas hasta los fondos de las quebradas mientras absorbe la poca humedad existente, lo que torna más crítica la vulnerabilidad de esta área geográfica.
De allí que la tarea fundamental y prioritaria, según el profesional, sea la restauración ambiental. Así, en circunstancias que la Bahía de Valparaíso está expuesta al norte y, por tanto, es solana, corresponde que su restauración se materialice en consideración a este rasgo. Además, cabe eliminar el subsidio a la plantación forestal en los entornos urbanos porque genera especulación, mantenida por el Estado. Ese subsidio debe sustituirse por una bonificación a la restauración sobre la base de un plan de manejo vigilado o monitoreado.
Por otra parte, adujo, se deben declarar de utilidad pública los embalses abandonados. En situación de emergencia estos acuíferos son necesarios, por lo que procede someterlos a una pronta mantención y cautelar que sean capaces de acumular aguas lluvias. Al respecto el especialista mencionó los tranques Las Cenizas, El Sauzal y El Plateado, a los que categorizó como prioritarios, accesibles y de buena envergadura. Se trata de embalses que no se utilizan para prácticas agrícolas y que están como su entorno, esto es, desatendidos.

El Director Regional de Un Techo para Chile, señor Alejandro Muñoz, señaló que la primera tarea emprendida por la Fundación a su cargo, el mismo día del siniestro, consistió en la elaboración de un trazado básico que habría de facilitar la instalación de viviendas de emergencia en los mismos sectores en los que tradicionalmente ha existido asentamientos, pero con el cuidado de evitar aquellas zonas directamente afectadas por la catástrofe y de mayor exposición y vulnerabilidad. Estos trazados consideran la mantención de vías de evacuación de a lo menos quince metros, en los campamentos El Vergel, La Virgen y Sor Teresa).

Luego, destacó que las principales preocupaciones que asisten a su institución respecto de los hechos vividos conciernen a la edificación de viviendas de emergencia en lugares de peligro, así como a su deficiente construcción. Estos aspectos, dijo, deben ser especialmente atendidos.

Por otra parte, fue de opinión que han existido problemas de coordinación en la asignación de las viviendas por el municipio, que se manifiestan en falta de información entre los funcionarios edilicios que han laborado en terreno y la Dirección de Desarrollo Social (DIDECO). Lo anterior ha generado dilaciones en los tiempos de edificación de los inmuebles, así como la asignación indebida de beneficios por razones de duplicidad en su entrega. Ambas circunstancias han terminado por provocar una merma en la efectividad de la labor del voluntariado de la Fundación.
Al respecto, hizo presente que la Fundación que dirige, que cuenta con una relevante experiencia ante emergencias como la vivida en la ciudad, posee un voluntariado organizado que ha tenido un buen desempeño en construcciones masivas. Ello se expresa en una estructura de capataces de cuadrilla y de organización de apoyo logístico para abordar esta clase de situaciones que le permite a Techo actuar rápida y eficientemente.

Es en función de tales competencias, añadió, que la Fundación Techo puede apoyar muy favorablemente las tareas de reconstrucción de Valparaíso, y destinar al efecto voluntarios con experiencia en proyectos de vivienda social, profesionales en el ámbito urbano, material de estudios elaborado en asuntos de seguridad ciudadana, incendio y deslizamientos de suelo, y experiencia de trabajo social en terreno mediante modalidades participativas.

El Director del Centro de Estudios para el Desarrollo Urbano Contemporáneo (DUC) y Gerente de la Consultora Community Housing, señor Michael Bier, arguyó que las viviendas de emergencia deben responder a una tipología distinta a la habitual que permita generar lazos de solidaridad entre los afectados. Al efecto propuso pensar en una estructura piramidal de organización, con una red de responsables de diversa envergadura, que considere tanto la organización del Estado como la de la propia población. En tal sentido, agregó, una alternativa para abordar esta situación sería propender a la organización mediante cooperativas que organicen a la comunidad afectada y establezcan la relación con la autoridad central. Ello implica estandarizar la entrega de información, independientemente de los avances.
En cuanto al subsidio para financiar el proceso de reconstrucción, el señor Bier sostuvo que tal beneficio debería cumplir algunas condiciones, a saber: no puede estar vinculado a las personas, sino a la situación que enfrentan; no puede quedar supeditado a la capacidad de gestión del afectado respecto de su situación familiar, social y legal; el suelo urbano disponible debe constituir una oportunidad para mejorar las condiciones de habitabilidad de las familias afectadas y de la ciudad.

La organización mediante cooperativas, precisó, puede ser una fórmula para organizar a la comunidad afectada y transformarse en una contraparte a la acción del Estado. La cooperativa no sólo permite canalizar la ayuda hacia la comunidad, sino que también puede tener una expresión territorial asociada a ella y una estructura para su funcionamiento. En ese entendido sus principales ventajas se asocian a rebaja de costos, planificación del barrio y territorialización de la respuesta. No obstante, el procedimiento de revisión del proyecto globalmente considerado y en su conjunto debe ser revisado por un agente externo, tanto del proyecto como de su ejecución, para reducir la carga administrativa de la Dirección de Obras Municipales (DOM). A su turno la utilización de la manzana como unidad territorial facilita la organización y una intervención eficiente de la empresa constructora o de la gestión de infraestructura.
El señor Bier finalizó su planteamiento sugiriendo la utilización de la llamada “autoconstrucción supervisada” como mecanismo de intervención, atendido el potencial existente. Pero de aplicarse esta alternativa será clave para su éxito la mayor coordinación entre el supervisor y el equipo de trabajo.

Consultado el Director de FOCO Consultores, señor Daniel Sepúlveda, por las principales causas de la catástrofe, distinguió entre causas físicas y otros factores.

Entre las causas físicas mencionó la ruina ambiental provocada por la eliminación de especies nativas; la contaminación en los corredores biológicos que conforman la cuenca de la ciudad; la introducción de especies pirógenas como eucaliptos y pinos, y las características de las quebradas y de la propia topografía porteña que originan la condición de “quebradas eruptivas”, que actúan como catalizadoras o aceleradoras de los incendios.
Otros factores de la catástrofe, agregó, son la ausencia de planificación integral que aborde el territorio y su complejidad; la existencia de instrumentos de planificación (IPT) que sólo regulan aspectos relacionados con la acción inmobiliaria pero no tienen potestades sobre el territorio ni sobre el medio ambiente; las normas de los mismos IPT que solo establecen mínimos aceptables; la carencia de un presupuesto específico para este tipo de riesgos, y la falta de una política institucional clara para abordar una emergencia y la posterior reconstrucción.
El profesional reiteró la necesidad de acometer una revisión profunda de los instrumentos de planificación territorial que contempla la Ley General de Urbanismo y Construcciones, pues no establecen facultades que permitan a las autoridades planificar el medio ambiente, ni tampoco regular materias distintas a aquellas que conciernan exclusivamente a construcciones y obras de urbanización (por ejemplo, para acometer plantaciones). Y así, acotó, mientras los planes regionales de desarrollo urbano poseen un rasgo meramente indicativo y sólo esbozan lineamientos generales para el desarrollo urbano regional, los planes reguladores intercomunales o metropolitanos sólo regulan las áreas de extensión urbana y las actividades y vialidades de relevancia intercomunal. En el área rural se limitan a fijar normas que en la práctica constituyen políticas para ejercer la facultad de cambio de uso de suelo. Y por su parte los planes reguladores comunales sólo se ocupan del área urbana.

El Honorable Senador señor Chahuán consideró necesario que las labores de recuperación de la ciudad se estructuren a partir de la opinión de quienes habitan en ella.

El Director del Departamento de Arquitectura de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Rodrigo Barría, explicó que se ha realizado un trabajo arduo para poder ser presentado a esta instancia, especialmente considerando que cada una de las universidades que han participado tienen su propia visión sobre los asuntos que les competen en materia territorial. Por esa razón, se estableció un método que consiste en situar las diferentes perspectivas en un documento que persigue mostrar las aproximaciones que en su conjunto constituyen una idea que da cuenta de cómo los centros de estudio participantes conciben entre todos y en forma individual el desarrollo de la ciudad.

La presentación, continuó, está estructurada en una primera parte que trata sobre los aspectos que debe considerar una nueva institucionalidad y la revisión de la normativa relacionada con la gestión pública. La segunda parte se refiere a la planificación integral que entrega herramientas para adoptar estrategias, acciones e iniciativas respecto a cómo enfrentar el desarrollo del territorio. La tercera parte contiene algunas iniciativas que dan cuenta de una imagen objetivo del destino de Valparaíso. La cuarta parte reflexiona en torno a la condición marítima de Chile y el rol de Valparaíso como puerto. Finalmente, se sugieren alternativas sobre cómo el puerto podría diversificar su gestión.

Este aporte de las universidades regionales constituye un soporte técnico y teórico importante que, según dijo, debe considerarse para el proceso de reconstrucción. De allí es que sugiriera la celebración de un convenio entre el Ejecutivo y sus organismos con las universidades, con el objeto de elaborar propuestas de vanguardia para la ciudad. 

El Coordinador del Comité de Asistencia Técnica para la Comisión Especial de Incendio en Valparaíso del Senado, señor Juan Ciorba, agradeció la oportunidad dada a las universidades de participar en el debate sobre la reconstrucción de las zonas dañadas y en repensar la ciudad de Valparaíso. A continuación hizo algunas reflexiones acerca del destino marítimo de Chile y a la condición de privilegio que el puerto de Valparaíso tiene en el contexto del comercio mundial del siglo XXI, a partir de un artículo de su autoría.
El Director de la Escuela de Arquitectura de la Universidad Nacional Andrés Bello, señor Juan Mastrantonio, indicó que además del ofrecimiento que se hiciera respecto de la función que podrían cumplir las universidades de la zona apoyando las labores del Estado, es también importante considerar a estas instituciones como contraparte de las distintas consultoras, realizando un seguimiento a los proyectos y planes que se ejecuten. Con todo, la recuperación de la ciudad, dijo, pasa por la creación de una entidad que sea más ágil y acorde a los problemas que surgen de las emergencias, ya en materia de prevención como de asistencia posterior.

Enseguida, destacó la importancia de analizar las causas del incendio. Sobre este asunto, exhortó a las autoridades a no abandonar las zonas que fueron arrasadas por el fuego. El abandono provoca un deterioro de la zona con la aparición de malformaciones. Y es así como el incendio comenzó en un bosque pirógeno que era un terreno eriazo que ya no era habitado por sus propietarios, pero tampoco por el municipio ni por la Intendencia, sin colocar la debida atención de que existe una amenaza inminente de un siniestro por el tipo de bosque al que hizo alusión, los cuales deben eliminarse de los bordes de una ciudad. Afirmó que la erradicación de dichas plantaciones cuesta un saco de cal por cada uno de los eucaliptus, más el transporte y la mano de obra para realizar el trabajo.  


Las proposiciones que se contienen en el documento elaborado por las universidades, agregó, tiene su base en investigaciones de terreno y derivadas teóricas que permiten afirmar que las catástrofes que nos acechan cotidianamente no son naturales, ocurren en los territorios vulnerables y afectan a los bienes comunes. Tienen carácter potencial y se relacionan con la pobreza, las múltiples formas de violencia, la segregación, la especulación del suelo y los demás efectos urbanos no deseados que ocurren en los asentamientos que se van construyendo y destruyendo. El CAT asume que se desatiende el total de la ciudad cuando no se consideran sus vulnerabilidades. Se requiere atención para dibujar sana y democráticamente la debida equidad y equilibrio del territorio que se habita. Las zonas afectadas producen enfermedades sociales que debilitan la convivencia. 


Existe entonces el deber de construir un patrimonio más valioso para las generaciones futuras, desarrollando, cultivando y cuidando sin dañar el sistema natural y cultural, entendiéndolo como un todo. 


El señor Mastrantonio declaró que las universidades han sido convocadas para ayudar en las tareas enunciadas, pero falta aún conocer los datos que pueden obtenerse de quienes habitan en los asentamientos que fueron afectados por el incendio, sobre el cual existe el deber de observar para considerar, de manera previa, las acciones a implementar. 


Según dijo, en las catástrofes es la institucionalidad la que entra en crisis y los ajustes debieran reconocer la naturaleza de las transformaciones sociales que exigen cambios en la estructura, las prácticas y el medio ambiente formal en el que se consolidan las relaciones. Hoy se avanza hacia una mirada holística que ilumina la comprensión de las cosas, que incluye consideraciones éticas que están presentes en la base de la producción del estudio, la investigación y la consecuente acción como principio y objetivo: el paradigma de la sostenibilidad. Hay una necesidad urgente de reorganizar el aparato público con el fin de que sea funcional a su responsabilidad de planificar sustentablemente el territorio nacional, comprendiendo su habitabilidad y facilitando el trabajo intersectorial entre las diferentes esferas de acción y capacitarlos para difundir sus competencias y poderes de decisión a nivel local. 

El documento que se entregó a esta Comisión cuenta con un amplio acuerdo social y político, el que está planteado en la nueva Política Nacional de Desarrollo Urbano. También las universidades cuentan con el potencial de algunos instrumentos que se dirigen al objetivo de producir territorios sustentables, por cuanto ellos permiten la coordinación de sectores, escalas y horizontes temporales, como son el PLADECO, el Programa de Recuperación de Barrios y otros que van en esa línea. Así, mientras se producen los cambios necesarios, la voluntad política debe producir la sinapsis entre dichos instrumentos para llevar adelante las tareas. 

A continuación, el académico comentó que la utilización del vocablo “urbano” en el artículo 27 de la Ley General de Urbanismo y Construcción (que entiende por planificación urbana el proceso que se efectúa para orientar y regular el desarrollo de los centros urbanos en función de una política nacional, regional y comunal de desarrollo socioeconómico) se diluye en objetivos y metas que se remiten a todo el territorio nacional. Por esa razón es necesaria una mayor descentralización que permita la acción más rápida del Estado ante este tipo de hechos, todo bajo los conceptos de unidad y coherencia en cuanto a los principios que deben inspirar la reformulación de los diversos cuerpos legales y reglamentarios que necesitan modernizarse.

En el plano internacional, hizo presente que existen, entre otros instrumentos, las recomendaciones de la OCDE y la preparación de la III Conferencia de las Naciones Unidas sobre Vivienda y Desarrollo Urbano Sustentable consideran los principios, objetivos y elementos teóricos que deben alimentar la discusión para el futuro de nuestro país. 

En opinión del académico la vía de solución implica:
Uno) Explicitar los principios y políticas expuestas en cada uno de los instrumentos de planificación y gestión existentes.

Dos) Los nuevos instrumentos locales como PLADECO, Planes Reguladores y otros deben incorporar los preceptos de la política nacional y sus metodologías en los productos normativos y de gestión. 

Tres) Realizar los ajustes en la legislación que sean necesarios e incorporar nuevos artículos, para contar con una institucionalidad acorde a los objetivos y metas de la política nacional, de manera que todos y cada uno de los agentes públicos y privados tengan claro el sentido de las normas y dirijan su empeño en la regulación y gestión en la línea de la integración y la sustentabilidad de un territorio más equitativo y equilibrado. 

Cuatro) Compilar en un solo cuerpo todos los preceptos legales que se refieran a estas materias y enviarlos a los Ministerios y niveles de planificación y gestión territorial, con el objeto de lograr una meta común.


La especialista en planificación urbana de la Universidad Técnica Federico Santa María, señora Marcela Soto, expresó que hay dos cuestiones esenciales que se deben tener en cuenta al momento de la planificación y gestión: por una parte, la integración de los instrumentos y, por la otra, la institucionalidad, es decir, el Estado. Reconoció el trabajo que se está haciendo por el Ejecutivo en estas materias y los avances que se han registrado. 


Se piensa, añadió, que el déficit de planificación urbana y territorial, así como la segregación espacial, genera consecuencias que se perpetúan en Valparaíso y en todo el país. Frente a este tipo de conflictos, que no sólo incluyen el terreno en sí, sino que también factores espaciales y económicos, existen oportunidades para incorporar mejoras. Cada uno de los cambios en planificación urbana que se han hecho en el territorio nacional, se han generado luego de una catástrofe. Ejemplos hay varios, como es el caso del terremoto de Chillán que originó grandes cambios en la zona en materia de gestión y diseño. Del mismo modo, las intervenciones estratégicas y de gran escala en Valparaíso pertenecen a la era de la década de 1920, las que siempre fueron apoyadas y dirigidas por el Estado.


Según dijera, la ciudad debe ser considerada como un todo espacial, económico y social de cada una de las unidades, como sectores, cerros, barrios, vecindades y comunidades. Para ello, el instrumento de planificación estratégica debe tener una mirada consensuada de ciudad: éste es un proceso político y no sólo un marco regulador. Bajo estos parámetros, debe ser el sector público el que genere la base social para la creación de una nueva institucionalidad que considere no sólo el manejo de las emergencias, sino también la solución de los problemas que se generan, para lo cual sería útil, en su opinión, contar con programas locales dedicados a ello.


A juicio de los especialistas en planificación urbana, adujo, son tres los ejes que permitirían una posible solución al diagnóstico enunciado:


Uno) Accesibilidad y conectividad a las redes técnicas en un terreno topográficamente complejo.


Dos) Habitabilidad del espacio urbano y tratamiento de espacios libres.

Tres) Actividad económica y su relación con la ciudad. 


Además, existen otros asuntos que debieran trabajarse, como es el caso del desarrollo urbano de tipo informal; pobreza y exclusión; deterioro del medio ambiente; bajos estándares de espacios públicos o ausencia de ellos; calidad y déficit de las viviendas, y la intervención fragmentada del Estado sobre estos temas de ciudad, lo que, a su juicio, es uno de los problemas más importantes a considerar. Colocó como ejemplo los desarrollos colombianos de Medellín, que cuentan con un instrumento que es un proyecto urbano integral y no sectorial. 


Todos los datos se encuentran en una presentación que se acompaña en anexo de este informe. 


Acto seguido, expuso el profesor de la Escuela de Arquitectura de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Mauricio Puentes, quien aludió a las actividades realizadas por diversos talleres de arquitectura. 


Valparaíso, sostuvo, ha estado expuesto desde siempre a incendios y catástrofes de alta magnitud, como ocurrió luego del terremoto de 1906 y la reconstrucción del barrio El Almendral. Hoy existen, a diferencia de la década de 1910, distintos juicios sobre el concepto de planificación y ninguno está perfectamente definido. Sin perjuicio de lo anterior, el proceso que se llevó adelante en la época fue exitoso, particularmente con los terrenos que se le ganaron al mar y la generación de ejes articuladores, lo que constituyó a Valparaíso en una verdadera ciudad.


En la actualidad, prosiguió, la zona de El Almendral tiene una densidad de setenta habitantes por hectárea, lo que, en su opinión, constituye una cifra reducida para el centro de la ciudad. Una de las causas es que la zona baja de la ciudad es utilizada por la población flotante, por lo que puede afirmarse que los servicios están en el plan y la vida está en los cerros. Valparaíso, según lo dicho, no es una ciudad pública. Esta zona aparece entonces como una gran oportunidad de re-densificación.


Un problema que se ha ido generando durante las últimas décadas es la construcción de viviendas sociales en las zonas periféricas de la ciudad. Se trata de sectores poblacionales que no participan propiamente de las actividades de Valparaíso, generando microcentros como el quinto sector de Playa Ancha y Rodelillo, entre otros, dónde sólo hay viviendas y no servicios, lo que supone un gasto para el Estado que se ve obligado a mantener esas áreas. Ocurre entonces lo que se denomina la desvinculación del territorio, lo que eterniza la segregación. 


Los talleres de cuarto año de Arquitectura han revisado todos los catastros de la ciudad en conjunto con el Departamento de Asesoría Urbana de la Municipalidad y con la Secretaría Regional de Vivienda y Urbanismo, y, además, han analizado los llamados Proyectos Urbanos Estratégicos (PUE). Lo anterior arrojó como resultado conocer los sitios eriazos no sólo en los cerros, sino que también en el ya mencionado barrio El Almendral, lo que demuestra una falta de demanda por espacios en diversas zonas de la ciudad. 


El señor Puentes reiteró la importancia de ocupar los sitios que no son utilizados y re-densificar, para lo que es necesaria la implementación de políticas públicas que apunten al objetivo señalado. Es importante considerar que Valparaíso nace como puerto y termina como ciudad, proceso que nunca se ejecutó de manera sistémica ni metódica y no replica ningún modelo. Al no hacerlo, tampoco lo constituye: por eso es una ciudad única, condicionada por su topografía y por su contenido humano. Es relevante apreciar que toda idea que se pretenda aplicar debe ser reinterpretada, readecuada, reformulada y adaptada a la singularidad de la ciudad, teniendo presente que esta es un bien público que debe asegurar el bien común a todos sus habitantes. Valparaíso tiene que definirse como una “Ciudad Puerto” y no “Puerto y Ciudad.”


El resto de los datos y gráficos reseñados por el académico se anexan a este informe. 


Luego intervino el profesor de la Universidad de Valparaíso, señor Andrés Oyarzún, quien se refirió a algunos estudios acerca del denominado “borde superior”. 


La idea, dijo el profesor, es entender a Valparaíso como una ciudad de condiciones extraordinarias en términos de que no tiene par en Chile. La ciudad tiene una topografía compleja que se relaciona con un orden que se le superpone, lo que, a su vez, debe considerar las relaciones que se dan entre sus elementos y partes y que crean esta complejidad. Estos aspectos únicos hay que cuidarlos, puesto que la determinación de nuevas condiciones de política pública o de enmiendas a la legislación vigente debe cautelar la identidad de la ciudad. 


Los elementos enunciados han sido denominados como “léxico cualitativo”, que son precisamente las relaciones que hay que tutelar. Por ejemplo las aberturas a pie de cerro y toda la vía pública que se establece ahí; elementos desde el primer mirador; la cadena de plazas; las quebradas, y las avenidas horizontales a media altura, entre otros. 


Hizo presente que un elemento fundamental es la copropiedad en los cerros ubicados en dirección norte con vista directa sobre la bahía, los que le entregan a la ciudad una condición profundamente democrática, en el sentido de que independiente de cualquier clase social todos los habitantes de Valparaíso son propietarios del bien común ciudad, compuesto por sus paisajes y características. 


Estas constataciones nacen de un estudio sobre todos los proyectos de infraestructura que se estaban planteando y que suscitaban dudas en cuanto al impacto en la ciudad. Las respuestas que entrega dicha investigación siguen vigentes, en especial la alusión al borde superior (con la construcción del camino de La Pólvora) como un elemento urbano, no como una periferia, es decir, era una oportunidad para eliminar escenarios de segregación. Lo anterior se relaciona, continuó, con que en las zonas límites de la ciudad se han levantado proyectos habitacionales que no son formadores de “vida pública”. Es conocido el caso de los cementerios y las cárceles, como en Viña del Mar, donde el cementerio está ubicado en uno de los mejores terrenos de la ciudad con excelente orientación y suelo. En Valparaíso, en cambio, en el Siglo XIX se construyeron los cementerios y las cárceles en los extramuros, que por el crecimiento experimentado por la ciudad quedaron incluidos en la misma. Hoy en el camino La Pólvora se repite el escenario: la cárcel y dos cementerios. 


Ello exige visualizar a Valparaíso como un nuevo frente, sobre todo con la condición de puerto extendido y que se creen polos de desarrollo en la parte superior, lo que puede conectarse por medio de ejes transversales que se comunican con las quebradas que eran los antiguos cursos de agua, aprovechando también rutas que ya existen como el Camino del Agua, que perfectamente puede ser una segunda Avenida Alemania que sea una calle horizontal que tipológicamente pudiera reconstituir dicha ruta que en sí misma es un universo que cambia de cerro en cerro.


El profesor de la Escuela de Arquitectura y Diseño de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso señor Jorge Ferrada, expuso un estudio que está estructurado en diversos ítems y que nace hace seis años en el marco del Programa de Magíster de esa Casa de Estudios, que tiene una mención en Ciudad y Territorio y otra en Náutico Marítimo. 


Las primeras representaciones que se hacen de Valparaíso son invariablemente desde el agua, lo que tiene relación con una visión de recalada en el puerto y no en como la tierra gana metros al mar. Luego, las conectividades y las relaciones de interconectividades territoriales vienen como segundo paso a la integración del arribo al puerto. Influencia importante en esta visión del puerto tuvieron las expediciones marítimas del Siglo XVI hasta el Siglo XIX, lo que cambió con la abertura del Canal de Panamá. 


Valparaíso es una ciudad peculiar: su conformación se articula en torno a una rada que se orienta hacia el norte y que se caracteriza por un calado muy pertinente como para concentrar un puerto y una zona portuaria ejemplar. Lo anterior resalta la importancia de la conexión entre el borde costero y la ciudad. De acuerdo con la literatura especializada en estas materias (relación ciudad–puerto), el patrimonio de una ciudad portuaria se obtiene por medio del reconocimiento de su vida en torno al agua. 


Las intervenciones realizadas en el puerto de Valparaíso, explicó el académico, han sido catalogadas como mejoras. No son proyectos que nacen de una perspectiva amplia de lo que debe ser un centro de recaladas de buques de alto tonelaje, como es la observación de situaciones tales como el manejo de las corrientes marítimas, condiciones de atraco y relación puerto–ciudad. 


Un puerto, arguyó, surge del contacto del agua dulce con el agua salada y de una búsqueda del agua a la tierra y luego desde la tierra al agua. Las ciudades puerto son de por sí extrañas, porque se complementan con otras ciudades de otros países y de otras culturas. Valparaíso capta la atención mundial por ser recalada obligatoria de algunas rutas marítimas, aproximando así zonas extremas entre distintos lugares del mundo. Por ello requiere de infraestructura específica que se vincule con el sistema ferroviario y aéreo.


El resto de los antecedentes numéricos y gráficos que complementan la exposición del profesor Ferrada se consignan en anexo de este informe.


Al hacer uso de la palabra, el Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, señor Jorge Inostroza, destacó que uno de los problemas más graves que enfrentan las grandes ciudades en el siglo XXI es la contaminación y, en esa línea, el sistema ferroviario es una solución viable para atacar el problema. Ferrocarriles del Estado, según datos propios, transporta cerca de treinta millones de pasajeros y se piensa llegar a cien millones en los próximos cinco o seis años. La empresa también aspira a duplicar la carga: hoy se trasladan casi diez millones de toneladas al año con una participación del 4% en el mercado de la carga terrestre, lo que es una cantidad baja y justifica que se estén estudiando planes y programas para duplicar tales cifras.


El personero manifestó que como empresa quieren ir más allá del transporte, ya sea de pasajeros o de carga. Lo que se pretende es realizar también intervenciones urbanas. De allí es que existan conversaciones con los ministerios de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas, para establecer qué obras y proyectos podría llevar a cabo EFE.


En cuanto a las iniciativas que están pensadas para la ciudad de Valparaíso, explicó que está en marcha un programa de integración de MERVAL con los ascensores y trolebuses, a ejecutarse el primer trimestre de 2016. Otra intervención se traduce en aumentar la frecuencia de MERVAL, pasando de seis a cuatro minutos de intervalo en horario punta, lo cual implica una inversión cercana a los U$50 millones. 

En cuanto a las ideas que EFE ha considerado a partir de la emergencia vivida por el incendio de abril, se tienen en carpeta tres nuevos ascensores: Las Cañas, Los Cipreses y El Litre. La ley le permite a EFE realizar actividades que vayan más allá del riel, por lo que está autorizada para ejecutar funciones que expanden su actividad. También está en estudio el trazado Limache–Quillota–La Calera, que está siendo ejecutado por medio de un convenio con el Gobierno Regional de Valparaíso.


Enseguida, se refirió a la implementación de un medio de pago único. Al respecto, dijo que tanto en Concepción, como en Valparaíso, se tendrá que implementar en algún momento un sistema de esas características, por lo que podría ser el mismo para ambas ciudades. 


Además, el personero comentó que la actual Dirección de EFE ha considerado la construcción de un eventual tren Santiago–Valparaíso–Viña del Mar. En este plan el Gobierno Regional ha demostrado interés y también está ayudando con fondos para financiar los estudios necesarios. Según dijo, la mayor complejidad de este proyecto son los puntos de llegada. 


Acerca del borde costero, señaló que todo el sector donde se ubican la Tornamesa, el taller de locomotoras y el taller de frenos tiene la categoría de monumento nacional, por lo que las intervenciones que se hagan tienen que realizarse en conjunto y con la autorización del Consejo de Monumentos Nacionales. La idea en relación con esta clase de áreas de propiedad de EFE es realizar negocios de flujo en alianzas con el sector privado para la creación de espacios urbanos atractivos. Ello genera beneficios no sólo para la ciudad, sino también para los privados y para la propia empresa.


El Gerente de Logística de la Empresa Puerto Valparaíso (EPV), señor Gonzalo Davagnino, señaló que por encontrarse este puerto dentro de una ciudad, el crecimiento del primero debe estar inserto en una visión de frente a la ciudad y no de espaldas a la misma. En esa línea, EPV está llevando adelante una política que implica la ampliación del transporte y el desarrollo del comercio exterior chileno, con una inversión de casi US$750 millones, que generará empleos directos e indirectos en un número cercano a los cinco mil.


En cuanto a la relación del Puerto de Valparaíso con el ferrocarril, una de las metas que se le ha exigido a la Empresa Portuaria y al Puerto de San Antonio es el desarrollo mínimo de un 30% de las transferencias de las cargas vía tren. Lo anterior tiene su causa en una estrategia que se ha desarrollado en algunos sistemas comparados. Las grandes compañías navieras también han sugerido la necesidad de contar con un plan sustentable en el desarrollo del manejo de sus cargas. El puerto, en esa línea, está trabajando para movilizar un porcentaje cercano al anunciado también vía ferrocarril, con todas las adecuaciones operacionales y de infraestructura que ello implica. 


Hizo presente que los puertos de gran escala, como son Valparaíso y San Antonio, deben crearse en la medida que las necesidades así lo requieran. Por tal razón estos puertos no deben competir entre sí, sino que deben buscar complementarse. La idea de la gran escala debe desarrollarse en conjunto entre San Antonio y Valparaíso, pues es un proyecto que se desenvuelve en etapas por su alto costo.

El personero llamó la atención sobre la relevancia del Muelle Prat, que es un sector estratégico pues une a la ciudad con el puerto: En él se reciben más de un millón de visitantes al año y se embarcan cerca de trescientas mil personas en el mismo período en las lanchas que circulan en la rada de Valparaíso. Puerto Valparaíso está realizando importantes trabajos en el lugar, mejorando el sector para la creación de un nuevo espacio público para la ciudad. 


El Gerente General de SERCOTEC, señor Bernardo Troncoso, presentó el Programa Especial de ese organismo para acometer las consecuencias del incendio e ir en ayuda de la comunidad.


Señaló que su organización trabaja con personas, las que tienen historias propias y compartidas, ya sea en sus familias como en los otros núcleos en donde se desarrollan. Precisó que lo que se recibió vía CORFO fue un traspaso de recursos cumpliendo las instrucciones de S.E. la Presidenta de la República para abordar las consecuencias de la catástrofe del mes de abril. El foco estuvo en levantar la micro y pequeña empresa en la ciudad. 


Transcurridos dos días luego del incendio, se constituyó en la ciudad el Gabinete Económico de Emergencia que se formalizó por medio de una resolución exenta de la Intendencia Regional. Al cuarto día, luego del siniestro, se lanzó el Programa “Reemprende Valparaíso” en conjunto con el Ministerio de Economía, y se abrió un “Centro Reemprende” como ventanilla única de atención a los afectados. Lo anterior permitió contar con una ficha para el catastro que se levantó para identificar a quienes tienen presencia formal ante el Servicio de Impuestos Internos respecto a los que no la tienen. Con esos datos, se formó una alianza con el FOSIS y se determinó que los que calificaban como “informales” los asumiera bajo sus programas el SII, y los “formales” fueran atendidos por SERCOTEC.
A treinta y tres días de sucedida la tragedia, se tomó razón del decreto de traspaso de recursos de la CORFO a SERCOTEC, con la aprobación de la Dirección de Presupuestos. Se dio inicio así el día 15 de mayo a un ciclo de entrevistas personales a quienes habían sido catastrados. Lo anterior significa que en cuarenta y cuatro días pudo ponerse en marcha el Programa SERCOTEC con la publicación de las bases correspondientes. 


El personero explicó que su institución entregó ayuda por medio de subsidios no reembolsables hasta por $10 millones para la compra de activos, habilitación de infraestructura, capital de trabajo, arriendo de inmuebles e implementación de actividades comerciales. Se ayudó a quienes estuvieran formalizados ante el SII en primera o segunda categoría y que demostraran ventas hasta el rango de la pequeña empresa, que es de veinticinco mil unidades de fomento al año. 


Destacó finalmente la alianza con la Cámara de Comercio de Valparaíso y con la Asociación de Industriales de Valparaíso, quienes han prestado asistencia técnica y capacitación no solo para reconstruir, sino que también para hacer sus empresas más productivas. 


Los datos de la presentación y las cronologías detalladas se encuentran en una presentación que se contiene en anexo.


El Honorable Senador señor Horvath, luego de agradecer las exposiciones, indicó que hay otras ideas que merecen mayor estudio como la relativa al uso del borde costero con proyectos del Terminal 2, y la referida a la ocupación para naves mayores del área entre Caleta Portales y el muelle Prat. En este último caso, agregó, se ha planteado, sin poner en riesgo la concesión, que podría readaptarse ese sector de manera de darle una mayor plusvalía y permitir la instalación de servicios que lo fortalezcan.

Por último, la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo hizo presente que puesto que recién se está cumpliendo la fase posterior a la emergencia, ya se puede comenzar a trabajar en la reconstrucción. Para que este proceso sea exitoso será necesario establecer una instancia pública de coordinación de las acciones atingentes. En todo caso, estimó, el tema va más allá de la pura infraestructura, porque incluye elementos sociales que son propios de la identidad cultural de la ciudad de Valparaíso.
- - -


Con motivo de una actividad realizada por la Comisión a mediados de marzo de 2015, que fue coetánea con un nuevo incendio ocurrido en los alrededores de la ciudad de Valparaíso entre los días 12 y 14 de dicho mes, y que pudo dar origen a una catástrofe similar a la que justificó la creación de esta instancia parlamentaria, el Honorable Senador señor Horvath señaló que este último evento deja en evidencia que muchas de las propuestas que han sido conocidas y debatidas por la Comisión no pueden quedar en el olvido, sino que deben ser materializadas a la brevedad. Tal es el caso de la erradicación o control de especies arbóreas con alto grado de combustibilidad, o de la prohibición, manejo y erradicación de basurales y microbasurales ubicados en las quebradas de cerros. Se trata, agregó, de eliminar elementos de riesgo para precaver la ocurrencia futura de estos siniestros. Esta clase de medidas de prevención, además, son especialmente necesarias en condiciones de baja hidrología y de accidentada topografía urbana. Por lo mismo, arguyó, tan importantes como las medidas que puedan adoptarse por la autoridad pública, son los planes que contribuyan a crear conciencia ciudadana acerca del cuidado de la ciudad y de su carácter de zona de riesgo permanente. 


Luego, anunció la realización de una exposición de los principales planteamientos que hicieran ante la Comisión las escuelas de arquitectura porteñas reunidas en torno al Comité Asesor Técnico (CAT), el Colegio de Arquitectos de Valparaíso y el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este sentido el señor Senador recordó que con posterioridad a la catástrofe se presentaron diversas propuestas y ofrecimientos para la reconstrucción de Valparaíso, entre ellos la que hiciera la Fundación Hong Kong consistente en una donación de US$1 millón para la construcción de un barrio modelo de viviendas de bajo costo con características de última generación en términos constructivos y de seguridad para sus habitantes.


La mencionada Fundación, explicó el señor Senador, administra recursos que son distribuidos por el mundo para la solución de catástrofes, luego de que éstas ocurren y de que se han ejecutado las primeras medidas de emergencia. En sus decisiones la Fundación actúa en conjunto con la comunidad, lo que permite sentar las bases para una recuperación integral por medio de aportes para la reconstrucción de viviendas y el fomento de dinámicas sociales destinadas a que las personas vuelvan a la normalidad en condiciones de vida dignas.


El Honorable Senador señor Chahuán afirmó que la experiencia del incendio de marzo de 2015 revela importantes niveles de frustración. Así, dijo, pareciera que es la propia ciudad en su conjunto la que no recoge las lecciones que entrega la naturaleza. De allí es que los porteños necesiten aportes para la formación de una conciencia ciudadana sobre el cuidado de la ciudad y su gestión responsable. Es indispensable en esa dirección ser capaces de generar sentido de pertenencia de los propios porteños respecto de su ciudad. Ello puede incidir positivamente, añadió, en un cambio cultural proclive a la protección urbana. Por otra parte, señaló, existiría a su juicio falta de liderazgos institucionales para acometer los desafíos ciudadanos en la materia. Una ciudad patrimonial como Valparaíso, definida de esa manera por organismos internacionales, no sólo es de los porteños, sino de todos los chilenos.


A continuación, el señor Senador se mostró partidario de escuchar la opinión de los propios habitantes de Valparaíso, como un modo de establecer un punto de inflexión en relación con este asunto y permitir a la ciudadanía manifestar su parecer e inquietudes.


Por último, consideró oportuno propender a la creación de un organismo social que planifique, prevenga, ayude y eduque a la ciudadanía en su pertenencia al territorio donde se asienta.


El Director de la Escuela de Arquitectura de la UNAB, señor Mastrantonio, expresó que en Valparaíso existe una relación permanente entre riesgo y amenaza, pero no sólo en materia de incendios. Se producen, dijo, catástrofes culturales en lugares humanizados en cualquier tipo de circunstancias, ya sean sismos, incendios, terremotos u otras del mismo calibre. El acento hay que colocarlo en la legislación vigente y en lo que puede mejorarse. Tratándose de los incendios las primeras amenazas se encuentran en áreas pobladas, por lo que debe ser prioridad proteger esas zonas. Pero también hay que preocuparse de las áreas rurales para que, a su vez, no se propaguen estos fenómenos. Lo anterior pasa por regular las plantaciones forestales, lo que resulta menos oneroso que fortalecer los aparatos de seguridad para apagar incendios. Así, por ejemplo, para eliminar un factor de riesgo relevante bastaría un decreto municipal que ordenara la erradicación de las plantaciones de eucaliptus que rodean la ciudad.


El Secretario Ejecutivo del Colegio de Arquitectos de Valparaíso, señor Daniel Morales, sostuvo que existe frustración y desánimo por la centralización que se observa en materia de manejo de catástrofes. Al respecto hizo presente que, habiendo transcurrido once meses del megaincendio de Valparaíso, aún no se establecen medidas preventivas consistentes y eficaces. Esto explicaría, en su opinión, la vulnerabilidad de la ciudad a la ocurrencia de nuevas catástrofes. Este ejemplo, dijo, es un síntoma de la postergación de Valparaíso: esta ciudad muestra uno de los índices más bajos en materia de protección contra incendios. Además, es una ciudad que se ha ido despoblando en todo sentido. Sobre el particular arguyó que no existe una élite económica ni una clase media que se haga cargo de los problemas, puesto que no existe, tampoco, una infraestructura de hospitales y educación que generen un motor económico. En ese contexto, explicó, es difícil establecer proyectos e iniciativas ligados a un mayor desarrollo urbano y social. De allí es que, según comentara, el Plan de Reconstrucción del Gobierno, ejecutado por un Delegado Presidencial, sea insatisfactorio y carezca de consistencia técnica.


El representante de CRUPE International, señor Cristián Araos, luego de aludir a la relación de esta entidad con la Fundación Hong Kong, precisó que esta última organización financia iniciativas concretas, no ideas ni estudios, para lo cual se vincula con grupos de profesionales y universidades para su ejecución. Así fue como a CRUPE se le encargó materializar un microproyecto que pueda servir de piloto y transformarse en una publicación académica para generar investigación sobre manejo de desastres y reconstrucción. Ello incluye a toda la comunidad. A ese efecto se decidió por los miembros del directorio, tras un conjunto de gestiones y estudios, ejecutar un proyecto de microbarrio, que sometido a evaluación ministerial fue rechazado. Ante esta circunstancia se optó por destinar un fondo directo para la construcción de casas, tal como se ha hecho exitosamente en Vietnam y Haití.


El proyecto, dijo, consiste esencialmente en captar la experiencia de las personas y sus necesidades, y, sobre esa base, desarrollar un polo de comunidad de un tejido social pequeño. El factor común es el emprendimiento. Existen, además, razones de factibilidad técnica para hacer más fácil y rápida la ejecución del programa y el proyecto. Lo anterior requiere el concurso docente de las universidades chilenas, con su conocimiento y áreas de práctica, con el objeto de transferir tecnologías para que las personas puedan adquirir habilidades en diseño industrial e instalar polos de liderazgo social que faciliten la acción de las autoridades para desarrollar actividades que propendan a la autoconstrucción. El fondo disponible, agregó, permite crear tecnología para el diseño de un prototipo de vivienda y de un sistema asistido de naturaleza industrial.


El Director de la Fundación Hong Kong, señor Dean Ward, acotó que ante el incremento de los desastres naturales en la actualidad es objeto de mucha discusión el tema de la reconstrucción. En tal sentido para su Fundación es relevante lograr materializar este proyecto. La idea que los inspira es la de involucrar en él no sólo a las universidades, sino también a los organismos públicos concernidos y a las instituciones que busquen la solución de los problemas sociales que ocasionan los desastres. La Fundación fiscaliza cada uno de los procedimientos y entidades comprometidas en un proyecto, y los recursos respectivos se van entregando en la medida que se vayan cumpliendo las metas trazadas.


El personero finalizó indicando que la Fundación financiará el proyecto de microbarrio en Valparaíso, para que pueda ser replicado en otras zonas y transferir, así, el know how que permita beneficiar al mayor número posible de personas. Lo anterior, sin perjuicio de incentivar a las universidades a que integren nuevos conocimientos a sus programas de prevención de riesgos y planes de construcción capaces de soportar todo tipo de desastres. 


Consultado el personero por la arquitecto especialista en territorio y paisaje, señora Paz Carreño, acerca de la posibilidad de destinar recursos del fondo para reconstrucción de espacios públicos, dada la necesidad de considerarlos en su conjunto y no sólo en lo que atañe a la construcción de viviendas, el señor Ward respondió que el proyecto está pensado para la construcción de un barrio de casas y un centro de capacitación, lo que puede abarcar, además, una estación de bomberos, un jardín infantil y un consultorio.


La señora Carreño, sobre el particular, recordó que el SERVIU se encuentra ejecutando un proyecto de desarrollo de espacios públicos en cuatro cerros afectados por el incendio, además de consolidar lo ya realizado en los cerros El Litre, Las Cañas, La Virgen y La Cruz, que son lugares en los que es difícil trabajar por las condiciones geográficas de la ciudad. En todo caso, arguyó, se debe propender a una mayor coordinación entre las instituciones públicas y privadas con miras a establecer una visión global y de conjunto acerca de lo que corresponde hacer.


El Rector de la Universidad de Playa Ancha, señor Patricio Sanhueza, expresó que el incendio de abril de 2014 es un ejemplo de la desorganización pública y privada, pues existen diversas iniciativas que no han sido canalizadas de manera uniforme. No se trata, según dijo, de un asunto que sólo involucre a la reconstrucción de la ciudad, sino que a generar mejores condiciones de vida en un espacio sustentable desde el punto de vista ecológico, público y económico. Para ello, continuó, se requiere un trabajo multidisciplinario: al efecto, las universidades están disponibles y atentas para contribuir en la reingeniería que exige la ciudad y colaborar con los aspectos técnicos y sociales involucrados. 


Enseguida, los representantes de CRUPE aludieron a los principales aspectos de carácter técnico y de detalle arquitectónico del proyecto de construcción de viviendas que pretenden ejecutar a nombre de la Fundación.


La profesional de la Universidad de Playa Ancha, señora Francisca Keller, junto con valorar positivamente el proyecto de la Fundación Hong Kong en materia de innovación en ingeniería, le hizo algunas observaciones críticas referidas, en su opinión, al impacto que pueden tener nuevas construcciones en Valparaíso. Al respecto y para evitar el rechazo ciudadano, dijo, es conveniente contactarse con la comunidad y planificar el tipo de paisaje social que las personas desean, y que traduce su estado anímico y cultural.


El Director de la Escuela de Arquitectura de la PUCV, señor Iván Ivelic, si bien elogió la técnica de ingeniería planteada por el proyecto, cuestionó su mérito arquitectónico considerando las particularidades de la ciudad. Según señalara, el territorio, el paisaje y la arquitectura de Valparaíso exigen que además de los aportes que se puedan recibir las universidades actúen de manera más comprometida en la reconstrucción, a lo que la Fundación añadió que esta era una solución de ejemplo para un área de la zona del Valle Central y que desde luego tenía que ser adaptado.
- - -

2) COMPILACIÓN DE LAS PROPUESTAS NORMATIVAS
 
A continuación se transcribe una compilación encargada por la Comisión, a la Biblioteca del Congreso Nacional, elaborada por las señoras Gabriela Dazzarola y Verónica de la Paz Mellado, que contiene observaciones y propuestas formuladas por las instituciones y personas que expusieron ante la Comisión.
Este trabajo empieza por expresar que el incendio que asoló a Valparaíso el 12 de abril de 2014 dejó de manifiesto no sólo la precariedad que en muchos aspectos afecta a la ciudad, sino, también, la necesidad de abordar cómo se realizaría el proceso de respuesta tanto en la emergencia (lo inmediato), como en la etapa de reconstrucción.
Esta necesidad puso en movimiento a una serie de actores locales que, convocados por el Senado, plantearon sus propuestas en los siguientes ámbitos principales: 
Primero, explicar las causas de la tragedia, en tanto su adecuada comprensión era un paso necesario para la prevención, lo que se explica por una parte por la “ruina ambiental” de la ciudad y, por la otra, por la ausencia de una adecuada planificación territorial unida a factores de vulnerabilidad social.

Segundo, respecto de las respuestas requeridas, las propuestas distinguen la emergencia del proceso de reconstrucción. En el primer caso, se propone el fortalecimiento de la sociedad civil en distintos ámbitos y la creación de tipologías específicas de vivienda; en tanto que en el segundo se sugieren cuatro ámbitos de acción relacionados con el manejo de la vegetación y el entorno; el diseño de las construcciones; la entrega de subsidios y la organización de la comunidad.

Como tercer ámbito se advierte la necesidad de perfeccionar la normativa existente, tanto desde la perspectiva de la prevención como de mejorar las respuestas ante la emergencia. En este ámbito, entre otros aspectos, se destacan las siguientes propuestas:



Perfeccionamiento de la Ley General de Urbanismo y Construcción en relación con los Instrumentos de Planificación Territorial y sus alcances, y cómo estos instrumentos regulan todo el territorio y no solo el ámbito urbano.



Revisión del mismo cuerpo legal en relación con las declaraciones de utilidad pública y la utilización de este instrumento en las áreas de riesgo.



Revisión de la Ley de Bases sobre el Medio Ambiente y sus exigencias ante situaciones de riesgo potencial.



Eliminación de los incentivos a la plantación comercial en los entornos urbanos.



Promoción de la educación formal y no formal respecto del riesgo de incendio y de sus implicancias.



Perfeccionamiento de la institucionalidad para abordar los incendios forestales.



Perfeccionamiento de la institucionalidad para la  prevención de las catástrofes.



Fortalecimiento de la comunidad y de la institucionalidad local.



Establecimiento de medidas punitivas respecto de los responsables de estas situaciones.
Introducción.

Este informe sistematiza las propuestas que se han presentado en la Comisión Especial del Senado sobre Catástrofe Incendio en Valparaíso. Para una mejor comprensión de la información, se han organizado y sistematizado las distintas exposiciones en tres ámbitos principales: Causas de la Tragedia, Respuestas ante el Incendio en Valparaíso y Propuestas Normativas. Este último punto a su vez, se subdivide en tres áreas: Ordenamiento Territorial, Educación e Institucionalidad. Finalmente, se anexa una tabla que contiene los principales aspectos de las presentaciones, separadas por expositor.

Para la elaboración del informe, se han utilizado como fuente de información las exposiciones que fueron presentadas o enviadas como documentos a la Secretaría de la Comisión y los debates de ésta. 
Causas de la tragedia.

Los invitados y miembros de la Comisión, coincidieron en que las causas del gran incendio ocurrido en Valparaíso, más allá del hecho puntual que desencadenó el evento, están relacionadas con factores que se venían incubando desde bastante tiempo y que hacían al territorio altamente vulnerable para que ante la ocurrencia de un incendio, éste alcanzara la magnitud e impacto que los hechos han confirmado.

Según los expertos las causas se agrupan en dos grandes aspectos:
a. Causas físicas: Relacionadas con las condiciones del medio físico que posibilitaron o aumentaron la dimensión de lo ocurrido, a saber:

La “Ruina Ambiental” referida a la eliminación y contaminación de los corredores biológicos que conforman la cuenca de la ciudad.

Introducción de especies pirógenas como los eucaliptus y los pinos, con la consecuente eliminación de la flora nativa.(Riesgo en la interface forestal-urbana) La condición geográfica de las quebradas de Valparaíso, cuya morfología provoca que ante situaciones de incendio se comporten como “quebradas eruptivas”, fenómeno que acelera la velocidad de propagación e intensidad de los incendios.
b. Causas socio-ambientales, relacionadas tanto con las características del crecimiento urbano de la ciudad como con su planificación, mencionándose puntualmente aspectos como:

Ocupación de zonas de riesgo, principalmente por sectores de población altamente vulnerables.

Ausencia de planificación urbana, tanto por la inexistencia de instrumentos adecuados, cuanto porque los instrumentos existentes no abordan la situación de las zonas altas de la ciudad.

Inexistencia de una adecuada estrategia para abordar los incendios forestales y otras situaciones de riesgo.

Falencias presupuestarias para abordar las situaciones detectadas.

Carencia de un sistema de educación preventiva.
Respuestas ante el incendio en Valparaíso.
De lo planteado por los invitados y los debates en el seno de la Comisión, se ordenaron las propuestas en dos aspectos: aquellas vinculadas a la respuesta ante la emergencia y aquellas relacionadas con el proceso de reconstrucción. 
Respuestas ante la emergencia.
En relación con las primeras respuestas que se deben entregar ante una situación de esta naturaleza los invitados platearon:
Desde el punto de vista de la organización de la comunidad, la necesidad de perfeccionar los mecanismos de intervención ante la emergencia y la existencia de instituciones que cuenten con esta experiencia como la Fundación Techo. En esta misma línea se sugiere potenciar liderazgos locales y espontáneos con adecuada capacitación y, de la misma forma, empoderar a la ciudadanía en la prevención y manejo del riego.

Otra propuesta dice relación con el tipo de estructura adecuada que se debe establecer, proponiéndose una modalidad piramidal, que cree una red de responsables de distinta envergadura.

Respecto de la entrega de la información, se sugiere una estandarización, estableciendo días específicos en que ésta se entrega dando cuenta del grado de avance y de los problemas detectados.

Por último en relación con la solución habitacional ante la emergencia, se señaló por una parte la necesidad de establecer un procedimiento para abordar el problema de la localización adecuada ante este tipo de emergencias: dónde y cómo se ubican las soluciones habitacionales como un procedimiento pensado de antemano; y por la otra, respecto del tipo de soluciones,  se propuso que se debería disponer de una tipología específica para abordar la emergencia, distinta de la tipología habitual de la mediagua, esto es, un criterio que más bien propiciara los espacios compartidos y la solidaridad entre los afectados.  Otro trabajo proveniente del mundo universitario dio cuenta de su experiencia en el desarrollo de un prototipo de vivienda de emergencia que responde a criterios de habitabilidad, progresividad (posibilidad de crecer) y eficiencia energética.

Respuestas ante la Reconstrucción.

En el ámbito de la reconstrucción se incorporan aquellas medidas sugeridas por los distintos invitados, orientadas a disminuir los riesgos a que se pueden ver enfrentadas las construcciones y sus habitantes en la zona de reconstrucción. Las medidas se pueden dividir en acciones destinadas a mejorar el manejo de la vegetación y entorno de las áreas siniestradas, avance en el diseño de la construcción y urbanización, además de algunas consideraciones sociales relacionadas con aspectos que se deben considerar en la entrega de subsidios y en la organización de la comunidad.
1) Manejo de la vegetación y del entorno:

Reconversión de especies de vegetación altamente inflamable a vegetación resistente al fuego; 
Remoción de combustible balanceado para no producir procesos erosivos;
Reducción de combustible a través de raleos, corta de sotobosque, podas, reducción de combustible a ras de piso, reducción de pilas de desecho;
Construcción de rutas de evacuación; 
Declaración de utilidad pública de los embalses abandonados, que claramente en la emergencia es necesario mantener y cautelar su acumulación de aguas lluvias: Las Cenizas, Sauzal, Plateado. Estos tres embalses son prioritarios, accesibles, de buena envergadura y no se utilizan para prácticas agrícolas. Están como su entorno: abandonados.
Análisis Hiperespectral de Suelo, que permita estimar la cobertura vegetal dañada, volumen de suelo removible, delimitación superficie apta fijación/remediación vegetal y contaminantes y dispersión de ellos.
2) Diseño de construcciones:
Red Húmeda. El agua constituye un apoyo importante para la defensa de las residencias, por lo que debiera diseñarse una red adecuada para satisfacer los requerimientos en caso de emergencias; 
Resguardos de sistemas de distribución eléctrica y gas; 
Regulación de lugares de almacenamiento de sustancias peligrosas; 

Caminos que permitan el acceso de los vehículos de emergencia, sirvan de ruta de escape a los residentes durante el fuego y de plataforma de apoyo para los esfuerzos de supresión;
Espacios abiertos, que constituyan elementos de defensa dentro de la comunidad, ya sea para reducir la propagación del fuego hacia los sectores residenciales, como también para constituir áreas de seguridad en caso de siniestros forestales;
Levantamiento topográfico, a través de instrumentos como LIDAR
, para realizar cambios de perfil por remoción/evacuación de escombros, estimación volumétrica de escombros no consolidados removibles e identificar nuevas gradientes y zonas de riesgo por flujo;
Construcción de obras civiles para control de aluviones: decantadores, control de sólidos. 

3) Entrega de Subsidios:

El subsidio para financiar el proceso de reconstrucción debe cumplir algunas condiciones, como por ejemplo, no estar vinculado a las personas sino a la situación que enfrentan, no puede estar sujeto a la capacidad de gestión del afectado respecto de su situación familiar, social y legal. En relación con el suelo urbano disponible, puede ser una oportunidad para mejorar las condiciones de habitabilidad de las familias afectadas y de la ciudad.
4) Organización de la comunidad:
En este punto, se expone como conveniente la organización de la reconstrucción mediante cooperativas, como una fórmula para organizar a la comunidad afectada y ser una contraparte a la acción del Estado. Las principales ventajas están asociadas a rebaja de costos, planificación del barrio y territorialización de la respuesta.
Se propone además que el procedimiento de revisión del proyecto sea practicado por un revisor externo para reducir la carga administrativa de la Dirección de Obras Municipales (DOM).
Por otra parte, la utilización de la manzana como unidad territorial facilita tanto la organización como una intervención eficiente de la empresa constructora o de la gestión de infraestructura. Finalmente, se propone la utilización de la autoconstrucción supervisada como medio de intervención, considerando el potencial existente.

Propuestas Normativas.

Un tercer aspecto abordado por los invitados dice relación con las normas cuyo perfeccionamiento o inclusión permitirían mejorar y fortalecer la respuesta actual, tanto para evitar la ocurrencia de este tipo de situaciones como para accionar mejores respuestas a los eventos que se presentaren.

En este capítulo, se incorporan las medidas propuestas por los distintos expositores, caracterizadas por su carácter nacional; esto es, aplicables a todo el territorio nacional, en un plazo más prolongado y que puede requerir para su materialización de algunas modificaciones en el ámbito normativo.
Las medidas se han ordenado de acuerdo a cuatro grandes ámbitos de acción que a su vez se subdividen según la siguiente estructura:
1) Plan de ordenamiento territorial. 

Se señalan algunas características esenciales con las que deben contar los planes de ordenamiento territorial, entre los que se destaca la necesidad de que su función general sea la de regular el desarrollo físico de los territorios y manejar su entorno en forma armónica. De esta forma, es necesario determinar las áreas aptas para absorber el crecimiento urbano, indicar las zonas o sectores que en razón de sus atributos naturales presentan riesgo o peligro potencial para el establecimiento de asentamientos humanos e incorporar la variable de incendios forestales en la planificación territorial.
En relación con el análisis de riesgo a los emplazamientos urbanos, se recomienda definir la normativa técnica tendiente a reducir el impacto de los incendios forestales tanto en la infraestructura como en el territorio, identificar los instrumentos de planificación territorial las áreas de exclusión por riesgo de incendios forestales y disponer de los mecanismos de control, seguimiento y evaluación de la normativa establecida para regular el uso del territorio.
Además, se señala como una medida necesaria para la restauración ambiental eliminar el subsidio a la plantación forestal en los entornos urbanos, pues esto genera especulación, cambiándolo por un subsidio a la “Restauración” y Plan de Manejo vigilado o monitoreado.
2) Instrumentos de Planificación.
En este aspecto se ha resaltado que los “Instrumentos de Planificación Territorial”
, establecidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones (LGUC) no son aptos para planificar el medio ambiente, ni para establecer normas relativas a materias distintas a las construcciones y obras de urbanización, como regular plantaciones y vegetaciones.
Los Planes Regionales de Desarrollo Urbano poseen un carácter meramente indicativo, estableciendo lineamientos para el desarrollo urbano regional.
Los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos regulan solo las áreas de extensión urbana y las actividades y vialidades de relevancia intercomunal. En el área rural fijan normas que en la práctica constituyen sólo políticas para ejercer la facultad de cambio de uso de suelo en el área.
Los Planes Reguladores Comunales sólo pueden regular el área urbana.
Los Planes Reguladores Comunales e Intercomunales no pueden regular aspectos ambientales.

Normas que se deben intervenir para abordar lo planteado:

Modificar el decreto ley N° 458/75, Ley General de Urbanismo y Construcciones, tanto en relación con la planificación urbana como respecto de las declaraciones de utilidad pública.
Modificar la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente. 
Derogar el decreto ley N° 3.516, sobre predios rústicos, e incentivar la planificación de la totalidad del territorio.
A nivel reglamentario:

Modificar el decreto supremo N° 47/2002, del MINVU, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Además, dictar un reglamento del Ministerio del Medio Ambiente al respecto. 
A nivel administrativo:

Dotar de recursos a las SEREMIS de Medio Ambiente. 
Redefinir el sentido que tienen los instrumentos de planificación, y al efecto modificar los planes reguladores comunales e intercomunales a nivel nacional existentes.
3) Educación.

Educación Formal

La educación formal, que abarca desde la educación parvularia a la superior, pretende, entre otros objetivos, a través de una intención deliberada y sistemática, estimular hábitos de integración social; de convivencia grupal; de solidaridad y cooperación, y de conservación del medio ambiente. En este ámbito, se señala que la educación formal puede ser una herramienta eficaz para la prevención de incendios forestales. Entre las medidas relacionadas se sugieren:


Potenciar en los educandos la incorporación de conocimientos y valores en materia de cuidado del medio ambiente. 

Identificar, sensibilizar y comprometer a actores relevantes que puedan contribuir a la solución del problema a través de la educación formal. 



Establecer compromisos intersectoriales e interinstitucionales permanentes.



Desarrollar material educativo con pertinencia local. 



Incorporar la problemática ambiental asociada a los incendios forestales en los instrumentos de planificación educacional.

Educación no formal

Una de las estrategias para corregir la conducta de la comunidad frente a los incendios forestales es enseñar a niños, jóvenes y adultos en general, a través de la educación no formal, entendida ésta como el conjunto de gestiones que se desarrollan fuera de la formalidad del aula y que utiliza diferentes medios para hacer llegar el mensaje que se quiere dar a conocer durante la época del año de mayor ocurrencia de incendios forestales. Entre las medidas expuestas se destacan:


Construir compromisos interinstitucionales permanentes. 



Desarrollar competencias en la comunidad local. 



Difusión integrada, coherente y sistemática, lo que debe traducirse también en acciones de difusión orientadas a dar a conocer a la población las consecuencias legales de provocar intencionalmente un incendio forestal. 



Promover el autocuidado de la comunidad inserta en áreas de alto riesgo de ocurrencia de incendios forestales. 
4) Institucionalidad.
Institucionalidad para el control de incendios forestales



La institucionalidad vigente no responde eficientemente a las exigencias para desarrollar una buena gestión del control de incendios forestales. Frente a esta realidad, se plantea:


Evaluar integralmente la gestión del control de incendios de magnitud;



Incorporar tecnologías de información a la gestión de control de incendios forestales identificando necesidades, tecnologías y el aseguramiento de recursos para su implementación;



Fortalecer el sistema de protección contra incendios forestales regionales;



Mejorar la coordinación y comunicación de los organismos competentes; 



Adecuar la institucionalidad a las condiciones ambientales y territoriales actuales;



Fortalecer la legislación en el ámbito de los incendios forestales. 

Institucionalidad de Prevención

Frente a riesgos naturales, se propone implementar pronósticos hidrometeorológicos que incorporen condición, volumen de agua, intensidad horaria a 96 horas y radar meteorológico como soporte de alerta de aluviones.
Municipios y Comunidad

En este ámbito, para enfrentar este tipo de riesgos, se sugiere promover y fortalecer la participación de los municipios a través del establecimiento de un modelo de gestión integrado y participativo con las organizaciones sociales y la constitución de alianzas estratégicas público-privadas. Además, han de gestionarse eficientemente los recursos municipales a través de una adecuada priorización, planificación y focalización de éstos en las áreas de mayor vulnerabilidad, aprovechando economías de escala y asociatividad entre comunas.
Medidas Punitivas

Existe un porcentaje importante de incendios forestales provocados intencionalmente por el hombre que queda impune. Frente a esta situación, se propone crear grupos especializados para la investigación de incendios forestales y perfeccionar los protocolos existentes en materia de investigación de causas y persecución penal.

3) SÍNTESIS DE LAS PROPUESTAS FORMULADAS

(BCN, señoras Dazzarola y De la Paz)

	Expositor
	Causa
	Respuesta
	Propuestas Normativas

	
	
	Emergencia
	Reconstrucción
	

	Daniel Sepúlveda

Foco Consultores
	Dentro de las principales causas:

Causas físicas:

Ruina ambiental provocada por la eliminación de especies nativas y contaminación en los corredores biológicos que conforman la cuenca de la ciudad.

Introducción de especies pirógenas como eucaliptos y pinos.

Características  de las quebradas  y como la topografía les otorga una condición de quebradas eruptivas, donde sus características actúan como acelerante de las condiciones de los incendios.

Otros factores:

Ausencia de una planificación integral que aborde el territorio y su complejidad.

Los instrumentos de planificación (IPT) solo regulan aspectos relacionados con la acción inmobiliaria, no tienen potestades sobre el territorio ni sobre el medio ambiente.

Las normas de los IPT solo establecen mínimos aceptables.

No existe un presupuesto específico para este tipo de situaciones y esto podría justificar la existencia de una Ley para el financiamiento de la reconstrucción de Valparaíso.

Inexistencia de una política para abordar la emergencia y la reconstrucción.


	
	
	Los “Instrumentos de Planificación territorial”
 establecidos por  la Ley General de Urbanismo y Construcciones (LGUC) no tienen facultades para planificar el medio ambiente, ni para establecer normas relativas materias distintas a las construcciones y las obras de urbanización, como regular plantaciones y vegetaciones.

Los Planes Regionales de Desarrollo Urbano poseen un carácter meramente indicativo, estableciendo lineamientos para el desarrollo urbano regional.

Los Planes Reguladores Intercomunales o metropolitanos regulan solo las áreas de extensión urbana, así como las actividades y vialidades de relevancia intercomunal. En el área rural fijan unas normas, que en la práctica constituyen sólo políticas para ejercer la facultad de cambio de uso de suelo en el área rural.

Los Planes Reguladores Comunales sólo pueden regular el área urbana.

Los planes reguladores comunales e intercomunales, no pueden regular aspectos ambientales.

Legislaciones que se deben intervenir para abordar lo planteado:

Modificar DL 458/75 LGUC, tanto en relación a la planificación urbana como respecto de las declaraciones de utilidad pública.
Ley 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente. 
A nivel reglamentario:
Modificar DS 47/2002 MINVU Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones
Dictar un reglamento del Ministerio del Medio Ambiente, al respecto. 
Derogar el DL.3.516 sobre predios rústicos, e incentivar la planificación de la totalidad del territorio.
Administrativo:

Dotar de recursos a las SEREMIS de Medio Ambiente para contratar su redacción. 
Redefinir el sentido que tienen los instrumentos de planificación.
Modificar los planes reguladores comunales e intercomunales a nivel nacional existentes.

	Raúl Galindo
Profesor Titular UTFSM


	Principales factores de riesgo:

Ocupación de áreas de alta susceptibilidad.

Intereses económicos priman sobre los de la comunidad

La pobreza prima sobre la planificación y el ordenamiento territorial

Se construye en periodos de estiaje y sequía: dentro de cauces, se hacen rellenos o cortes de cerros no compactados.(Potencialmente inestables)

Inorgánica densificación urbana de alta susceptibilidad a todas sus formas

Evidente vulnerabilidad social, al no existir una cultura de riesgo a nivel micro-local.
	Ante la imposibilidad de abordar la urbanización clandestina, evitar “procedimientos idealizados en la “mesa de trabajo” y verticalizar   la jerarquía organizacional. Se debería bajar y horizontalizar la carga decisional en momentos de crisis.”

Potenciar los “liderazgos” espontáneos de base local que surgen en los momentos de crisis,  mediante capacitación simple, pertinente, eficaz y oportuna respecto de temas de amenazas, vulnerabilidades y medidas lógicas y viables de enfrentarlas localmente (lo que se debe y no se debe hacer).

Promover un  “empoderamiento” local capacitado y  culturizado sobre el riesgo.

Reconocer la importancia del comportamiento “anti-intuitivo” de la población que enfrenta una crisis, dejando de lado los “dogmas de fe técnica” respecto de las supuestas “causas – efectos”. Por ende de decisiones centrales adoptadas por manuales o textos en el momento de crisis. Las que sólo contribuyen normalmente a aumentar la “entropía”.

Aceptar como un hecho de la causa que las ligazones interpersonales previamente cultivadas en el vecindario, constituyen elementos lógicos de resistencia al cambio y al re-ordenamiento territorial.  Frente a los cuales, los instrumentos diseñados en “el escritorio” fracasan.
	
	

	Michael Bier

Gerente Community Housing
	
	Las viviendas de emergencia deben responder a una tipología distinta a la habitual y permitir lazos de solidaridad entre los afectados, esto implica desarrollar una tipología de vivienda de emergencia.

Se propone una estructura piramidal de organización, con una red de responsables de distinta envergadura, que considere tanto la organización del Estado como la de la propia población.

Una alternativa para abordar esta situación es la organización mediante cooperativas que organicen a la comunidad afectada y establezcan el vínculo con la autoridad central. 

Estandarizar la entrega de información, independiente de los avances.


	El subsidio para financiar el proceso de reconstrucción debe cumplir algunas condiciones:

No puede estar vinculado a las personas sino a la situación que enfrentan.

No puede estar sujeto a la capacidad de gestión del afectado respecto de su situación familiar, social y legal.

El suelo urbano disponible, puede ser una oportunidad para mejorar las condiciones de habitabilidad de las familias afectadas y de la ciudad.


	La organización mediante cooperativas, puede ser una fórmula para organizar a la comunidad afectada y ser una contraparte a la acción del Estado.

La cooperativa canaliza la ayuda hacia la comunidad, puede tener una expresión territorial asociada a ella      y una estructura para su funcionamiento.

Las principales ventajas están asociadas a rebaja de costos, planificación del barrio, territorialización de la respuesta.

Se propone que el procedimiento de revisión del proyecto del conjunto sea revisado por un revisor externo, tanto del proyecto como de su ejecución, para reducir la carga administrativa de la Dirección de Obras Municipales (DOM)

La utilización de la manzana como unidad territorial facilita tanto la organización como una intervención eficiente de la empresa constructora o de la gestión infraestructura. 

Propone la utilización de la autoconstrucción supervisada como medio de intervención, considerando el potencial existente. 

Señala como la clave del éxito en este tipo de intervenciones la coordinación entre el supervisor y el equipo de trabajo. 

	TECHO
	
	Primera tarea emprendida por la Fundación el mismo día domingo fue la elaboración de un trazado básico que permite la instalación en los mismos sectores evitando las zonas de emergencia y manteniendo un trazado con vías de la menos 15 metros.(Campamentos El Vergel, La Virgen, y Sor Teresa)

Preocupaciones respecto de la emergencia:

Edificación de viviendas de emergencia en lugares de peligro.

Existencia de muchas viviendas de emergencia mal construidas.

Dan cuenta de la existencia de problemas de coordinación en la asignación de las viviendas por el municipio: falta de información entre funcionarios en terreno y la Dirección de Desarrollo Social (DIDECO).

Esto provoca duplicidad de beneficios y retarda el tiempo de edificación.

Perdida de efectividad de la labor del voluntariado por problemas de coordinación.

La fundación cuenta ante la emergencia con:

Un voluntariado organizado.

Experiencia en construcciones masivas.

Estructura de capataces de cuadrilla y de organización de apoyo logístico para abordar este tipo de situaciones.
	Fundación Techo cuenta con capacidad de apoyo en las siguientes áreas para la reconstrucción:

Experiencia con proyectos de vivienda social en la región.

 Profesionales en el ámbito urbano.

Material de estudios elaborado con el “Centro de Investigación Social” en temas de seguridad ciudadana, incendio, deslizamientos de terreno.

Experiencia de trabajo social en terreno con modalidades participativas.


	

	CONAF
	Riesgos Interfase forestal/urbana, donde el estilo de vida urbano se reúne con ambientes que son propensos a los incendios forestales.

Creciente número de hogares, urbanizaciones y cabañas de temporada que se construyen en zonas boscosas propensas a ser afectadas por los incendios forestales
	
	Manejo apropiado de la vegetación aledaña al hogar

Uso de materiales de construcción que aporten mayor resistencia la fuego

Diseño apropiado de las urbanizaciones


	Plan de ordenamiento territorial 

Su función general es la de regular el desarrollo físico de los territorios y manejar su entorno en forma armónica 

Determinar las áreas aptas para absorber el crecimiento urbano 

Indicar las zonas o sectores que en razón a sus atributos naturales, presenta riesgo o peligro potencial para el establecimiento de asentamientos humanos 

Establecer vías de comunicación necesarias para asegurar las relaciones externas e internas del sistema 


	CONAF
	La educación formal no se percibe, en la actualidad, como una herramienta eficaz para la prevención de incendios forestales.
	
	
	Propuestas de Líneas de Acción 
Potenciar en los educandos la incorporación de conocimientos y valores en materia de cuidado del medio ambiente. 

Identificar, sensibilizar y comprometer a actores relevantes que puedan contribuir a la solución del problema a través de la educación formal. 

Establecer compromisos intersectoriales e interinstitucionales permanentes. 

Desarrollo de material educativo con pertinencia local. 

 Incorporar la problemática ambiental asociada a los incendios forestales en los instrumentos de planificación educacional. 

	CONAF
	La educación no formal no ha logrado impactar de forma eficaz en la modificación de conductas en la comunidad
	
	
	Propuestas de Líneas de Acción 
Construir compromisos interinstitucionales permanentes. 

Desarrollar competencias en la comunidad local 

Difusión integrada, coherente y sistemática 

	
	Existe un porcentaje importante de incendios forestales provocados intencionalmente por el hombre que queda impune.
	
	
	Propuesta de Líneas de Acción 
Creación de grupos especializados para la investigación

Desarrollar acciones de difusión orientadas a dar a conocer a la población las consecuencias legales de provocar intencionalmente un incendio forestal. 

Perfeccionar los protocolos existentes en materia de investigación de causas y persecución penal 

	
	La problemática de incendios forestales no es incorporada en los análisis de riesgo vinculados a los emplazamientos poblacionales formales e informales
	
	
	Propuestas de líneas de Acción 
Definir la normativa técnica tendiente a reducir el impacto de los incendios forestales tanto en infraestructura como en el territorio. 

Identificar en los instrumentos de planificación territorial las áreas de exclusión por riesgo de incendios forestales 

Promover el autocuidado de la comunidad inserta en áreas de alto riesgo de ocurrencia de incendios forestales. 

Disponer de los mecanismos de control, seguimiento y evaluación de la normativa establecida para regular el uso del territorio 

	CONAF
	No se ha utilizado el manejo de combustible como herramienta para disminuir el peligro de incendios forestales
	
	
	Propuestas de Líneas de Acción 
Fortalecer las políticas públicas a través de la validación, sistematización y difusión de estas. 

Promover la educación en el ámbito del manejo de combustibles 

Promover  y fortalecer la participación de los municipios a través del establecimiento de un modelo de gestión integrada y participativa con las organizaciones sociales y la constitución de alianzas estratégicas público-privadas 

Gestionar eficientemente los recursos municipales a través de una adecuada priorización, planificación y focalización de estos, en las áreas de mayor vulnerabilidad, aprovechando economías de escala y asociatividad entre comunas.

Incorporar la variable de incendios forestales en la planificación territorial. 

	CONAF
	La institucionalidad vigente no responde eficientemente a las exigencias para desarrollar una buena gestión del control de incendios forestales
	
	
	Propuestas de líneas de acción 
Evaluar integralmente la gestión de control incendios de magnitud o conflictivos.

Incorporar tecnologías de información a la gestión de control de incendios forestales identificando necesidades, tecnologías y el aseguramiento de recursos para su implementación

 Fortalecer el sistema de protección contra incendios forestales regional

Mejorar la coordinación y comunicación de los organismos competentes 

Adecuar la institucionalidad a las condiciones ambientales y territoriales actuales.

Fortalecer la legislación en el ámbito de los incendios forestales. 



	Luis Donoso Carmona 

Geofísico
	Manejo de Riesgos:

Amenazas 
- Hidrometeorológicas: El Niño
	
	Levantamiento Topográfico LIDAR 

Cambio de perfil por remoción/evacuación de escombros

Estimación volumétrica escombros y no consolidado removibles 

Identificar nuevos gradientes y zonas de riesgo por flujo

Análisis Hiperespectral de Suelo 
Estimación de cobertura vegetal dañada 

Volumen de suelo removible

Delimitación superficie apta fijación/remediación vegetal

Contaminantes y dispersión de ellos.

Obras civiles para control de aluviones
Decantadores, control de sólidos 

Pronostico Hidrometeorológico 
Condición, volumen de agua, intensidad horaria a 96 horas.

Radar meteorológico como soporte de alerta aluviones.
	

	Luis Álvarez

PUCV/Geografo
	Las vulnerabilidades estaban incubadas hace tiempo:

Una “ruina ambiental” en el entorno periurbano.

El bosque nativo se ha degradado sistemáticamente, la introducción de especies exóticas desde los procesos de urbanización e incorporación de “Parques” en la ciudad y las políticas públicas de buscar especies maderables para el secano costero chileno a partir de 1935, incorporaron al área Eucaliptus Globulus y Pinus Radiata.

El primero (eucaliptus globulus) presenta una serie de alteraciones al medio:

Es parte de un ecosistema pirógeno en el lugar de origen, fuertemente combustible.

Desarrollado en forma de plantación subsidiada pero abandonada como actividad silvícola, esta actividad es residual en la parte alta de Valparaíso.

Tiene mayor capacidad regenerativa opera como renoval a propósito que en su lugar de origen es arbustivo. La capacidad regenerativa es superior a la del bosque nativo.

Invade Valparaíso por la cima propagándose por las laderas hasta los fondos de quebrada absorbiendo la poca humedad haciendo más crítica la Vulnerabilidad.
	
	
	Tarea fundamental y prioritaria:

Restauración Ambiental.

La Bahía de Valparaíso está expuesta al norte, por tanto es “solana” y le corresponde restaurarse desde esta condición.

Eliminar el subsidio a la plantación forestal en los entornos urbanos, esto genera especulación, mantenida por el estado.

Cambiarlo por subsidio a la “Restauración” y Plan de Manejo vigilado o monitoreado.

Declarar utilidad pública los embalses abandonados, claramente en la emergencia son necesarios, mantenerlos y cautelar su acumulación de aguas lluvias: Las Cenizas, Sauzal, Plateado, estos tres embalses son prioritarios, accesibles y de buena envergadura no se utilizan para prácticas agrícolas, están como su entorno; abandonados.



En lo que concierne al estado de avance de las propuestas planteadas por los invitados a la Comisión al mes de abril de 2015 y de iniciativas similares en tramitación, las especialistas de la BCN consignan lo que sigue.

1. Primera propuesta

	Temática
	Norma a revisar
	Observaciones

	Perfeccionar la Ley General de Urbanismo y Construcción en relación a los Instrumentos de Planificación Territorial y sus alcances y como estos instrumentos regulan todo el territorio y no solo el ámbito urbano
	DFL N° 458 de 1976. Ley General de Urbanismo y Construcción

	La regulación del territorio no es materia de la Ley General de Urbanismo y construcción, cuyo objetivo señalado en su artículo 1° señala:

“Las disposiciones de la presente ley, relativas a planificación urbana, urbanización y construcción, y las de la Ordenanza que sobre la materia dicte el Presidente de la República, regirán en todo el territorio nacional.”

En Marzo 2014 se aprobó la Política Nacional Urbana
. Actualmente existe una Comisión Nacional de Desarrollo Urbano que se encuentra desarrollando iniciativas en cinco ámbitos de acción: desarrollo económico, equilibrio ambiental, integración social, identidad y patrimonio, más uno transversal: institucionalidad y gobernanza.


En relación a la propuesta, fue aprobado el Decreto 78 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo
 que aprueba la Política Nacional Urbana y se creó el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano.

Respecto de los proyectos de Ley, existe un proyecto específico que busca modificar la Ley General de Urbanismo y Construcción (LGUC) con una propuesta similar a la planteada por la comisión y corresponde al Boletín N° 9391-14. Además, existen otras iniciativas, complementarias con la anterior, ya sea porque modifican la LGUC u otras normas. Dichas iniciativas se describen a continuación:

Iniciativas en ámbitos complementarios.

	Boletín 
	Estado
	Proyecto
	Autores

	9391-14
	Primer Trámite en Comisión de Vivienda y Desarrollo de la Cámara de Diputados 
	Proyecto de Ley que crea área de prevención de incendios forestales y protección urbana.
	Diputados(as) Aguiló, Cariola, Cornejo, Espinoza, Gonzalez, Melo, Provoste, Teillier, Vallejos.

	8374-14
	Primer Trámite en Comisión de Vivienda de la Cámara. 
	Modifica el DFL N° 458 de 1975, incorporando variables medio ambientales y de sostenibilidad en Instrumentos de Planificación Territorial 


	Diputados(as) De Urresti, Eluchans, Hoffman, Lorenzini, Molina, Rojas, Rosales, Sandoval.

	8236-14
	Primer Trámite en Comisión de Vivienda de la Cámara.
	Incorpora variables medio ambientales y el concepto de sostenibilidad en Instrumentos de Planificación Territorial
	Diputados(as) Accorsi, Cerda, De Urresti, Eluchans, Hernández, Molina, Morales, Pérez, Teillier, Vallespin.

	10042-14
	Primer trámite en Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano de la Cámara de Diputados.
	Modifica la ley N° 16.741, que Establece normas para saneamiento de los títulos de dominio y urbanización de poblaciones en situación irregular, incorporando una nueva causal de declaración de situación irregular de una población, en razón de la ejecución de planes de prevención de incendios y calamidades.
	Diputados (as) Gahona, Macaya, Morales, Nogueira, Norambuena, Sandoval, Silva, Trisotti y Ulloa.

	9375-01
	Primer trámite Comisión de Agricultura, Senado
	Establece normas sobre control y manejo del árbol eucaliptus, en Comuna de Valparaíso
	Senador Lagos.

	9810-01
	Primer trámite Comisión de Agricultura, Senado
	Obligación de elaborar planes de prevención y combate de incendios forestales a los dueños de predios con aptitud forestal
	Senador Navarro.

	10030-01
	Primer trámite Comisión de Agricultura, Senado
	Regula el manejo de bosques de especies muy combustibles colindantes con zonas urbanas
	Senadores(as) Horvath, Chahuán, Guillier,  Lagos, Pérez San Martín.

	10096-12
	Primer trámite Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, Senado
	Modifica la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, y otros cuerpos legales, a fin de considerar el ordenamiento territorial y el manejo integrado de cuencas hidrográficas, para la conservación, protección y su uso racional
	Senadores(as) señor Horvath, señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Guillier y Montes.


Fuente: Base de datos de proyectos de ley del Senado.

2. Segunda propuesta

Respecto de la definición de las Declaraciones de Utilidad Pública, contenidas en la LGUC, la propuesta señalaba:

	Temática
	Norma a revisar
	Observaciones

	Revisión del mismo cuerpo legal en relación a las Declaraciones de Utilidad Pública y la utilización de este instrumento en las áreas de riesgo.
	DFL N° 458 de 1976. Ley General de Urbanismo y Construcción
	Se encuentra en segundo trámite, proyecto Boletín N°8828-14
 que modifica el procedimiento para las Declaraciones de Utilidad Pública.


El proyecto de ley que aborda la situación de las Declaraciones de Utilidad Pública fue aprobado, transformándose en la Ley N° 20.791. Sin embargo, dicha normativa no contempla la utilización de este instrumento para abordar la situación de las áreas de riesgo.

Sobre la materia, se encuentran los siguientes proyectos en tramitación:

Iniciativas en ámbitos complementarios

	Boletín 
	Estado
	Proyecto
	Autores

	9239-12
	Primer trámite en la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente de la Cámara de Diputados.
	Establece medidas obligatorias de mitigación, prevención, pesquisa y combate inicial de incendios forestales
	Diputados(as) Campos, Carmona, Pacheco, Pascal y Vallespin.

	9391-14
	Primer trámite, Comisión de vivienda y Desarrollo Urbano, Cámara de Diputados.
	Crear un área de prevención de incendios forestales y protección urbana 
	Diputados(as) Aguiló, Cariola, Cornejo, Espinoza, Gonzalez, Melo, Provoste, Teillier, Vallejo.


Fuente: Base de datos de proyectos de ley del Senado.

3. Tercera propuesta

	Temática
	Norma a revisar

	Revisión de la Ley de Bases sobre el Medio Ambiente y las exigencias que realiza ante situaciones de riesgo potencial.
	Ley N° 19.300
, de Base del Medio Ambiente


Las medidas similares en tramitación son las que se indican:

Iniciativas similares

	Boletín 
	Estado
	Proyecto
	Autores

	9338-12
	Primer trámite en Comisión de  Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara.
	Perfecciona la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente a fin de declarar zonas excluidas de la posibilidad de desarrollar actividades o proyectos susceptibles de causar impacto ambiental.

	Diputados(as) Cicardini, Espinoza, Farcas, Hernando, Jarpa, Meza, Núñez, Pérez, Poblete, Robles.

	9867-01
	Primer trámite en Comisión de  Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara.
	Modifica la ley de Bosques y la ley General de Servicios Eléctricos, con el objeto de establecer medidas para prevenir los incendios forestales y los cortes de tendidos eléctricos que los originan


	Diputados Chaín, Chávez, Flores, Ojeda, Pilowsky, Rincón, Sabag, Torres, Walker.


4. Cuarta propuesta

	Temática
	Norma a revisar

	Eliminar los incentivos a la plantación forestal comercial en los entornos urbanos.
	Decreto Ley N° 2.565



Iniciativas similares

No se pudo acceder a iniciativas similares.

5.  Quinta propuesta

	Temática
	Norma a revisar
	Observaciones

	Perfeccionar la institucionalidad para abordar los incendios forestales.
	Ley 18.348

	Se encuentra en tramitación proyecto Boletín N° 7486-01
 que propone una nueva institucionalidad forestal.

	Perfeccionar la institucionalidad para la prevención de las catástrofes.
	Decreto Ley N° 369

	Se encuentra en tramitación proyecto Boletín N° 7550-06
 que propone una nueva institucionalidad para abordar las situaciones de emergencia y de protección civil.


El proyecto señalado no fue tramitado y en su reemplazo se ingresó el Boletín N° 7550-06, el que actualmente se encuentra en segundo trámite legislativo en el Senado, en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con urgencia simple.
6.  Sexta propuesta

	Temática
	Norma a revisar
	Observaciones

	Establecimiento de medidas punitivas respecto de los responsables de los incendios forestales
	Ley 20.653
 Aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales
	Corresponde a una regulación recientemente aprobada el 2 de febrero de 2013.


Se encuentran en trámite otros proyectos, que mejoran las condiciones de prevención frente a este tipo de situaciones. 

Iniciativas complementarias

	Boletín
	Estado
	Proyecto
	Autores

	9367-14
	Primer trámite en Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, Senado
	Sanciona Delitos contra el Medio Ambiente
	Senadores De Urresti, Girardi, Horvath, Navarro y Patricio Walker.

	8920-07
	Primer trámite en el Senado en la Comisión de Medio Ambiente
	Incorpora en el Título III del Libro Segundo del Código Penal un párrafo que tipifica y sanciona delitos contra el medio ambiente, y adecua la legislación vigente en la materia
	Senadora Allende

	9452-09
	Primer trámite en la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequia del Senado.
	Norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises.
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4) RESUMEN DE LOS DOCUMENTOS RECIBIDOS POR LA COMISIÓN


Consignamos a continuación una síntesis de los documentos que se hicieron llegar a la Comisión.

1. Un estudio de la Universidad Técnica Federico Santa María descriptivo de viviendas para la emergencia post impacto natural (vivienda solar para la emergencia), con participación de alumnos de las carreras de arquitectura, ingeniería eléctrica, ingeniería electrónica, ingeniería mecánica e ingeniería en construcción de madera.

Este documento tiene su origen en un proyecto para participar en una competencia denominada Solar Decathlon del Departamento de Energía de EE.UU., que es un torneo entre estudiantes de educación superior para seleccionar el mejor diseño y construcción de viviendas con energía solar que sean económicas y energéticamente eficientes.

El fundamento del proyecto radica en que Chile, país frecuentemente afectado por desastres naturales, no tiene protocolos de emergencia que consideren una respuesta de calidad al fenómeno del desastre. Cuando éste ocurre, los problemas se resuelven con soluciones rápidas, baratas y de corto plazo, como son, por ejemplo, las mediaguas, que generan energía y recursos que se desperdician en el largo plazo.

El documento expresa que la casa “Fénix”, como se denomina a la vivienda concebida en el proyecto, tiene un diseño que responde a la emergencia desde que ocurre el desastre natural e incluye estrategias que consideran el uso eficiente de la energía para asegurar la calidad de vida como un factor clave en una reconstrucción sostenible. Estas estrategias no están actualmente consideradas en la política nacional post-catástrofe. Los factores de sostenibilidad, agrega, consideran aspectos locales relacionados con el medio ambiente, la cultura y características geográficas, como también soluciones viables para los sectores más vulnerables.

De lo dicho, continúa, los conceptos arquitectónicos y urbanos que dan forma a la propuesta son los siguientes:

- La modularidad, esto es, que las viviendas se desarrollen a partir de un módulo básico que es reutilizado y que perdura en las tres etapas de una catástrofe: emergencia, alivio y reconstrucción.

- La progresividad, que permite que el módulo básico sea parte de la casa final. Esta lógica gradual y evolutiva es asumida por la estrategia de diseño urbano.

- La flexibilidad, esto es, la capacidad de la vivienda de adaptarse a diferentes latitudes y climas, en función de las características geográficas y la diversidad de climas de Chile.
- La accesibilidad, a saber, que la vivienda sea asequible a bajo costo y adquirida a través de subsidios en forma progresiva, para abordar el costo total de la casa.

2. El documento “Propuesta de Fortalecimiento de la Estrategia de Prevención de Incendios Forestales, Región de Valparaíso”, junio de 2011, trabajo en conjunto de la CONAF y la ONEMI.

En este documento se destaca, a modo de conclusión, que los incendios forestales son generados por el hombre, por lo que el problema requiere de un cambio de conducta de la población frente a los recursos naturales. Para alcanzar este cometido es relevante una educación sistemática, estructurada y permanente.

En las áreas de interfaz, el documento explica que tanto el manejo de la vegetación, como la implementación de normas estructurales preventivas, son fundamentales para la disminución de la vulnerabilidad de la comunidad. Los incendios forestales no sólo constituyen un problema en las dimensiones forestales y ambientales, sino, también, en las de índole social y de seguridad pública. Por eso se requiere una respuesta operativa, oportuna y contundente.

El problema de los incendios forestales es complejo y atiende a variables de tipo ambiental que generan condiciones propicias para la ignición y propagación del fuego. Como ejemplo, el documento menciona el déficit hídrico de la zona central del país, que debe enfrentarse de manera consolidada y mancomunada entre los intereses políticos, organismos sectoriales y la comunidad mediante esfuerzos focalizados en las áreas de mayor incidencia e impacto.

3. El documento denominado “Fortalecimiento de la Estrategia de Prevención de Incendios Forestales, Región de Valparaíso”, patrocinado por la Intendencia de la V Región, y elaborado por la CONAF-Región de Valparaíso con la colaboración de la Dirección Regional (V Región) de la ONEMI. Este documento da cuenta de un análisis, diagnóstico y proposiciones en materia de riesgos de incendios forestales en esta región que comprende una superficie de aproximadamente 1,6 millones de hectáreas, con dos objetivos: identificar las causas de los incendios forestales y definir líneas de acción para establecer planes de trabajo a corto, mediano y largo plazo. Para tales objetivos se establecen seis ejes estratégicos que permiten abordar los temas relevantes en relación con los incendios forestales.
Los seis ejes estratégicos son: la educación formal como herramienta para la prevención de incendios forestales; la educación no formal como aporte a la prevención de incendios forestales; la determinación de causas y persecución penal para disminuir la impunidad; el ordenamiento territorial como herramienta para la prevención y mitigación del daño; el manejo de combustibles para reducir el peligro de incendios forestales, y el perfeccionamiento de la institucionalidad para la gestión de control de incendios forestales.

De la enunciación precedente, el documento desprende que la autoridad y la ciudadanía, integradas, deben enfocar su acción a la prevención orientada a los planes y programas educativos formales y a la sensibilización de la población mediante campañas de difusión. Ha de considerarse también en este aspecto el ordenamiento territorial y la eliminación de combustibles para mitigar los incendios forestales, la determinación de sus causas y el aspecto penal para disminuir la impunidad.

La gestión de control requiere de mejoras para superar el déficit de recursos eficaces para enfrentar los incendios en cuanto a calidad, cobertura espacial y períodos operativos de medios terrestres y aéreos y mejorar la coordinación de las instituciones a las cuales estos temas competen, considerando que los incendios forestales constituyen un problema complejo en el ámbito de los cambios ambientales que progresivamente están generando condiciones más propicias para la ignición y propagación del fuego. 

De estos ejes estratégicos nacen líneas de acción de proyectos de corto, mediano y largo plazo que pueden ser replicados en otras regiones, particularmente en aquellas en que los incendios forestales tengan una alta significación.

4. El documento “Prospectiva Factores de Riesgo y Mitigación Procesos Catastróficos”, de autoría del geofísico señor Luis Donoso Carmona, que se refiere al manejo de riesgos (cuya síntesis se consigna en el trabajo de la Biblioteca del Congreso Nacional de página 48).

5. El documento del Cuerpo de Bomberos de Valparaíso que hace notar que después de los hechos acaecidos, se deben considerar medidas en el corto plazo que permitan dar el tiempo requerido a los estudios de planificación urbana y políticas públicas e implementación de éstas, considerando que las inversiones son de un alto costo, en redes de urbanización de agua potable, alcantarillado y eléctricas, o en el replanteo de nuevas tramas viales y pavimentación. Destaca, además, que la temporada de incendios forestales se inicia en septiembre y que ello pondrá en riesgo nuevamente a la población de Valparaíso, Laguna Verde y sus alrededores.

Enseguida, se refiere a una planificación estándar que ha elaborado sobre la prevención de incendios, que, en términos generales, consiste en lo siguiente:

Uno) Cierre de calles para la implementación de paseos peatonales, en los que no ha considerado cuáles son los requerimientos para desplazarse y otras intervenciones que provocan graves complicaciones, como por ejemplo el levantamiento de veredas. 

Agrega que como no se han considerado muros cortafuego en las construcciones provisorias, éstas se fabrican en madera y, por ende, la carga de material combustible que se está emplazando es muy alta, por lo que en una emergencia de incendio la factibilidad de propagación del fuego va ser significativa. A su vez, la necesidad de calefacción, ya por braseros, parafina, salamandra, electricidad o gas, podría generar incendios o asfixia por monóxido de carbono, sobrecarga eléctrica o volcamiento de las estufas con llama viva, entre otras opciones. El tamaño de las construcciones de emergencia versus el volumen interior de aire sería una primera condición de riesgo.

Dos) Actualmente la ciudad de Valparaíso presenta dificultades en el plan para la accesibilidad de vehículos, al menos básica, en los caminos que empalman con el Camino La Pólvora. Por esa razón, es dable exigir a los propietarios de los fundos del Camino La Pólvora y que desembocan hacia los cerros las siguientes tareas:
a.- Una nueva reforestación con árboles autóctonos chilenos.
b.- Corta fuegos reales con un perímetro de a lo menos 100 metros de ancho.

c.- Mantención de los caminos interiores después del invierno.

d.- Ubicación de estanques en su interior.
e.- Mantención de los accesos a lagunas para que las unidades puedan trabajar sin problemas como, empantanarse.

Respecto de las soluciones preventivas a corto plazo, el Cuerpo de Bomberos de Valparaíso manifestó que la ciudad carece de urbanización en su parte alta, y que las redes de agua potable o alcantarillado sólo alcanzan hasta la cota 300, y que en algunos cerros se han ejecutado obras menores de alcantarillado y agua potable, redes secundarias por impulsión con un caudal bajo, lo cual hace difícil las acciones de extinción de incendios sin el apoyo de camiones aljibes que permitan alimentar los requerimientos de una emergencia.

Con una trama vial estrecha, o sin ella, los carros bombas no pueden acceder al foco del incendio, aunque el parque actual se ha modificado para tener un mejor accionar con camiones más cortos y de doble tracción. El límite urbano de estos últimos 10 años se ha extendido en más de un 15%, invadiendo zonas como quebradas y áreas de bosque nativo, siendo los ejes de penetración más notorios El Vergel, Cerro Las Cañas y La Isla y el sector Rocuant. El límite urbano correspondiente al Camino La Pólvora carece de una red de agua y, con ello, de una red de grifo. Dicho eje es un límite donde la ciudad cohabita con el bosque (para Bomberos se denomina un sector de “interfase”) y que cae hacia la ciudad por las quebradas, como Las Cañas, Pajonal y El Litre, entre otras. 

6. Un documento de la Universidad Técnica Federico Santa María, elaborado por el profesor señor Raúl Galindo, que advierte que existen situaciones que son comunes a casi todo tipo de siniestros, como las que menciona a continuación:

a. La ocupación de áreas de alta susceptibilidad.

b. Los intereses económicos que priman sobre los de la comunidad.

c. La pobreza, que es un “driver” que prima sobre la planificación y el ordenamiento territorial.
d. Se construye en períodos de estiaje y sequía dentro del cauce natural de cursos de agua, donde después fluye el torrente y el transporte de deslizamientos.
e. Se construye en períodos de estiaje y sequía, procediendo a cortes del cerro y rellenos no compactados y protegidos por el lado de la quebrada, los cuales quedan potencialmente inestables.
f. Inorgánica densificación urbana de alta susceptibilidad en todas sus formas.
g. Vulnerabilidad social, al no existir una cultura de riesgo a nivel micro-local.
Ante estos factores, el documento sugiere que no puede ser erradicada con facilidad la urbanización clandestina y que se debe terminar con la doctrina de prefijar procedimientos idealizados en una mesa de trabajo y verticalizar la jerarquía organizacional. Se debería democratizar la carga decisional en momentos de crisis. Así, es necesario potenciar los liderazgos espontáneos de base local que surgen en los momentos de crisis, mediante capacitación simple, pertinente, eficaz y oportuna respecto de temas de amenazas, vulnerabilidades y medidas lógicas y viables de enfrentar localmente.
Además, formula las siguientes sugerencias:

Alcanzar un “empoderamiento” local capacitado y  culturizado sobre el riesgo.

Reconocer la importancia del comportamiento “anti-intuitivo” de la población que enfrenta una crisis, dejando de lado los “dogmas de fe técnica” respecto de las supuestas “causas-efectos” y, por ende, de decisiones centrales adoptadas por manuales o textos en el momento de crisis, que sólo contribuyen a aumentar la “entropía”.

Aceptar como un hecho de la causa que las ligazones interpersonales previamente cultivadas en el vecindario, constituyen elementos lógicos de resistencia al cambio y al re-ordenamiento territorial, frente a los cuales los instrumentos diseñados en “el escritorio” fracasan.

Como resultado de lo anterior, en el mediano plazo debe existir un surgimiento gradual y sostenido en el ámbito “micro-local” de las siguientes convicciones: la autoridad central no es culpable exclusiva de los resultados de la catástrofe; debe haber creciente prioridad entre los actores locales de la necesidad de reestructurar la trama urbana existente, el ordenamiento territorial, la desconcentración y la alocación y, por ende, aceptar el sacrificio personal (en este caso las soluciones deben venir por el lado estatal).


7. Un documento del Instituto de Geografía de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, que expresa que esta ciudad tenía una regularidad que le permitió desarrollar una habitabilidad arraigada, en que el 34% de los “ejes climáticos” son de mal tiempo o inestables -especialmente entre mayo y agosto- y un 16% son regulares (neblinas parciales o neblinas totales). 


Las condiciones cambian de manera constante por causa de transformaciones globales, concentrándose las lluvias entre junio y agosto. Se prolonga la estación seca hasta el mes de abril, lo que hace disminuir la humedad, cosa que puede evidenciarse en el siniestro que afectó en 1968 al sector de Gómez Carreño en Viña del Mar. 


En otro orden, el documento señala que el 9,9% de la superficie comunal corresponde a áreas urbanas e industriales. El 1,9% de la superficie corresponde a terrenos agrícolas y el 43% de la superficie total equivale a terrenos cubiertos por matorral y pradera que resultan de la sustitución de la vegetación nativa y de la consiguiente degradación de los suelos. 


Los bosques exóticos, nativos y mixtos comprenden una superficie que equivale al 40% de la comuna. Por otra parte, del total de la superficie de bosques (12.376 hectáreas), sólo 12,2% corresponde a bosque nativo y el otro 89,7% a terrenos plantados con especies exóticas. En cuanto al bosque nativo, salvo pequeños manchones en el sector de La Cuesta Balmaceda, no quedan especies propiamente nativas, por lo que no existe “bosque nativo adulto” en Valparaíso. 


En la misma línea, el informe señala que el bosque nativo se ha degradado sistemáticamente, por la introducción de especies exóticas desde los procesos de urbanización e incorporación de parques en la ciudad y la impulsión de políticas públicas para buscar especies maderables de secano costero desde el año 1935 (incorporación del eucaliptus globulus y pinus radiata).


El primero de ellos (Eucaliptus Globulus), presenta una serie de alteraciones al medio:


Uno) Ecosistema pirógeno combustible.

Dos) Es desarrollado en forma de plantación subsidiada pero abandonada como actividad silvícola. 

Tres) Tiene mayor capacidad regenerativa que opera como “renoval” puesto que su lugar de origen es “arbustivo”. 

Cuatro) El espécimen invade Valparaíso por la cima, propagándose por las laderas hasta los fondos de las quebradas, absorbiendo la escasa humedad que hace más crítica la vulnerabilidad.  


8. Un documento de la Fundación Un Techo para Chile, relativo a las circunstancias del incendio en Valparaíso. Este trabajo señala que recién producido el siniestro, se empezó a elaborar un proyecto de trazado que permita la reubicación de las familias en los mismos cerros, pero evitando la construcción en quebradas y conservando un ancho de calle de al menos 15 metros. Estos diseños se hicieron para los campamentos El Vergel y Sor Teresa, y fueron aprobados en terreno por representantes de SERVIU, Ministerio de Desarrollo Social, la Municipalidad de Valparaíso y la división de Aldeas y Campamentos del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el día miércoles 16 de abril.

Entre los días lunes 14 y jueves 17 de abril, se recaudaron fondos para esta construcción de emergencia, en el entendido que la reconstrucción de la ciudad tendría un proceso más largo, pero las familias requerían un lugar donde vivir en lo inmediato. El día jueves 17 de abril el Ministro del Interior, probablemente en desconocimiento de la campaña, anunció que el Gobierno compraría la totalidad de las viviendas necesarias, lo que dio lugar a un cuestionamiento de la Fundación por parte de los donantes.
Entre el martes 22 y el miércoles 23 de abril, agrega, se acordó con el Ejecutivo que la Fundación Un Techo para Chile compraría 600 viviendas básicas y enseres (1 cama de plaza y media, un camarote, cocina y comedor) para 2000 familias, y cooperaría con la aislación interior de las viviendas que pudiera con el monto recaudado. Con esta coordinación entre el Estado y la sociedad civil las familias recibirían un mejor estándar de solución y la Fundación cumpliría con sus compromisos. Desde el martes 22 de abril los voluntarios de TECHO y otras organizaciones que se han sumado, han estado construyendo las viviendas sostenidamente hasta la fecha.

El documento consigna, también las siguientes observaciones:

Uno) El municipio de Valparaíso, ante la presión de la ciudadanía, repartió las viviendas directamente a las familias del sector, lo que se tradujo en dos problemas: por una parte, el trazado original no se respetó, con lo cual algunas familias han construido en zonas de peligro; por otra, muchas de las viviendas han sido mal construidas y arriesgan filtrarse cuando lleguen lluvias fuertes en invierno.
Dos) El proceso de asignación de viviendas ha estado mal coordinado: hay funcionarios municipales que distribuyen viviendas en terreno sin que la Dirección de Obras Comunales tenga conocimiento al respecto. Esto genera que a algunas familias se les haya asignado más de una vivienda.
9. Un documento de la organización Community Housing, que señala que la vivienda de emergencia no puede ser chica, mala y barata, porque como cumple funciones diferentes a una vivienda normal, necesita otra tipología. Es preciso reunir a los damnificados en conjuntos colectivos para que se sientan acompañados en su situación, compartiendo y conversando con vecinos y creando una sensación de solidaridad. Dentro del conjunto para aproximadamente 6 ó 10 familias se pueden instalar una cocina, recintos sanitarios y otros entornos de valor social, de mejor calidad y a mucho menor costo que las instalaciones dispersas de mediaguas.

Respecto de los subsidios de reconstrucción, la situación de un damnificado es diferente a la de un postulante al subsidio: el damnificado tenía una casa y no es su voluntad postular al subsidio, sino por una desgracia externa a su decisión. La asignación de un subsidio no se puede vincular a la capacidad de gestión del damnificado para presentar su situación familiar, social y legal acorde con los subsidios generales, sino a la situación en la cual se encuentra. Además hay que separar claramente construcciones en zonas de riesgo, como las quebradas en Valparaíso o los sectores costeros.

Las pérdidas que sufrieron tantas familias no se van a recuperar, pero es posible remplazar lo que se perdió por iniciativas nuevas, que mejoren sustancialmente la vida de los afectados. Por esto hay que aprovechar las mil hectáreas de suelo urbano prácticamente despejado, una gran parte de la población que vivió en malas condiciones y la capacidad técnica para introducir soluciones que tienen un impacto positivo en la vida de los afectados.

Cerca de cincuenta familias se organizan en una entidad del tipo cooperativa, la que será la contraparte para la ayuda del Gobierno. Toda la ayuda ha de ser canalizada a través de esta entidad. En el mejor caso se puede formar unidades por manzana. Es indispensable organizar grupos con una estructura jerárquica (presidente, tesorero, secretario) que asuman funciones de coordinación de la ayuda, para rebajar costos, permitir una planificación general de la manzana y, a través de la organización de las cooperativas, una planificación del barrio.

El proyecto de reconstrucción en los terrenos pertenecientes a los miembros de la cooperativa será ingresado como un todo y con aprobación de un revisor externo, reduciendo la carga administrativa a la Dirección de Obras Municipales. De esta manera, el revisor, con la aprobación del proyecto y su recepción, garantiza que lo financiado por el Gobierno se cumple y llega a su destino. 

La concentración de la intervención en un lugar determinado (manzana) permite mayor eficiencia para la constructora y hasta la combinación de proyectos de infraestructura con la vivienda en autoconstrucción asistida, aprovechando y usando recursos disponibles y necesarias por una eficiente ejecución de los proyectos. Gran parte de los damnificados trabajan en la construcción o adquieren conocimiento básico, por lo cual, una “autoconstrucción supervisada” no entregará otra calidad constructiva que cualquier empresa constructora. 
El informe se refiere también a la recuperación de aguas grises y estanques de emergencia. 

Sobre este asunto señala que otra posibilidad puede ser la separación de aguas grises de las negras dentro de una manzana entera, para mantener una proporción del agua suministrada en el terreno. Esto reduce la cuenta de agua de cada uno, lo que permite un riego abundante en los terrenos y minimiza, por la existencia de terreno cubierto con plantas frescas, el peligro de nuevos incendios. Este sistema acumula agua, que ya está en los cerros, para formar un tranque que creará un microclima en su entorno, pero también fomenta la creación de huertos y plantación de árboles y, en caso de emergencia, habilitar un depósito de agua de aproximadamente 100 metros cuadrados por cada manzana.

10. Un documento de FOCO CONSULTORES (Consultores de Desarrollo Urbano, Arquitectura, Patrimonio y Desarrollo Local), que señala que los denominados “Instrumentos de planificación territorial” (Plan Regional de Desarrollo Urbano, Planes Reguladores Intercomunales, Planes Reguladores Comunales y Planes Seccionales), creados por la Ley General de Urbanismo y Construcciones, no son aptos para planificar el medio ambiente, ni para establecer normas relativas a materias distintas a las construcciones y las obras de urbanización, como regular plantaciones y vegetaciones.

Agrega el documento que:
Los planes regionales de desarrollo urbano tienen un carácter meramente indicativo, estableciendo lineamientos para el desarrollo urbano regional.
Los planes reguladores intercomunales o metropolitanos regulan sólo las áreas de extensión urbana, así como las actividades y vialidades de relevancia intercomunal. En el área rural fijan unas normas que en la práctica constituyen políticas para ejercer la facultad de cambio de uso de suelo en el área rural.
Los planes reguladores comunales sólo pueden regular el área urbana.
Los planes reguladores comunales e intercomunales sólo pueden establecer diecisiete normas urbanísticas relativas a uso de suelo y condiciones de subdivisión y de edificación. No pueden regular aspectos ambientales.
El carácter regulatorio de estos instrumentos no vincula a acciones o proyectos.

En el plano normativo, el informe deja constancia de lo siguiente: 
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PARRAFO 22.- De la Planificacion Urbana Regional

Articulo 302.- Se entendera por Planificacion Urbana
Regional aquella que orienta el desarrollo de los centros
urbanos de las regiones.

Articulo 312.- La Planificacidon Urbana Regional se
realizard por medio de un Plan Regional de Desarrollo
Urbano, que fijara los roles de los centros urbanos, sus
areas de influencia reciproca, relaciones gravitacionales,
metas de crecimiento, etc.

Articulo 322.- El Plan Regional de Desarrollo Urbano
serd confeccionado por las Secretarias Regionales del
Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de acuerdo con
las politicas regionales de desarrollo socio-econémico.

Articulo 33.- Los planes regionales de desarrollo urbano
serdn aprobados por el consejo regional y promulgados
por el intendente respectivo, debiendo sus
disposiciones incorporarse en los planes reguladores
metropolitanos, intercomunales y comunales.

PARRAFO 22.- De la Planificacion Ambiental Regional

Articulo 302.- Se entenderd por Planificacion Ambiental
Regional aquella que orienta a la proteccion, restauracion del
medio ambiente en el territorio de cada region

Articulo 312.- La Planificacién Ambiental Regional se realizara
por medio de un Plan Regional de Medio Ambiente y Paisaje,
que definird cuales son los sistemas y bienes ambientales que
deberdn protegerse o recuperarse en todo el territorio
regional, los pasivos ambientales que se deberan restaurar..

Articulo 322.- El Plan Regional de Medio Ambiente y Paisaje
serd confeccionado por las Secretarias Regionales del
Ministerio de Medio Ambiente, de acuerdo con las politicas
regionales de desarrollo socio-econdémico y las condiciones
ambirentales que caracterizan el territorio regional.

Articulo 33.- Los Plan Regional de Medio Ambiente y Paisaje
seran aprobados por el Consejo Regional y promulgados por
el intendente respectivo, debiendo sus disposiciones
incorporarse en los planes reguladores metropolitanos,
intercomunales y comunales











11. Un documento suscrito por los Directores de las Escuelas de Arquitectura de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso; Universidad Técnica Federico Santa María; Universidad Nacional Andrés Bello (sede Viña del Mar), y Universidad de Valparaíso, mediante el cual realizan un diagnóstico de la situación y plantean tres ejes temáticos:

a) Voluntad de comprensión territorial.
b) Redefinición de los instrumentos de gestión.
c) Consideración de la cultura local.
Agrega el documento que la configuración geomarítima chilena es la más diversa del planeta: su amplitud latitudinal y extensa costa hacia el Océano Pacífico nos hace poseedores de una abundante riqueza cultural y climática. Su diversidad proporciona a los territorios chilenos cualidades de emplazamiento únicas, de fuerte identidad y potencial riqueza, características que han sido casi siempre soslayadas por normativas de tipo generalista. 
De esta desatención, y del desorden territorial encubierto que genera, proviene nuestra vulnerabilidad frente a conflictos sociales y a catástrofes a los que periódicamente estamos expuestos, lo cual se manifiesta en una carencia de instrumentos unificados de planificación capaces de conjugar los instrumentos normativos y de gestión para canalizar las energías públicas y privadas en la dirección de la sostenibilidad del maritorio-territorio propio.

Enumera enseguida diversas iniciativas, ordenadas de lo general a lo particular, para ser acometidas más latamente en las siguientes fases de trabajo.

1. Consolidar una comprensión integrada del territorio, que logre reunir la estructura urbana con la rural o forestal de una manera armónica y tramada con el fin último de disminuir el riesgo urbano-territorial.

Es fundamental aceptar que los impactos urbanos del incendio se han producido por un déficit en la planificación del territorio de Valparaíso, que opera a diversas escalas. Por un lado, la existencia del bosque forestal adyacente al área urbana que, en sí mismo, representa un enorme riesgo para la ciudad. Por otro lado, la tendencia histórica del Estado a consolidar ocupaciones informales en áreas de riesgo, que históricamente ha expuesto a los habitantes más vulnerables del Gran Valparaíso a importantes riesgos ambientales.

2. Fortalecer los instrumentos de planificación territorial comunal por encima de los instrumentos generales de urbanización, con el fin de poner en valor la diversidad geográfica y cultural nacional. La consideración de las características propias de un territorio debe generar un marco regulatorio propio, de tal manera que cada identidad territorial se reconozca en las particularidades y complejidades que le dan sustentabilidad y orientación a su desarrollo.
Todo ello debiera implicar necesariamente la descentralización y coordinación de aquellos instrumentos públicos que puedan hacer efectiva la planificación integral del territorio, entre los que se destacan: Planes de Desarrollo Comunal; Planes Reguladores Urbanos; Planes de Desarrollo Estratégico; Planes Seccionales, y Ley General de Urbanismo y Construcción. 

3. Propuesta de nueva institucionalidad gestora del Plan de Recuperación, que deberá estar focalizada en el control y la gestión del suelo por parte del Estado. Muchas de las operaciones que en el mundo occidental se enfrentaron a transformaciones urbanas lo hicieron apoyadas en una institucionalidad que permitiera el control del suelo urbano por parte del Estado. En este sentido, se es consciente de que la mera lógica de la oferta y la demanda no sirve para producir la transformación esperada. Por ello se debe crear una nueva institución que permita al Estado comprar, planificar y gestionar suelo urbano destinado a operaciones sociales, teniendo asociado una fuente de financiación que permita adicionar infraestructura. Por esa razón, es clave que el Estado tenga preferencia para operar con los predios que adquieran las plusvalías.

4. Urbanizar las ciudades desde la formalización de una infraestructura pública que promueva el mejoramiento de  calidad de vida de sus habitantes, tomando en cuenta las dinámicas de población, la planificación territorial y gestión de los recursos naturales disponibles.

La evidencia da cuenta de que cualquier proceso de planificación urbana en Valparaíso es siempre superado por la ocupación informal del territorio. Por ello se requieren planes integrales y políticas públicas de inversión planificada que garanticen una infraestructura y unos servicios públicos de calidad.

Las intervenciones de mediano y largo plazo deben centrarse en resolver los problemas infraestructurales del territorio, entre los que se resaltan: 

Infraestructura de transporte, asociada tanto a la ejecución de vías de circunvalación, caminos medios y a un sistema de accesibilidad que dé integridad al territorio. 

Infraestructura verde, reforestación de quebradas y parques. 
Infraestructura de equipamientos públicos y espacios públicos en áreas superiores a la cota 100 sobre el nivel del mar. Se presenta, por ejemplo, una inmejorable oportunidad para asumir los fondos de quebrada como espacios públicos, sin por ello abordarlos como plazas de áreas verdes que requieran alta mantención sino como áreas de vegetación silvestre en interacción al uso público.
5. La emergencia se ha enfocado en resolver la necesidad de proveer de vivienda a los pobladores, mediante diferentes instrumentos de subsidio. Frente a ello, se propone un sistema de financiamiento que permita actualizaciones constantes en base a proyectos urbanos, que debieran considerar los siguientes aspectos:

El mejoramiento de los barrios afectados implica ajustes territoriales y relocalización de hogares, para lograr una planificación urbana provista de dos herramientas jurídicas, esto es, la facultad de expropiación y la de zonificación. Ambos mecanismos actúan ejerciendo el control sobre la propiedad privada, privilegiando el bien común. Por esta razón, la utilización de la planificación urbana exige liderazgo político, sobre todo en un escenario donde el acceso a la propiedad privada representa una dimensión reivindicativa.
Señala, enseguida, que el Estado debe evitar la tentación de atomizar la inversión pública, lo que profundiza la inercia en la manera de ocupar el territorio y bloquea las posibilidades de generar ajustes relevantes en la localización de las soluciones. Es fundamental que los recursos empleados se destinen a proyectos que tengan impacto y modifiquen las tendencias en el poblamiento periférico de Valparaíso y que apunten a mejorar las posibilidades de localización barrial de las familias más vulnerables.
El impacto urbano del incendio se relaciona directamente con la segregación socio-espacial que históricamente ha existido en el Gran Valparaíso. Quienes llegaron a vivir en el área afectada, fueron empujados por la necesidad condicionada por el mercado de suelo. Por esta razón, a largo plazo, este problema debe ser mirado de manera global. El divorcio de la actividad portuaria con el Plan de Valparaíso, explica gran parte de la pobreza de esta Ciudad, que va ofertando localizaciones “baratas” para los más vulnerables de toda la conurbación. La pérdida del recurso costero de Valparaíso no puede desprenderse para analizar el problema social de la ciudad.

Concluye el informe expresando que la urbanización precaria que predomina por encima de la cota 100 ha generado, entre otras consecuencias, que las quebradas se destinen a espacios residuales albergando basurales informales. Resulta fundamental recuperar ambientalmente estos espacios, rescatando el papel que los corredores biológicos tienen en la mantención de los elementos “verdes” de todo el Plan de Valparaíso. Si no es posible transformar las quebradas en espacios públicos, se deberá fomentar un programa que sustente su recuperación ambiental. 

5) OFICIOS DESPACHADOS POR LA COMISIÓN
Esta Comisión remitió los siguientes oficios, a las personas e instituciones que se indican:

1. Dos oficios al señor Delegado Presidencial para la reconstrucción en Valparaíso.

Con el primero, se adjunta lo siguiente:

Una Moción, iniciada en conjunto por los Honorables Senadores señor Lagos y Zaldívar y, posteriormente, declarada inadmisible por referirse a materias de iniciativa exclusiva, en cuya virtud se propone la creación de una corporación de derecho público, de carácter autónomo, cuyo objeto sería atender al mejoramiento urbano de la ciudad de Valparaíso. La idea del proyecto consistía en que esta corporación pudiera ejercer sus funciones en el marco de los planes y programas elaborados por el MINVU. Sería una entidad similar a la antigua CORMU, existente en la década del sesenta. La Sala del Senado remitió esta iniciativa legal a S.E. la Presidenta de la República, por oficio N° 431/SEC/14, de 7 de mayo de 2014, a fin de que considerara la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que recogiera los propósitos de la misma.

Una Moción, suscrita por los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath y Prokurica, declarada más tarde inadmisible por contener materias de iniciativa presidencial exclusiva, mediante la cual se propone el establecimiento del llamado Programa de Recuperación de Valparaíso, dependiente del MINVU. Al igual que en el caso anteriormente mencionado, la Sala del Senado remitió esta iniciativa legal a S.E. la Presidenta de la República, por oficio N° 432/SEC/14, de 7 de mayo de 2014, a fin de que estudiara el posible envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que recogiera los propósitos de la misma.
Con el segundo oficio, se le formulan catorce preguntas relativas a los efectos del incendio y a las medidas que se han adoptado para paliar los daños causados por la catástrofe.

2. Al señor Aarón Cavieres, Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal (CONAF), para que informe acerca de los estudios y antecedentes recogidos por dicha institución, respecto de las quebradas de las zonas geográficas de Valparaíso más expuestas al riesgo de incendio, así como de la masa y especies arbóreas que cubren dicha zona y su ritmo de crecimiento. El Director respondió mediante carta oficial N° 132/2014, de 19 de mayo de 2014, que se acompaña en anexo.

3. Al señor Matías Valdés, Director de Obras de la Municipalidad de Valparaíso, con el objeto de solicitarle información acerca de la situación que afecta a ochenta familias de Valparaíso que no pueden ocupar o habitar los departamentos que los han o habrían sido asignados y que estarían listos para su entrega.

4. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, solicitándole informar acerca de los planes de contingencia que se han dispuesto para acometer –mediante el financiamiento respectivo- las labores que, en lo inmediato, deben ser implementadas en la zona afectada y en las áreas forestales circundantes para prevenir siniestros como el ocurrido, así como las medidas de respuesta temprana que se han establecido para el evento de que acontezcan.

La señora Ministra de Vivienda respondió mediante oficio ordinario N° 0513, de 3 de octubre de 2014, que se adjunta en anexo.

5. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual se le requiere informar acerca del estado de avance de las medidas adoptadas por ese Ministerio destinadas a consolidar el proceso de reconstrucción y revitalización de la ciudad de Valparaíso, así como aquellas cuyo objeto es prevenir la ocurrencia de situaciones como la vivida.
La señora Ministra contestó este requerimiento por oficio ordinario N° 302, de 8 de mayo de 2015, al tenor de las siguientes consideraciones:

El Gobierno ha elaborado un Plan de Inversiones intersectorial que no sólo repondrá lo que se destruyó, sino que también introducirá mejoras sustantivas en la estructura urbana de la ciudad, las cuales permitirán contar con mejores estándares de seguridad y equidad urbana. La inversión global considerada en el plan contempla M$290.464.334, equivalentes aproximadamente a 510 millones de dólares, a ejecutarse entre 2014 y 2021. Distribuidos en un 66% para las intervenciones en el ámbito ciudad, 14% en la escala barrio-cerro, y 20% en lo que respecta a la reposición y reparación de viviendas afectadas.
En particular, la inversión del Ministerio de Vivienda y Urbanismo se distribuye en las distintas escalas de la siguiente forma: Ciudad, MM$102.700 (52%), Barrio, MM$38.347 (19%) y Vivienda, MM$57.646, para un total de MM$198.693, a ejecutarse entre 2014 y 2021.

- Asignación de Subsidios con proyecto habitacional:

En el ámbito de vivienda, son 3.110 familias damnificadas a atender a través del plan de reconstrucción, de las cuales al mes de marzo del presente año 2.259 familias ya disponen de subsidio con proyecto habitacional aprobado, entre ellas: 547 cuentan con subsidios dirigidos a la construcción en sitio propio; 1.692 con subsidios orientados a la adquisición de vivienda; y 20 con subsidios de reparación de viviendas.

Las restantes 851 familias a atender, se encuentran en proceso previo de asignación de subsidio habitacional (formulación de proyectos, solicitudes de permiso de construcción) destinado a la construcción o adquisición de vivienda.

- Respecto de avances en proyectos MINVU a escala ciudad y barrios al 30 de marzo 2015:

• Mejoramiento y prolongación de Av. Alemania, que mejorará la conectividad de la zona afectada, actualmente en etapa de diseño de ingeniería el pasado 30 de diciembre, presenta un 10% de avance.

• Construcción Camino del Agua y transversales, se encuentra contratado. Este camino y sus 4 ejes transversales (El Vergel, Cuesta Colorada, Mesana y Aquiles Ramírez) permitirán la generación en el sector alto de una red vial integrada al resto de la ciudad.

• Estudio geotécnico, que proporcionará la información requerida para el desarrollo de obras de reconstrucción con seguridad y sostenibilidad, se encuentra terminado.

• Recuperación de la infraestructura vial en los siete puntos más afectados por el incendio, se encuentran en ejecución las obras en el sector Los Chonos (45% de avance) y El Vergel-La Cruz (20% de avance). Además ya están contratadas las obras en el sector Pajonal-Merced.

• Plan de reconstrucción vial, que permite reponer la vialidad afectada ya cuenta con 5 proyectos terminados en sectores de los cerros La Cruz, Las Cañas, Merced, El Litre y Mariposas, y en ejecución 1 proyecto en el Cerro Ramaditas con un 60% de avance. Adicionalmente se han identificado 12 proyectos adicionales para complementar la reposición, mejoramiento y conservación de la infraestructura vial afectada por el incendio. Complementariamente a estos proyectos se consideran obras de muros de contención (MINVU), específicamente en el Cerro Las Cañas con diseño en elaboración, así como ensayos de laboratorio para determinar las especificaciones de obras de contención en distintas zonas de los sectores afectados.

• Reposición de infraestructura sanitaria, actualmente cuenta con los 4 proyectos terminados, lo que ha permitido mejorar las condiciones de seguridad con limpieza de cámaras y obras de protección en encausamiento de aguas lluvias.

• Programa Quiero Mi Barrio, que contempla la intervención en infraestructura y fortalecimiento de redes sociales en 4 barrios de la zona alta de la ciudad (Merced-La Virgen, Las Cañas, El Litre y La Cruz, con proyectos definidos en conjunto con la comunidad, respecto de espacios públicos y equipamiento a escala barrial. A la fecha cuenta con los diseños en desarrollo para las 4 obras de confianza (una en cada barrio siniestrado), con un 35% de avance. En el caso del Cerro Las Cañas estas obras corresponden a intervenciones en aceras, cancha deportiva y plaza; para el barrio La Cruz se consideran obras de mejoramiento de escalas; y en los barrios Merced y El Litre corresponden al mejoramiento de pasajes. Se estiman el inicio de estas obras durante el primer semestre de 2015.

- Regularización del suelo y zonas de riesgo no identificable: 

Según la tenencia de la propiedad de los damnificados son 1.233 propietarios; 636 allegados; 212 arrendatarios; 386 ocupaciones irregulares; 190 cesiones, sucesiones y usufructos; y la diferencia sin tenencia definida. Se ha apoyado a 450 familias en la regularización de la tenencia de terreno.

En relación a las familias damnificadas que habitaban viviendas en terrenos emplazados en zonas de riesgo no mitigable, hay 51 solicitudes de cesión, de ellas 35 ya se han resuelto y las familias han recibido una solución habitacional.

- Otros proyectos orientados a la prevención de desastres: 

Hay un conjunto de proyectos que son de responsabilidad de otras instituciones y forman parte del plan de reconstrucción, orientados a este objetivo. Los avances aquí consignados corresponden a lo señalado por la minuta de gestión de la Delegación Presidencial, con fecha 31 de marzo 2015:

• Sistema de alerta sonora de emergencias (GORE), que permitirá mejorar las condiciones de seguridad entregando un mecanismo efectivo de información a la ciudadanía ante situaciones de alerta, presenta un avance del 95%.

• Habilitación de estanques, a ser implementados por el Gobierno Regional y el Cuerpo de Bomberos, con el objeto de entregar una respuesta más efectiva y rápida en el combate de incendios en la parte alta de la ciudad, cuenta a la fecha cuenta con 70% de avance.

• Unidad Operativa de Control de Emergencias (GORE), proyecto que considera la construcción de un equipamiento para concentrar las operaciones de emergencia, localizado en la parte alta de la ciudad (cuartel de bomberos con instalaciones administrativas y de operaciones, albergando además a los distintos organismos de seguridad y respuesta ante emergencias) se encuentra en proceso de diseño, contando a la fecha con un anteproyecto conceptual y en proceso de contratación de la ingeniería de detalle.

• Proyectos Locales en espacios públicos (SUBDERE/Municipio), corresponde con una importante cartera iniciativas en Cerros La Cruz, Las Cañas, Merced y La Virgen. Inicialmente se consideraron 20 iniciativas, sin embargo a la fecha se han incrementado a 31 proyectos. De éstos 9 se encuentran en ejecución, desarrollándose obras de mejoramiento de escalas, pavimentos, evacuación de aguas lluvias, mejoramiento de pasajes y barandas. Además, 1 iniciativa en el cerro Merced ya se encuentra terminada, así como el proceso de asistencia técnica para el desarrollo de estos proyectos. Otros 8 proyectos están contratados o en proceso de contratación, 8 con diseños en elaboración y 4 en proceso de revisión.

• Programa Control de Microbasurales (GORE/CONAF), para erradicar los focos que pueden constituir riesgo de incendio en la parte alta de la ciudad. Se ha precisado que corresponde a 149 microbasurales. Una primera etapa, considerada como la más compleja, específicamente la correspondiente a Cuesta Colorada, tiene un 45% de avance. La segunda fase, a ser ejecutada por CONAF, comenzó las primeras tareas en el mes de marzo.

• Habilitación de matriz de grifos, relativa al mejoramiento de las conexiones y empalmes de los grifos existentes, a través de Convenio entre ESVAL e Intendencia, para atender de manera más expedita cualquier incendio que pueda afectar a la parte alta, se encuentran en proceso de contratación.

• Plan de Tratamiento Forestal (GORE/CONAF), que considera el estudio integral de paños forestales para posibilitar la ejecución de obras con condiciones de seguridad y control respecto a especies introducidas, se encuentra en proceso de revisión por parte del Ministerio de Desarrollo Social.


6. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, presidenta de la Comisión Ciudad y Territorio, mediante el cual se adjuntan tres fotografías satelitales de la zona, analizada por profesionales de la Biblioteca del Congreso Nacional a petición de la Comisión, para que se considere como instrumento para la planificación y control del uso del territorio afectado (las fotografías satelitales son de fecha previa a la del incendio, de días de después de la catástrofe y del año siguiente).

6) CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DE LA COMISIÓN

A partir de los antecedentes analizados por la Comisión y de las sugerencias y aportes efectuados por el Comité Asesor Técnico (CAT) y las distintas instituciones consultadas, así como de los intercambios de opiniones que se produjeron en el seno de esta instancia parlamentaria, se ha arribado a las siguientes conclusiones:


1.- No hay instrumentos suficientes de Planificación Estratégica Territorial que sistematicen e integren a las distintas instituciones públicas y municipales con una participación vinculante de la comunidad. Esta clase de instrumentos permitirían asumir y prevenir en plenitud los riesgos y peligros ante catástrofes del país. En este sentido la Ley General de Urbanismo y Construcciones requiere de modificaciones, por cuanto resulta insuficiente para planificar el territorio y el medio ambiente, particularmente el entorno o interfaz periurbano, lo cual afecta a las ciudades y constituye un elevado riesgo para ellas, como en el caso del incendio en Valparaíso.



Es de trascendental importancia que los instrumentos de Ordenamiento Territorial y Manejo Integrado de Cuencas, sean participativos y vinculantes en los proyectos públicos y privados, tema que se está discutiendo en la Comisión de Medio Ambiente del Senado.



Por otra parte, en el caso de la Zonificación del Borde Costero, éste tiene rango legal y resulta importante que la Comisión Regional del Uso del Borde Costero de la Región de Valparaíso, realice los ajustes necesarios, para revitalizar y definir los distintos puertos, y el uso y la valoración del borde costero.



El borde costero de la ciudad de Valparaíso, presenta una buena oportunidad, para que el puerto sea de carácter multipropósito, es decir carga, pasajeros, cruceros, turismo, pesca y servicios como el dique flotante. Resulta importante definir este conjunto de servicios, a través de la Comisión Regional, con el objeto de revitalizar la ciudad puerto.


2.- El deterioro social y urbano de las últimas décadas de Valparaíso se ha producido, entre otras causas, por la mecanización del puerto, la degradación de su borde costero y la excesiva captación de actividades económicas y decisiones desde el nivel central situado en la Región Metropolitana. Esto ha redundado en un detrimento social y en una ocupación irregular de los cerros y quebradas porteños, lo que genera condiciones de alto riesgo por la falta de accesibilidad a servicios y la inexistencia de condiciones mínimas de seguridad.


3.- Es necesario y urgente instruir y familiarizar, mediante la educación formal y no formal, a los habitantes y a las organizaciones comunitarias porteñas acerca de los antecedentes y medidas básicos para prevenir incendios y de las fórmulas adecuadas para no ubicarse en áreas de riesgo y saber cómo reaccionar ante cualquier situación de peligro.


4.- La prevención de incendios catastróficos se ha de focalizar en el país en función de la distribución de los incendios, la autonomía en la gestión administrativa y la optimización en el uso de los recursos humanos y materiales disponibles. Así, la atención ha de orientarse hacia aquellas comunas en cuyos territorios se verifica una mayor recurrencia y concentración del problema cada temporada. Y en este sentido existen veintinueve comunas que la CONAF considera críticas (cuya lista se acompaña en anexo). Algunas de estas áreas territoriales presentan una interfase de la ciudad con bosques pirogénicos. Entre las diversas labores de prevención, se hace indispensable reemplazar dichos bosques con especies nativas que neutralicen los riesgos de incendio o erosión.


5.- No existe una institucionalidad única que integre a todos los Ministerios, servicios nacionales, regionales y comunales, y que se haga cargo de la reconstrucción y revitalización de las áreas dañadas por catástrofes. Con la discusión de una nueva regulación para la ONEMI, se presenta la oportunidad para el Ejecutivo de generar un organismo público y regionalizado, que asuma la labor de reconstrucción de las áreas dañadas por catástrofes.


6.- El agua, cada vez más escasa, requiere de un uso eficiente y racional, y debe estar disponible en redes y estanques de emergencia. Además, se debe fomentar el reciclaje y uso de las aguas grises.


7.- Urge establecer un calendario de rehabilitación de carácter urbano con accesibilidad y dotación de agua para sectores que se encuentran en circunstancias de ocupación irregular, de manera de evitar o de poder reaccionar a tiempo ante incendios y relocalizar a las personas que están en situación de peligro.


8.- Se contiene en lo medular de este informe (página 55 y siguientes) un listado de Mociones Parlamentarias y modificaciones legales vinculadas a este tema por la Comisión. Por lo tanto, es necesario que el Ejecutivo haga presente las urgencias necesarias y materialice las indicaciones, de acuerdo a su ámbito de competencia. 

9.- La Comisión, en conjunto con su Comité Asesor Técnico (CAT), propone una serie de proyectos y medidas para revitalizar la ciudad puerto de Valparaíso. Entre estas medidas, cabe mencionar:

a) Revisar y adecuar el proyecto Terminal 2, de manera de definir desde éste un tramo hasta Caleta Portales que coloque en valor el borde costero y que no sólo realce su atractivo desde el punto de vista turístico-urbano, sino que también considere la instalación de servicios para múltiples usos.

b) Apoyar el establecimiento de la Escuela de Postgrados del grupo de Universidades Latinoamericanas, que lidera la Universidad de Playa Ancha, en las antiguas instalaciones del colegio de la Sagrados Corazones (Padres Franceses) de Valparaíso, que además son Patrimonio Urbano.

c) Poner en valor el sector de la Tornamesa de Ferrocarriles perteneciente a MERVAL, que constituye un patrimonio histórico, mediante el establecimiento in situ de un centro permanente de arte, creación e innovación, que le confiera carácter de espacio público y comunitario, donde además se puedan prestar servicios a MERVAL, generando un museo ferroviario. Cabe recordar, que este sector y su edificación se encuentran en una condición de abandono, presentando un alto nivel de deterioro en su aspecto, afectando el borde costero entre el muelle Barón y la Caleta Portales. En consecuencia, se requiere en forma urgente intervenir dicho sector, junto con las universidades de la Región y las autoridades de Ferrocarriles, con quienes se ha avanzado en un acuerdo para estos efectos. Asimismo, la Intendencia Regional ha manifestado su disponibilidad respecto de comprometer fondos para su rediseño, requiriéndose para ello, la autorización formal de MERVAL, la cual se encuentra en proceso.

d) Establecer un área verde de gran superficie en el sector alto de Valparaíso, como lo propone el Colegio de Arquitectos.

e) Sustituir por bosque nativo y plantar especies nativas en aquellas áreas donde existen bosques pirogénicos en las quebradas de Valparaíso y Viña del Mar.

f) Incorporar a las quebradas como espacios de uso público y de áreas verdes.

g) Aumentar el número de ascensores, recuperar los existentes y considerar un par de teleféricos.

h) Establecer vías exclusivas para los trolebuses, de manera de agregar valor urbano por los sectores por donde transita este medio de transporte. Al respecto, se debe atender especialmente a la circunstancia de que los trolebuses tienen un impacto urbano y ambiental muy positivo representado, entre otros aspectos, por una reducida emisión de ruidos, un funcionamiento ordenado y una nula contaminación del aire.

i) Diseñar y ejecutar, en conjunto con las juntas de vecinos y organizaciones de Valparaíso, un plan para mantener y recuperar sus condiciones de patrimonio de la Humanidad, pero extendido a toda la ciudad. En este sentido, se requiere de un programa de educación y valoración permanente, junto a la participación de vecinos, por cuanto su aspecto se deteriora fácilmente debido a basura, grafitis, y otros factores. A su vez, es de suma importancia respaldar actividades y voluntariados, como los que se realizan en torno a la Escuela de Recuperación del Patrimonio del DUOC UC.

10.- Se expondrán en el Congreso Nacional los principales proyectos de las universidades y organizaciones de Valparaíso y Viña del Mar, referentes a la revitalización de la capital de la V Región, evaluando la posibilidad de efectuar una publicación con el Centro de Extensión “Pablo Neruda” del Senado. Cabe destacar, que las universidades de esta región, antes incendio con carácter de catástrofe materia de esta Comisión, han estudiado posibles soluciones en materia de emergencias, mediante proyectos modulares que permiten enfrentar estas situaciones, otorgando soluciones de calidad, económicas y que se pueden adaptar a diferentes condiciones de terreno, clima y suelo, como es el caso del proyecto Fénix de la Universidad Técnica Federico Santa María. Así, se torna absolutamente necesario apoyar, a través de fondos de innovación, este tipo de iniciativas.

11. Se adjunta en Anexo, la Minuta de Gestión Reconstrucción de Valparaíso del Delegado Presidencial, correspondiente al mes de junio de 2015, la que incluye las acciones implementadas en las etapas de emergencia y transición; la ejecución de soluciones habitacionales con reconstrucción en sitios propios y subsidios para damnificados no propietarios y la ejecución del plan de inversiones urbanas. 

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 16, 22 y 23 de abril; 6 de mayo; 9 de septiembre y 7 de octubre de 2014, y 17 de marzo de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Iván Moreira Barros), Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel, Iván Moreira Barros, Fulvio Rossi Ciocca (Juan Pablo Letelier Morel) y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 26 de junio de 2015.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL ALZAMIENTO DE HIPOTECAS QUE CAUCIONEN CRÉDITOS HIPOTECARIOS

(8.069-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en moción de los ex Diputados señores Felipe Harboe Bascuñán y Jorge Burgos Varela, y de los Honorables Diputados señores Aldo Cornejo González, Joaquín Godoy Ibáñez, Enrique Jaramillo Becker, Cristián Monckeberg Bruner, José Miguel Ortiz Novoa, Alberto Robles Pantoja, Jorge Tarud Daccarett y Matías Walker Prieto.
Fue aprobado en general por el Senado en sesión de 6 de mayo de 2015. 

En la misma sesión, la Sala fijó como plazo para presentar indicaciones el 1 de junio del año en curso.

____________


Cabe hacer presente que Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho del proyecto, en el carácter de “suma”.

____________

A una o más de las sesiones en que la Comisión discutió esta iniciativa asistió el Ministro de Economía Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes.

Asistieron, asimismo, especialmente invitados,  las siguientes personas:


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Coordinador Legislativo del Ministro, señor Pablo Berazaluce; y los asesores señora Marcela Cabezas y señores Adrián Fuentes, Pablo Valladares, Andrés Pennycook, Nader Mufdi y Diego Jerez.


De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF): El Superintendente, señor Eric Parrado; el Director de Asuntos Institucionales y Comunicaciones, señor Eric Rojas, y el Director Jurídico, señor Andrés Prieto.


Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC): El Director Nacional, señor Ernesto Muñoz; la asesora de Gabinete, señora Magdalena Lazcano; el Jefe de Departamento de Consumo Financiero, señor Rodrigo Romo, y el Jefe de la División de Jurídica, señor Andrés Herrera.


Del Banco Estado: el Presidente (S) del Consejo Directivo del Banco Estado, señor Guillermo Larraín; el Abogado Jefe Banca Personas, señor Álvaro Larraín y el Gerente Segmento Personas, señor Marcelo Hiriart.


De la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile: el Presidente, señor Armando Arancibia; el Director Secretario, señor Fernando Gomila; el  Director Conservador, señor Jorge Osnovikoff; el Secretario Ejecutivo, señor Juan Carlos Arriaza.


También asistieron con la autorización de la Comisión, las siguientes personas:


De la Secretaría  General de la Presidencia, la asesora, señora Tamara Gargari y el Asesor, Luis Batallé.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista, señor James Wilkins.


De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor señor Diego Vicuña.


De Imaginación, la Periodista señora Javiera Campos:


De Libertad  y Desarrollo, el abogado señor Jorge Avilés.


Los asesores señores Eduardo Barros (Honorable Senador señor Eugenio Tuma), Renato Rodríguez y Richard Tepper (Honorable Senadora señora Lily Pérez).


De la Bancada DC, la asesora señora María Jesús Mella. 
__________

OBJETIVOS DEL PROYECTO

En lo fundamental, poner de cargo de la entidad acreedora el alzamiento de los gravámenes que, para seguridad de su crédito, afectan a un bien raíz, una vez extinguida la acreencia. 


De este modo, el proveedor del crédito será el responsable de efectuar a su costo el alzamiento de la hipoteca constituida sobre la propiedad ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, sin necesidad de que medie requerimiento expreso del deudor, en los casos que indica.


Adicionalmente, regular de manera similar, y en lo que corresponda, los alzamientos de las prenda sin desplazamiento que afecten a los bienes muebles, una vez extinguida la obligación principal que garantizan.

___________

estructura DEL PROYECTO

El proyecto aprobado en general por el Senado, que corresponde al despachado por la Cámara de Diputados, se estructura en un artículo único, con dos numerales, y un artículo transitorio, del siguiente tenor: 


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 17 D de la ley N°19.496:


1) Suprímese, en su inciso quinto, la oración que sigue al punto seguido.


2) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, pasando el actual sexto a ser noveno:


“Dentro de los cinco días de extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca, el proveedor del crédito procederá a notificar a su costo tal circunstancia al consumidor. El proveedor del crédito deberá otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca y demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido, y efectuar a su costo el alzamiento correspondiente ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, salvo que el consumidor manifieste por escrito al proveedor su voluntad de mantener vigente la hipoteca, en el plazo de quince días de haber sido notificado.


El ejercicio de la facultad del consumidor de mantener la vigencia de los gravámenes y prohibiciones establecidos en el inciso anterior no podrá ser condición para el otorgamiento de un producto o servicio financiero.


Lo dispuesto en los dos incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios, cuando proceda.”.


Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia ciento veinte días después de su publicación en el Diario Oficial.


Lo dispuesto en el artículo único regirá respecto de los créditos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley ya se encuentren pagados o terminen de serlo con posterioridad a dicha fecha.”.

__________


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: Ninguno.
2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Indicación N° 35.

3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: Indicaciones N°s. 1, 2, 2bis, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29 y 34.
4.- Indicaciones rechazadas: Indicaciones N°s. 17, 18, 21, 22, 30, 31, 32 y 33.
5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.
6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.
______________

DISCUSIÓN PARTICULAR


Cabe tener presente que el artículo único del proyecto introduce las siguientes modificaciones en el artículo 17 D de la ley N°19.496:


1) Suprímese, en su inciso quinto, la oración que sigue al punto seguido.


2) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, pasando el actual sexto a ser noveno:


“Dentro de los cinco días de extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca, el proveedor del crédito procederá a notificar a su costo tal circunstancia al consumidor. El proveedor del crédito deberá otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca y demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido, y efectuar a su costo el alzamiento correspondiente ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, salvo que el consumidor manifieste por escrito al proveedor su voluntad de mantener vigente la hipoteca, en el plazo de quince días de haber sido notificado.


El ejercicio de la facultad del consumidor de mantener la vigencia de los gravámenes y prohibiciones establecidos en el inciso anterior no podrá ser condición para el otorgamiento de un producto o servicio financiero.


Lo dispuesto en los dos incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios, cuando proceda.”.

_____________

o o o o o


La indicación N° 1.- Del Honorable Senador señor Quinteros, para sustituir en la denominación del proyecto de ley la expresión “alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios” por la frase “alzamiento de hipotecas y prendas que caucionen créditos".


En discusión, la Comisión consideró importante esperar el curso que tome el proyecto una vez que sean analizadas las indicaciones al respecto.


Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, consideró esta indicación como una sugerencia atendible para los efectos administrativos relativos a la denominación del proyecto.


En atención a que, como se explicará con ocasión de la discusión de la indicación N° 29, que introduce un artículo nuevo para regular también lo relativo a la regulación del alzamiento de la prenda sin desplazamiento, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes acordó sugerir a la instancia correspondiente que, en el evento que finalmente el proyecto regule la materia señalada, se adecúe administrativamente por la Corporación su denominación, punto del cual se dejará constancia a continuación del capítulo modificaciones del presente informe.


En tal sentido fue sometida a votación por el señor Presidente de la Comisión.


--Puesta en votación, la indicación N° 1 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

AL ARTÍCULO ÚNICO

Número 1


2.- Del Honorable Senador señor Quinteros, para sustituirlo por el siguiente:


1) Reemplázase el inciso quinto por el que sigue:


"En el caso de los créditos hipotecarios o prendarios, en cualquiera de sus modalidades, no podrá incluirse en el contrato de mutuo otra hipoteca o prenda que no sea la que cauciona el crédito que se contrata, salvo solicitud escrita del deudor efectuada por cualquier medio físico o tecnológico.".


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que también fueron presentadas otras indicaciones que proponen sumar al proyecto de ley el regular el alzamiento de la prenda.


Por lo anteriormente señalado, recabó el acuerdo de la Comisión para que ésta indicación así como las demás que plantean regular el alzamiento de la prenda sean debatidas todas juntas, específicamente al momento de discutir la indicación 29.


Luego, para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, corresponde tener presente el debate que sobre el particular  se consignará oportunamente en el presente informe.


--Puesta en votación, la indicación N° 2 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

2 bis.- De los Honorables Senadores señores Orpis, Pizarro y Tuma, para sustituirlo por el que se señala:


1) Reemplázase el inciso quinto por los siguientes:


"En el caso de los créditos hipotecarios o prendarios extinguidas totalmente las obligaciones, el proveedor del crédito dentro del plazo de cinco días deberá notificar esta circunstancia al deudor y dentro de los quince días hábiles contados desde la extinción de las obligaciones deberá otorgar la escritura de cancelación de las cauciones reales o personales, gravámenes o prohibiciones que garantizaban su cumplimiento, salvo que el consumidor manifieste por escrito su voluntad de mantener vigente tales garantías o prohibiciones.


Si adicionalmente alguna de las garantías establecidas en el inciso anterior requiere de un alzamiento por estar inscrita en un registro, el proveedor financiero tendrá un plazo de tres días contado desde el vencimiento del plazo de la escritura de cancelación para ingresarla al Conservador de Bienes Raíces, Registro Civil o Registro especial según corresponda.


En el caso de los créditos hipotecarios, en cualquiera de sus modalidades, no podrá incluirse en el contrato de mutuo otra hipoteca que no sea la que cauciona el crédito que se contrata, salvo solicitud escrita del deudor efectuada por cualquier medio físico o tecnológico.”.

En discusión, el Honorable Senador señor Orpis explicó que, en el marco de las ideas matrices del proyecto, una de las principales finalidades de la indicación es regular también el alzamiento de las prendas.


Al respecto hizo presente que, debido al carácter de garantías reales, la prenda y la hipoteca comparten muchos aspectos propios de su naturaleza, como el carácter accesorio a la obligación principal y los efectos prácticos de ambas instituciones tan importantes en la economía en cuanto herramientas que permiten acceder al crédito. 


Sobre la base de tales consideraciones, agregó que es oportuno y conveniente regular en este proyecto de ley el alzamiento son sólo de la hipoteca sino que también el de la prenda, una vez extinguida la obligación que garanticen, y, de esta manera, asegurar que los bienes sobre los cuales recaen regresen a la libre circulación, idea inspiradora de nuestro ordenamiento jurídico privado. 


Sin perjuicio de lo anteriormente planteado, el Honorable Senador señor Orpis propuso a la Comisión tener como referentes en esta discusión particular las indicaciones N° 3, referida a la hipoteca, y N° 29, sobre prenda sin desplazamiento.


Recogiendo lo planteado por el Senador señor Orpis, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma,  recabó al acuerdo de la Comisión para proceder el tal sentido. La Comisión aprobó tal proceder unánimemente.


--Puesta en votación, la indicación N° 2 bis fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

Número 2


3.- De los Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señor Pizarro, para reemplazarlo por el siguiente:


“2) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo, duodécimo, décimo tercero y décimo cuarto:


“Los comprobantes de pago emitidos por el proveedor del crédito hipotecario correspondientes a las tres últimas cuotas pactadas, harán presumir el pago íntegro del crédito caucionado, siempre que no existan saldos pendientes.


En el caso de créditos caucionados con hipoteca específica, una vez extinguidas totalmente las obligaciones garantizadas, el proveedor del crédito deberá a su cargo y costo proceder a otorgar la escritura de alzamiento de la referida hipoteca y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto y a ingresarla para su inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, contados desde la extinción total de la deuda. De la extinción total de la deuda y el alzamiento y cancelación de los gravámenes y/o prohibiciones asociados a la misma, el proveedor deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la respectiva cancelación por el Conservador de Bienes Raíces respectivo.


En el caso de créditos caucionados con hipoteca general, una vez pagados totalmente y no existiendo obligaciones pendientes para con el proveedor, el deudor podrá exigirle a su solo requerimiento, mediante solicitud escrita efectuada por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el otorgamiento de la escritura de alzamiento de la referida hipoteca y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto y el ingreso de la misma para su inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, gestiones que serán de cargo y costo del proveedor y que deberá efectuar dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. El proveedor deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, del alzamiento y cancelación de la hipoteca con cláusula de garantía general y de todo otro gravamen o prohibición constituido en su favor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la respectiva cancelación por el Conservador de Bienes Raíces respectivo.


No existiendo obligaciones pendientes para con el proveedor, el deudor no estará obligado a mantener en favor de éste la vigencia de una hipoteca con cláusula de garantía general ni de otros gravámenes o prohibiciones ya constituidos, para los efectos de obtener un nuevo crédito. Sin perjuicio de lo anterior, el deudor podrá conservar la vigencia de esta garantía general y los demás gravámenes y prohibiciones asociadas, en aquellos casos en que sin dicha caución, el proveedor se encuentre facultado para denegar la solicitud de contratación de un nuevo crédito, fundando dicho rechazo en condiciones objetivas previstas en los reglamentos vigentes dictados en conformidad a esta ley o bien, le signifique al deudor acceder a dicho financiamiento en condiciones más favorables que las que obtendría sin su mantención, en cuyo caso el proveedor tendrá la obligación de incluir en la cotización solicitada por el deudor, las distintas condiciones comerciales que tendría el nuevo crédito, de otorgarse con o sin la garantía general hipotecaria y los demás gravámenes y prohibiciones asociadas.


Lo dispuesto en los incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios cuando proceda.


Los alzamientos de hipotecas y cualquier otro gravamen o prohibición constituidas en favor de un proveedor de servicios financieros, podrá efectuarse por el respectivo acreedor de forma masiva. Para tales efectos, bastará otorgar una escritura pública que contenga un listado o nómina de gravámenes y/o prohibiciones individualizando solamente la foja, número, año, registro y el Conservador de Bienes Raíces a cargo del mismo, sea que tales gravámenes y/o prohibiciones se refieran a uno o más deudores. En caso de que una o más de las solicitudes no pudieran cursarse, dicha situación no impedirá la tramitación de las restantes.


Los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces no podrán oponerse en su caso a autorizar las escrituras públicas o practicar las cancelaciones que correspondan, tratándose de alzamientos otorgados de forma masiva, sin perjuicio de percibir los correspondientes honorarios determinados de acuerdo a la ley 16.250 y sus modificaciones.


Si el acreedor hipotecario se negare a efectuar los respectivos alzamientos de conformidad al presente artículo, el deudor podrá solicitar judicialmente su alzamiento ante el tribunal competente, sin perjuicio de las sanciones e indemnizaciones que procedan de conformidad a la presente ley.


Lo dispuesto en los incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios, cuando proceda.”.”.

_____________


En discusión, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, destacó algunos de los elementos más relevantes de la indicación, como los siguientes: 


-Propone una presunción de pago. 


En relación a la presunción de pago, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que el fundamento de introducir este nuevo elemento es la conveniencia de contar con una circunstancia objetiva que determine cuando se considera extinguida a la deuda.


Agregó que dado que las normas de este proyecto regulan los alzamientos de las hipotecas y para tales efectos fijan una serie de plazos respecto de los distintos actores que participan en el proceso de alzamiento, resulta indispensable contar con una disposición específica que ayude a objetivar el momento en que está extinguida la obligación principal.


Hizo notar, en todo caso, que la presunción tendría el carácter de presunción simplemente legal, es decir, admite prueba en contrario.


-Distingue entre los alzamientos de las hipotecas específicas y las generales.

Este elemento fue recogido de una de las observaciones que hizo presente el Banco Estado durante la discusión general en la Comisión, puesto que el proyecto de ley aprobado en primer trámite constitucional no hace distinción alguna entre hipoteca específica y general.


1.- La hipoteca específica constituye la regla general y garantiza sólo el crédito hipotecario. Es decir, pagado el crédito hipotecario es ineficaz como garantía. Si no se alza y cancela, dificulta la transferencia del bien. 


Es del caso destacar que todas las viviendas con subsidio sólo poseen hipoteca específica.


Por tanto, resulta conveniente regular su alzamiento y cancelación de forma simple y económica, sin requerir el consentimiento del deudor.


2.- La hipoteca general, por su parte, requiere adicionalmente, a contar de marzo de 2012, de una solicitud expresa del cliente.  

La hipoteca general garantiza el crédito hipotecario y toda otra obligación del deudor presente o futura con el banco. Pagado el crédito hipotecario conserva su eficacia como garantía para otras obligaciones crediticias. 

Para su alzamiento y cancelación requiere la extinción total de todas las deudas vigentes o, en su defecto, autorización especial del banco. Facilita el acceso a nuevos créditos, en mejores condiciones y sin nuevos costos para el cliente.


Sobre la base de las consideraciones anteriormente expuestas, esta garantía resulta útil para el cliente que desea acceder a nuevos financiamientos, por tanto requiere de su voluntad expresa para alzar y cancelar.


-También distingue entre stock y flujo.


Este punto también complementa el texto del proyecto de ley puesto que no hace distinción alguna entre stock, que comprende los créditos hipotecarios pagados y cuya garantía no ha sido alzada,  y flujo, que comprende los créditos hipotecarios cuyo pago se realice una vez que la ley entre en vigencia la ley.


Además, hay que tener presente que el artículo transitorio del proyecto de ley contempla como plazo de entrada en vigencia de la ley el de 120 días a contar de su publicación.


Dado lo expuesto, no es posible gestionar dentro de 120 días el proceso de notificación, alzamiento y cancelación de todos los clientes de créditos hipotecarios pagados, por lo que es conveniente fijar normas distintas en uno y otro caso.

-Finalmente, el asumir los costos de liberación y cancelación de hipotecas por parte de los bancos, hace razonable simplificar los procedimientos que deben realizarse ante un notario y ante el conservador de bienes raíces respectivo. Lo anterior, con la finalidad de disminuir los costos y establecer una gradualidad en su implementación.

En discusión, tanto los integrantes de la Comisión como los representantes del Ejecutivo, particularmente el Superintendente de Bancos y profesionales del Banco del Estado, presentes en la discusión, tuvieron una importante participación en el análisis de la indicación y se mostraron desde un principio a favor de su aprobación, resaltando que complementa de manera muy adecuada el proyecto original.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Orpis levantó los siguientes dos puntos: 


-El primero dice relación con el alcance la presunción de pago, toda vez que al estar ubicada al inicio de la indicación y por los términos en que está redactada podría llegar a interpretarse que cubre ambos tipo de hipotecas, es decir, cubre tanto la hipoteca específica como general. 


Luego de un debate al respecto en el que participaron diversos Honorables señores Senadores, la Comisión concordó en que la presunción de pago está referida únicamente a las obligaciones garantizadas con hipotecas de carácter específico. 


Debido a la aclaración anteriormente señalada, la Comisión acordó reubicar la citada presunción precisamente dentro del inciso que regulará el alzamiento de la hipoteca de carácter específica, con el objetivo de evitar confusión alguna en cuanto a su sentido y alcance.


-El segundo punto está referido al rol que deberán cumplir tanto los notarios como los conservadores de bienes raíces con esta nueva regulación para el alzamiento de las hipotecas. Propuso contar con la opinión de unos y otros sobre el particular.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez planteó la conveniencia de incluir en la indicación un plazo para que los Conservadores de Bienes Raíces inscriban la cancelación. Para tal efecto, propuso que una vez que esté solicitada, el Conservador correspondiente deba practicar e inscribir la cancelación de los gravámenes o prohibiciones en un plazo que no podrá exceder de diez días contado desde el ingreso a su oficio de la escritura respectiva.

La Comisión acordó introducir en la norma lo planteado por la Honorable Senadora señora Pérez.


Luego, recogiendo el sentir de los miembros de la Comisión, el señor Presidente, Honorable Senador señor Tuma, propuso invitar en una próxima sesión a la Asociación de Notarios,  Conservadores y Archiveros de Chile, lo que fue acordado por unanimidad. 


En cumplimiento del acuerdo antes señalado, la Comisión recibió a la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile. 


El Presidente de la Asociación, señor Armando Arancibia, señaló que la iniciativa en discusión atiende a una necesidad reiteradamente planteada  por la comunidad, respecto de evitar la dilación infundada en que suelen incurrir bancos y otras instituciones acreedoras, en el alzamiento de hipotecas, prohibiciones y otros gravámenes, no obstante haberse pagado íntegramente las  deudas que ellos garantizan. Además, como bien expresa el proyecto, impone al deudor, gastos y gestiones adicionales, aunque ya cumplieron totalmente su obligación. 


Agregó que, revisados los antecedentes del proyecto y su  tramitación en el Cámara de Diputados y en el Senado, se constata que los diversos problemas y dudas que la temática plantea, han venido siendo abordados través de las diferentes intervenciones e indicaciones presentadas en las Comisiones técnicas y la Sala, que debió conocerlo en primer trámite constitucional. Se han recogido así, también,  las inquietudes y sugerencias de diversas autoridades y especialistas, como los señores Director SERNAC y el Presidente de CONADECUS, que han formulado para apoyar decididamente y  enriquecer la iniciativa. 


Por tanto, gran parte de las principales materias han sido o están siendo resueltas  por el trabajo parlamentario, y no les  cabe más que añadir un par de consideraciones o comentarios, fundamentalmente,  referidos a lo que a ellos corresponde conocer del proceso de alzamiento de gravámenes.


Un punto que amerita mención expresa, aunque puede considerarse implícito en la normativa aprobada hasta ahora, es solucionar el problema que se presenta en las renegociaciones hipotecarias cuando un segundo banco paga la deuda del cliente del anterior banco. En tales casos se da con frecuencia, y, precisamente, debido a la  demora del primer banco acreedor, en aceptar el pago, que el deudor muchas veces debe pagar dos dividendos, mientras el anterior banco acreedor no dé por pagada la deuda. Es perceptible que dicha situación tiende a presentarse con mayor frecuencia los fines de mes y crece la impresión que ello podría explicarse – hipotéticamente-  porque el ejecutivo respectivo procura evitar que le bajen puntos en su calificación por la “pérdida” de una colocación.


Comparten también las indicaciones que extiende la acción del proyecto a los casos de prendas sin desplazamiento, cuyo registro está hoy a cargo del Servicio de Registro Civil y que continúan afectando maquinarias, equipos y otros  bienes, por largos períodos, con las consiguientes repercusiones adversas en las circulación de ellos.  


Acertada es también, a juicio de su asociación, la atenuación de la automaticidad de la obligación del acreedor de alzar la hipoteca, prenda y otro gravamen, brindándole al deudor la posibilidad de solicitar la mantención del mismo, cuando se trata de garantía general o de la obtención  de nuevos créditos en la misma institución. Aunque es difícil concebir  que las instituciones financieras o crediticias, no trasladen finalmente el costo del alzamiento al deudor, este va a disponer, al menos, de la alternativa de no incurrir en nuevos gastos e impuestos para acceder  a nuevos recursos crediticios. 


Cabe destacar, asimismo, a la proposición de establecer sanciones e indemnización, para el caso de incumplimiento de la obligación que impone el proyecto al acreedor hipotecario o prendario.


También estima importante la posibilidad de otorgar o extender alzamientos masivos y  que el eventual rechazo registral de uno o varios de los gravámenes particulares,  no afecten el proceso de liberación de los restantes que cumplen con la normativa aplicable. En estos casos - y dado que la institución acreedora cumpliría con su obligación presentando  el alzamiento dentro de plazo - , por lo que sugieren la opción  de conferir  poder por el solo ministerio de la ley, al o los deudores interesados, para resolver las insuficiencias o errores que fundaron el rechazo del conservador de bienes raíces y concluir su tramitación, que de otro modo continuaría dependiendo solo de la diligencia de la entidad acreedora, hipotecaria o prendaria. 


Una vez concluida la exposición del señor Arancibia, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma agradeció su participación en el debate y valoró las sugerencias formuladas.


Entre estas últimas, destacó la importancia abordar la situación que podría generarse en un alzamiento de carácter masivo, ante el eventual rechazo registral de uno o varios de los gravámenes particulares. 


Al respecto, la Comisión concordó en que resulta indispensable que tal situación no afecte el proceso de liberación de los restantes que cumplen con la normativa aplicable. 


Por las razones anteriormente señaladas, la Comisión acordó que la norma faculte al deudor o deudores interesados a resolver las insuficiencias o errores que fundaron el rechazo del Conservador de Bienes Raíces, y concluir su tramitación.

--Puesta en votación, la indicación N° 3 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

_______

ADVERTENCIA GENERAL EN RELACIÓN 

AL ANÁLISIS DE LAS INDICACIONES N°s 4 A 28


Luego del debate y aprobación, con modificaciones, de la indicación N° 3, la Comisión procedió a analizar conjuntamente las demás indicaciones recaídas en el numeral 2 del artículo único que introduce modificaciones en el artículo 17 D de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.  (Como se verá oportunamente, el artículo único del proyecto aprobado en general pasará a ser artículo 1°).

Atendiendo el mérito de cada una de las indicaciones números 4 a 28, la Comisión procedió a su aprobación o rechazo según estuvieran en línea con las ideas que fundaron la aprobación de indicación N° 3, con modificaciones, que regula el alzamiento de las hipotecas, y también de la indicación N° 29, la que, como se apreciará más adelante en el presente informe, también fue aprobada con modificaciones, y que está referida al alzamiento de las prendas sin desplazamiento.
4.- Del Honorable Senador señor Araya, para sustituirlo por el que sigue:

“Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo, pasando el actual sexto a ser noveno:

“Dentro de los cinco días de extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca, el proveedor del crédito procederá a notificar a su costo tal circunstancia al consumidor. El consumidor podrá manifestar por escrito su voluntad de mantener vigente la hipoteca dentro del plazo de quince días desde la notificación referida. Vencido este plazo, sin manifestación por escrito del deudor, el proveedor del crédito deberá otorgar la escritura de cancelación de la hipoteca y demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido, y efectuar a su costo el alzamiento correspondiente ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de treinta días.

El ejercicio de la facultad del consumidor de mantener la vigencia de los gravámenes y prohibiciones establecidos en el inciso anterior no podrá ser condición para el otorgamiento de un producto o servicio financiero.


Lo dispuesto en los dos incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios, cuando proceda.”.”.

En sus fundamentos, la indicación plante que la propuesta consiste en modificar el inciso sexto propuesto al artículo 17 D de la ley N° 19.496, con el objeto de contemplar un procedimiento con etapas preclusivas, sin que se superpongan los plazos como ocurría con la propuesta del proyecto. Con ello, se logra salvar el problema práctico que se podía producir si un banco otorgaba la escritura de cancelación dentro de los 15 días que tenía el consumidor para expresar su voluntad en contrario, y antes de que este lo hiciera. No modifica los plazos previstos en el texto del proyecto.

--Puesta en votación, la indicación N° 4 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

5.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Moreira  y Pérez Varela, y 6.- del Honorable Senador señor Coloma, para sustituir en el inciso sexto propuesto la expresión “las obligaciones caucionadas con hipoteca” por la frase “las obligaciones derivadas de un crédito hipotecario para la vivienda caucionadas con hipoteca específica”.


--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 5 y 6 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
7.- Del Honorable Senador señor Quinteros y 8.- del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar en el inciso sexto propuesto, a continuación de la palabra “hipoteca”, las tres veces en que esta aparece, la locución “o prenda”.


--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 7 y 8 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
9.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Moreira  y Pérez Varela, y 10.- del Honorable Senador señor Coloma, para reemplazar en el inciso sexto propuesto, el vocablo “notificar” por “comunicar”.

--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 9 y 10 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
11.- De los Honorables Senadores señores Moreira, García Huidobro y Pérez Varela y 12.- del Honorable Senador señor Coloma, para intercalar en el inciso sexto propuesto, a continuación de la palabra “consumidor”, la primera vez que esta aparece, la frase “al último domicilio que este haya registrado en la entidad financiera correspondiente”.

--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 11 y 12 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
13.- Del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar en el inciso sexto propuesto, a continuación del vocablo “otorgar” la frase “a su costo”.


--Puesta en votación, la indicación N° 13 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

14.- Del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir en el inciso sexto propuesto, la expresión “constituido, y” por la frase “constituido y, asimismo”.


--Puesta en votación, la indicación N° 14 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

15.- Del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar en el inciso sexto propuesto, a continuación de la expresión “Conservador de Bienes Raíces respectivo,” la frase “Registro Civil o Registro Especial según corresponda,”.


--Puesta en votación, la indicación N° 15 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

16.- Del Honorable Senador señor Quinteros, para intercalar en el inciso sexto propuesto, a continuación de la palabra “respectivo”, la frase "o Registro Civil según corresponda".


--Puesta en votación, la indicación N° 16 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

17.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Moreira  y Pérez Varela, y 18.- del Honorable Senador señor Coloma, para sustituir la locución “cuarenta y cinco” por “sesenta y cinco”.


--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 17 y 18 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
19.- Del Honorable Senador señor Harboe, para intercalar en el inciso sexto propuesto, a continuación de la expresión “cuarenta y cinco días,” la frase “contados desde que estén extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca”.  


--Puesta en votación, la indicación N° 19 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

20.- Del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar en el inciso sexto propuesto, a continuación de la locución “cuarenta y cinco días,” la expresión “contados desde la extinción de la obligación caucionada con hipoteca o prenda,”.


--Puesta en votación, la indicación N° 20 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

21.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Moreira  y Pérez Varela, y 22.- del Honorable Senador señor Coloma, para incorporar en el inciso sexto propuesto la oración final que sigue: “En todo caso, se entenderá que el proveedor cumple con la obligación indicada precedentemente, al ingresar a su costa la solicitud de alzamiento y cancelación de la hipoteca al Conservador de Bienes Raíces respectivo.”. 


--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 21 y 22 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
23.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar en el inciso sexto propuesto una oración final del tenor siguiente: “Si el proveedor del crédito no cumple los plazos indicados en este inciso será responsable civilmente de los daños y perjuicios que su conducta negligente causare al consumidor.”.


--Puesta en votación, la indicación N°s. 23 fue aprobada, como modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 4x0). 
o o o o o


24.- Del Honorable Senador señor Harboe, para intercalar, a continuación del inciso sexto propuesto, uno nuevo, del tenor que se indica:


“La notificación a que se refiere el inciso anterior, deberá enviarse al último domicilio registrado ante el acreedor y al correspondiente al domicilio del inmueble hipotecado, sin perjuicio de otras formas de comunicación idóneas pactadas por las partes.”.


--Puesta en votación, la indicación N° 24 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

o o o o o


25.- Del Honorable Senador señor Quinteros, y 26.- del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar en el inciso octavo propuesto, a continuación del vocablo "hipotecarios", la locución "o prendarios".


--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 25 y 26 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
o o o o o


27.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Moreira  y Pérez Varela, y 28.- del Honorable Senador señor Coloma, para consultar, a continuación del inciso octavo propuesto, uno nuevo, del tenor que se expresa:


“Extinguidas totalmente las obligaciones caucionadas con hipoteca de carácter general, el consumidor deberá comunicar expresamente a la entidad financiera, su voluntad de alzar la garantía hipotecaria, procedimiento que se ajustará, en lo que corresponda, a las condiciones y plazos establecidos en el inciso sexto de este artículo.”.


--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 27 y 28 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
o o o o o


29.- De los Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señor Pizarro, para incorporar un nuevo artículo, del tenor siguiente:


“Artículo ….- Reemplázase el artículo 27 de las Normas sobre Prenda sin Desplazamiento y Registro de Prendas sin Desplazamiento, contenidas en el artículo 14 de la ley N° 20.190, por el siguiente:


“Artículo 27.- Los comprobantes de pago emitidos por el proveedor del crédito caucionadas con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica correspondientes a las tres últimas cuotas pactadas, harán presumir el pago íntegro del crédito caucionado, siempre que no existan saldos pendientes. 


El acreedor de una o más obligaciones caucionadas con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, está obligado a otorgar la escritura de alzamiento de la referida prenda y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto, una vez extinguidas totalmente la o las obligaciones caucionadas por dicha prenda, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, contados desde la extinción total de la deuda. De la extinción total de la deuda y el alzamiento y cancelación de los gravámenes y/o prohibiciones asociados a la misma, el acreedor prendario deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la respectiva cancelación en el Registro de Prenda sin Desplazamiento.


El acreedor de obligaciones caucionadas con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía general está obligado a otorgar la escritura de alzamiento de la referida prenda y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto, a requerimiento del deudor mediante solicitud escrita a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo y siempre que se hayan extinguido totalmente las obligaciones contraídas al amparo de dicha garantía general y no existan obligaciones pendientes para con dicho acreedor prendario, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. El acreedor prendario deberá informar por escrito al deudor por cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor, del alzamiento y cancelación de la prenda sin desplazamiento y de todo otro gravamen o prohibición constituido en su favor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la respectiva cancelación en el Registro de Prenda sin Desplazamiento.


No existiendo obligaciones pendientes para con el acreedor prendario, el deudor no estará obligado a mantener en su favor la vigencia de una prenda sin desplazamiento que opere como garantía general ni de otros gravámenes o prohibiciones ya constituidos, para los efectos de obtener un nuevo crédito. Sin perjuicio de lo anterior, el deudor podrá conservar la vigencia de esta garantía general y los demás gravámenes y prohibiciones asociadas, en aquellos casos en que tratándose de un proveedor de servicios financieros, sin la mantención de dicha caución éste se encuentre facultado para denegar la solicitud de contratación de un nuevo crédito, fundando dicho rechazo en condiciones objetivas previstas en los reglamentos vigentes dictados en conformidad a la Ley 19.496 o bien, le signifique al deudor acceder a dicho financiamiento en condiciones más favorables que las que obtendría sin su mantención, en cuyo caso el proveedor tendrá la obligación de incluir en la cotización solicitada por el deudor, las distintas condiciones comerciales que tendría el nuevo crédito, de otorgarse con o sin la garantía general prendaria y los demás gravámenes y prohibiciones asociadas.


Los alzamientos de prendas sin desplazamiento y cualquier otro gravamen o prohibición constituidas en favor de un proveedor de servicios financieros, podrá efectuarse por el titular o beneficiario de las mismas de forma masiva. Para tales efectos, bastará otorgar una escritura pública o instrumento privado protocolizado en el registro del mismo notario que autoriza, que contenga un listado o nómina de gravámenes y/o prohibiciones individualizando los bienes pignorados y su número de registro en el Registro de Prenda sin Desplazamiento, sea que tales gravámenes y/o prohibiciones se refieran a uno o más deudores. En caso de que una o más de las solicitudes no pudieran cursarse, no impedirá la tramitación de las restantes. 


Los Notarios no podrán oponerse a autorizar las escrituras públicas o instrumentos privados que hayan de protocolizar en su registro, donde consten los alzamientos de prenda sin desplazamiento de forma masiva, sin perjuicio de percibir los correspondientes honorarios determinados de acuerdo a la ley 16.250 y sus modificaciones. 


Si el acreedor prendario se negare a efectuar los respectivos alzamientos de conformidad al presente artículo, el deudor podrá solicitar judicialmente su alzamiento de conformidad con el procedimiento prescrito en el Título IV, Párrafo 2° del Libreo III del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de las sanciones e indemnizaciones y procedimientos de reclamación que procedan de conformidad a la Ley 19.496.”.”.


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que la Comisión, durante la discusión general, ya había abordado la idea de incluir en este proyecto la regulación del alzamiento de las prendas sin desplazamiento.


En tal oportunidad hubo consenso que introducir una norma especial al respecto está comprendido dentro de las ideas matrices del proyecto original, cual es, en términos generales, regular la liberación de un bien dado en garantía una vez extinguida la obligación principal. 


A mayor abundamiento, señaló que son aplicables las misma consideraciones y fundamentos que tuvieron presentes los autores de la moción que dio origen al proyecto en debate, a las dificultades que presenta, en la práctica, el alzamiento de la prenda.


En efecto, así como bancos carecen de incentivos para efectuar el alzamiento de la hipoteca que grava el inmueble, obligando al interesado a requerirlo, sometiéndose a la disponibilidad de tiempo de los bancos e, incluso, a la eventualidad de tener que dirigir el requerimiento  a un tercero y a solventar los gastos que ello significa, también carecen de los mismos incentivos para efectuar el alzamiento de la prenda que, por su naturaleza, grava un bien mueble.


Por lo anterior, la indicación propone entregar una herramienta a los deudores prendarios que les permita, una vez cancelada la deuda, liberar sus bienes sin necesidad de la realización de trámites adicionales, para lo cual propone colocar de cargo de la entidad bancaria el alzamiento de la prenda, sin costo para el deudor y sin necesidad de requerimiento por parte de éste.

Por su parte, el Honorable Senador señor Orpis sostuvo que la prenda debe ser incluida dentro del proyecto de ley en discusión, toda vez que es una institución muy similar a la hipoteca. Corresponde aplicar el adagio de derecho según el cual “donde existe la misma razón cabe aplicar la misma disposición”. Así, al extinguirse la obligación que tuvo una prenda como garantía real de su cumplimiento, el dueño del bien pignorado también tiene derecho a liberarlo de ese gravamen y es necesario que cuente con una regulación efectiva para tal finalidad. 

Recordó que no existe ninguna disposición expresa en el marco de la protección de los derechos de los consumidores referida al alzamiento de las prendas que se puedan constituir.


Luego, planteó la idea de abordar en este proyecto no solo la regulación del alzamiento de la prenda sin desplazamiento, sino que también la de todas aquellas prendas especiales que se encuentran consagradas en distintas leyes.


El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que el contenido de la indicación es un espejo del correspondiente a la indicación N° 3, que aborda la regulación del alzamiento de las hipotecas, y que fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad por la Comisión.


En tal entendido recabó el acuerdo de la Comisión para entender reproducido el debate en los que corresponde y proceder a la aprobación de la indicación, con las modificaciones pertinentes que adecúen la indicación, en lo que corresponde, a lo resuelto en relación a la regulación del alzamiento de las hipotecas.


Sobre lo planteado por el Honorable Senador señor Orpis respecto de regular en este proyecto también  el alzamiento de las todas prendas especiales que se encuentran consagradas consideró que compartiendo tal intención estimaba que ello demoraría su despacho y se comprometió a preparar un proyecto de ley que aborde por separado tales situaciones.


Por su parte, el señor Adrián Fuentes, asesor del Ministerio de Economía, anunció que el Ejecutivo actualmente está trabajando en la elaboración de un proyecto de ley sobre la materia.


--Puesta en votación, la indicación N° 29 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).
o o o o o

ARTÍCULO TRANSITORIO


30.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Moreira  y Pérez Varela, y 31.- del Honorable Senador señor Coloma, para suprimirlo.


--Puestas en votación, las indicaciones N° 30 y 31 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

32.- De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Moreira  y Pérez Varela, y 33.- del Honorable Senador señor Coloma, para reemplazarlo, en subsidio de las indicaciones precedentes, por uno del tenor que se indica:


“Artículo ….- Los proveedores de aquellos créditos garantizados con hipoteca que hubieren sido totalmente pagados hace menos de diez años contados desde la publicación de esta ley, deberán alzar y cancelar la totalidad de dichas hipotecas dentro de tres años. En el caso de créditos que hubieren sido pagados hace más de diez años contados desde la publicación de esta ley, el proveedor deberá alzar y cancelar las hipotecas dentro de los cuarenta y cinco días siguientes de aquel en que el cliente hubiere formulado la solicitud.”.


--Puestas en votación, las indicaciones N°s. 32 y 33 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

34.- De los Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señor Pizarro, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo ….-  Esta ley entrará en vigencia ciento veinte días después de su publicación en el Diario Oficial y se aplicará a todos los créditos íntegramente pagados con posterioridad a dicha fecha.


Sin perjuicio de lo anterior, con respecto a los créditos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren íntegramente pagados y hayan sido caucionados mediante hipoteca específica o prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, se aplicarán las siguientes reglas:


Uno) Los proveedores de aquellos créditos que hayan sido pagados íntegramente  hasta seis años antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley y respecto de los cuales se hubiere constituido hipoteca que opere como garantía específica y cualquier otro gravamen y/o prohibición asociada, deberán a su cargo y costo proceder a otorgar la respectiva escritura de alzamiento de dicha caución y los demás gravámenes y prohibiciones que se hubieran constituido al efecto y gestionar su cancelación en el registro respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de tres años contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, a requerimiento del cliente cuya deuda se haya extinguido en el plazo indicado en el inciso precedente, mediante solicitud escrita a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el proveedor respectivo deberá dar cumplimiento a la obligación que se establece en este numeral, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al solicitante, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos precedentemente, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos 11 y 12 del artículo 17) d) de la Ley 19.496


Dos) El alzamiento de las hipotecas específicas y de cualquier otro gravamen y/o prohibición, asociadas a una deuda que se haya sido pagada íntegramente con anterioridad a los seis años previos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá ser efectuado a su cargo y costo por el respectivo acreedor hipotecario y/o prendario a requerimiento escrito del cliente, efectuado a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del requirente. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al cliente, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos 11 y 12 del artículo 17) d) de la Ley 19.496.


Tres) Los proveedores de aquellos créditos que hayan sido pagados íntegramente  con anterioridad a cuatro años antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley y respecto de los cuales se hubiere constituido prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica y cualquier otro gravamen y/o prohibición asociada, deberán a su cargo y costo proceder a otorgar la respectiva escritura de alzamiento de dicha caución y los demás gravámenes y prohibiciones que se hubieran constituido al efecto y gestionar su cancelación en el registro respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de dieciocho meses contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, a requerimiento del cliente cuya deuda se haya extinguido en el plazo indicado en el inciso precedente, mediante solicitud escrita a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el proveedor respectivo deberá dar cumplimiento a la obligación que se establece en este numeral, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al solicitante, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos precedentemente, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos 11 y 12 del artículo 17) d) de la Ley 19.496.”.

____________


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma señaló que lo propuesto por la indicación está fundado en la idea que los proveedores de créditos puedan cumplir con realismo las obligaciones que les impone a la ley.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que le parecía arbitrario que la norma fije en 6 años el criterio empleado por las puntos Uno) y Dos) de la indicación, toda vez que el alzamiento de las garantías supone en todos los casos que las deudas están pagadas, y, por tanto, extinguidas. 


¿Qué fundamento tiene distinguir entre los créditos que hayan sido pagados íntegramente hasta seis años antes de la fecha de entrada en vigencia de la ley y los créditos pagados con anterioridad a los seis años previos a la fecha de entrada en vigencia de la ley? 


Asimismo, señaló estar en desacuerdo con el fondo de la indicación porque cambia el criterio de la norma permanente sobre alzamiento de las hipotecas específicas, según el cual ésta que debe ser realizada en forma automática por el proveedor del crédito y no gatillada por el deudor.


Por los motivos anteriores, adelantó que votaría en contra de la indicación. En la misma línea se manifestó el Honorable Senador señor Navarro.


--Puesta en votación, la indicación N° 34 fue aprobada, con modificaciones, por la mayoría de los miembros de la Comisión, por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma, y 2 en contra, de los Honorables Senadores señores Navarro y Orpis. (Mayoría, 3x2)
o o o o o


35.- De los Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señor Pizarro, para incorporar el siguiente artículo transitorio:


“Artículo ….- Los proveedores de créditos garantizados con hipotecas o prendas que deban ser alzadas de conformidad a esta ley, deberán efectuar un plan de cumplimiento y difusión a sus clientes, el cual deberá ser comunicado al Servicio Nacional del Consumidor para su seguimiento y control. 


Los proveedores de los respectivos créditos cuyas cauciones y otros gravámenes deban ser alzados, informarán al Servicio Nacional del Consumidor en forma semestral sobre la implementación de la norma, del estado de avance de tales gestiones y de las medidas adoptadas para su pleno cumplimiento, incluyendo aquellas de publicidad e información dirigidas al público en general para dar a conocer sus derechos en relación al alzamiento de garantías, extinguidos los créditos que éstas caucionan.”.

_________


En discusión, y haciéndose cargo de una inquietud planteada por el Honorable Senador señor Orpis en torno a la admisibilidad de la indicación, el señor Presidente, Honorable Senador señor Tuma, solicitó dejar expresa constancia en el informe que la indicación en caso alguno presenta problemas de admisibilidad, puesto que no incurre en el ámbito de las materias que son de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República. 


En esta línea, y en su calidad de Presidente de la Comisión, declaró admisible la indicación. Tal declaración fue apoyada por todos los integrantes de la Comisión.


En el mismo orden de ideas, la Honorable Senadora señora Pérez hizo presente que la ley vigente ya le otorga al SERNAC facultades de seguimiento y control del cumplimiento de las normas sobre protección de los derechos de los consumidores. 

--Puesta en votación, la indicación N° 35 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Orpis, Pizarro y Tuma. (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía propone aprobar el proyecto con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO
Pasa a ser artículo 1°

Número 2

--Sustituirlo por el siguiente:


“2) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo y duodécimo, pasando el actual inciso sexto a ser decimotercero:

“En el caso de créditos caucionados con hipoteca específica, una vez extinguida totalmente la obligación garantizada, el proveedor del crédito deberá a su cargo y costo proceder a otorgar la escritura de alzamiento de la referida hipoteca y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto y a ingresarla para su inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contado desde la extinción total de la deuda. De tal circunstancia y de la realización de los señalados trámites, el proveedor deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la cancelación correspondiente por el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Los comprobantes de pago emitidos por el proveedor de un crédito caucionado con hipoteca específica,  correspondientes a las tres últimas cuotas pactadas, harán presumir el pago íntegro del crédito caucionado con dicha garantía, debiendo seguirse respecto del alzamiento y cancelación de ésta lo dispuesto precedentemente.
En el caso de créditos caucionados con hipoteca general, una vez pagadas íntegramente las deudas garantizadas, tanto en calidad de deudor principal como  en calidad de aval, fiador o codeudor solidario  respecto de las cuales dicha caución subsista, el proveedor deberá informar por escrito al deudor tal circunstancia, en el plazo de hasta veinte días corridos, a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, de conformidad a lo dispuesto en el Título IV del Decreto Supremo Nº 42 de 2012, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, Reglamento sobre Información al Consumidor de Créditos Hipotecarios. Efectuada dicha comunicación por parte del proveedor, el deudor podrá requerir, por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el otorgamiento de la escritura de alzamiento de la referida hipoteca y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto y su ingreso para inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, gestiones que serán de cargo y costo del proveedor y que éste deberá efectuar dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. El proveedor deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, del alzamiento y cancelación de la hipoteca con cláusula de garantía general y de todo otro gravamen o prohibición constituido en su favor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la respectiva cancelación por el Conservador de Bienes Raíces respectivo.
No existiendo obligaciones pendientes para con el proveedor caucionadas con hipoteca general, el deudor no estará obligado a mantener en favor de éste la vigencia de una hipoteca con cláusula de garantía general ni de otros gravámenes o prohibiciones ya constituidos, para los efectos de obtener un nuevo crédito y podrá en todo momento y sin esperar la comunicación del proveedor de que trata el inciso precedente, solicitar el respectivo alzamiento por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el cual se efectuará en la misma forma y plazo previstos en dicho inciso. Sin perjuicio de lo anterior, el deudor podrá conservar la vigencia de esta garantía general y los demás gravámenes y prohibiciones asociadas, a su sola voluntad.

Los alzamientos de hipotecas y cualquier otro gravamen o prohibición constituidas en favor de un proveedor de servicios financieros, podrá efectuarse por el respectivo acreedor de forma masiva. Para tales efectos, bastará otorgar una escritura pública que contenga un listado o nómina de gravámenes y/o prohibiciones individualizando la foja, número, año, registro y el Conservador de Bienes Raíces a cargo del mismo, sea que tales gravámenes y/o prohibiciones se refieran a uno o más deudores. En caso de que una o más de las solicitudes no pudieran cursarse, dicha situación no impedirá la tramitación de las restantes, y el o los deudores interesados podrán resolver las insuficiencias o errores que fundaron el rechazo del Conservador de Bienes Raíces y concluir su tramitación. La cancelación de los gravámenes o prohibiciones solicitados deberá ser practicada e inscrita por el Conservador correspondiente en un plazo que no podrá exceder de diez días contado desde el ingreso a su oficio de la escritura respectiva.

Los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces no podrán oponerse en su caso a autorizar y otorgar las escrituras públicas o practicar las cancelaciones que correspondan, tratándose de alzamientos otorgados de forma masiva, sin perjuicio de percibir los correspondientes honorarios determinados de acuerdo a la ley N° 16.250 y sus modificaciones. 

Si el acreedor hipotecario se negare a efectuar los respectivos alzamientos de conformidad al presente artículo, el deudor podrá solicitar judicialmente su alzamiento ante el tribunal competente, sin perjuicio de las sanciones e indemnizaciones que procedan de conformidad a la presente ley.

Lo dispuesto en los incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios, cuando proceda.”.”. (Indicaciones N°s. 2, 2 bis, 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 19, 20, 23, 24, 27 y 28, con modificaciones. Unanimidad, 5x0).
° ° °


--Agregar un artículo 2°, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 2°- Reemplázase el artículo 27 de las Normas sobre Prenda sin Desplazamiento y Registro de Prendas sin Desplazamiento, contenidas en el artículo 14 de la ley N° 20.190, por el siguiente:


“Artículo 27.- El acreedor de una o más obligaciones caucionadas con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, está obligado a otorgar la escritura pública o el instrumento privado autorizado y debidamente protocolizado en el registro del mismo notario que autoriza, correspondiente al alzamiento de la referida prenda y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto, una vez extinguidas totalmente la o las obligaciones caucionadas por dicha prenda, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, contados desde la extinción total de la deuda. De tal circunstancia y de la realización de los señalados trámites, el acreedor prendario deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la cancelación en el Registro de Prendas sin Desplazamiento. Los comprobantes de pago emitidos por el proveedor de un crédito caucionado con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, correspondientes a las tres últimas cuotas pactadas, harán presumir el pago íntegro del crédito caucionado con dicha garantía, debiendo seguirse respecto del alzamiento y cancelación de ésta lo dispuesto precedentemente.


En el caso de créditos caucionados con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía general, una vez pagadas íntegramente las deudas garantizadas, tanto en calidad de deudor principal como  en calidad de aval, fiador o codeudor solidario  respecto de las cuales dicha caución subsista, el proveedor deberá informar por escrito al deudor tal circunstancia, en el plazo de hasta veinte días corridos, a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, de conformidad a lo dispuesto en el Título IV del Decreto Supremo Nº 43 de 2012, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, Reglamento sobre Información al Consumidor de Créditos de Consumo. Efectuada dicha comunicación por parte del proveedor, el deudor podrá requerir, por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el otorgamiento de la escritura pública o instrumento privado autorizado y debidamente protocolizado en el registro del mismo notario que autoriza, correspondiente al alzamiento de la referida prenda y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto y su ingreso para inscripción en el Registro respectivo, gestiones que serán de cargo y costo del proveedor y que éste deberá efectuar dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. El acreedor prendario deberá informar por escrito al deudor por cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor, del alzamiento y cancelación de la prenda sin desplazamiento y de todo otro gravamen o prohibición constituido en su favor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la respectiva cancelación en el Registro de Prendas sin Desplazamiento.


No existiendo obligaciones pendientes para con el acreedor prendario, el deudor no estará obligado a mantener en favor de éste la vigencia de una prenda sin desplazamiento que opere como garantía general ni de otros gravámenes o prohibiciones ya constituidos, para los efectos de obtener un nuevo crédito y podrá en todo momento y sin esperar la comunicación del proveedor de que trata el inciso precedente, solicitar el respectivo alzamiento por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el cual se efectuará en la misma forma y plazo previstos en dicho inciso. Sin perjuicio de lo anterior, el deudor podrá conservar la vigencia de esta garantía general y los demás gravámenes y prohibiciones asociadas, a su sola voluntad.


Los alzamientos de prendas sin desplazamiento y cualquier otro gravamen o prohibición constituidas en favor de un proveedor de servicios financieros, podrá efectuarse por el titular o beneficiario de las mismas de forma masiva. Para tales efectos, bastará otorgar una escritura pública o instrumento privado autorizado y debidamente protocolizado en el registro del mismo notario que autoriza, que contenga un listado o nómina de gravámenes y/o prohibiciones individualizando los bienes pignorados y su número de registro en el Registro de Prendas sin Desplazamiento, sea que tales gravámenes y/o prohibiciones se refieran a uno o más deudores. En caso de que una o más de las solicitudes no pudieran cursarse, dicha situación no impedirá la tramitación de las restantes, y el o los deudores interesados podrán resolver las insuficiencias o errores que fundaron el rechazo a la inscripción de los alzamientos y concluir su tramitación. La cancelación de los gravámenes o prohibiciones inscritos en el Registro de Prendas sin Desplazamiento deberá ser practicada por el Servicio de Registro Civil e Identificación dentro de un plazo que no podrá exceder de diez días contado desde el ingreso del respectivo instrumento a dicho Servicio.


Los Notarios no podrán oponerse a autorizar las escrituras públicas o instrumentos privados que hayan de protocolizar en su registro, donde consten los alzamientos de prenda sin desplazamiento de forma masiva, sin perjuicio de percibir los correspondientes honorarios determinados de acuerdo a la ley N° 16.250 y sus modificaciones. 


Si el acreedor prendario se negare a efectuar los respectivos alzamientos de conformidad al presente artículo, el deudor podrá solicitar judicialmente su alzamiento de conformidad con el procedimiento establecido en el Título IV, Párrafo 2° del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de las sanciones e indemnizaciones y procedimientos de reclamación que procedan de conformidad a la ley N° 19.496.
Lo dispuesto en los incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos prendarios, cuando proceda.”.”. (Indicaciones N°s. 2, 2 bis, 7, 8, 15, 16, 20, 25, 26 y 29, con modificaciones. Unanimidad, 5x0).
ARTÍCULO TRANSITORIO
Pasa a ser artículo primero transitorio
--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo primero transitorio.- Esta ley entrará en vigencia ciento veinte días después de su publicación en el Diario Oficial y se aplicará a todos los créditos íntegramente pagados con posterioridad a dicha fecha.


Sin perjuicio de lo anterior, con respecto a los créditos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren íntegramente pagados y hayan sido caucionados mediante hipoteca específica o prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, se aplicarán las siguientes reglas:


Uno) Los proveedores de aquellos créditos que hayan sido pagados íntegramente hasta seis años antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley y respecto de los cuales se hubiere constituido hipoteca específica y cualquier otro gravamen y/o prohibición asociada, deberán a su cargo y costo proceder a otorgar la respectiva escritura de alzamiento de dicha caución y de los demás gravámenes y prohibiciones que se hubieran constituido al efecto y gestionar su cancelación en el registro respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de tres años contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, a requerimiento del cliente cuya deuda se haya extinguido en el plazo indicado en el inciso precedente, mediante solicitud escrita a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el proveedor deberá dar cumplimiento a la obligación de otorgar la escritura de alzamiento e ingresarla en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al solicitante, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos noveno y décimo del artículo 17 D de la ley N° 19.496. 

Dos) El otorgamiento de la escritura de alzamiento de las hipotecas específicas y de cualquier otro gravamen y/o prohibición, asociadas a una deuda que haya sido pagada íntegramente con anterioridad a los seis años previos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y su ingreso en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, deberá ser efectuado a su cargo y costo por el respectivo acreedor hipotecario a requerimiento escrito del cliente, efectuado a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del requirente. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al cliente, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos noveno y décimo del artículo 17 D de la ley N° 19.496. 

Tres) Los proveedores de aquellos créditos que hayan sido pagados íntegramente hasta cuatro años antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley y respecto de los cuales se hubiere constituido prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica y cualquier otro gravamen y/o prohibición asociada, deberán a su cargo y costo proceder a otorgar el respectivo alzamiento de dicha caución y los demás gravámenes y prohibiciones que se hubieran constituido al efecto y gestionar su cancelación en el Registro de Prendas sin Desplazamiento, dentro de un plazo que no podrá exceder de dieciocho meses contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, a requerimiento del cliente cuya deuda se haya extinguido en el plazo indicado en el inciso precedente, mediante solicitud escrita a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el proveedor deberá dar cumplimiento a la obligación de otorgar el respectivo alzamiento, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al solicitante, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 27 de las Normas sobre Prenda sin Desplazamiento y Registro de Prendas sin Desplazamiento, contenidas en el artículo 14 de la ley N° 20.190.

Cuatro) El otorgamiento del alzamiento de las prendas sin desplazamiento que operen como garantía específica y de cualquier otro gravamen y/o prohibición, asociadas a una deuda que haya sido pagada íntegramente con anterioridad a los cuatro años previos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá ser efectuado a su cargo y costo por el respectivo acreedor prendario a requerimiento escrito del cliente, efectuado a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contado desde la solicitud del requirente. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al cliente, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 27 de las Normas sobre Prenda sin Desplazamiento y Registro de Prendas sin Desplazamiento, contenidas en el artículo 14 de la ley N° 20.190.”.”. (Indicación N° 34, con modificaciones. Mayoría, 3x2).
° ° °


-Incorporar el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo segundo transitorio.- Los proveedores de créditos garantizados con hipotecas o prendas que deban ser alzadas de conformidad a esta ley, deberán efectuar un plan de cumplimiento y difusión a sus clientes, el cual deberá ser comunicado al Servicio Nacional del Consumidor para su seguimiento y control. 


Los proveedores de los respectivos créditos cuyas cauciones y otros gravámenes deban ser alzados, informarán al Servicio Nacional del Consumidor en forma semestral sobre la implementación de la norma, del estado de avance de tales gestiones y de las medidas adoptadas para su pleno cumplimiento, incluyendo aquellas de publicidad e información dirigidas al público en general para dar a conocer sus derechos en relación al alzamiento de garantías, extinguidos los créditos que éstas caucionan.”. (Indicación N° 35. Unanimidad, 5x0).
° ° °

SUGERENCIA DE LA COMISIÓN PARA 

ADECUAR ADMINISTRATIVAMENTE 

LA DENOMINACIÓN DEL PROYECTO, SI CORRESPONDE

Tal como se planteó en el análisis de la indicación N° 1, del Honorable Senador señor Quinteros, para sustituir en la denominación del proyecto de ley la expresión “alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios” por la frase “alzamiento de hipotecas y prendas que caucionen créditos", y dado que la Comisión aprobó las indicaciones que incorporan al presente proyecto la regulación del alzamiento de las prendas sin desplazamiento, la unanimidad de los miembros acordó sugerir a la instancia correspondiente que, en el evento que finalmente el proyecto regule la materia señalada, se adecúe administrativamente su denominación.

__________
TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 17 D de la ley N°19.496:


1) Suprímese, en su inciso quinto, la oración que sigue al punto seguido.


2) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo y duodécimo, pasando el actual inciso sexto a ser decimotercero:

“En el caso de créditos caucionados con hipoteca específica, una vez extinguida totalmente la obligación garantizada, el proveedor del crédito deberá a su cargo y costo proceder a otorgar la escritura de alzamiento de la referida hipoteca y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto y a ingresarla para su inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contado desde la extinción total de la deuda. De tal circunstancia y de la realización de los señalados trámites, el proveedor deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la cancelación correspondiente por el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Los comprobantes de pago emitidos por el proveedor de un crédito caucionado con hipoteca específica,  correspondientes a las tres últimas cuotas pactadas, harán presumir el pago íntegro del crédito caucionado con dicha garantía, debiendo seguirse respecto del alzamiento y cancelación de ésta lo dispuesto precedentemente.

En el caso de créditos caucionados con hipoteca general, una vez pagadas íntegramente las deudas garantizadas, tanto en calidad de deudor principal como  en calidad de aval, fiador o codeudor solidario  respecto de las cuales dicha caución subsista, el proveedor deberá informar por escrito al deudor tal circunstancia, en el plazo de hasta veinte días corridos, a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, de conformidad a lo dispuesto en el Título IV del Decreto Supremo Nº 42 de 2012, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, Reglamento sobre Información al Consumidor de Créditos Hipotecarios. Efectuada dicha comunicación por parte del proveedor, el deudor podrá requerir, por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el otorgamiento de la escritura de alzamiento de la referida hipoteca y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto y su ingreso para inscripción en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, gestiones que serán de cargo y costo del proveedor y que éste deberá efectuar dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. El proveedor deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, del alzamiento y cancelación de la hipoteca con cláusula de garantía general y de todo otro gravamen o prohibición constituido en su favor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la respectiva cancelación por el Conservador de Bienes Raíces respectivo.

No existiendo obligaciones pendientes para con el proveedor caucionadas con hipoteca general, el deudor no estará obligado a mantener en favor de éste la vigencia de una hipoteca con cláusula de garantía general ni de otros gravámenes o prohibiciones ya constituidos, para los efectos de obtener un nuevo crédito y podrá en todo momento y sin esperar la comunicación del proveedor de que trata el inciso precedente, solicitar el respectivo alzamiento por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el cual se efectuará en la misma forma y plazo previstos en dicho inciso. Sin perjuicio de lo anterior, el deudor podrá conservar la vigencia de esta garantía general y los demás gravámenes y prohibiciones asociadas, a su sola voluntad.

Los alzamientos de hipotecas y cualquier otro gravamen o prohibición constituidas en favor de un proveedor de servicios financieros, podrá efectuarse por el respectivo acreedor de forma masiva. Para tales efectos, bastará otorgar una escritura pública que contenga un listado o nómina de gravámenes y/o prohibiciones individualizando la foja, número, año, registro y el Conservador de Bienes Raíces a cargo del mismo, sea que tales gravámenes y/o prohibiciones se refieran a uno o más deudores. En caso de que una o más de las solicitudes no pudieran cursarse, dicha situación no impedirá la tramitación de las restantes, y el o los deudores interesados podrán resolver las insuficiencias o errores que fundaron el rechazo del Conservador de Bienes Raíces y concluir su tramitación. La cancelación de los gravámenes o prohibiciones solicitados deberá ser practicada e inscrita por el Conservador correspondiente en un plazo que no podrá exceder de diez días contado desde el ingreso a su oficio de la escritura respectiva.

Los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces no podrán oponerse en su caso a autorizar y otorgar las escrituras públicas o practicar las cancelaciones que correspondan, tratándose de alzamientos otorgados de forma masiva, sin perjuicio de percibir los correspondientes honorarios determinados de acuerdo a la ley N° 16.250 y sus modificaciones. 

Si el acreedor hipotecario se negare a efectuar los respectivos alzamientos de conformidad al presente artículo, el deudor podrá solicitar judicialmente su alzamiento ante el tribunal competente, sin perjuicio de las sanciones e indemnizaciones que procedan de conformidad a la presente ley.

Lo dispuesto en los incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos hipotecarios, cuando proceda.”.


Artículo 2°- Reemplázase el artículo 27 de las Normas sobre Prenda sin Desplazamiento y Registro de Prendas sin Desplazamiento, contenidas en el artículo 14 de la ley N° 20.190, por el siguiente:


“Artículo 27.- El acreedor de una o más obligaciones caucionadas con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, está obligado a otorgar la escritura pública o el instrumento privado autorizado y debidamente protocolizado en el registro del mismo notario que autoriza, correspondiente al alzamiento de la referida prenda y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto, una vez extinguidas totalmente la o las obligaciones caucionadas por dicha prenda, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días, contados desde la extinción total de la deuda. De tal circunstancia y de la realización de los señalados trámites, el acreedor prendario deberá informar por escrito al deudor a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la cancelación en el Registro de Prendas sin Desplazamiento. Los comprobantes de pago emitidos por el proveedor de un crédito caucionado con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, correspondientes a las tres últimas cuotas pactadas, harán presumir el pago íntegro del crédito caucionado con dicha garantía, debiendo seguirse respecto del alzamiento y cancelación de ésta lo dispuesto precedentemente.


En el caso de créditos caucionados con una prenda sin desplazamiento que opere como garantía general, una vez pagadas íntegramente las deudas garantizadas, tanto en calidad de deudor principal como  en calidad de aval, fiador o codeudor solidario  respecto de las cuales dicha caución subsista, el proveedor deberá informar por escrito al deudor tal circunstancia, en el plazo de hasta veinte días corridos, a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el proveedor, de conformidad a lo dispuesto en el Título IV del Decreto Supremo Nº 43 de 2012, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, Reglamento sobre Información al Consumidor de Créditos de Consumo. Efectuada dicha comunicación por parte del proveedor, el deudor podrá requerir, por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el otorgamiento de la escritura pública o instrumento privado autorizado y debidamente protocolizado en el registro del mismo notario que autoriza, correspondiente al alzamiento de la referida prenda y los demás gravámenes y prohibiciones que se hayan constituido al efecto y su ingreso para inscripción en el Registro respectivo, gestiones que serán de cargo y costo del proveedor y que éste deberá efectuar dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. El acreedor prendario deberá informar por escrito al deudor por cualquier medio físico o tecnológico idóneo al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor, del alzamiento y cancelación de la prenda sin desplazamiento y de todo otro gravamen o prohibición constituido en su favor, dentro de los treinta días siguientes de practicada la respectiva cancelación en el Registro de Prendas sin Desplazamiento.


No existiendo obligaciones pendientes para con el acreedor prendario, el deudor no estará obligado a mantener en favor de éste la vigencia de una prenda sin desplazamiento que opere como garantía general ni de otros gravámenes o prohibiciones ya constituidos, para los efectos de obtener un nuevo crédito y podrá en todo momento y sin esperar la comunicación del proveedor de que trata el inciso precedente, solicitar el respectivo alzamiento por cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el cual se efectuará en la misma forma y plazo previstos en dicho inciso. Sin perjuicio de lo anterior, el deudor podrá conservar la vigencia de esta garantía general y los demás gravámenes y prohibiciones asociadas, a su sola voluntad.


Los alzamientos de prendas sin desplazamiento y cualquier otro gravamen o prohibición constituidas en favor de un proveedor de servicios financieros, podrá efectuarse por el titular o beneficiario de las mismas de forma masiva. Para tales efectos, bastará otorgar una escritura pública o instrumento privado autorizado y debidamente protocolizado en el registro del mismo notario que autoriza, que contenga un listado o nómina de gravámenes y/o prohibiciones individualizando los bienes pignorados y su número de registro en el Registro de Prendas sin Desplazamiento, sea que tales gravámenes y/o prohibiciones se refieran a uno o más deudores. En caso de que una o más de las solicitudes no pudieran cursarse, dicha situación no impedirá la tramitación de las restantes, y el o los deudores interesados podrán resolver las insuficiencias o errores que fundaron el rechazo a la inscripción de los alzamientos y concluir su tramitación. La cancelación de los gravámenes o prohibiciones inscritos en el Registro de Prendas sin Desplazamiento deberá ser practicada por el Servicio de Registro Civil e Identificación dentro de un plazo que no podrá exceder de diez días contado desde el ingreso del respectivo instrumento a dicho Servicio.


Los Notarios no podrán oponerse a autorizar las escrituras públicas o instrumentos privados que hayan de protocolizar en su registro, donde consten los alzamientos de prenda sin desplazamiento de forma masiva, sin perjuicio de percibir los correspondientes honorarios determinados de acuerdo a la ley N° 16.250 y sus modificaciones. 


Si el acreedor prendario se negare a efectuar los respectivos alzamientos de conformidad al presente artículo, el deudor podrá solicitar judicialmente su alzamiento de conformidad con el procedimiento establecido en el Título IV, Párrafo 2° del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de las sanciones e indemnizaciones y procedimientos de reclamación que procedan de conformidad a la ley N° 19.496.

Lo dispuesto en los incisos precedentes se aplicará a los cesionarios de los créditos prendarios, cuando proceda.”. 
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero transitorio.- Esta ley entrará en vigencia ciento veinte días después de su publicación en el Diario Oficial y se aplicará a todos los créditos íntegramente pagados con posterioridad a dicha fecha.


Sin perjuicio de lo anterior, con respecto a los créditos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren íntegramente pagados y hayan sido caucionados mediante hipoteca específica o prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica, se aplicarán las siguientes reglas:


Uno) Los proveedores de aquellos créditos que hayan sido pagados íntegramente hasta seis años antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley y respecto de los cuales se hubiere constituido hipoteca específica y cualquier otro gravamen y/o prohibición asociada, deberán a su cargo y costo proceder a otorgar la respectiva escritura de alzamiento de dicha caución y de los demás gravámenes y prohibiciones que se hubieran constituido al efecto y gestionar su cancelación en el registro respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de tres años contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, a requerimiento del cliente cuya deuda se haya extinguido en el plazo indicado en el inciso precedente, mediante solicitud escrita a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el proveedor deberá dar cumplimiento a la obligación de otorgar la escritura de alzamiento e ingresarla en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al solicitante, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos noveno y décimo del artículo 17 D de la ley N° 19.496. 


Dos) El otorgamiento de la escritura de alzamiento de las hipotecas específicas y de cualquier otro gravamen y/o prohibición, asociadas a una deuda que haya sido pagada íntegramente con anterioridad a los seis años previos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y su ingreso en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, deberá ser efectuado a su cargo y costo por el respectivo acreedor hipotecario a requerimiento escrito del cliente, efectuado a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del requirente. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al cliente, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos noveno y décimo del artículo 17 D de la ley N° 19.496. 


Tres) Los proveedores de aquellos créditos que hayan sido pagados íntegramente hasta cuatro años antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley y respecto de los cuales se hubiere constituido prenda sin desplazamiento que opere como garantía específica y cualquier otro gravamen y/o prohibición asociada, deberán a su cargo y costo proceder a otorgar el respectivo alzamiento de dicha caución y los demás gravámenes y prohibiciones que se hubieran constituido al efecto y gestionar su cancelación en el Registro de Prendas sin Desplazamiento, dentro de un plazo que no podrá exceder de dieciocho meses contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo anterior, a requerimiento del cliente cuya deuda se haya extinguido en el plazo indicado en el inciso precedente, mediante solicitud escrita a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, el proveedor deberá dar cumplimiento a la obligación de otorgar el respectivo alzamiento, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contados desde la solicitud del deudor. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al solicitante, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 27 de las Normas sobre Prenda sin Desplazamiento y Registro de Prendas sin Desplazamiento, contenidas en el artículo 14 de la ley N° 20.190.


Cuatro) El otorgamiento del alzamiento de las prendas sin desplazamiento que operen como garantía específica y de cualquier otro gravamen y/o prohibición, asociadas a una deuda que haya sido pagada íntegramente con anterioridad a los cuatro años previos a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá ser efectuado a su cargo y costo por el respectivo acreedor prendario a requerimiento escrito del cliente, efectuado a través de cualquier medio físico o tecnológico idóneo, dentro de un plazo que no podrá exceder de cuarenta y cinco días contado desde la solicitud del requirente. En este caso, dentro del plazo de treinta días de practicada la cancelación del gravamen y/o prohibición objeto del alzamiento, el proveedor deberá comunicar por escrito tal circunstancia al cliente, mediante cualquier medio físico o tecnológico idóneo, al último domicilio registrado por el deudor con el acreedor.


En los casos previstos en este numeral, los proveedores estarán facultados para efectuar tales alzamientos de forma masiva según lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto del artículo 27 de las Normas sobre Prenda sin Desplazamiento y Registro de Prendas sin Desplazamiento, contenidas en el artículo 14 de la ley N° 20.190.


Artículo segundo transitorio.- Los proveedores de créditos garantizados con hipotecas o prendas que deban ser alzadas de conformidad a esta ley, deberán efectuar un plan de cumplimiento y difusión a sus clientes, el cual deberá ser comunicado al Servicio Nacional del Consumidor para su seguimiento y control. 


Los proveedores de los respectivos créditos cuyas cauciones y otros gravámenes deban ser alzados, informarán al Servicio Nacional del Consumidor en forma semestral sobre la implementación de la norma, del estado de avance de tales gestiones y de las medidas adoptadas para su pleno cumplimiento, incluyendo aquellas de publicidad e información dirigidas al público en general para dar a conocer sus derechos en relación al alzamiento de garantías, extinguidos los créditos que éstas caucionan.”.
_________________
Acordado en sesiones celebradas los días 3, 10 y 17 de junio de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 30 de junio de 2015

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 61 DE LA CARTA FUNDAMENTAL EN MATERIA DE FUERO PARLAMENTARIO

(10.166-07)
En  el artículo 61 de nuestra Constitución Política se establece el denominado “fuero parlamentario” y que tiene como consecuencia como señala el texto actual de inciso segundo de dicho artículo 61 que “ Ningún diputado o senador, desde el día de su elección o desde su juramento, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a formación de causa.”

Tanto la doctrina como la opinión de alguna jurisprudencia han planteado diversos cuestionamientos al establecimiento de dicho “fuero”.

El primer cuestionamiento que surge más que nada de la opinión de la ciudadanía, es el que este fuero, significa un privilegio que impide que los parlamentarios enfrenten la justicia en igualdad de condiciones que todos los ciudadanos, por lo que significaría un factor de desigualdad ante la ley y de desigualdad en el acceso a la justicia, que hoy en día no encontraría justificación.

Sin embargo al mismo momento, los que defienden al fuero, señalan que este debe mantenerse a fin de que los parlamentarios que estos no se vean expuestos a contínuas demandas y querellas que tengan como único objetivo el perseguir fines políticos y con esto afectar la representación popular que los parlamentarios ejercen.

Un segundo cuestionamiento de esta institución dice relación que dada sus actuales características el juicio de desafuero significa más que un requisito de admisibilidad, un verdadero prejuzgamiento sobre el fondo del asunto. De esa forma se afirma la aludida institución estaría desnaturalizada, pues de haberse concebido como una medida de protección de los parlamentarios para evitar que fueran objeto de denuncias o querellas criminales infundadas, tal resguardo se convertiría, por el contrario, en un mecanismo lesivo a sus derechos.

Por último se ha cuestionado un claro desajuste normativo en una serie de materias, entre los términos que utiliza la Constitución Política en relación al fuero  los preceptos que regulan el procedimiento de desafuero y que se contienen en el nuevo Código Procesal Penal.

Este desajuste normativo se debe a que cuando el constituyente aprobó las normas referidas al fuero regía en el país un sistema procesal penal de corte inquisitorio, cuyas instituciones, terminología y cultura subyacente son inconciliables con el nuevo modelo de persecución criminal que lo remplaza.

Dentro de estas las  materias más relevantes  en donde existirá contradicción o una duda interpretativa estarían:

-La norma constitucional establece que debe existir autorización del tribunal  de alzada para dar formación de causa cuando los parlamentarios puedan ser “privados de libertad”  y como es lógico, no pudo colocarse en la hipótesis de alguna otra medida cautelar distinta a la prisión preventiva, toda vez que ellas han sido establecidas sólo en el nuevo cuerpo legal, de lo que resulta que, en apariencia, la solicitud de desafuero al tribunal competente únicamente sería exigible, con sujeción al tenor literal de la norma constitucional, en el caso que se quisiera privar de libertad al sujeto aforado, pero no cuando se lo quiera afectar con alguna otra medida cautelar que no revista aquel carácter.

 Otra duda interpretativa de relevancia dice relación en cuanto a si la oportunidad en que deberá recabarse el pronunciamiento de la Corte de Apelaciones se ajusta o no al sentido y espíritu que fluye de la protección que brinda el fuero constitucional. 

Lo anterior puesto que  al tenor de los actuales artículos 416, 423 y 425 del Código Procesal Penal   la petición de desafuero sólo podrá presentarse, sólo una vez cerrada la investigación si el fiscal estima que procede formular acusación por crimen o simple delito en contra de alguno de los sujetos aforados.

De esta regulación surgen, entre otras, las siguientes interrogantes. ¿Es tardía la intervención de la Corte de Apelaciones o muy prematura? ¿Se aviene en mayor o menor medida con la protección que brinda el fuero exigir que la acusación se hubiere presentado y acogido a tramitación, o bien considerar que aquel es sólo un requisito de procesabilidad que el fiscal debe cumplir para poder acusar?.
Por todo lo anterior es que consideramos que todos los antecedentes y cuestionamientos que tiene el fuero, obligan a regular con urgencia sobre esta materia, sobretodo por motivo de que en los actuales tiempos recaen sobre el cuerpo político en su totalidad una serie de acusaciones y denuncias, sobretodo relacionadas con el financiamiento de campañas políticas, que sin duda obligará a tramitarse una serie de solicitudes de desafuero en el próximo tiempo.

Por esto como una manera de iniciar y abrir la discusión de este relevante tema, es que mediante este proyecto de ley queremos proponer una medida que permitirá no afectar hasta que no exista una sentencia definitiva de culpabilidad, la representación democrática popular que los parlamentarios tienen.

En efecto, según se establece en el inciso final del referido artículo 61, “desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación de causa, queda el diputado o senador imputado suspendido de su cargo”.

Dicha suspensión del cargo, implica en la práctica, de que mientras no exista una sentencia definitiva que declare la inocencia o culpabilidad del parlamentario “desaforado” este no puede ejercer ninguna de las facultades que el ejercicio de su función parlamentaria le permite, tales como, intervenir en los debates y votaciones de Sala y Comisión, presentar proyectos de ley, de acuerdo y oficios, entre otros.

Con lo anterior, sin duda que se produce una clara afectación, no tanto al parlamentario en sí, sino que más que nada al territorio y población que el parlamentario representa, los cuales quedan por un tiempo, que puede ser prolongado sin un representante de sus intereses ante el Congreso Nacional.

Por lo anterior, es que mediante este proyecto de ley queremos proponer que los parlamentarios puedan tener la facultad de efectuar una “renuncia de su fuero” mediante una disposición que establezca que la necesidad de autorización del Tribunal de Alzada para dar lugar a la formación de causa, no será necesaria en caso de que el diputado o Senador exprese su voluntad de enfrentar la causa sin dicho pronunciamiento.

Como consecuencia de lo anterior, en caso de que el parlamentario opte por renunciar a la posibilidad del pronunciamiento del Tribunal de Alzada para dar lugar a la formación de causa, esto tendrá como consecuencia que este no será suspendido de su cargo.
Por las razones anteriores, y sin perjuicio de otras propuestas que pueden formularse en la tramitación de este proyecto, es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo Único: Sustitúyase el artículo 61 de la constitución Política por el siguiente artículo 61 nuevo:

Artículo 61
Los diputados y senadores sólo son inviolables por las opiniones que manifiesten y los votos que emitan en el desempeño de sus cargos, en sesiones de sala o de comisión.


Ningún diputado o senador, desde el día de su elección o desde su juramento, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a formación de causa. De esta resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.

La autorización establecida en el inciso precedente  no será necesaria en caso de que el Diputado o Senador señale expresamente que acepta la formación de causa en su contra.

En caso de ser arrestado algún diputado o senador por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación de causa, queda el diputado o senador imputado suspendido de su cargo y sujeto al juez competente, a menos de que el Senador o Diputado acepte voluntariamente la formación de causa en su contra. 

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.
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PROYECTO DE REFORMA DE LA CARTA, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA AUTONOMÍA CONSTITUCIONAL AL SERVICIO ELECTORAL

(9.840-07 Y 10.055-07, REFUNDIDOS)


Oficio Nº 11.978

VALPARAÍSO, 1 de julio de 2015

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de reforma constitucional que otorga autonomía constitucional al Servicio Electoral, correspondiente a los boletines N°9840-07 y 10055-07, refundidos, del siguiente tenor:
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo único.- Modifícase la Constitución Política de la República, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°100, de 2005, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de la siguiente manera:

1. Elimínase en el inciso primero del artículo 18 la expresión “y funcionamiento”.

2. Reemplázase el epígrafe del Capítulo IX por el siguiente:

“Justicia Electoral y Servicio Electoral”.

3. Agrégase el siguiente artículo 97 bis:

“Artículo 97 bis.- Un organismo autónomo, denominado Servicio Electoral, ejercerá la administración, supervigilancia y fiscalización de los procesos electorales y plebiscitarios, del cumplimiento de las normas sobre transparencia, límite, control y aportes del gasto electoral, de las normas sobre los partidos políticos, y las demás funciones y atribuciones que señale una ley orgánica constitucional.

La dirección superior del Servicio Electoral corresponderá a un Consejo Directivo que estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. El Presidente formulará su proposición en un solo acto y el Senado se pronunciará sobre el conjunto de la propuesta.

El Servicio Electoral y los miembros de su Consejo estarán sometidos a las responsabilidades y controles que establezca la ley, sin perjuicio del control de sus actos por los tribunales, según corresponda.

Los consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, por incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.

El funcionamiento del Servicio Electoral será establecido por una ley orgánica constitucional, y las plantas, remuneraciones y estatuto del personal serán establecidos por una ley.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo único del proyecto de reforma constitucional fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 103 diputados, de un total de 117 en ejercicio.
De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 127, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.833, ESTATUTO GENERAL DE LAS CAJAS DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR

(7.069-13, 7.580-03, 8.090-13 Y 8.950-13, REFUNDIDOS)


Oficio Nº 11.979


VALPARAÍSO, 1 de julio de 2015

Con motivo de las mociones, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°18.833, Estatuto General de las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, correspondiente a los boletines Nos7069-13, 7580-03, 8090-13 y 8950-13, refundidos, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº18.833, que establece un nuevo estatuto general para las Cajas de Compensación de Asignación Familiar:
1. Incorpórase en el artículo 3º, después del punto aparte, que pasa a ser coma, la oración “y supletoriamente a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras en lo referido a los regímenes de prestaciones de crédito social.”.

2. Introdúcense en el artículo 21 las siguientes modificaciones:

a) Incorpórase en el inciso primero, después del punto aparte, que pasa a ser coma, la oración “el que establecerá las condiciones mínimas indispensables tendientes a asegurar la adecuada información a los usuarios respecto de las condiciones de los créditos.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo a ser tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, respectivamente:

“Las solicitudes de préstamos de dinero otorgados bajo este régimen solo podrán ser presentadas a través de la entidad empleadora o directamente en las oficinas de la Caja de Compensación, y su otorgamiento, renegociación y reprogramación deberán efectuarse en forma presencial en estas oficinas.”.

3. Agregáse en el inciso primero del artículo 22, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Sin embargo, lo adeudado por estas prestaciones al término de la relación laboral del trabajador afiliado no podrá ser deducido de las prestaciones que este reciba con ocasión de dicho término, salvo las cuotas devengadas y vencidas, previa autorización expresa del trabajador al momento de ratificar el respectivo finiquito.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo único del proyecto de ley fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 104 diputados, de un total de 117 en ejercicio.

De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR GARCÍA-HUIDOBRO, SEÑORAS GOIC, MUÑOZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES ALLAMAND, ARAYA, DE URRESTI, ESPINA, GIRARDI, GUILLIER, HARBOE, HORVATH, LARRAÍN, MATTA, MONTES, MOREIRA, ORPIS, OSSANDÓN, PROKURICA, QUINTEROS, ROSSI, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE CONSIDERE ADOPTAR LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA EXIMIR DE IMPUESTOS A LAS ACTIVIDADES DESTINADAS A RECAUDAR FONDOS CON FINES SOCIALES

(S 1.816-12)
Considerando:

1° Que de acuerdo con reciente y reiterada información de prensa, el Servicio de Impuestos Internos ha determinado efectuar fiscalizaciones presenciales en diversas actividades recreativas para la recaudación de fondos realizadas en establecimientos educacionales.

A modo de ejemplo, ya el año 2014 se informaba de fiscalizaciones realizadas por el Servicio de Impuestos Internos por la venta sin boletas en kermeses y bazares, incluso siendo algunos de ellos multados por tales acciones.

2° Que las recaudaciones por actividades sociales y con fines de beneficencia, no constituyen renta desde el punto de vista técnico tributario y representan una diminuta parte de los montos transados por la producción de bienes y servicios en el país.

3° Que recientemente, este Congreso Nacional tuvo ocasión de discutir y aprobar el Proyecto de Ley que modificó la Ley 19.995, sobre autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, permitiendo la realización de bingos de beneficencia y caridad y otras actividades similares, que está pronto a ser  promulgado como ley.

En dicha oportunidad se hizo especial hincapié en la desproporción que representa tener que dictar una ley y en el desvío de la atención de este poder del Estado de otros temas más relevantes, producto de la actuación con extremo celo de otras instituciones del Estado, que van más allá de las normas que regulan sus funciones, inmiscuyéndose en aspectos jurídicamente irrelevantes de la vida de los ciudadanos y desconociendo, de paso, el principio de subsidiariedad de las organizaciones intermedias de la sociedad que inspira nuestra Constitución Política.

Por estas razones, y con el único objetivo de dar certeza jurídica sobre la legalidad de sus actuaciones a todas aquellas organizaciones sociales, territoriales y funcionales, así como a los establecimientos del sistema educacional, este Honorable Senado, aprueba el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar al Gobierno lo siguiente:

1° Que las personas jurídicas sin fines de lucro, como las reguladas en la ley N°19.418, independientemente de su denominación, aquellas constituidas de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, las organizaciones sociales tales como los centros de alumnos, centros generales de padres y apoderados del sistema educacional en todos sus niveles, sindicatos, asociaciones gremiales, clubes de adulto mayor, centros de madre, talleres laborales y organizaciones deportivas sin fines de lucro, entre otras, sean declaradas exentas del impuesto a las ventas y servicios, establecido en el Decreto Ley 825; del impuesto a las donaciones establecido en la Ley 16.618, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley N°1 del Ministerio de Justicia, del 30 de mayo de 2005, y de cualquier otro gravamen, por los fondos que recauden con ocasión de la realización de actividades sociales de carácter no habitual tales como kermeses, celebración de aniversarios o cualquier otra actividad destinada a la recaudación de fondos para los fines propios de la organización o con fines de beneficencia, y;

2° Que tal exención se condicione a que los organizadores de tales actividades deberán rendir cuenta de sus resultados a los organismos con los cuales estuvieren vinculados. Los fondos recaudados de la forma descrita en el inciso primero, no constituirán renta y, por tanto, no estarán gravados por el impuesto establecido en el Decreto Ley N° 824.

3° Que, en el mismo sentido, dicha exención sea condicionada al hecho de que la organización respectiva, comunique la realización de la actividad al municipio correspondiente.

(Fdo.): Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

�  LIDAR (Light Detection and Ranging) es un sistema que permite obtener una nube de puntos del terreno tomándolos mediante un escáner láser aerotransportado (ALS). Para realizar este escaneado se combinan dos movimientos. Uno longitudinal dado por la trayectoria del avión y otro transversal mediante un espejo móvil que desvía el haz de luz láser emitido por el escáner.


� Plan Regional de Desarrollo Urbano, Planes Reguladores Intercomunales, Planes Reguladores Comunales y Planes Seccionales.


� Plan Regional de Desarrollo Urbano, Planes Reguladores Intercomunales, Planes Reguladores Comunales y Planes Seccionales.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=13560" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=13560� (Abril, 2015).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://politicaurbana.minvu.cl/wp-content/uploads/2012/11/L4-Politica-Nacional-Urbana2.pdf" �http://politicaurbana.minvu.cl/wp-content/uploads/2012/11/L4-Politica-Nacional-Urbana2.pdf� (Abril, 2015).


� Disponible en � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1059974" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1059974� (Abril, 2015).


� Disponible en � HYPERLINK "http://camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9233&prmBL=8828-14" �http://camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=9233&prmBL=8828-14� (Abril, 2015).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=30667" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=30667� (Abril, 2015).


� Disponible en � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=6954&idVersion=2011-04-26" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=6954&idVersion=2011-04-26� (Abril, 2015).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=29764" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=29764� (Abril, 2015).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=7889&prmBL=7486-01" �http://camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=7889&prmBL=7486-01� (Abril, 2015).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=6027" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=6027� (Septiembre 2014)


� Disponible en: � HYPERLINK "http://camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=7940&prmBL=7550-06" �http://camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=7940&prmBL=7550-06� (Abril, 2015).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1048554" �http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1048554� (Abril, 2015).
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